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________________________________________

HONORABLE SENADO:

La  Comisión  de  Trabajo  y  Previsión  Social  tiene  el
honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje
de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia
calificada de “simple”.

Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en
general,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  36  del  Reglamento  de  la
Corporación.

-------

OBJETIVOS PRINCIPALES DEL PROYECTO

 Modificar los procedimientos de negociación colectiva,
para lo cual se sustituye el Libro IV del Código del Trabajo y se amplía la cobertura
a dicho proceso a los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje, a los de obra o
faena transitoria y aquellos que no tengan facultades expresas de representación y
administración de la empresa.

 Reconocer  al  sindicato  como  sujeto  principal  de  la
negociación colectiva en representación de sus afiliados, ampliándose su derecho a
información sobre la situación económica de la empresa. 

Consagrar  el  concepto  de  piso  de  la  negociación  y
contemplar en el marco de la negociación colectiva el acuerdo sobre condiciones
especiales de trabajo.

Reconocer el derecho a huelga y prohibir el reemplazo
de los puestos de trabajo de los trabajadores en huelga.

Establecer la figura de los servicios mínimos y de los
equipos de emergencia.

QUÓRUM DE VOTACIÓN RESPECTO DE SEIS DISPOSICIONES CONTENIDAS
EN EL NUMERAL 28) DEL ARTÍCULO 1°

Tienen el rango de normas orgánicas constitucionales
los artículos 327, 388, 396, 399, 401 y 405, contenidos en el numeral 28) del artículo
1°  del  proyecto,  de  conformidad  al  artículo  77  de  la  Constitución  Política  de  la
República, toda vez que modifican la organización y atribuciones de los Tribunales
de  Justicia  y  requieren  para  ser  aprobados  del  voto  conforme  de  los  4/7  de
Senadores en ejercicio, tal como lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la
Carta Fundamental.



ASISTENCIA

A una o más de las sesiones celebradas por  la
Comisión,  asistieron,  además de  sus  integrantes,  los  Senadores  señores
Juan Antonio Coloma Correa, Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos
Weber y Carlos Montes Cisternas y los Diputados señores Osvaldo Andrade
Lara y Tucapel Jiménez Fuentes.

Especialmente invitados concurrieron:

Sesión de 6 de julio de 2015, de 10 a 13:30 horas. 

Del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social:  la  Ministra  del  Trabajo  y
Previsión Social señora Ximena Rincón González, el Jefe de Gabinete señor
Cristián Cuitiño Martínez, el Subsecretario del Trabajo señor Francisco Díaz
Verdugo, la Subsecretaria de Previsión Social señora Julia Urquieta Olivares,
el  Coordinador  Legislativo  señor  Francisco  del  Río  Correa,  el  asesor
legislativo  del  Ministerio  señor  Ariel  Rossel  Zúñiga,  la  asesora  del
Subsecretario  del  Trabajo señora Claudia Donaire Gaete,  el  asesor  de la
Ministra señor Cristóbal Huneeus Lagos. Los asesores de la Subsecretaría
de Previsión Social señores Claudio Rodríguez y Pedro Aravena. El asesor
del Ministerio señor Claudio Fuentes. De la Central Unitaria de Trabajadores
(CUT): la Presidenta señora Bárbara Figueroa Sandoval, el Vicepresidente
señor  Nolberto  Díaz,  el  Secretario  General  señor  Arturo  Martínez,  el
Encargado de la Secretaría de Organizaciones señor Guillermo Salinas, la
Encargada de Prensa de Presidencia señora Danae Prado y los asesores
técnicos señores Pablo Zenteno, Fernando Carmona y Josué Vega. De la
Confederación de la Producción y del Comercio (CPC): el Presidente señor
Alberto  Salas Muñoz y el  Gerente General  señor Fernando Alvear.  De la
Central Autónoma de Trabajadores (CAT): el Presidente señor Oscar Olivos
Madariaga y el Director señor Alex Vega Torres. De la Unión Nacional de
Trabajadores  (UNT):  el  Presidente  señor  Alejandro  Steilen  Navarro,  el
Presidente de la Federación Forestal  señor Heraldo Medina y el  dirigente
forestal señor Juan Pizarro.

Sesión de 6 de julio de 2015, de 15 a 19:30 horas. 

Del Consejo Minero: el Presidente Ejecutivo señor Joaquín Villarino Herrera,
el  Gerente  General  señor  Carlos  Urenda  Aldunate  y  el  Presidente  de  la
Comisión de Capacitación señor Alejandro Mena. De la Federación Gremial
Nacional  de Productores de Fruta (FEDEFRUTA): el  Vicepresidente señor
Felipe García Huidobro Sanfuentes, el Gerente General señor Juan Carlos
Sepúlveda Meyer, el asesor señor Alfonso Errázuriz Orrego y el periodista
señor Jorge Ciudad Lara. De la Sociedad Nacional de Minería (SONAMI): el
Secretario General señor Jorge Riesco Valdivieso. De la Confederación de
Trabajadores  del  Cobre  (CTC):  el  Presidente  señor  Manuel  Ahumada
Letelier,  el  Vicepresidente  señor  Emilio  Zárate,  el  Director  señor  Patricio
Rocco,  el  asesor  ejecutivo  señor  Felipe  Valenzuela,  el  asesor  de
comunicaciones  señor  Cesar  Acosta  Escudero,  los  asesores  jurídicos
señores  Esteban  Sáez  S.,  Rodrigo  Bravo  C.,  y  los  asesores
comunicacionales  señores  Álvaro  Salinas  y  César  Acosta.  De  la
Confederación  Minera  de  Chile  (CONFEMIN):  el  Presidente  señor  Hugo
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Páez  Suárez,  el  Vicepresidente  de  Relaciones  Nacionales  señor  Moisés
Labraña Mena.  Los representantes señores:  Dagoberto Vargas Barahona,
Sergio Rivas Cornejo, Carlos Contreras Maldonado, Roberto Valdivia Alfaro y
Claudio  Castillo.  De  la  Federación  de  Trabajadores  del  Cobre  (FTC):  el
Presidente  señor  Raimundo  Espinoza  Concha,  el  Jefe  del  Departamento
Legislativo señor Sergio Morales, el Jefe del Departamento de Previsión y
Salud Ocupacional señor Luis Gómez, el Jefe de Relaciones Internacionales
señor  Guillermo  Lemaitre  y  los  asesores  señores  Raúl  Álvarez,  Nelson
Suárez y Jorge Varas. De la Federación Minera de Chile: el Presidente señor
Gustavo Tapia Campos (Sindicato Cerro Colorado), el Director de Relaciones
Públicas señor Jorge Schumacher (Sindicato MEL), el Director señor Agustín
Latorre (Sindicato Alto Norte), el Director señor José Pereira (Sindicato Los
Bronces), el Director señor Manuel Figueroa (Sindicato Los Pelambres) y el
abogado señor Raúl Osorio. De la Cámara Nacional de Comercio (CNC): el
Presidente  señor  Ricardo  Mewes Schnaidt,  el  Presidente  de  la  Comisión
Laboral señor Cristóbal Valdés y el integrante de la Comisión Laboral señor
Christian  Acuña.  De  la  Confederación  Coordinadora  de  Sindicatos  del
Comercio: el Presidente señor Manuel Díaz Tapia, el Secretario General de
Multitiendas  Ripley  señor  Sergio  Cisternas  Navarro,  el  tesorero  de
Multitiendas  París  señor  Roberto  Pacheco  Pino,  el  Secretario  de
Organización  Falabella  señor  Humberto  Meza,  el  Director  Supermercados
Montserrat  Sergio  Peña,  el  Director  Multitiendas  Sodimac  señor  Nelson
Toledo y el asesor señor Carlos Cano Barriga. De la Confederación Nacional
de  Sindicatos  y  Federaciones  de  Trabajadores  del  Comercio
(CONSFETRACOSI):  el  Presidente  señor  Hernán  Méndez  Ramírez  y  el
Vicepresidente señor Mario Guajardo Barros.

Además concurrieron a las dos sesiones del 6 de julio de 2015:

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor señor Hermes
Ortega. Del Ministerio de Hacienda: el asesor económico de coordinación de
políticas sociales señor Juan Manuel Badilla y la asesora señora Macarena
Lobos.  De la  Biblioteca del  Congreso Nacional:  la abogada señora Paola
Álvarez.  De la  Fundación Jaime Guzmán: el  asesor  señor  Felipe Rössler
Hargous.  Asesores  Parlamentarios:  De  la  Senadora  Goic  el  señor  Juan
Pablo Severín. Del Senador Navarro el señor Fabián Luengo. Del Senador
Allamand  el  señor  Marcelo  Soto.  Del  Senador  Ossandón  el  señor  José
Huerta. Del Diario El Pulso: la periodista señora Pierina Bertoni. Del Diario La
Tercera:  el  periodista  señor  Carlos  Agurto.  De Valor  Futuro:  la  periodista
señora Carla Cabello. De la Universidad de las Comunicaciones (UNIACC):
la estudiante de periodismo señorita Alejandra Castillo.

Sesión de 8 de julio de 2015.

Estuvieron presentes:

Del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social:  La  Ministra  señora  Ximena
Rincón  González,  el  Subsecretario  del  Trabajo  señor  Francisco  Díaz
Verdugo, la asesora del Subsecretario del Trabajo señora Claudia Donaire
Gaete, el coordinador legislativo señor Francisco del Río Correa, el asesor
legislativo de la Ministra señor Ariel  Rossel  Zúñiga, la asesora de prensa
señora Rocío Sabanegh Figueroa y el  fotógrafo señor Pablo Yovane. Del
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Ministerio  Secretaría  General  de  la  Presidencia  (SEGPRES):  La  asesora
legislativa señora Vanesa Salgado. De la Biblioteca del Congreso Nacional:
La asesora señora Paola Álvarez. Del Instituto Igualdad: El Director señor
Roberto Santa Cruz y el asesor señor Sebastián Divin Granada. Del Instituto
Libertad  y  Desarrollo:  El  abogado  señor  Sergio  Morales.  Asesores
parlamentarios:  De  la  Senadora  Goic  el  señor  Juan  Pablo  Severín.  Del
Senador Letelier el periodista señor José Fuentes. Del Senador Larraín la
periodista señora Daniela Lazo.

Sesión de 13 de julio de 2015, de 10 a 13:30 horas. 

Especialmente invitados concurrieron:

De la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA): El Presidente señor Patricio
Crespo  Ureta,  el  Secretario  General  señor  Juan Pablo  Matte  Fuentes,  el
Fiscal señor Eduardo Riesco Salvo y el abogado de Fiscalía señor Manuel
Ignacio Hertz Zúñiga. De la Unión Nacional de Organizaciones Gremiales de
Micro, Pequeña, Mediana Empresa y Empresarios, Trabajadores por Cuenta
Propia o Autónomos de Chile  A.G.,  UNAPYME-EMT: El  Presidente señor
Héctor  Tejada  y  el  Secretario  General  señor  José  Luis  Ramírez.  De  la
Coordinadora Nacional de Sindicatos Interempresas (CSI): El Presidente de
CSI, señor José Manuel Díaz Zavala y la asesora jurídica de CSI, señora
Rosa Olivares Castro. El Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos
de  Conductores  de  Camiones,  Buses,  Actividades  Afines  y  Conexas  de
Chile, FENASICOCH, señor José Sandoval Pino. El Presidente del Sindicato
Interempresas Líder y Walmart, SIL, señor Juan Moreno. El Presidente de la
Coordinadora  de  Subcontratistas  de  Codelco  señor  Julio  Fonseca.  El
Presidente del  Sindicato de Trabajadores Contratistas de Enap Ventanas,
SITEC, señor David Torreblanca. El Presidente de la Confederación Nacional
de Trabajadores del Pan, CONAPAN, señor Eugenio Paillalef. El Presidente
de la  Federación de Trabajadores de Bombas de Bencina,  señor  Manuel
Plaza. El Presidente del Sindicato de Futbolistas Profesionales, SIFUP, señor
Carlos Soto. De la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa  (CONAPYME):  El  Presidente  señor  Rafael  Cumsille  Zapapa,  el
Director  del  Departamento  de  Estudio  señor  Carlos  Boada  Campos,  el
Vicepresidente y Presidente de la Confederación Nacional de Sindicatos y
Federaciones de Taxis Colectivos de Chile,  CONATACOCH, señor Héctor
Sandoval  Gallegos.  El  Economista  del  Departamento  de  Estudio  de
CONAPYME  señor  Enrique  Román,  la  Vicepresidenta  de  CONAPYME  y
Presidenta de la Confederación Nacional de Transporte Escolar y Turismo de
Chile,  CONFENTETUCH,  señora  Verónica  Contreras  Altamirano.  El
Vicepresidente  de  CONAPYME  y  Presidente  de  la  Federación  Gremial,
Nacional  de  Buses,  Transporte  de  Pasajeros  Rural,  INTERURBANO,
Interregional  e  Internacional  de  Chile,  FENABUS,  señor  Marcos  Carter
Bertolotto.  El  Director  de  CONAPYME y  Presidente  de  la  Confederación
Nacional Pyme de Chile, CNP, señor German Dastres González. El Gerente
General  de CONAPYME y de la  Confederación del  Comercio  Detallista  y
Turismo de Chile, CONFEDECHTUR, señor Pedro Zamorano Piñats. El Jefe
de Prensa de CONAPYME y de la Confederación del Comercio Detallista y
Turismo de Chile CONFEDECHTUR, señor Juan Luis Bonell. El abogado de
CONAPYME y de la Federación Gremial, Nacional de Buses, Transporte de
Pasajeros  Rural,  INTERURBANO,  Interregional  e  Internacional  de  Chile
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FENABUS, señor Antonio Rodríguez.  El  Vicepresidente de CONAPYME y
Presidente de la Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile,
CNDC, señor Juan Araya Jofré. El Director de CONAPYME y Presidente de
la Federación Chilena de Industriales Panaderos, FECHIPAN, señor Marcelo
Alonso  Heredia.  El  Tesorero  de CONAPYME y  Primer  Vicepresidente  de
CONAPYME, señor Roberto Zúñiga Belauzarán. El Gerente y Coordinador
de CONAPYME y de la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de
Chile CONFEDECHTUR, señor Marcos Veragua Contreras. De la Asociación
de  Bancos  e  Instituciones  Financieras  (ABIF):  El  Presidente  señor
Segismundo Schulin-Zeuthen, el Fiscal señor Juan Esteban Laval Zaldívar, el
Gerente  de  Estudios  señor  Luis  Opazo,  la  Gerente  de  Comunicaciones
señora María Soledad Pinto Núñez, la Encargada de Comunicaciones señora
María Verónica Cáceres Valenzuela y la periodista señora Beatríz Aliste. De
la Confederación de Sindicatos Bancarios y Afines:  La Presidenta señora
Andrea Riquelme Beltrán y el Secretario General señor Luis Mesina.

Sesión de 13 de julio de 2015, de 15 a 19:30 horas. 

Especialmente invitados concurrieron:

De la Cámara Chilena de la Construcción: El Presidente en ejercicio señor
Sergio Torretti Costa, el Gerente de Estudios señor Javier Hurtado Cicarelli,
el Gerente de Comunicaciones señor Gabriel Vildósola Gómez, el abogado
Jefe de Coordinación Legal  señor Gonzalo Bustos Carbone y la fotógrafa
señora Úrsula Ortíz. Del Sindicato Interempresa Nacional de Trabajadores de
la Construcción, Montaje Industrial y Afines (SINTEC): El Presidente señor
Jorge Hernández Silva.  Los delegados señores:  Jonathan Molina,  Ángelo
Ayala, Osvaldo Flores, Víctor Ormazábal, Ángel Mercado y Marcelo Ramírez.
De la Asociación de Industrias Metalúrgicas y Metalmecánicas (ASIMET): El
Presidente  señor  Juan  Carlos  Martínez  Zepeda  y  el  asesor  legal  señor
Andrés  Correa  Cruzat.  De  la  Confederación  Nacional  de  Trabajadores
Metalúrgicos,  de  la  Industria  y  Servicios  “CONSTRAMET”:  El  Presidente
señor  Horacio  Fuentes  G.,  el  Encargado de  Negociación  Colectiva  señor
Daniel  Moraga  Villalobos,  el  Encargado  de  Capacitación  Sindical  señor
Roberto  Bustamante  Rojas,  el  Encargado  Organizacional  señor  Antonio
Gálvez Poblete, el Encargado de Salud Ocupacional señor Eduardo Cortés
Guerrero, el Segundo Vicepresidente señor Mikel Capetillo, el asesor señor
Felipe Valenzuela y el periodista señor Carlos Vera. De la Confederación de
Trabajadores de Chile (COTRAPORCHI): El Presidente señor Sergio Baeza
González.  Los dirigentes  señores Ademir  Monardes,  José Barnao,  Daniel
Sánchez, Manuel Díaz, Cristián Tudela, Enrique Zamora, Mauricio Cepeda,
Ernesto Benavides, Alejandro Romero, Marcial Olguín y Alejandro Muñoz. De
la Cámara Marítima y Portuaria de Chile A.G.: El Presidente del Directorio
señor Jorge Marshall R., y el Vicepresidente señor Rodolfo García S.

Además concurrieron a las dos sesiones del día 13 de julio de 2015:

Del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social:  El  Coordinador  Legislativo
señor Francisco del Río, y los asesores señores Claudio Fuentes y Cristóbal
Huneeus.  De la  Subsecretaría  de Previsión Social  el  asesor  señor  Pedro
Aravena.  Del  Ministerio Secretaría  General  de la Presidencia:  La asesora
señora  Tania  Larraín.  De  la  Central  Unitaria  de  Trabajadores  (CUT):  El
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asesor  señor  Pablo  Zenteno.  De  la  Biblioteca  del  Congreso  Nacional  la
asesora legislativa señora Paola Álvarez. Del Instituto Igualdad: El  asesor
señor Sebastián Divin. Del Instituto Libertad y Desarrollo: El abogado señor
Sergio  Morales.  Del  Partido  Comunista  de  la  Cámara  de  Diputados:  El
asesor señor Alejandro Fuentes. Del Diario El Mercurio: El periodista señor
Antonio Collados. Del Diario El Pulso: El periodista Oscar Galaz. De Valor
Futuro: La periodista señora Carla Cabello. Asesores Parlamentarios: De la
Senadora Carolina Goic el señor Juan Pablo Severín. Del Senador Allamand
el señor Marcelo Soto.

Sesión de 15 de julio de 2015.

Estuvieron presentes:

Del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social:  La  Ministra  señora  Ximena
Rincón  González,  el  Subsecretario  del  Trabajo  señor  Francisco  Díaz
Verdugo, la asesora del Subsecretario del Trabajo señora Claudia Donaire
Gaete, el coordinador legislativo señor Francisco del Río Correa, el asesor
legislativo de la Ministra señor Ariel Rossel Zúñiga; el Jefe de Estudios y el
abogado de la Subsecretaría de Previsión Social, señores Gonzalo Cid Vega
y Pedro  Aravena Rivera,  respectivamente;  el  asesor  del  Ministerio,  señor
Claudio Fuentes; la asesora de prensa señora Rocío Sabanegh Figueroa y el
fotógrafo  señor  Pablo  Yovane.  Del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia (SEGPRES): La asesora legislativa señora Vanesa Salgado. De
la Biblioteca del Congreso Nacional: La asesora señora Paola Álvarez. Del
Instituto  Igualdad:  el  asesor  señor  Sebastián  Divin  Granada.  Del  Instituto
Libertad y Desarrollo:  El  abogado señor Sergio Morales. De la Fundación
Jaime Guzmán,  los asesores señora María Teresa Urrutia  y  señor  Felipe
Rössler.  De  la  CUT,  el  asesor  señor  Pablo  Zenteno.  Asesores
parlamentarios:  De  la  Senadora  Goic  el  señor  Juan  Pablo  Severín.  Del
Senador Letelier el periodista señor José Fuentes. Del Senador Larraín la
periodista señora Daniela Lazo. Del Senador señor Allamand, señor Marcelo
Soto. Asimismo, ingresó a la sesión el periodista de La Tercera, señor Carlos
Agurto López.

Sesión de 20 de julio de 2015, de 10 a 15:00 horas.

Especialmente invitados concurrieron:

De  la  Organización  Internacional  del  Trabajo  (OIT):  el  Coordinador  de
Libertad Sindical de la oficina de Ginebra señor Alberto Odero de Dios, la
Especialista  en  Normas  Internacionales  y  Relaciones  Laborales  doctora
Kirsten María Shapira y la Oficial de Programación señora Patricia Roa. De la
Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA): El Presidente señor Hermann Von
Mühlenbrock,  el  Vicepresidente  señor  José  Juan  Llugany,  el  Gerente  de
Estudios y Asuntos Regulatorios señor Javier Vega, el abogado señor Luis
Lizama  y  el  periodista  señor  Francisco  Ovalle.  De  la  Fundación  Sol:  El
Representante señor Gonzalo Durán, la economista señora Valentina Doniez
y la investigadora antropóloga señor Karina Narbona. Del Instituto Libertad y
Desarrollo: El asesor señor Sergio Morales y la economista señora Cecilia
Cifuentes.  De  la  Fundación  Jaime  Guzmán:  El  investigador  señor  Felipe
Rössleer.  El  economista  señor  Bernardo  Fontaine.  Los  profesores  de
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Derecho del Trabajo: La señora María Ester Feres Nazarala y los señores
Sergio Gamonal Contreras, César Toledo Corsi y José Luis Ugarte Cataldo. 

Sesión de 20 de julio de 2015, de 15:30 a 19:40 horas.

Especialmente invitados concurrieron:

Del Sindicato Consorcio Seguros de Vida: El Presidente señor Carlos Marfull
Navarro y la  Tesorera señora Pamela Walters Gastelu.  De la  Federación
Nacional de Sindicatos de Empresas de Distribución Eléctrica, Afines y Otros.
El Secretario de la Federación señor Patricio Velásquez Parra, el Presidente
del  Sindicato  de  Trabajadores  de  la  Empresa  Eléctrica  de  Atacama S.A.
(EMELAT),  señor  Félix  Medina  Viveros,  el  Director  de  Negociaciones
Colectivas  de  la  Federación  señor  Jaime  Werth  Brito,  el  Director  de
Relaciones Nacionales  de la  Federación señor  Carlos  Venegas Lagos,  el
Director  de  Asuntos  Legales  de  la  Federación  señor  Víctor  Quezada
Valenzuela y el  Director señor Luis Francisco Hormazábal.  Del  Centro de
Despacho Económico de Carga del Sistema Eléctrico Interconectado Central,
CDESIC:  El  Presidente  del  Directorio  señor  Sergi  Jordana,  el  Director
Técnico  Ejecutivo  señor  Andrés  Salgado,  el  Subgerente  de  Asuntos
Corporativos  señor  Cristian  Poblete,  el  Jefe  de  Comunicaciones  señor
Claudio Ortega y la Jefa del Departamento Legal señora Catalina Mede. De
Empresas Eléctricas A.G: El Director Ejecutivo señor Rodrigo Castillo Murillo
y el  Director  Jurídico señor  Ricardo Eberle  Polanco.  De la  Asociación de
Generadoras  de  Chile:  La  Vicepresidenta  Ejecutiva  (S),  abogada  señora
Daniela Gorab, los asesores señores Diego Ibarrola y Luis Felipe Sáez. De la
Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS):
El Presidente del Directorio señor Héctor Moya, el Director Ejecutivo señor
Víctor Barrueto, los asesores señores Juan Pablo Carvajal y Paulo Cáceres.
Del  Sindicato  de  Trabajadores  Unidos  de  SUBUSCHILE  S.A.,  del
Transantiago:  El  Presidente  del  Sindicato  STU,  señor  Cristián  Martínez
Farías,  la  asesora  de  Sindicatos  del  Transantiago  señora  María  de  las
Nieves Cisterna, los Directores del Sindicato de Trabajadores Unidos (STU)
señores  Pablo  Leiva  Paimemil,  Enrique  Arellano  Melian,  Benito  Valdivia
Arenas y Oscar Llanos Parra. Los socios señores Patricio Olivares Oliva y
Jaime Carrasco. De Chile Transporte: Asociación Gremial del Transporte de
Carga  por  Carretera:  El  Gerente  General  señor  Javier  Insulza  Merlet,  el
abogado asesor del directorio señor Felipe Sáez, el Secretario General señor
Baldemar Higueras y el empleado señor José Miguel Gélvez. De la Sociedad
Nacional de Pesca (SONAPESCA): El Presidente señor Francisco Orrego B.
De la Asociación de la Industria del Salmón de Chile: El Presidente señor
Felipe Sandoval, el abogado asesor señor Jaime Ovalle, el abogado asesor
señor Juan Ignacio Chamorro, el Director de Salmon Chile y Presidente de
Empresas Aqua Chile, señor Víctor Hugo Puchi, el Director de Salmon Chile
y Vicepresidente de Salmones Friosur, señor Carlos Vial. De la Federación
de  Trabajadores  Pesqueros  (FETRAPES):  El  Presidente  señor  Juan
Montenegro  S.,  el  Vicepresidente  señor  David  Armin  Aedo  Uribe,  el
Secretario  General  señor  Raúl  Domínguez,  el  Secretario  de  Organización
señor  Luis  Vargas  Martínez,  el  Secretario  del  Sindicato  señor  Adrián
Pincheira  Garrido  y  el  Secretario  General  de  Fenatraos  señor  Germán
Andrade.
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Además concurrieron a las dos sesiones del día 20 de julio de 2015:

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: el Coordinador Legislativo señor
Francisco del Río y el asesor señor Cristóbal Huneeus. De la Biblioteca del
Congreso  Nacional:  La  asesora  señora  Paola  Álvarez.  Del  Ministerio
Secretaría General de la Presidencia: La asesora señora Tania Larraín. Del
Diario El Pulso: La periodista señora Pierina Bertoni. Del Diario El Mercurio:
los periodistas señora Mariana Penaforte y Antonio Collados. Del Diario La
Tercera: El periodista señor Carlos Agurto. De Valor Futuro: La periodista
señora  Almudena  Rascón.  Del  Partido  Comunista  de  la  Cámara  de
Diputados: El asesor señor Alejandro Fuentes. Asesores parlamentarios: De
la Senadora Muñoz el señor Luis Díaz. Del Senador Navarro el señor Fabián
Luengo.

Sesión de 22 de julio de 2015.

Estuvieron  presentes: Del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social:  La
Ministra señora Ximena Rincón González, el Subsecretario del Trabajo señor
Francisco Díaz Verdugo,  la asesora del  Subsecretario  del  Trabajo señora
Claudia Donaire Gaete, el Coordinador Legislativo señor Francisco del Río
Correa y el  fotógrafo señor Pablo Yovane. De la  Biblioteca del  Congreso
Nacional:  La  asesora  señora  Paola  Álvarez.  De  la  Unidad  de  Asesoría
Presupuestaria del Senado: El analista señor Eduardo Díaz. Del Ministerio
Secretaría General de la Presidencia: La asesora señora Vanessa Salgado.
De la Fundación Jaime Guzmán: La asesora señora María Teresa Urrutia.
De  la  Central  Unitaria  de  Trabajadores:  Los  asesores  señores  Fernando
Carmona  y  Pablo  Zenteno.  Asesores  parlamentarios:  De  la  Senadora
Adriana Muñoz el señor Luis Díaz. Del Senador Letelier el periodista señor
José Fuentes. Del Senador Allamand el señor Marcelo Soto. Del Diputado
Tucapel Jiménez el señor Salvador Orozco.

Sesión de 3 de agosto de 2015, de 9:30 a 13:30 horas.

Especialmente invitados concurrieron:

De la Cámara de Comercio de Santiago: El Presidente señor Peter Hill y el
Secretario  General  señor  Cristián  García-Huidobro.  De  la  Confederación
Nacional  de  Sindicatos  y  Federaciones  de  Trabajadores  del  Comercio  y
Servicios  (CONSFECOVE):  El  Presidente  señor  José  Luis  Ortega,  el
Secretario General señor Leandro Cortez Frías, el  Director señor Giuliano
Silva y los dirigentes señoras Gloria Galarce Silva, Teresa Riquelme Bravo,
Margarita Moraga y los señores Mario Sánchez Vera, Iván Campos Muñoz,
Carlos  Maldonado.  De  la  Agrupación  de  Trabajadores  para  una  Mejor
Reforma Laboral: La Vocera señora Carmen Miranda A. (además vocera del
Sindicato  Entel)  y  la  señora  Claudia  Muñoz  Tesorera  de  Sindicatos
Profesionales-Técnicos  de  Aguas  Andina.  Acompañan  los  siguientes
dirigentes:  De  la  Federación  Ripley  el  señor  Raúl  Pérez,  del  Sindicato
Interempresas Nacional  de  Telecomunicaciones SINATE el  señor  Ricardo
Campos;  de  la  Federación  Minera  de  Chile  señor  Manuel  Figueroa;  de
Subcontratados  del  Retail  señora  Nayadeth  Valenzuela  y  señor  Christian
Riveros;  de  la  Coordinación  Bancaria  el  señor  Mauricio  Díaz;  de  la
Federación  de  Televisión  el  señor  Aníbal  Sandoval;  del  Sindicato  Entel
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Servicios Empresariales el señor Ángel Molina; del Sindicato N° 1 de Aguas
Andinas el señor Héctor Triviño; del Sindicato de Profesionales y Técnicos de
Aguas Andinas los señores Pedro Sepúlveda y Jaime Salazar; del Sindicato
Correo de Chile el señor Flavio Garrido; del Sindicato Interempresa Banco de
Chile  el  señor  Mario  Ruiz;  de  CONFENER  el  señor  Jaime  Werth;  de
FESINTRATEL el señor José Mazzo; y los asesores señores Juan Vergara y
Max Olivares. De la Federación de los Medios de Comunicación Social de
Chile FMCS: El Presidente (S) de la Federación de Medios y Presidente de la
Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI), señor Luis Pardo Saiz. El
Vicepresidente de la Federación de Medios y Presidente de la Asociación
Nacional  de  Televisión  (ANATEL),  señor  Ernesto  Corona  Bozzo.  El
Presidente  (S)  de  la  Asociación  Nacional  de  Prensa (ANP),  señor  Álvaro
Caviedes Barahona. El Secretario General de la Federación de Medios de
Comunicación Social de Chile A.G., señor Francisco Moreno Guzmán. De la
Federación Nacional de Trabajadores de los Medios de Comunicación Social
(FENATRAMCO):  El  Presidente  señor  Domingo  Vargas  Cornejo,  el
Secretario  General  señor  Sergio  Vargas Álvarez,  el  asesor  señor  Alfonso
Guerra Muñoz. Los dirigentes del Diario El Mercurio de la Quinta Región:
señora Jacqueline Irribarra González y los señores Pedro Araya Montecinos
y Juan Carlos Moreno Montecinos. Los dirigentes del Diario El Mercurio de
Santiago: señores Ricardo Sagredo Aguilar y Miguel Trujillo Figueroa. De la
Federación de Trabajadores de las Comunicaciones, la Gráfica y Servicios
Conexos (FETRACOSE): El Presidente señor Abraham Armijo Cáceres, el
Secretario  General  señor  Ramón  Pérez  Machuca,  el  Director  de
Comunicaciones señor Juan Aquiles Torres V., y el Director señor Luis Varas
Fuentes. De la Confederación Nacional de Trabajadores Forestales de Chile
CTF:  El  Presidente  señor  Jorge  González,  el  Secretario  General  señor
Sergio Gatica Ortiz, el Tercer Vicepresidente señor Rubén Marileo Díaz, el
Secretario  de Actas  y Solidaridad señor  Mauricio  Garrido Hernández y el
Director señor Nelson Díaz Velásquez. De la Asociación de Exportadores de
Frutas de Chile A.G. ASOEX: El Presidente señor Ronald Bown Fernández,
el Gerente General señor Miguel Canala-Echeverría Vergara, el Secretario
General señor Edmundo Araya Abollo. De la Mesa Permanente de Diálogo
Social y Laboral del Sector Frutícola: La Presidenta señora Olga Gutiérrez, el
Secretario  Ejecutivo  señor  Rodrigo  Muñoz.  El  Presidente  de  la
Confederación  Nacional  Campesina  señor  Alejandro  Steilen  Navarro.  La
periodista señora Cecilia Casanova.

Además concurrieron:

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: El coordinador legislativo señor
Francisco del  Río. Del Ministerio Secretaría General  de la Presidencia: El
asesor  señor  Sergio  Herrera.  De la  Biblioteca del  Congreso Nacional:  La
asesora señora Paola Álvarez. De la Central Unitaria de Trabajadores (CUT):
Los asesores señores Fernando Carmona y Pablo Zenteno.  Del  Diario El
Mercurio: La periodista señora Mariana Penaforte. Del Diario El Mostrador:
La  periodista  señora  Claudia  Urquieta.  Asesores  parlamentarios:  Del
Senador Allamand el señor Marcelo Soto.

Sesión de 4 de agosto de 2015, de 10:00 a 14:00 horas.

Especialmente invitados concurrieron:
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De la Pastoral Social Caritas, Santiago: El Director Nacional de Trabajadores
de la Conferencia Episcopal señor Guillermo Sandoval, el Director Nacional
de Pastoral señor Lorenzo Figueroa y el Jefe de Capacitación Laboral señor
Felipe Guala. De la Multigremial Nacional de Emprendedores: El Presidente
señor Juan Pablo Swett, el Director Ejecutivo señor Cristián López Díaz. Los
Directores señora María Angélica Tepper y señores Sergio Pérez, Baldemar
Higueras, José Villagrán y José Egido. Del Centro Chileno de Derecho del
Trabajo:  El  Presidente  señor  Enrique  Uribe  Casasbellas  y  los  Directores
señores Enrique Munita, Raimundo Opazo, Horacio Infante, Augusto Bruna y
Oscar Aitquen. El Economista señor Andrés Velasco Brañes, acompañado
por la Jefa de Prensa señora Pamela Díaz y el asesor señor Enzo Napoli.
Del Centro Latinoamericano  de Políticas Económicas y Sociales, CLAPES
UC: El Director señor Felipe Larraín B., el abogado e investigador asociado
señor Francisco Moreno y la periodista  señora María José Vargas.  De la
Coordinadora  de  Sindicatos  de  Empresas  Estratégicas:  El  Vicepresidente
Nacional  CUT  Chile  y  Presidente  Trabajadores  ENAP  Aconcagua,  señor
Nolberto  Díaz  Sánchez.  De  la  Fundación  Chile  Mujeres:  La  Directora
Fundadora  señora  Verónica  Campino,  las  fundadoras señoras Guadalupe
Ureta y Francisca Jünemann y las colaboradoras señoras Daniela Neumann,
y Elizabeth Zurita. Del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual,
MOVILH: El Director del Área de Derechos Humanos señor Rolando Jiménez
y el abogado señor Alan Spencer. De la Asociación de Productores Avícolas
de Chile A.G.: El Presidente señor Juan Miguel Ovalle Garcés y la Gerente
General señora Soledad Valenzuela Molina. De Clínicas de Chile A.G.: La
Gerente General señora Ana María Albornoz, la Gerente de Estudios señora
María Eugenia Salazar y la abogada señora Ignacia López Vives.

Además asistieron:

Del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social:  El  Coordinador  Legislativo
señor Francisco del Río. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:
La asesora señora Vanessa Salgado y el asesor señor Héctor Valladares. De
la Central Unitaria de Trabajadores (CUT): Los asesores señores Fernando
Carmona  y  Pablo  Zenteno.  De  la  Biblioteca  del  Congreso  Nacional:  La
asesora  señora  Paola  Álvarez.  Asesores  parlamentarios:  Del  Senador
Allamand el señor Marcelo Soto.

Sesión de 5 de agosto de 2015, de 12:15 a 14:30 horas

Del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social:  La  Ministra  señora  Ximena
Rincón  González,  el  Subsecretario  del  Trabajo  señor  Francisco  Díaz
Verdugo, la asesora del Subsecretario del Trabajo señora Claudia Donaire
Gaete, el  Director del  Trabajo señor Christian Melis Valencia,  la Jefa de
Comunicaciones señora Andrea Bórquez, el Coordinador Legislativo señor
Francisco del Río Correa, el  asesor legislativo de la Ministra señor Ariel
Rossel Zúñiga, el asesor de la Ministra señor Cristóbal Huneeus, la asesora
de prensa señora  Rocío  Sabanegh Figueroa  y  el  fotógrafo  señor  Pablo
Yovane. De la Subsecretaría de Previsión Social: La Subsecretaria señora
Julia Urquieta y los abogados asesores señores Pedro Aravena Rivera y
Roberto  Barraza  Saavedra.  Del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia: El asesor señor Octavio del Favero. De la Central Unitaria de
Trabajadores CUT: El  asesor  señor  Pablo Zenteno.  De la  Biblioteca del
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Congreso  Nacional:  La  asesora  señora  Paola  Álvarez.  Asesores
parlamentarios: De la Senadora Goic el  periodista señor Germán Flores.
Del  Senador  Larraín  la  periodista  señora  Daniela  Lazo.  Del  Diputado
Jiménez el señor Salvador Orozco. De la Fundación Jaime Guzmán: La
asesora señora María Teresa Urrutia y el asesor señor Felipe Rossler. Del
Instituto Libertad y Desarrollo: El abogado asesor señor Sergio Morales. Del
Instituto Igualdad: El asesor señor Sebastián Divin. Del Canal de Televisión
Nacional de Chile TVN: La periodista señora Andrea Pino. Del Diario La
Tercera: El periodista señor Carlos Agurto.

-------

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

De  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  inciso
segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República,
y 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, la
Cámara de Diputados consultó el parecer de la Corte Suprema respecto del
proyecto de ley en estudio, mediante oficio N° 11.652.

La Corte Suprema, mediante oficio N° 15, de 3 de
febrero  de  2015,  remitió  a  dicha  Corporación  su  opinión  respecto  de  la
iniciativa  legal,  documento  que  puede  consultarse  en  la  página  web  del
Senado, vinculado al Boletín N° 9.835-13.

Al  efecto,  dicho  informe  contiene  una  serie  de
observaciones en materia de la regulación orgánica y funcional que propone
el proyecto de ley, particularmente respecto de los procedimientos aplicables
para  conocer  las  controversias  derivadas de la  negociación  colectiva,  las
facultades que se otorgan a la Inspección del Trabajo y el  mecanismo de
impugnación que opera en su caso,  junto  a  la  regulación aplicable a  los
jueces árbitros.

-------

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal se
han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-La  Constitución  Política  de  la  República,
particularmente el numeral 19 de su artículo 19, que establece el derecho
fundamental a sindicarse en los casos y forma que señale la ley y reconoce
la libertad sindical, de la que deriva el derecho a huelga, y el inciso quinto del
numeral 16 del mismo artículo, que consagra el derecho fundamental a la
negociación colectiva.

-El artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de
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las Naciones Unidas y suscrito por Chile el 16 de diciembre de 1966, que
establece el derecho de toda persona para asociarse libremente con otras,
incluyendo el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección
de sus intereses.

-El artículo 8° del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de
Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y suscrito por Chile el 16 de
septiembre de 1969, que consagra el deber de los Estados de garantizar el
derecho de toda persona a formar sindicatos y a afiliarse a ellos, a formar
federaciones  o  confederaciones  nacionales  y  el  de  éstas  a  fundar
organizaciones  sindicales  internacionales  o  a  afiliarse  a  las  mismas.
Asimismo, reconoce la libertad sindical y el derecho a huelga.

-El  Convenio  N°  87  de  la  Organización
Internacional  del  Trabajo,  sobre  la  libertad  sindical  y  la  protección  del
derecho  de  sindicación,  de  1948,  y  el  Convenio  N°  98  de  la  misma
organización, sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, de
1949, ambos ratificados por Chile el 1 de febrero de 1999.

-El  Código  del  Trabajo,  especialmente  su  Título
Preliminar y el Libro I, III y IV.

-La  ley  N°  19.886,  de  bases  sobre  contratos
administrativos de suministro y prestación de servicios, de 2003.

-La  ley  N°  19.518,  que  fija  nuevo  estatuto  de
capacitación y empleo, de 1997.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da origen a este proyecto de ley,
entre sus consideraciones previas, señala los siguientes:

I. Fundamentos  

En primer lugar,  expone que,  en las sociedades
modernas,  la  democracia  no  se  limita  únicamente  al  ejercicio  de  las
libertades civiles y políticas, sino que, además, implica el ejercicio pleno de
los derechos económicos, sociales y culturales, entre los que se encuentran
las libertades sindicales. 

En ese contexto, añade que la organización de los
trabajadores, en sindicatos y órganos superiores de representación, resulta
fundamental  para formular  propuestas destinadas al  mejoramiento de sus
condiciones de empleo y de vida y su acceso a los resultados del crecimiento
económico de las empresas.

En  efecto,  señala  el  Mensaje,  la  iniciativa  que
propone  atiende  al  creciente  interés  de  los  ciudadanos,  quienes  esperan
participar de manera más abierta y propositiva en los temas que les afectan.
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En  la  misma  línea,  asevera  que,  en  el  ámbito
propio del derecho del trabajo, el respeto de los derechos colectivos de los
trabajadores permite regular institucionalmente las tensiones y conflictos que
se presentan en el ámbito laboral, encauzando su solución conforme a las
reglas jurídicas con reconocimiento de los derechos fundamentales de las
partes,  evitando  la  proliferación  de  aquellos  conflictos  que  se  producen
cuando los mecanismos institucionales no son los adecuados.

De ese modo, añade que el diálogo social en la
empresa y, particularmente, la negociación colectiva, resultan ser esenciales
para  el  crecimiento,  productividad  y  desarrollo  de  empresas  socialmente
sustentables,  al  permitir  la  participación  y  el  reconocimiento  de  los
trabajadores y sus organizaciones sindicales. Al mismo tiempo, indica que
dicho procedimiento permite que las empresas puedan poner en práctica una
gestión satisfactoria de los recursos humanos, mejorando la calidad de sus
productos o servicios y sus índices de productividad.

En  la  misma  línea,  advierte  que  la  negociación
colectiva contribuye a la organización de los trabajadores y a su expresión
como  grupos  de  interés  en  la  formulación  de  propuestas  destinadas  al
mejoramiento de las condiciones de empleo y de vida y a la redistribución del
producto económico, haciendo posible la participación de aquellos que han
colaborado  en  su  generación.  De  ese  modo,  agrega  que  la  apertura  de
espacios a quienes contribuyen a la producción de bienes y de servicios,
constituye uno de los valores fundamentales de la sociedad democrática. 

En efecto, añade que la experiencia de los países
con altos niveles de sindicalización demuestra que, al promoverse espacios
de  diálogo  y  colaboración  entre  trabajadores  y  empleadores,  se  pueden
establecer  acuerdos  de  mutuo  beneficio  sobre  un  amplio  espectro  de
materias.

En  este  contexto,  sostiene  que  los  sindicatos
constituyen organismos legítimos de representación de los intereses de los
trabajadores, los que, mediante una representación estable y permanente,
pueden garantizar la gobernabilidad interna y la proyección estratégica de la
empresa, con perspectivas de beneficio mutuo. 

Con todo,  describe  que,  en  nuestro  país,  existe
contundente evidencia de que las relaciones laborales están caracterizadas
por la falta de confianza y de colaboración, existiendo escaso diálogo entre
los actores de la relación laboral. Dicha problemática, agrega, se explica por
la  vigencia  de  un  ordenamiento  laboral  que  limita  los  espacios  de
negociación  y  entendimiento,  toda  vez  que  no  garantiza  ni  promueve  la
igualdad  entre  las  partes,  generando  una  profunda  desconfianza  en  su
capacidad para organizarse y colaborar mutuamente.

A  ello  se  suma,  añade,  que  las  normas  que
regulan  la  negociación  colectiva  son  extremadamente  formales  y  rígidas,
obstaculizando  los  acuerdos.  En  ese  sentido,  señala  que  la  experiencia
histórica  demuestra  que  mientras  más  asimetría  y  rigidez  procedimental
exista en la negociación colectiva, más intervendrá el Estado para garantizar
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la tutela de la parte más débil  de la relación laboral.  Dicha circunstancia,
agrega,  genera  la  proliferación  de  la  regulación  particular  para  sectores
específicos, dificultando la adaptación a los cambios que se requieran en
función de las especificidades de cada sector.

En  ese  contexto,  la  iniciativa  pretender  generar
una oportunidad para crear una cultura de diálogo y colaboración estratégica
entre los actores laborales, mediante el respeto mutuo y el reconocimiento de
la contraparte como un interlocutor legítimo que debe ser respetado en su
dignidad y derechos. Con dicha finalidad, propone modernizar el sistema de
relaciones  laborales  y  materializar  los  convenios  Nos 87  y  98  de  la
Organización  Internacional  del  Trabajo,  sobre  la  libertad  sindical  y  la
protección del derecho de sindicación, y sobre el derecho de sindicación y de
negociación colectiva, respectivamente.

II. Objetivos del proyecto:  

A continuación, el Mensaje señala que la iniciativa
apunta a favorecer el desarrollo de relaciones laborales modernas, justas y
equilibradas entre las partes, en las que predomine el diálogo y el acuerdo,
combinando objetivos de equidad, eficiencia y productividad.

Con dicha finalidad, el proyecto amplía el ámbito
de aplicación y mejora el procedimiento de negociación colectiva, para que
pueda ser ejercida por más trabajadores y para facilitar los acuerdos con los
empleadores, generando un espacio de diálogo institucionalizado al interior
de las empresas.

Asimismo,  mediante  el  fortalecimiento  de  los
sindicatos  y  el  reconocimiento  de  su  titularidad,  apunta  a  extender  los
acuerdos  a  otros  trabajadores  de  la  empresa,  sin  que  tales  mecanismos
constituyan prácticas antisindicales.

En la misma línea, propone procesar el  conflicto
laboral al interior de las empresas mediante un procedimiento que incentive
el diálogo directo entre las partes, resolviendo las diferencias y aspiraciones
de las partes en un marco de respeto y juridicidad, y sancionando aquellas
conductas que se desvíen de dicho propósito, particularmente aquellas que
representen un ejercicio violento del derecho a huelga.

Junto  con  lo  anterior,  la  iniciativa  apunta  a
fortalecer la capacidad operativa de la Dirección del Trabajo, con el propósito
que pueda desarrollar a cabalidad las nuevas funciones que se le asignan,
especialmente  las  relativas  a  la  solución  de  controversias,  la  asistencia
técnica a las partes y la calificación de los servicios mínimos.

III. Contenido del proyecto:  

En este acápite,  la iniciativa propone  ampliar    la  
cobertura de la negociación colectiva   a los trabajadores que hoy están  
excluidos  de  su  ejercicio,  particularmente  respecto  a  los  trabajadores
sujetos  a  contrato  de  aprendizaje  y  a  las  organizaciones  que  afilien  a
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trabajadores contratados exclusivamente para trabajar en una obra o faena
transitoria. 

Asimismo,  respecto  de  aquellos  que  se
encuentran contemplados en los números 2),  3)  y 4)  del  artículo 305 del
Código del Trabajo, mantiene una exclusión general respecto del personal de
confianza, la que sólo afectará a aquellos trabajadores que tengan facultades
expresas de representación y administración de la empresa. 

En  lo  relativo  a  la  regulación  de  la  titularidad
sindical, el Mensaje expone las normas generales aplicables, la regulación
de la titularidad sindical de organizaciones sindicales distintas al sindicato de
empresa y la titularidad sindical del sindicato interempresa.

En cuanto a las normas generales, expone que la
iniciativa  apunta  a  reconocer  al  sindicato  como  el  sujeto  principal  de  la
negociación  colectiva  en  representación  de  sus  afiliados,  con  plenas
garantías al principio de libertad sindical. 

En efecto,  describe que la negociación colectiva
del sindicato se sujetará a las normas de la negociación colectiva reglada,
pudiendo, en cualquier tiempo, participar de procesos de negociación directa
con  el  empleador,  esto  es,  puede  ejercer  titularidad  sindical  para  la
negociación colectiva no reglada.

En  cuanto  a  las  empresas  en  que  no  existe
sindicato con derecho a negociar  colectivamente,  el  Mensaje reconoce el
derecho de los trabajadores para unirse mediante grupos negociadores y
bajo una modalidad de negociación colectiva semi-reglada.

Asimismo, agrega que el trabajador amparado por
un instrumento colectivo negociado mediante de un sindicato podrá modificar
su  afiliación  sindical,  pero  permanecerá  vinculado  a  dicho  instrumento
colectivo  hasta  el  término  de  su  vigencia,  en  tanto  que  los  beneficios
negociados por un sindicato, y establecidos en un instrumento colectivo, se
aplicarán a todos los trabajadores que se afilien al sindicato con posterioridad
a la negociación, no pudiendo impedir o restringir arbitrariamente la afiliación
de trabajadores a otro sindicato.

En  lo  tocante  a  la  extensión  de  los  beneficios
acordados,  el  proyecto  propone  que  las  partes  podrán  disponer  dicha
ampliación a los trabajadores sin afiliación sindical en la medida que cuente
con el acuerdo del trabajador, en cuyo caso la extensión se regirá por los
términos del acuerdo.

En  el  evento  de  no  lograrse  dicho  acuerdo,
propone  sancionar  como  práctica  antisindical  el  otorgamiento  de  los
beneficios pactados en instrumentos colectivos a trabajadores no afiliados a
la organización que ocupen cargos o desempeñan funciones similares.

En cuanto a la titularidad sindical de organizaciones
sindicales  distintas  al  sindicato  de  empresa,  apunta  a  mantener  el
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reconocimiento de las modalidades de negociación de carácter voluntario a
todo  tipo  de  organizaciones  sindicales,  particularmente  respecto  de  la
negociación  no  reglada,  mediante  la  cual,  en  cualquier  momento  y  sin
restricciones de ninguna naturaleza, podrán iniciarse negociaciones directas,
sin sujeción a normas de procedimiento entre uno o más empleadores y una
o más organizaciones sindicales.

Asimismo, la iniciativa regula un procedimiento de
negociación  colectiva  vinculante  para  el  empleador,  respecto  de  las
organizaciones  que  afilien  a  trabajadores  eventuales  o  contratados  para
desempeñar exclusivamente una determinada obra o faena transitoria.

En lo relativo a la titularidad sindical del sindicato
interempresa, el proyecto, con la finalidad de conciliar el derecho a titularidad
sindical del sindicato interempresa con el reconocimiento constitucional a la
negociación  en  la  empresa,  reconoce  el  derecho  a  negociar  cuando  se
cumpla el quórum aplicable al sindicato de empresa. En dicha hipótesis, las
negociaciones se ajustarán a las mismas regulaciones aplicables en su caso,
salvo en lo concerniente a la comisión negociadora, que deberá ser integrada
por los delegados sindicales del sindicato en la respectiva empresa.

A  continuación,  el  Mensaje  expone  las  reformas
propuestas en materia  de  ampliación del  derecho a información de los
sindicatos.

Al efecto, describe que, con la finalidad de mejorar
la calidad de las negociaciones y la relación entre la empresa y el sindicato,
propone  que éste deba contar con información oportuna sobre la situación
económica de la empresa. 

Con  dicha  finalidad,  establece  la  obligación  del
empleador de proporcionar a sus sindicatos, en forma periódica, el balance
general, los estados financieros o estados financieros auditados, y toda otra
información  de  carácter  público  que  deba  poner  a  disposición  de  la
Superintendencia de Valores y Seguros. 

Asimismo,  el  empleador  deberá  entregar
información oportuna, completa y actualizada sobre el estado de la empresa
para la  preparación de la  negociación.  En todo caso,  con la  finalidad de
proporcionar  la  información  solicitada,  podrá  intervenir  la  Inspección  del
Trabajo o, en su defecto, el Tribunal competente. 

En cuanto a la  s  implificación del procedimiento  
de  negociación  colectiva  reglada,  el  Mensaje  expone  que  el  actual
procedimiento reglado de negociación colectiva limita las opciones de diálogo
directo entre las partes, haciendo prevalecer las formas procedimentales por
sobre los actos sustantivos. 

En  consecuencia,  la  iniciativa  simplifica  dicho
procedimiento, reconociendo el principio de buena fe, esto es, el deber de las
partes  de  cumplir  con  las  obligaciones  y  plazos  previstos  sin  poner
obstáculos que limiten sus opciones de entendimiento.
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Asimismo, apunta a fortalecer los instrumentos y
opciones de mediación, estableciendo el derecho de las partes a solicitar, de
común  acuerdo,  la  mediación  voluntaria  de  la  Dirección  del  Trabajo  en
cualquier momento de la negociación; el derecho de cualquiera de las partes
a solicitar mediación obligatoria una vez votada la huelga; y la mediación
forzada en los casos de incumplimiento del principio de buena fe, tales como
falta de entrega de la información, no respuesta a solicitud del equipo de
emergencia o no asistencia a reuniones convenidas, entre otras.

A continuación, el  Mensaje expone la regulación
que  propone  garantizar  el  e  quilibrio  de    las   partes  en  el  proceso  
negociador, particularmente respecto del derecho a huelga.

En  primer  lugar,  sostiene  que  la  huelga  es  el
último recurso de las organizaciones de trabajadores para hacer valer sus
reivindicaciones.  Dicho  instrumento,  añade,  constituye  un  derecho
fundamental  de  los  trabajadores  y  un  medio  legítimo  de  defensa  de  sus
intereses,  lo  que  ha  sido  reconocido  en  la  legislación  nacional  y  en  los
tratados internacionales  de derechos humanos ratificados por  Chile,  tales
como los Convenios Nos 87 y 98 de la OIT, la Convención Americana sobre
Derechos  Humanos  y  el  Pacto  Internacional  de  Derechos  Económicos,
Sociales y Culturales.

Sin  embargo,  añade  que  nuestra  legislación
contempla  una  figura  que  hace  ineficaz  este  instrumento,  al  otorgar  la
facultad al empleador de reemplazar a los trabajadores durante el ejercicio
de  la  huelga,  y  permitir  que  los  trabajadores  puedan  reincorporarse
individualmente mediante la figura del “descuelgue”, limitando el ejercicio real
y efectivo de la voluntad colectiva.

En ese contexto, con el  objeto de que la huelga
sea un instrumento que permita llegar a un acuerdo que resulte favorable
para todos los intervinientes en el proceso de negociación, equilibrando las
posiciones  de  los  actores  y  acogiendo  los  principios  de  libertad  sindical
impulsados por la OIT, el proyecto propone eliminar la facultad del empleador
de reemplazar los puestos de trabajo con trabajadores propios o externos de
la empresa, lo que resulta consistente con la jurisprudencia actual emanada
de la Excma. Corte Suprema.

Asimismo, y de conformidad con lo dispuesto en el
numeral 16 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, regula
el procedimiento para la calificación de las empresas en las que no se puede
ejercer el derecho a huelga, permitiendo que las partes puedan hacer valer
sus alegaciones ante la Corte de Apelaciones, la que deberá pronunciarse
sobre la procedencia o improcedencia de la respectiva calificación.

En  la  misma  línea,  propone  crear  un
procedimiento eficaz de arbitraje obligatorio y gratuito para los trabajadores
de las empresas que no pueden ejercer el derecho a huelga y las empresas
de menor tamaño, a cargo de un cuerpo arbitral que se caracterizará por la
diversidad, experiencia, prestigio e independencia de sus miembros.
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Por  otra  parte,  consagra  el  deber  de  la
organización  sindical  de  proveer  el  personal  necesario  para  cumplir  los
“servicios  mínimos”,  con  la  finalidad  de  atender  las  operaciones
indispensables  para  evitar  un  daño  actual  e  irreparable  a  los  bienes
materiales, instalaciones o infraestructura de la empresa, o que causen grave
daño al medio ambiente o a la salud de los usuarios de un establecimiento
asistencial.

En ese contexto, sostiene que la atención de los
servicios  mínimos  no  implicará  restar  eficacia  al  ejercicio  del  derecho  a
huelga, debiendo realizarse mediante uno o más “equipos de emergencia”
dispuestos por los trabajadores involucrados en el proceso de negociación. 

Con dicho propósito,  propone que la  calificación
de  los  servicios  mínimos  pueda  ser  concordada  por  las  partes  en  forma
previa  a la  negociación.  A falta  de acuerdo,  indica que la  Inspección  del
Trabajo  deberá  resolver,  previa  fiscalización  y  considerando  informes
técnicos de organismos públicos y privados, pudiendo reclamarse ante un
tribunal del trabajo mediante el procedimiento monitorio, debiendo tomar en
consideración  necesariamente  los  requerimientos  vinculados  al  tamaño,
especificidad y características de la empresa de que se trate.

Agrega  que  sólo  en  el  caso  de  que  los
trabajadores  no  cumplan  con  atender  los  servicios  mínimos  previamente
concordados o  regulados por  la  autoridad competente,  la  empresa podrá
tomar las medidas necesarias para atenderlos, certificándose ese hecho por
la Dirección del Trabajo. 

En  lo  relativo  al  piso   de  la  negociación  ,  la
iniciativa sostiene que la negociación colectiva debe propender a un proceso
amplio e informado de diálogo, sobre la base de las condiciones actuales y
futuras de la empresa, y en la perspectiva de asegurar mejores condiciones
laborales  y  remuneracionales  para  los  trabajadores  en  un  marco  de
sustentabilidad,  lo  que supone que las  partes  actúen de buena fe  y  con
responsabilidad buscando acuerdos de mutuo beneficio.

Desde  esta  perspectiva,  propone  diversas
modificaciones  destinadas  a  consolidar  los  resultados  del  proceso  de
negociación colectiva en materia de beneficios remuneracionales, como el
piso del instrumento colectivo que surja del nuevo proceso negociador. De
ese modo, pretende que las partes concentren su diálogo en el mejoramiento
de las condiciones remuneracionales futuras y no en asegurar la continuidad
de lo obtenido en el  proceso anterior. En este contexto, establece que la
respuesta  del  empleador  no  puede  contener  estipulaciones  menores  en
materia de remuneraciones y beneficios permanentes en comparación a las
vigentes al momento de la negociación. 

En  el  caso  de  no  existir  instrumento  colectivo
vigente, establece que el piso de la negociación lo constituye la respuesta del
empleador, la que no podrá contener beneficios remuneracionales inferiores
a los que de manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores
que represente el sindicato.
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En  cualquier  caso,  se  excluyen  de  las
estipulaciones que conforman el  piso  de la  negociación  la  reajustabilidad
pactada, el incremento real pactado en el contrato vigente, los pactos sobre
condiciones especiales de trabajo y el bono de término de negociación. Con
todo,  después de presentada la respuesta del  empleador,  detalla que las
partes podrán negociar modificaciones a las estipulaciones contenidas en el
piso  de  la  negociación,  atendida  la  situación  económica  de  la  empresa,
mediante  las  cuales  podrán  eliminar,  disminuir,  sustituir,  conmutar  o
incorporar beneficios.

En  cuanto  a  la  ampliación  de  materias  de  la
negociación colectiva,  la  iniciativa señala que los actores de la relación
laboral puedan acordar todas las materias que son de interés común, por lo
la legislación debe posibilitar un marco de diálogo y entendimiento amplio sin
establecer obstáculos para el ejercicio de la voluntad colectiva. 

En ese contexto, reitera que nuestro ordenamiento
laboral  desconfía  del  ejercicio  de  la  voluntad  colectiva  y  restringe  los
espacios y posibilidades de acuerdo entre las partes, limitando los ámbitos y
materias que pueden negociar. 

Dicha regulación, agrega, afecta la forma en que
nuestro país debe afrontar desafíos crecientes en materia de productividad y
competitividad,  toda  vez  que  las  empresas  deben  contar  con  las
herramientas necesarias para adecuarse a los ciclos productivos mediante el
entendimiento entre los trabajadores y las empresas, en un marco de diálogo
y colaboración.

En consecuencia, el  Mensaje propone reconocer
una amplia  libertad  y  autonomía  a  las  partes  para  negociar  y  establecer
acuerdos  sobre  otras  materias  propias  de  la  organización  del  trabajo,
además de las condiciones comunes de trabajo y remuneración. Para tales
efectos, agrega que la afiliación sindical que se exigirá será igual o superior
al 30% del total de los trabajadores de la empresa.

En lo tocante a las  horas de trabajo sindical,  el
Mensaje explica que, considerando que los dirigentes sindicales cumplen el
rol  de  dirección  en  las  organizaciones  permanentes  y  estables  de  los
trabajadores,  posibilitando  el  desarrollo  de  un  diálogo  al  interior  de  la
empresa, deben contar con instrumentos que les permitan ausentarse de su
lugar  de  trabajo  para  realizar  las  labores  propias  de  la  representación
sindical.

En ese contexto, describe que nuestra legislación
reconoce  este  instrumento  bajo  la  denominación  de  “permisos”,  en
circunstancias que, en rigor, no se trata de una concesión sino de un derecho
que debe ser reconocido para su finalidad intrínseca, esto es, para el trabajo
sindical. De ello deriva, agrega, la necesidad de sustituir dicha nomenclatura,
sustituyéndola por la noción de “horas de trabajo sindical”.

Finalmente, se modifica la norma que se relaciona
con las horas para formación sindical, ampliándolas de una semana a tres
semanas, en el año calendario. 
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En cuanto  a  las  modificaciones   sustantivas al  
sistema  de  mediación  y  arbitraje,  la  iniciativa  apunta  a fortalecer  los
mecanismos de mediación en la negociación colectiva reglada, establece un
procedimiento de mediación laboral de conflictos colectivos e incorpora un
moderno  sistema  de  justicia  arbitral  gratuito  para  los  trabajadores  y  las
empresas de menor tamaño.

En lo relativo a la i  gualdad de oportunidades  , el
proyecto propone garantizar la integración de una trabajadora asociada a la
organización  u  organizaciones  que  negocian  en  la  comisión  negociadora
laboral,  en  el  caso  de  que  conforme  las  reglas  generales  ésta  no  esté
integrada por ninguna mujer. Para tales efectos, propone la elección de una
represente femenina para integrarse a la comisión, de conformidad  a los
respectivos estatutos.

Enseguida,  el  Mensaje  aborda  una  serie  de
modificaciones   al  Título  Preliminar  y  al  Libro  I  y  III  del  Código  del  
Trabajo.

En efecto, explica que las diversas modificaciones
que se proponen en materia de derechos colectivos requieren adecuaciones
al Título Preliminar y al  Libro I  del Código del Trabajo, para conciliar  sus
disposiciones  con  el  nuevo  sistema de  relaciones  laborales  que  propone
incorporar en el nuevo Libro IV. 

Tratándose, en específico, de las  modificaciones
específicas  en  materia  de  sindicalización,  la  iniciativa  promueve
modificaciones al Libro III del Código del Trabajo destinadas a fortalecer los
sindicatos, así como a fomentar y facilitar sus actividades. 

De ese modo, apunta a fortalecer la regulación en
materia  de  prácticas  antisindicales,  con  la  finalidad  de  corregir  las
debilidades  que  ésta  ha  demostrado  en  el  cumplimiento  de  sus  fines,  e
introduce una serie  de modificaciones a los fueros sindicales,  haciéndose
cargo  de  la  necesidad  de  acotar  la  proliferación  de  malas  prácticas  que
contribuyen a la debilitación de los sindicatos.

Asimismo,  comprenden  dentro  de  dichas
modificaciones a las concernientes a los permisos sindicales, mediante las
cuales se cumple con el Programa de Gobierno en materia de protección a la
libertad sindical.

DISCUSIÓN EN GENERAL 

-El texto del proyecto de ley en informe consta de
seis artículos permanentes y cinco disposiciones transitorias.

El  artículo  1°,  mediante  veintiocho  numerales,
introduce diversas modificaciones al  Título Preliminar y al  Libro I  y III  del
Código  del  Trabajo.  Asimismo,  sustituye  el  Libro  IV  de  dicho  cuerpo
normativo, sobre negociación colectiva.
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El artículo 2° crea el Fondo de Formación Sindical
y  Relaciones  Laborales  Colaborativas,  administrado  por  el  Ministerio  del
Trabajo  y  Previsión  Social,  con  el  propósito  de  apoyar  financieramente
proyectos  de  formación  sindical  y  acciones  de  promoción,  programas  o
actividades  que  propendan  a  establecer  relaciones  colaborativas  entre
empresa y organizaciones sindicales.

El artículo 3° detalla los rubros que componen y la
forma  de  financiamiento  del  Fondo  de  Formación  Sindical  y  Relaciones
Laborales Colaborativas.

El artículo 4° establece la fuente de financiamiento
del  mayor  gasto  fiscal  que  represente  la  aplicación  del  proyecto  de  ley,
durante  el  año  presupuestario  de  su  entrada  en  vigencia  y  en  los  años
siguientes.

El artículo 5° modifica la ley N°19.886, de bases
sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, de
2003, para establecer que, en las bases de licitación y en la evaluación de
las respectivas propuestas de licitación, se dará prioridad a quien mantenga
convenios  colectivos  vigentes  con  las  organizaciones  sindicales
representativas  de  sus  trabajadores  o  que  le  hagan  aplicables  a  estos
convenios  colectivos  acordados  por  otros  empleadores  u  organizaciones
gremiales de empleadores.

El artículo 6° agrega, en la ley N°19.518, dentro de
los programas  que podrá desarrollar  el  Servicio Nacional  de Capacitación
con cargo al Fondo Nacional de Capacitación, a la ejecución de acciones de
capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que
mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores.

El  artículo  primero  transitorio  establece  que  la
entrada en vigencia de la ley corresponderá al día primero del séptimo mes
posterior a su publicación en el Diario Oficial.

El  artículo  segundo  transitorio  propone  que  los
procesos  de  negociación  colectiva  que  se  hubieren  iniciado  antes  de  la
entrada  en  vigencia  de  la  ley  se  regirán  por  las  normas  vigentes  en  el
momento de su inicio.

El artículo tercero transitorio establece que todas
las  negociaciones  que  se  inicien  dentro  de  los  ciento  ochenta  días
posteriores a la entrada en vigencia de la ley podrán suspender el curso de
una negociación colectiva reglada que ya se hubiere iniciado.

El  artículo  cuarto  transitorio  establece  que  la
modificación que se propone incorporar en el inciso final del artículo 38 del
Código del Trabajo, relativa a la resolución de la Dirección del Trabajo que
permite  el  establecimiento  de  sistemas  excepcionales  de  distribución  de
jornadas  de  trabajo  y  descansos,  será  aplicable  a  las  resoluciones,  o
renovaciones  éstas,  que  se  dicten  a  partir  de  la  entrada  en  vigencia  de
aquélla disposición.
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El  artículo  quinto  transitorio  consigna  que
reglamento relativo a los pactos sobre sistemas excepcionales de jornada de
trabajo y descanso, a que se refiere el artículo 375 del Código del Trabajo,
deberá ser dictado dentro de ciento ochenta días siguientes a la fecha de
publicación de la ley en el Diario Oficial.

AUDIENCIAS
 La Comisión llevó a efecto una serie de audiencias
para tomar  conocimiento  de la  opinión de representantes  sindicales  y  de
empleadores y de otras entidades interesadas en este proyecto de ley. Los
documentos  acompañados  por  los  invitados  se  pueden  consultar  en  la
página web de la Corporación vinculados al Boletín N° 9835-13.

Cabe  señalar  que  la  Cámara  Chilena
Norteamericana de Comercio (AMCHAM CHILE) hizo llegar un documento
con sus comentarios al proyecto de ley. 

SESIONES CELEBRADAS EL LUNES 6 DE JULIO DE 2015

MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL,
SEÑORA XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ

 La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena  Rincón,  expuso  a  la  Comisión  respecto  de  los  antecedentes,  el
contenido y el objetivo de la iniciativa legal en estudio.

 En  primer  lugar,  aseveró  que  en  el  mundo  del
trabajo las desigualdades se manifiestan de distintas formas, tales como las
bajas tasas de participación laboral de mujeres, jóvenes y trabajadores con
poca calificación, hipótesis de precariedad laboral -esto es, trabajo informal,
con alta rotación y sin protección social-, y profundas brechas salariales, toda
vez que la gran mayoría de los trabajadores presentan una baja participación
en la distribución de la renta que se obtiene del proceso productivo.

 En ese contexto, sostuvo que las medidas que se
adopten para resolver tales problemáticas deben apuntar al mejoramiento de
la  calidad del  empleo  y  el  aumento  de la  participación laboral  de  grupos
vulnerables, especialmente mujeres y jóvenes. 

 Agregó  que  se  debe  fortalecer  y  mejorar  la
institucionalidad  laboral,  garantizando  el  cumplimiento  efectivo  de  la
legislación y modernizando  la regulación propia de los derechos colectivos
del trabajo. De ese modo, agregó, es posible establecer relaciones laborales
modernas,  justas  y  equilibradas,  en  las  que  predomine  el  diálogo  y  el
acuerdo combinando objetivos de equidad, eficiencia y productividad.

 Al  efecto,  expuso  que  la  iniciativa  en  estudio
apunta a ampliar la cobertura y mejorar la calidad de los procedimientos de
negociación  colectiva,  favorecer  el  diálogo  entre  empresas  y  sindicatos,
fortalecer  las  organizaciones  sindicales  respetando  la  libertad  sindical,
legitimar  el  sistema  que  permite  procesar  el  conflicto  laboral mediante
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mecanismos  pacíficos  de  resolución  de  controversias  y  mejorar  los
mecanismos de distribución primaria de los frutos del proceso productivo.

 Seguidamente, detalló el contenido de las medidas
destinadas a ampliar y mejorar la calidad de la negociación colectiva.

 En primer lugar, explicó que el proyecto apunta a
extender la cobertura del  derecho a negociar,  eliminando las excepciones
que  afectan a determinados grupos de trabajadores,  tal  como ocurre con
aquellos contratados para desempeñarse en una obra o faena transitoria o
de temporada, permitiéndoseles negociar bajo una modalidad especial  sin
derecho a huelga que, en caso de no prosperar, culmina en un proceso de
mediación.

 Asimismo, agregó que el proyecto propone que los
aprendices puedan negociar en la gran empresa, y restringe el derecho a
negociar únicamente respecto del personal de confianza que detenta facultad
de representación del empleador, en los términos propuestos por la Comisión
de  Expertos  en  Aplicación  de  Convenios  y  Recomendaciones  de  la
Organización Internacional del Trabajo.

 Respecto de las normas sobre titularidad sindical,
describió que las organizaciones sindicales que cumplan con el quorum de
constitución serán titulares exclusivos del derecho a negociar colectivamente,
en  tanto  que  los  grupos  unidos  para  tal  efecto  sólo  podrán  negociar  en
ausencia  de  sindicatos,  lo  que  constituye  una  regla  indispensable  para
garantizar  un  nivel  mínimo  de  representatividad  de  los  sindicatos
involucrados.

 En  cuanto  al  derecho  a  información  de  las
organizaciones sindicales, sostuvo que el proyecto de ley regula el derecho
de acceder a información periódica y específica de la empresa, permitiendo
que las  partes  puedan  mejorar  la  calidad del  diálogo y  anticiparse  en la
búsqueda de soluciones a los problemas que puedan enfrentar.

 En lo  tocante a las reglas especiales para cada
empresa atendiendo a su tamaño, añadió que la iniciativa contiene una serie
de  reglas  que  atienden  a  dicho  factor  en  materias  que  no  afectan  los
derechos de los trabajadores, tales como el tipo de información que deben
entregar las empresas, monto de multas, acceso a arbitraje gratuito, asesoría
técnica para  la  negociación o incentivos a las empresas que acuerdan o
aplican convenios colectivos, entre otras.

 Acerca  de  la  ampliación  de  materias  de  la
negociación  colectiva,  afirmó  que  el  proyecto  propone  enriquecer  los
contenidos  del  diálogo  o  negociación  respecto  de  todas  las  materias  de
interés  común  de  las  partes,  tales  como  los  pactos  sobre  igualdad  de
oportunidades y equidad de género, constitución y mantención de servicios
de  bienestar,  acuerdos  para  capacitación  y  reconversión  productiva  y
mecanismos de resolución de controversias,  además de los pactos sobre
condiciones especiales de trabajo.
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 Respecto de la simplificación del procedimiento de
negociación colectiva, detalló que se propone ordenar integralmente el Libro
IV  del  Código  del  Trabajo,  manteniendo  los  mecanismos  y  reglas  que
funcionan  y  modificando  aquellas  que  no  favorecen  la  negociación
equilibrada de las partes, incluyendo las que limitan el derecho a negociar
colectivamente.

 En cuanto a las disposiciones que apuntan a la
igualdad de género, expuso que se propone garantizar la representación de
las mujeres en directorios sindicales mediante una cuota equivalente al 30%,
y  establecer  la  integración  obligatoria  de  una  mujer  en  la  comisión
negociadora sindical en casos en que no se aplique dicha regla.

 En lo que respecta a los pactos sobre condiciones
especiales de trabajo, aseveró que se otorga autonomía a las empresas y las
organizaciones sindicales para que acuerden formas especiales de distribuir
la jornada y descansos, trabajo de horas extras y jornada pasiva, respetando
los límites máximos de jornada ordinaria y reglas de salud y seguridad en el
trabajo.

 A continuación, explicó la regulación propuesta en
materia de derecho a huelga. 

 En ese contexto, afirmó que la iniciativa reconoce
la huelga como un derecho de ejercicio colectivo y prohíbe el reemplazo de
los huelguistas, eliminando parte de las reglas que limitan su eficacia, en los
términos señalados por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios
y Recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo.

 Añadió  que  regula  la  figura  de  los  servicios
mínimos bajo el  estándar  propuesto por  la  Organización Internacional  del
Trabajo. En efecto, describe que la iniciativa avanza en la delimitación de un
concepto de servicios mínimos consistente con la  doctrina del  Comité de
Libertad Sindical de OIT.

 Finalmente,  explicó,  respecto  de  la  normativa
propuesta para la negociación colectiva de federaciones y confederaciones,
que se propone regular una modalidad de negociación voluntaria entre estas
organizaciones sindicales  y  empleadores o  agrupaciones de empleadores
mediante  incentivos  específicos,  con  la  finalidad  de generar  convenios
colectivos  y  pactos sobre condiciones especiales de trabajo sin tener que
cumplir exigencia de quorum de representatividad.

CONFEDERACIÓN PARA LA PRODUCCIÓN Y EL COMERCIO

 El  Presidente  de  la  Confederación  para  la
Producción y el Comercio, señor Alberto Salas, expuso las observaciones de
la entidad respecto de la iniciativa en estudio.

 En primer lugar,  aseveró que el  proyecto de ley
yerra  en  su  foco,  al  atender  preferentemente  al  fortalecimiento   de  los
derechos de los trabajadores, descuidando al alto porcentaje de personas en
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edad de trabajar que no presta servicios, los que podrían beneficiarse de una
mejora  en  materia  de  empleo  y  capacitación  como  vía  para  mejorar  la
productividad,  su  ingreso y  bienestar.  En  la  misma línea,  sostuvo que  la
reforma propuesta incluye iniciativas, que por el contrario, pueden poner en
riesgo la creación de empleo y tensionar el clima laboral.

 En ese contexto, afirmó que el proyecto no aborda
los  principales  desafíos  del  mercado  laboral,  tales  como la  baja  tasa  de
participación laboral de las mujeres y los jóvenes, la rigidez laboral que niega
oportunidades  de  empleo,  perjudicando  especialmente  a  los  grupos
vulnerables, el  bajo nivel de educación y capacitación y las problemáticas
derivadas  de  la  indemnización  por  años  de  servicio  y  el  seguro  de
desempleo.

 Al efecto, propuso que el proyecto debe permitir,
de manera pactada, la compatibilización de las necesidades de las empresas
con la  disposición y posibilidad de las personas a trabajar.  Para lograrlo,
sostuvo que se debe posibilitar la flexibilidad necesaria para que trabajadores
y empleadores puedan lograr acuerdos según las necesidades específicas
de las empresas en cada sector y las condiciones económicas imperantes. Al
mismo  tiempo,  afirmó  que  resulta  crucial  mejorar  los  sistemas  de
capacitación, para lograr trabajadores con mayor productividad y, por tanto,
con mejores oportunidades y remuneraciones.

 Por  otra  parte,  afirmó  que  la  tasa  de
sindicalización de Chile está muy cerca del promedio de la Organización para
la Cooperación y el  Desarrollo Económicos, en tanto que, por tamaño de
empresa, se pueden observar altos índices en la mediana y gran empresa,
incluso superiores a dicho estándar. Asimismo, sostuvo que los niveles de
bienestar  e  igualdad  de  un  país  no  tienen  necesaria  correlación  con  los
niveles de sindicalización, tal como ocurre con Australia, Canadá y Nueva
Zelandia,  que  se  encuentran  dentro  de  los  países  con  altos  ingresos  y
mejores niveles de calidad de vida.

 En  consecuencia,  expuso  la  discrepancia  de  la
entidad  con  la  reforma  laboral  propuesta,  abogando  por  proponer  una
agenda  laboral  que  contenga  propuestas  concretas  para  mejorar  la
participación laboral  de mujeres, jóvenes y adultos mayores,  con políticas
efectivas  que promuevan una mayor  vinculación  de la  educación  con las
empresas y que perfeccionen el  sistema de capacitación,  incluyendo una
reforma  al  sistema  de  indemnización  por  años  de  servicio,  cuyos  altos
costos, aseveró, inciden en la alta rigidez de nuestro mercado laboral.

 Tratándose,  en  específico,  de  las  disposiciones
contenidas  en  el  proyecto  de  ley  en  estudio,  expuso  las  siguientes
consideraciones.

 En cuanto a la titularidad sindical, sostuvo que, sin
perjuicio de reconocer la  libertad sindical y el derecho de asociación de los
trabajadores -tal como está consagrado en los tratados internacionales de
derechos humanos y Convenios de la Organización Internacional de Trabajo
ratificados por Chile, y que la Constitución Política reconoce como derechos
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fundamentales-, el fortalecimiento de las organizaciones no debe generar la
pérdida de libertades o derechos de los trabajadores.

 Aseveró  que  la  iniciativa  genera  que  los
trabajadores puedan ser forzados a pertenecer a un sindicato, al prohibir la
existencia de grupos negociadores cuando existen tales organizaciones, en
tanto que, en el caso de que éstas no existan, los grupos negociadores no
podrán  negociar  colectivamente  de  manera  reglada,  suscribir  un  contrato
colectivo ni ejercer su derecho a huelga. 

 Asimismo, sostuvo que, al exigir que en aquellos
establecimientos o faenas en que existan sindicatos los trabajadores tengan
que necesariamente afiliarse a uno de ellos, o crear un sindicato distinto para
poder negociar colectivamente, se violenta la libertad sindical individual de
los trabajadores y se desconocen las distintas realidades laborales. En ese
sentido, afirmó que las condiciones de trabajo en una oficina corporativa de
una  minera  ubicada  en  Santiago,  en  la  que  no  existen  sindicatos,  sólo
podrían  ser  negociadas  colectivamente  por  sindicatos  que  estén  en  las
faenas,  pese  a  que  las  condiciones  y  los  intereses  de  los  trabajadores
involucrados sean completamente distintos.

 En lo que respecta a la extensión de beneficios,
afirmó que el proyecto fuerza la sindicalización de los trabajadores por la vía
de establecer que, sólo con su aprobación, el empleador podrá extender los
beneficios obtenidos a trabajadores no sindicalizados. Asimismo, afirmó que,
para cumplir con determinación de las partes a quienes afecte el  contrato
colectivo, es necesario impedir que los trabajadores pueden acceder a los
beneficios  por  el  sólo  hecho  de  afiliarse  al  sindicato,  toda  vez  que,  al
momento  de  negociar,  no  podrá  conocer  el  universo  definitivo  de  los
beneficiarios y, por tanto, el monto final de las obligaciones que suscribe.

 Acerca del reemplazo de trabajadores durante la
huelga, expuso que la alternativa de reemplazar trabajadores no es exclusiva
de Chile,  toda vez que las principales economías del  mundo,  tales como
Estados Unidos, Alemania, Reino Unido, Canadá, Irlanda, Polonia, Rusia y
Australia, entre otros, también cuentan con dicha posibilidad, lo que permite
que en algunos casos las empresas puedan resguardar su sostenibilidad y
competitividad  mientras  negocian  con  sus  trabajadores,  permitiendo  su
continuidad operativa.

 En la misma línea, sostuvo que la prohibición del
descuelgue  durante  la  huelga  generará  daños  importantes  a  muchas
empresas que verán aumentar la conflictividad y disminuir su productividad,
afectando a consumidores y usuarios.

 Por otra parte, agregó que resulta necesario evitar
que la directiva sindical pueda capturar las decisiones de la asamblea, que
es donde reside la participación directa de los trabajadores, debiendo ser
ésta, y no la directiva, quien defina el término de la huelga.

 En lo tocante a la prestación de servicios mínimos,
sostuvo que las hipótesis que prevé el proyecto de ley son muy restringidas y
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ponen en riesgo la  viabilidad de la  empresa y su competitividad.  En ese
contexto, abogó por reconocer la facultad del empleador para designar los
equipos  de  emergencia,  con  personal  interno  o  con  trabajadores  del
sindicato, estableciendo que, ante el incumplimiento de la provisión de los
mismos por parte de los trabajadores en huelga, se genera el término de la
relación laboral sin indemnización.

 Acerca de los pactos sobre condiciones especiales
de trabajo, expuso que se debe reducir la exigencia de quórum mínimo de
sindicalización,  para  que  más  empresas  y  trabajadores  puedan  pactar  la
adaptabilidad.  Asimismo,  abogó  por  aumentar  de  manera  significativa  la
bolsa de horas extraordinarias, para ajustar el trabajo a las exigencias de la
competencia y los consumidores, y permitir una mayor participación laboral
de las mujeres, jóvenes y adultos mayores en las empresas.

 Seguidamente, expuso que establecer un piso al
inicio  de  la  negociación  colectiva  implica  desconocer  las  condiciones
económicas o financieras de la empresa en el momento de la negociación y
durante el período en que deba aplicarse el instrumento colectivo, limitando
sus facultades de administración al restringir las posibilidades de reformular,
cambiar  o  eliminar  incentivos  y  beneficios  pactados  en  los  contratos
colectivos vigentes.

 En  consecuencia,  abogó  por  establecer
expresamente que, cuando se extingue un contrato colectivo sin negociar,
las cláusulas de reajustabilidad no pasen a formar parte de los contratos
individuales de trabajo.

 Respecto  de  la  negociación  inter  empresa  y
negociación de federaciones y confederaciones, sostuvo que el derecho a la
negociación  colectiva  obligatoria  con  el  sindicato  inter  empresa  afectará
principalmente  a  las  pequeñas  empresas,  en  las  que  existe  baja
sindicalización y negociación colectiva, las que se verán obligadas a suscribir
acuerdos con sindicatos externos a ella.

 Finalmente,  sostuvo  que  se  deben  establecer
sanciones  para  quienes  ejerzan  violencia  durante  la  huelga  y  para  el
denominado  “sindicato  del  día  después”.  Asimismo,  agregó  que  se  debe
proteger el derecho de las empresas para definir de manera previa uno o
más períodos -que en su conjunto no excedan los 60 días- en que no podrán
presentarse proyectos de contrato colectivo, y determinar aquellos sectores
en que no se podrá ejercer el derecho a huelga.

CENTRAL UNITARIA DE TRABAJADORES

 La  Presidenta  de  la  Central  Unitaria  de
Trabajadores, señora Bárbara Figueroa, expuso la opinión de la organización
respecto de la iniciativa en estudio.

 En primer lugar, aseveró que la Central Unitaria de
Trabajadores reconoce que la democracia y la libertad están estrechamente
relacionadas y,  junto  con los  derechos humanos,  permiten  avanzar  en  la
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construcción de democracias más avanzadas, tal como ha sido reconocido
en una serie de instrumentos internacionales.

 En ese contexto, sostuvo que la libertad sindical –
que incluye el  poder de organización y regulación interna- ocupa un lugar
preponderante,  toda  vez  que  su  ausencia  o  incumplimiento  dificulta  el
funcionamiento del sistema político y pone en peligro la gobernabilidad y la
paz social, tal como habría ocurrido en nuestro país a raíz de la regulación
contenida en el Código del Trabajo.

 En esa línea, sostuvo que existe la necesidad de
terminar  con  la  gran  asimetría  de  poder  que  existe  entre  trabajadores  y
empleadores,  fortaleciendo  los  tres  pilares  de  la  libertad  sindical:
sindicalización,  negociación colectiva y  derecho a huelga efectiva.  Dichas
reformas,  agregó,  apuntan a  lograr  un  mayor  equilibrio  de  las  relaciones
laborales,  por  la  vía  del  fortalecimiento de los derechos colectivos de los
trabajadores.

 Con todo, afirmó que la imposibilidad de que las
Confederaciones y Federaciones puedan negociar de manera vinculante, la
mantención de los pactos de adaptabilidad, y una definición muy amplia de
servicios mínimos y el piso mínimo sin reajustabilidad, hacen imperativo que
se modifiquen algunos contenidos específicos del proyecto aprobado por la
Cámara de Diputados.

 Por  otra  parte,  expuso  que  existe  una
preocupación creciente respecto del aumento de la desigualdad en materia
de  salarios  e  inestabilidad  laboral.  En  ese  contexto,  sostuvo  que  las
conclusiones de numerosos expertos indican que la negociación colectiva
puede  contribuir  a  establecer  una  vía  para  un  crecimiento  equitativo  e
integrado, reduciendo la desigualdad y mejorando las condiciones de trabajo
y de producción de los países.

 En efecto, enfatizó que no existe evidencia cierta
respecto de una eventual relación causal entre el aumento de los índices de
negociación colectiva y el aumento de la tasa de desempleo, de inflación, de
la tasa de Okun –que mide el vínculo existente entre los cambios en la tasa
de desempleo y el crecimiento-, de dispersión salarial ni de desigualdad de
ingresos. Al mismo tiempo, aseveró que la utilización de los procedimientos
de negociación colectiva produce un mejoramiento en el índice de calidad y
demanda de trabajo.

 Finalmente, agregó, debe garantizarse el derecho
a huelga efectiva y derecho a negociación a nivel superior, con una relación
estable  y  permanente  con  el  Estado  y  los  empleadores,  con  titularidad
sindical, con protección de su actividad sindical y defensa de los intereses de
los trabajadores. Asimismo, aseveró que se requieren sindicatos con amplia
libertad  sindical,  como  parte  importante  del  tejido  democrático  de  sus
sociedades.
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CENTRAL AUTÓNOMA DE TRABAJADORES

 El  presidente  de  la  Central  Autónoma  de
Trabajadores,  señor  Óscar  Olivos,  dio  cuenta de las observaciones de la
entidad ante la Comisión.

 En  primer  lugar,  aseveró  que  la  organización
aboga  por  promover  el  trabajo  decente,  con  remuneraciones  dignas  y
dignidad en el empleo, con la finalidad de resolver los desequilibrios sociales
y las desigualdades y establecer un marco de justicia social.

 En ese contexto, afirmó que tales objetivos no se
pueden lograr individualmente, como lo aseguran algunos sectores, sino que
requieren la acción colectiva de los trabajadores.

 Enseguida,  describió  una  serie  de  disposiciones
contenidas en la iniciativa que requieren ser analizadas en detalle.

 Al  efecto,  detalló  que  el  texto  sometido  a  la
consideración de la Comisión establece que los Fondos Sindicales estarán
compuestos por los ex afiliados y los no afiliados que hayan aceptados la
extensión de beneficios, lo que afecta el fortalecimiento de la organización
sindical y el goce de los beneficios por parte de sus afiliados. 

 Asimismo, afirmó que el proyecto establece, frente
a las prácticas desleales o antisindicales, una sanción de multa que oscila
entre diez y trescientas Unidades Tributarias Mensuales,  las que resultan
imposibles  de  solventar  por  los  sindicatos,  favoreciendo  al  empleador  y
colocándolo en un grado de superioridad frente a los trabajadores.

 Respecto de los grupos negociadores, arguyó que,
mediante  el  reconocimiento  de su  derecho a  negociar  colectivamente,  se
desincentiva la constitución del sindicato, al permitir  el  acceso a acuerdos
colectivos sin los costos que derivan de conformar tales organizaciones. 

 En cuanto  a los  pactos  de adaptabilidad,  afirmó
que la entidad rechaza incluir esta materia al interior del proceso reglado de
negociación colectiva, con la finalidad de no exceder la jornada semanal que
establece actualmente el Código del Trabajo.

 En  lo  relativo  a  la  comisión  negociadora  y  la
igualdad de género que se propone alcanzar en su caso, sostuvo que tal
regulación  traería  efectos  colaterales  negativos,  toda  vez  que  se  está
protegiendo a la trabajadora mediante el fuero durante un periodo de 90 días,
al cabo del cual podría sufrir represalias posteriores por el rol que jugó en el
proceso de negociación.

 En  lo  que  respecta  al  piso  de  la  negociación,
arguyó que, al tratarse de una figura que se compone de diversos rubros,
debe  establecerse  claramente  la  forma  en  que  deberá  operar  dicho
mecanismo.
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 A continuación, expuso en relación a la regulación
aplicable  al  derecho  a  huelga.  Al  efecto,  sostuvo  que,  en  su  opinión,  el
proyecto de ley prohíbe  el reemplazo del puesto de trabajo, pero no de la
función, lo que implica dejar sin efecto el propósito que persigue, consistente
en asegurar el ejercicio efectivo de dicha prerrogativa.

 Acerca del principio de la buena fe como elemento
de  las  prácticas  desleales  o  antisindicales,  detalló  que  es  necesario
especificar los elementos fácticos que componen dicho estándar.

 Finalmente,  detalló que el  proyecto faculta a los
tribunales  laborales  para  suspender  la  negociación  colectiva  cuando  se
hubieren ejercido acciones judiciales,  lo  que puede generar  una excesiva
judicialización de tales procedimiento, favoreciendo a los empleadores.

UNIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES

 El  presidente  de  la  Unión  Nacional  de
Trabajadores,  señor  Alejandro  Steilen,  expuso  el  parecer  de  dicha
organización respecto del proyecto de ley en análisis, fundamentalmente en
lo relativo a dos materias que, aseveró, constituyen sus ejes principales.

 Al  efecto,  sostuvo  que  la  eliminación  del
reemplazo de los trabajadores en huelga debe ser abordada en la iniciativa,
toda vez que dicha figura ha impedido, en la práctica, el ejercicio de dicha
prerrogativa. 

 Al mismo tiempo, aseveró que no resulta correcto
suponer  que  dicha  modificación  legal  podría  generar  consecuencias
adversas en el ámbito económico, toda vez que, agregó, una serie de países
que prohíben el reemplazo de los trabajadores en huelga cuentan con altos
indicadores de inversión y crecimiento.

 Asimismo,  enfatizó  que  la  regulación  de  la
titularidad sindical debe evitar la extensión de los beneficios obtenidos en un
procedimiento de negociación colectiva hacia aquellos trabajadores que no
hubieren participado en ésta, toda vez que ello constituye un desincentivo a
la formación y el funcionamiento de sindicatos.

 En  consecuencia,  aseveró  que  tales  materias
conforman el contenido fundamental de la iniciativa, toda vez que supone la
actualización de la legislación nacional a los estándares internacionales en
materia de derecho colectivo del trabajo.

CONSULTAS

 El Senador señor Larraín consultó respecto de las
medidas que el Ejecutivo pretende adoptar en materia de inclusión de los
funcionarios públicos al  ejercicio  del  derecho a negociación colectiva y el
derecho a huelga.
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 Por  otra  parte,  sostuvo  que  se  debe regular  en
mayor detalle la aplicación de la mediación y el arbitraje en materia laboral,
considerando  que  se  trata  de  mecanismos  que  permiten  resolver
adecuadamente los conflictos que pudieran producirse entre trabajadores y
empleadores.

 Asimismo,  afirmó  que  se  deben  adoptar  las
medidas para garantizar el desempeño de actividades remuneradas en un
contexto  global  que  supone  nuevas  tecnologías,  una  mayor  competencia
entre las empresas y una mayor flexibilidad en la prestación de los servicios.

 Finalmente,  aseveró  que  los  procedimientos  de
negociación colectiva pueden colaborar en la finalidad de reducir los índices
de desempleo y lograr mejores remuneraciones. Con todo, sostuvo que la
economía global  da cuenta  de un escenario  internacional  incierto,  lo  que
genera  un  contexto  de  inestabilidad  e  incertidumbre  que  deben  ser
consideradas  durante  el  tratamiento  de  la  iniciativa,  sobre  todo  con  la
finalidad  de  incorporar  al  mundo  del  trabajo  a  aquellos  que  no  ejercen
labores remuneradas.

 El Senador señor Allamand consultó al  Ejecutivo
acerca de los efectos que la aprobación de la iniciativa podría generar en
materia de generación y mantención de empleo.

 Seguidamente, consultó a la Confederación de la
Producción y del Comercio respecto de los planes que hubiere promovido en
materia de mejoramiento de la participación laboral de mujeres, jóvenes y
adultos mayores. Al efecto, aseveró que, en ciertos sectores específicos de
la  prestación  de  servicios,  entre  los  que  se  encuentran  las  labores  que
desempeñan los empaquetadores de supermercados, se verifican una serie
de prácticas abusivas que deben ser corregidas.

 A continuación, consultó a la Central  Unitaria de
Trabajadores acerca de las razones que justificarían la negativa a extender
los  beneficios  que  se  hubieren  obtenido  de  la  negociación  colectiva  a
aquellos trabajadores que no participaron de ella.

 La  Senadora  señora  Muñoz  aseveró  que  la
iniciativa apunta, preferentemente, a resolver las problemáticas derivadas de
las  falencias  en  la  regulación  del  derecho  colectivo  del  trabajo,  las  que
dificultan la creación de sindicatos fuertes que puedan negociar en un plano
de  igualdad  con  el  empleador  al  impedir,  en  la  práctica,  el  ejercicio  del
derecho a huelga.

 En  consecuencia,  sostuvo  que  es  necesario
valorar el rol que juegan las organizaciones sindicales en la sociedad, toda
vez que, lejos de ideologizar excesivamente las legítimas demandas de los
trabajadores, constituye un elemento fundamental para mejorar los índices
de equidad y justicia social.

 En  ese  contexto,  sostuvo  que  no  resulta
comprensible  la  oposición  que  en  el  sector  empresarial  se  ha  instalado
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respecto  de  la  inconveniencia  de  aprobar  la  iniciativa,  toda  vez  que  la
regulación que propone se encuentra vigente en distintos países en que hay
altos índices de inversión chilena.

 Habida  cuenta  de  ello,  consultó  acerca  de  los
factores que tienen en consideración los empresarios del país al momento de
evaluar los planes de inversión que desarrollan fuera de Chile.

 La  Senadora  señora  Goic  sostuvo  que  los
derechos laborales colectivos permiten una participación más justa de los
trabajadores en la producción de los servicios, favoreciendo el ejercicio de
sus derechos y participando en la dirección de la empresa. De ese modo,
agregó que ello permite reconocer la dimensión colectiva del  derecho del
trabajo,  particularmente  mediante  la  constitución  y  funcionamiento  de  las
organizaciones sindicales.

 En  esa  línea,  aseveró  que  el  propósito  de  la
iniciativa apunta a hacer efectivo el derecho a negociar colectivamente para
los  trabajadores  organizados,  propendiendo  a  establecer  mejores
condiciones de diálogo al interior de la empresa.

 Asimismo,  opinó  que,  en  general,  el  texto
sometido  a la  consideración  de la  Comisión  resuelve  adecuadamente  las
problemáticas propias del derecho colectivo del trabajo en nuestro país. En
ese contexto, consultó al Ejecutivo respecto del régimen de gradualidad que
se propone para la entrada en vigencia de los pactos de adaptabilidad.

 En  cuanto  a  la  definición  de  servicios  mínimos,
consultó acerca de los criterios que deben utilizarse para tal calificación, la
que  debe  verificarse  con  anterioridad  al  inicio  de  los  procedimientos  de
negociación colectiva.

 Respecto  de los  funcionarios  del  sector  público,
sostuvo que resulta necesario promover una serie de reformas legislativas
para asegurar el ejercicio del derecho a negociación colectiva.

 El  Senador  señor  Letelier  manifestó  que  debe
analizarse el ámbito de aplicación de la normativa contenida en la iniciativa,
particularmente  en  lo  tocante  al  tipo  de  empresas  y  trabajadores  que
quedarán sujetos al régimen que ésta propone.

 En  efecto,  afirmó  que,  tratándose  del  sector
minero y de las grandes empresas, el nivel de sindicalización y negociación
colectiva  presenta  altos  índices.  Con  todo,  aseveró  que  existen  ciertos
sectores de la producción y los servicios existen niveles de conflictividad y de
bajo  ejercicio  del  derecho a la  sindicalización  y negociación colectiva,  en
cuyo caso la iniciativa generaría una serie de modificaciones de relevancia.

 Por  otra  parte,  consultó  a la  Central  Unitaria  de
Trabajadores respecto de los elementos que conforman la libertad sindical,
particularmente en lo tocante a la mayor representatividad que es posible
exigir de las organizaciones sindicales.
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 En cuanto a los pactos de adaptabilidad laboral,
consultó  respecto  de  las  razones  que  explican  las  críticas  que  se  han
formulado a dicha figura.

 Acerca a la extensión de los beneficios obtenidos
a raíz de un procedimiento de negociación colectiva, consultó respecto de la
pertinencia  de establecer  ciertas condiciones para  dicha ampliación,  tales
como el ingreso de los trabajadores a una organización sindical.

 El  Subsecretario  del  Trabajo,  señor  Francisco
Javier Díaz, explicó que el  Ejecutivo ha promovido diversas instancias de
diálogo  con  los  funcionarios  del  sector  público,  con  la  finalidad  de
implementar,  en  su  caso,  una  normativa  específica  para  que  puedan
negociar colectivamente, junto a reconocer el derecho a presentar acciones
de tutela laboral.

 Respecto  de  la  gradualidad  de  los  pactos  de
adaptabilidad,  arguyó  que,  al  tratarse  de  una  figura  nueva  en  el
ordenamiento laboral, requiere, para su implementación, de un régimen que
favorezca su aplicación progresiva.

 En lo tocante a los efectos que la aprobación de la
iniciativa podría producir en materia de inversión y crecimiento, sostuvo que
el proyecto de ley puede mejorar los índices de productividad al interior de
las empresas, colaborando, de ese modo, a elevar dichos indicadores. 

 En ese sentido, aseveró que mediante los pactos
de  adaptabilidad  éstas  podrán  ajustar  sus  procedimientos  internos  a  los
ciclos  económicos  o  a  la  estacionalidad  propia  de  ciertos  sectores
productivos. Al mismo tiempo, agregó que su aprobación favorece un clima
de paz y diálogo social y la certidumbre respecto del marco que regula las
relaciones laborales.

 El  presidente  de  la  Confederación  de  la
Producción y el Comercio, señor Alberto Salas, sostuvo, en primer lugar, que
dicha entidad pretender colaborar en la construcción de una normativa que
permita un mejor entendimiento por parte de todos los actores laborales.

 Por  otra  parte,  aseveró  que  las  empresas,  al
momento  de  definir  sus  planes  de  inversión  en  el  extranjero,  ponderan
exclusivamente factores de tipo económico o financiero, ajenos a cualquier
consideración de tipo político. 

 Seguidamente,  expresó  que  los  gremios
empresariales valoran la existencia de organizaciones sindicales y reconocen
la representación que realizan de los legítimos intereses de los trabajadores,
al  facilitar  los acuerdos en el  sector.  Con todo, sin perjuicio de valorar la
sindicalización de los trabajadores, aseveró que debe protegerse el derecho
de ejercer dicha prerrogativa de modo voluntario.
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 Por  otra  parte,  coincidió  en  la  necesidad  de
adaptar  el  funcionamiento  de  las  empresas  al  contexto  de  mayor
competencia y globalización en que éstas deben insertarse.

 Respecto de las medidas que han adoptado para
promover la incorporación de mujeres, niños y adultos mayores al  ámbito
laboral, sostuvo que dicho sector ha promovido una serie de iniciativas que
se fundan en criterios de flexibilidad y adaptabilidad laboral.

 Asimismo,  aseveró  que  la  Confederación  de  la
Producción y el Comercio no comparte algunas prácticas empresariales que
podrían  ser  consideradas  como  vulneradoras  de  los  derechos  de  los
trabajadores.

 El  secretario  general  de  la  Central  Unitaria  de
Trabajadores, señor Arturo Martínez, puntualizó que la entidad se opone a la
extensión  de  los  beneficios  de  la  negociación  colectiva  a  aquellos
trabajadores que no participaron de ella. 

 En efecto, afirmó que, mediante dicho mecanismo,
se  ha afectado gravemente  la  tasa de sindicalización,  al  desincentivar  la
afiliación  de los trabajadores a las  organizaciones representativas de sus
intereses. En consecuencia, manifestó que debe requerirse el acuerdo de las
respectivas  organizaciones sindicales  para  proceder  a dicha extensión,  lo
que permitiría incrementar los índices de afiliación en el país.

 En cuanto a los pactos de adaptabilidad y horas
extraordinarias, explicó que en las últimas décadas se han promovido una
serie de iniciativas destinadas a mejorar los estándares laborales, en materia
de  jornada  y  descanso.  Con  todo,  sostuvo  que,  mediante  la  excesiva
flexibilización que contempla el  Código del  Trabajo,  se han vulnerado los
derechos de los trabajadores, lo que exige evaluar la pertinencia de incluir
dicha figura dentro de los procedimientos de negociación colectiva.

 En ese sentido, manifestó que, en opinión de la
Central  Unitaria  de  Trabajadores,  los  pactos  de  adaptabilidad  no  deben
quedar  incluidos  dentro  de  dicho  procedimiento,  toda  vez  que  podrían
introducir una excesiva flexibilización de la relación laboral.

 Acerca del universo de trabajadores que podrían
resultar  cubiertos  por  los  procedimientos  de negociación  colectiva,  afirmó
que éste alcanza a un universo similar al que es aplicable actualmente, toda
vez que existen diversos grupos de trabajadores que seguirán excluidos de
dicha regulación.

 En consecuencia, abogó por extender el derecho a
la  negociación  inter  empresa  respecto  de  todos  los  trabajadores  que  se
desempeñen en un determinado sector.

 En lo tocante a la libertad sindical, expuso que se
deben establecer  los mecanismos adecuados para  favorecer  la  actuación
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colectiva de los trabajadores mediante las entidades más representativas de
sus intereses, evitando, de ese modo, la fragmentación de dichas entidades.

 Finalmente,  reiteró  que  la  iniciativa  debe
propender a la igualdad de las partes en la negociación colectiva, atendiendo
a  criterios  re  distributivos  y  de  justicia  social,  en  cuyo  contexto  las
organizaciones  sindicales  deben  contar  con  un  mayor  grado  de
representatividad de sus afiliados.

 El  vicepresidente  de  la  Central  Unitaria  de
Trabajadores, señor Nolberto Díaz, expuso que la iniciativa en análisis, que
propone,  en  lo  fundamental,  igualar  a  las  partes  en  el  procedimiento  de
negociación colectiva, debe corregir una serie de materias contenidas en su
articulado.

 Al  efecto,  detalló  que  la  Central  Unitaria  de
Trabajadores  aboga  por  eliminar  cualquier  referencia  a  los  denominados
pactos de adaptabilidad, toda vez que se trata de una figura que introduce
hipótesis  de flexibilidad laboral sin una contraparte fortalecida.

 Asimismo, abogó por  establecer  un piso mínimo
de  negociación  reajustado  por  el  índice  de  precios  al  consumidor,
considerando  que,  habitualmente,  cuando  los  trabajadores  presentan  sus
solicitudes, la respuesta de parte de la empresa resulta negativa.

 En  cuanto  a  la  regulación  de  los  servicios
mínimos, sostuvo que el establecer, dentro de los parámetros que establecen
dicha figura, a la protección de la infraestructura y los bienes materiales de la
empresa, vulnera el derecho a huelga.

 Respecto de la libertad sindical, afirmó que dicho
criterio sólo será realizado plenamente cuando se reconozca el derecho de
los  trabajadores  para  constituir  organizaciones  sindicales  al  interior  de  la
empresa  y  más  allá  de  ésta,  lo  que  permite  mejorar  los  indicadores  de
negociación colectiva.

 Por otra parte, en lo relativo al derecho a huelga,
sostuvo que el establecimiento de limitaciones mediante figuras tales como
los servicios esenciales o mínimos,  o afectando su ejercicio en empresas
estratégicas –las que podrán ser declaradas por la autoridad administrativa,
afectando la eficacia práctica de un derecho fundamental- impedirá,  en la
práctica, la implementación de tal prerrogativa.

CONSEJO MINERO

 El presidente del Consejo Minero, señor Joaquín
Villarino, expuso las observaciones de la entidad respecto del proyecto de ley
en estudio.

 En primer término, afirmó que durante los últimos
años el nivel de remuneraciones del sector minero se ha incrementado de
modo creciente en un contexto de menor productividad.
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 En  ese  sentido,  afirmó  que  la  brecha  existente
entre remuneraciones y productividad en el sector minero permite cuestionar
los  objetivos  distributivos  de  la  reforma,  toda  vez  que,  al  elevar  las
remuneraciones más allá de la productividad, puede reducirse la contratación
de trabajadores. 

 En  esa  línea,  expuso  una  serie  de  propuestas
relativas al proyecto de ley en estudio.

 Al efecto, en materia de titularidad sindical, afirmó
que la reforma apunta a prohibir los grupos negociadores en las empresas
donde hay sindicatos, lo que resultaría inadecuado al constatar que, en su
opinión, nuestro país presenta cifras deficientes en materia de negociación
colectiva,  pero  no  en  cuanto  a  los  índices  de  sindicalización.  En
consecuencia,  sostuvo  que  al  prohibir  los  grupos  negociadores  en  las
empresas  donde  hay  sindicatos,  se  restringe  una  opción  de  negociación
colectiva, profundizando el déficit del país en la materia.

 Asimismo,  añadió  que  la  Organización
Internacional del Trabajo no objeta la existencia de grupos negociadores. De
ese  modo,  agregó  que,  si  se  insistiera  en  esta  prohibición,  debe  operar
únicamente  respecto  de  funciones  y  establecimientos  dentro  de  ella  de
acuerdo a la representatividad de los sindicatos.

 Respecto  a  la  extensión  de  beneficios,  sostuvo
que la ampliación unilateral  de beneficios por parte del empleador, en los
términos que consagra la legislación vigente, atenta contra la sindicalización.
No obstante, arguyó que la reforma busca corregir este problema induciendo
inapropiadamente  a  la  sindicalización,  exponiendo  al  trabajador  a  un
estímulo  de  corto  plazo.  De  ese  modo,  asevero,  los  trabajadores
considerarán  la  afiliación  sindical  como  un  instrumento  para  acceder  a
beneficios inmediatos, en lugar de considerar que se trata de un mecanismo
para canalizar sus inquietudes e intereses.

 En ese contexto, abogó por establecer que, salvo
acuerdo entre las partes, se prohíba, por un cierto tiempo, que los beneficios
acordados en una negociación colectiva puedan extenderse a trabajadores
que hasta el inicio de la negociación no estaban afiliados, con la finalidad de
reducir  el  problema del  “polizón”  -o  free  rider-,  lo  que  inhibe  la  afiliación
sindical. 

 Asimismo, sostuvo que ello estimula una afiliación
responsable a los sindicatos, ya que sólo los trabajadores que participaron
en la negociación colectiva acceden, desde el primer día, a los beneficios
obtenidos  en  ella,  reduciendo  los  conflictos  que  pueden  derivar  de  la
interpretación de la extensión de beneficios.

 Respecto  del  piso  de  la  negociación  colectiva,
afirmó que,  debido a los inevitables ciclos económicos,  se deben permitir
ajustes de remuneraciones de modo de evitar cambios en materia de acceso
y estabilidad en el empleo.
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 En lo tocante a la negociación con sindicatos inter
empresas, aseveró que la reforma plantea que el empleador deberá acceder
a negociar con organizaciones representativas. En ese contexto, agregó que
un  buen  resultado  de  la  negociación  colectiva  se  genera  cuando  los
beneficios acordados se ajustan a la productividad, por lo que, considerando
que  ésta  varía  entre  cada  una  de  ellas,  aquélla  debe  desarrollarse  de
acuerdo a la realidad de cada empresa.

 De ese modo, añadió que corresponde determinar
el tipo de sindicato que está más capacitado y tiene mayores incentivos para
que  el  resultado  de  la  negociación  se  ajuste  a  la  productividad.  En  ese
sentido, aseveró que el sindicato de empresa conoce más cercanamente la
realidad  de  ella  y  responde  al  interés  de  sus  trabajadores,  mientras  el
sindicato inter empresa se encuentra más lejano a esa realidad particular y
responde al interés de diversos grupos de trabajadores.

 En lo que respecta a la negociación colectiva con
trabajadores de confianza, expuso que la reforma propone restringir el tipo
de  trabajadores  impedidos  de  negociar  colectivamente.,  lo  que  resulta
adecuado en aquellos casos en que las denominaciones de los cargos se
extienden artificialmente para impedir el ejercicio de dicha prerrogativa. En
ese  contexto,  agregó  que  se  propone  que  estén  impedidos  de  negociar
colectivamente los trabajadores que tengan facultades de representación y
estén dotados de facultades generales de administración.

 Con todo, sostuvo que, al combinar las facultades
de  representación  y  de  administración,  se  produciría  un  problema  de
interpretación respecto de lo preceptuado por el artículo 4° del Código del
Trabajo, que establece que representa al empleador, y en tal carácter obliga
a éste con los trabajadores, la persona que ejerce habitualmente funciones
de dirección o administración.

 Acerca  de  la  prohibición  del  reemplazo  de
trabajadores en huelga, afirmó que, de acuerdo a la reforma, se prohíbe el
reemplazo  de  los  puestos  de  trabajo  de  los  trabajadores  en  huelga  y  el
reintegro  individual,  en  tanto  que,  si  bien  se  debe  atender  los  “servicios
mínimos”  de  la  empresa,  eso  no  significa  mantener  la  continuidad
operacional,  sino  sólo  evitar  accidentes,  daños  a  instalaciones,  al  medio
ambiente  y  a la  salud,  y  garantizar  la  prestación  de servicios  de utilidad
pública.

 Al  efecto,  aseveró  que  el  Consejo  Minero
reconocer  que  la  huelga  debe  ser  una  herramienta  efectiva  para  los
trabajadores, pero manifestó su discrepancia con la modalidad planteada en
el proyecto y los argumentos de sustento que se dieron en el debate en la
Cámara  de  Diputados,  toda  vez  que,  sostuvo,  los  Convenios  de  la
Organización Internacional del Trabajo ratificados por Chile no prohíben el
reemplazo en huelga, ya sea con trabajadores internos o externos. En efecto,
indicó  que  varios  países,  tanto  o  más  desarrollados  que  el  nuestro,
contemplan esta posibilidad sin que se considere que están infringiendo los
señalados convenios.
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 Asimismo, manifestó que la modalidad de huelga
propuesta en la reforma permite un ejercicio irresponsable de ella, toda vez
que sus efectos pueden exceder con creces a las partes de la negociación.

 En  la  misma  línea,  agregó  que,  aun  cuando  la
reforma no regula el caso de los trabajadores de empresas contratistas, hay
dictámenes  de  la  Dirección  del  Trabajo  que  permiten  que  la  empresa
mandante realice la función de un trabajador de una empresa contratista que
se encuentra en huelga,  aun cuando,  agregó,  la  relación entre empresas
mandantes y contratistas sería de tipo comercial.

 En lo que respecta a los pactos de adaptabilidad,
detalló que la reforma propone que en las empresas con afiliación sindical de
30% o  más  se  puedan  acordar  determinadas  materias  adicionales  en  la
negociación colectiva, lo que reconoce que la ampliación de materias de la
negociación colectiva debe ser superada en nuestro sistema de relaciones
laborales. 

 En  cuanto  a  la  duración  de  los  instrumentos
colectivos, añadió que no resulta adecuado rebajar el tope, de 4 a 3 años de
vigencia.  En  consecuencia,  propuso  que,  dentro  del  esquema  de
adaptabilidad pactada, se permita que sindicatos y empresas puedan acordar
duraciones de hasta 4 años.

 Seguidamente, en materia de prácticas desleales
de los trabajadores y sus organizaciones, expuso que la reforma proponía
señalar que la huelga es un derecho a ser ejercido colectiva y pacíficamente,
en  cuyo  caso  la  práctica  desleal  de  los  trabajadores  u  organizaciones
sindicales, consistente en ejercer fuerza física en las cosas, o física o moral
en las personas durante la negociación colectiva, se ampliaba al caso de
obstaculización del ingreso de otros trabajadores. Agregó que, sin embargo,
la Cámara de Diputados se aprobó una indicación del Ejecutivo para dejar
sin efecto dicha disposición, lo que, aseveró, debe ser revisado durante el
segundo trámite constitucional de la iniciativa.

 En lo relativo a la entrega de información, sostuvo
que el proyecto de ley plantea que un sindicato pueda acceder a información
sobre remuneraciones, con indicación de los diversos cargos y funciones en
la empresa, lo que, en general, contribuye a que los procesos de negociación
se basen en información fidedigna.

 Con todo, agregó que la propuesta no excluye la
información de los cargos ejecutivos y de alta gerencia, por lo que fácilmente
se  podría  identificar  a  las  personas  que  ejercen  dichos  cargos,
comprometiendo información estratégica para la empresa respecto de cargos
ejecutivos que no forman parte de la negociación colectiva.

 Finalmente,  en  cuanto  a  la  formación  de  los
denominados “sindicatos del día después”, explicó que el proyecto proponía
que  el  fuero  para  trabajadores  que  formen  un  sindicato,  en  lugar  de
comenzar 10 días antes de la asamblea constitutiva, rigiera desde el aviso al
ministro  de  fe,  con  la  finalidad  de  evitar  la  formación  de  sindicatos  que
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pretenden únicamente evitar despidos, disposición que luego fue eliminada
del articulado de la iniciativa. Al efecto, abogó por reponer dicha disposición
durante su segundo trámite constitucional.

FEDERACIÓN GREMIAL NACIONAL DE PRODUCTORES DE FRUTA
(FEDEFRUTA)

 El  vicepresidente  de  la  Federación  Gremial
Nacional  de  Productores  de  Fruta  (FEDEFRUTA),  señor  Felipe  García
Huidobro, expuso ante la Comisión respecto del proyecto de ley en estudio.

 En primer lugar, aseveró que el contexto en que
se  desenvuelve  la  agricultura  y  la  fruticultura  presenta  ciertas
particularidades, atendido el carácter perecible de sus productos, los riesgos
de la naturaleza que afectan la fruticultura -tales como la sequías, lluvias,
heladas, inundaciones, plagas y enfermedades-, y la existencia de etapas
críticas en el proceso de producción.

 En ese contexto, afirmó que debe promoverse una
legislación laboral especial, en el ámbito individual y colectivo, que se haga
cargo de las necesidades del agro y de las especiales condiciones en que se
desarrolla, excluyendo del proyecto de ley al sector frutícola.

 Enseguida,  expuso  la  opinión  de  la  entidad
respecto de una serie de materias contenidas en la iniciativa en estudio.

 En lo tocante al derecho a huelga, afirmó que es
necesario establecer que éstas no se lleven a cabo en periodos de cosecha,
lo que requiere declarar, por parte de la empresa, períodos no aptos para
negociar colectivamente por 60 días anuales o establecer, en la definición de
servicios mínimos, que éstos deben considerar expresamente las actividades
de cosecha, poda, riego, fumigación y fertilización.

 En cuanto a los pactos de adaptabilidad, propuso
que  se  permita  acordar  individualmente  las  condiciones  especiales  de
trabajo, al igual que en la negociación colectiva semi-reglada, con grupos de
trabajadores organizados al efecto.

 Respecto  de  la  negociación  con  sindicatos  inter
empresa,  sostuvo  que,  al  permitirse  la  agrupación  temporal  para  un
determinado sector, se negociará colectivamente -en forma encubierta- por
rama de actividad, lo que, en su opinión, sólo podría operar cuando cuente
con el acuerdo de la empresa.

 Acerca de la titularidad sindical, y la extensión de
los  beneficios  obtenidos  en  un  procedimiento  de  negociación  colectiva,
abogó  por  permitir  la  ampliación  parcial  unilateral  de  beneficios,  sin
restricciones,  en  cuyo  caso,  si  éstos  representan  más  del  50%  de  los
ingresos del trabajador, deberá pagar al sindicato el equivalente a una cuota
sindical.
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 En materia  de entrega de información periódica,
afirmó que, al establecer que debe ser remitida a los sindicatos que agrupan
a trabajadores eventuales, transitorios, o por obra o faena determinada, se
generaría, además del costo administrativo que ello implica, que una entidad
ajena  a  la  empresa  pueda  contar  con  información  sensible,  pudiendo
distribuirla o procesarla en forma indiscriminada.

 Respecto  de  las  facultades  de  la  Dirección  del
Trabajo, abogó por evitar que las nuevas atribuciones que se le otorgan en
materia de fiscalización, mediación y aplicación de sanciones, supongan el
ejercicio de facultades jurisdiccionales.

 En lo relativo a multas por prácticas antisindicales
y  desleales,  las  que,  en  los  términos  contenidos  en  el  proyecto,  serán
destinados al Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales, sostuvo
que resulta más adecuado remitir  los fondos recaudados a las mesas de
diálogo social y laboral, para mejorar las relaciones laborales del sector.

 Finalmente,  sostuvo  que  no  resulta  adecuado
haber eliminado, de la definición de huelga, el requisito de que deba tratarse
de una manifestación pacífica, toda vez que las vías de hecho no pueden ser
toleradas como método de solución de los conflictos.

SOCIEDAD NACIONAL DE MINERÍA
(SONAMI)

 El secretario general de la Sociedad Nacional de
Minería,  señor  Jorge  Riesco,  presentó  las  observaciones  de  la  entidad
acerca de la iniciativa en análisis.

 En primer término,  expuso que la  forma en que
funciona el mercado laboral tiene un impacto crucial en el bienestar de las
familias, en la distribución de oportunidades, en la productividad agregada y
en el crecimiento económico. En ese sentido, arguyó que la discusión sobre
la forma en que se desarrolla la actividad laboral debe convocar a todos los
actores, quienes deben ceder algo de sus interese propios y visiones previas
en función de un beneficio general mayor.

 Tratándose del sector minero, afirmó que existen
altas  tasas  de  sindicalización,  en  tanto  que,  en  la  gran  minería,  las
negociaciones se desarrollan en proyectos de gran tamaño, que requieren
fuertes inversiones y tecnología, en las que se ha exacerbado la importancia
del bono de término de negociación, mientras que, en la pequeña y mediana
minería, hay altos salarios y bonos, pero sin la capacidad financiera de la
gran minería y con inversiones significativamente menores.

 En ese contexto, explicó que la Sociedad Nacional
de Minería coincide con el objetivo consistente en promover el desarrollo de
relaciones laborales modernas, justas y equilibradas entre las partes, en las
que predomine el diálogo y el  acuerdo, combinando objetivos de equidad,
eficiencia y productividad. Con todo, aseveró que no se advierte la necesidad
de introducir modificaciones para otorgar a los sindicatos el monopolio de la
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negociación colectiva y aumentar sus prerrogativas en la negociación como
un medio para lograr tales objetivos.

 En efecto, aseveró que el sector minero ha sufrido
en el  último tiempo una creciente  polarización de los conflictos  laborales,
observándose  grados  crecientes  de  violencia  y  fuerza  por  parte  de
trabajadores y sus dirigentes, en huelgas dentro de procesos de negociación
colectiva y en paralizaciones ilegales, que han afectado a otros trabajadores
y a instalaciones y equipos necesarios para el desarrollo de las actividades
productivas.

 En tal sentido, agregó que la legislación laboral no
ha podido resolver tales problemáticas, en tanto que el texto aprobado por la
Cámara  de  Diputados  excluye  algunos  aspectos  que  habían  sido
considerados  positivos  para  el  ordenamiento  de  las  relaciones  laborales,
tales como la descripción de ciertas prácticas desleales de los trabajadores y
dirigentes, las que resultan contrarias a los legítimos intereses y objetivos de
las organizaciones sindicales y sus representados; las limitaciones al mal uso
del fuero laboral, especialmente mediante la regulación de la formación de
“sindicatos del día después”; o la apertura a la adaptabilidad laboral, para
enriquecer los contenidos de los instrumentos colectivos.

 Enseguida, detalló una serie de aspectos que en
opinión de la entidad deben ser analizados, principalmente en materia de
sanciones a los involucrados en hechos de violencia y paros ilegales, fin del
reemplazo de puestos de trabajo de los trabajadores en huelga, piso de la
negociación  colectiva,  negociación  inter  empresa,  titularidad  sindical,
extensión automática o pactada de beneficios y pactos de adaptabilidad.

 En cuanto a las sanciones a los involucrados en
hechos de violencia y paros ilegales, sostuvo que se percibe una indefensión
de  los  empleadores  frente  a  conductas  que  contravienen  la  legislación
laboral, toda vez que, en general, frente a medidas o conductas de presión y
violencia que afectan a personas y provocan daños a bienes e instalaciones,
afirmó, no cuentan con apoyo de la autoridad ni de los organismos policiales,
de fiscalización o de la Dirección del Trabajo.

 Respecto  del  reemplazo  de  trabajadores  en
huelga, afirmó que dicho mecanismo, pese a ser escasamente utilizado en el
sector  minero,  permite  que  las  empresas  puedan  resguardar  su
sostenibilidad  mientras  negocian  con  sus  trabajadores,  permitiendo  la
continuidad operativa. Del mismo modo, indicó que es un medio eficaz para
garantizar los derechos de los trabajadores no involucrados en el proceso de
negociación colectiva, principalmente el derecho a mantener su empleo y a
desarrollar efectivamente el trabajo contratado, considerando que no debe
producir un daño superior a la materia que se negocia.

 Asimismo,  agregó  que  la  regulación  de  los
servicios  mínimos  no  es  adecuada,  al  depender  de  un  acuerdo  con  el
sindicato  con  el  que  se  negocia  y,  en  su  ejecución,  dependerá  de  los
trabajadores en huelga. En efecto, añadió que, por el contrario, genera una
razonable  duda  de  su  eficacia,  así  como  una  fundada  posibilidad  de
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conflictos con la administración de la empresa y con otros trabajadores que
no se encuentren en huelga.

 En consecuencia, expuso que es necesario que el
empleador  pueda  determinar  las  actividades  que  requieren  continuidad,
sujeto a reclamación ante los tribunales o el organismo fiscalizador particular,
permitiendo el reemplazo con trabajadores internos o externos y limitando, al
mismo  tiempo,   el  mandato  otorgado  a  la  directiva  sindical,  de  modo
proporcional a las restricciones del empleador durante la huelga.

 Respecto  del  piso  de  la  negociación  colectiva,
expuso  que  el  proyecto  rigidiza  las  posibilidades  de  adaptación  de  las
empresas  frente  a  escenarios  de  crisis,  atentando  contra  su  capacidad
económica.

 En cuanto a la negociación inter empresa, agregó
que se debe exigir con un mínimo de afiliación sindical similar al que se exige
a las empresas con más de 50 trabajadores -esto es, contar con al menos 25
trabajadores-, en tanto que la negociación inter empresa obligatoria resulta
inapropiada  para  la  realidad  de  la  minería,  sometida  a  condiciones
geográficas y de complejidad de sus operaciones y procesos muy distintos
para  cada  empresa  y  faena,  incluyendo  a  los  contratistas  que  se
desempeñan en ellas, debiendo resguardarse, en cualquier caso, la entrega
de información reservada.

 Acerca  de  las  normas  en  materia  de  titularidad
sindical,  agregó  que  el  sector  minero  se  emplaza  en  distintas  zonas
geográficas, incluso al interior de una misma empresa, lo que implicaría que,
si un sindicato se encuentra en Santiago, los trabajadores de Antofagasta
tendrían  limitada  capacidad  negociadora,  lo  que  afecta  sus  legítimos
derechos.  En  consecuencia,  agregó  que  la  titularidad  de  la  negociación
colectiva es un derecho que pertenece a todos los trabajadores, por lo que
puede ser ejercido en la forma en que éstos determinen.

 En  lo  relativo  a  la  extensión  de  los  beneficios
acordados en un procedimiento de negociación colectiva, manifestó que la
ampliación  automática  de  un  contrato  colectivo,  por  el  solo  hecho  de  la
afiliación  a  la  organización  sindical,  es  susceptible  de  producir  varios
problemas de aplicación. 

 Asimismo,  indicó  que  no  existe  razón  para
sancionar el solo hecho de pactar individualmente condiciones similares a las
incluidas en un instrumento colectivo, considerando que en las compañías
mineras  la  extensión  de  las  condiciones  negociadas  es  facultad  de  la
administración y se aplica a los trabajadores con contratos indefinidos, por
razones que, aseveró, distan mucho de una conducta antisindical.

 En la misma línea, aseveró que el resultado de la
negociación es de ambas partes, no sólo del sindicato, por lo que no debe
excluir a algunos de sus partícipes.
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 Finalmente,  en  cuanto  a  los  pactos  de
adaptabilidad,  afirmó que la limitación que establece la reforma, que solo
permite pactar una bolsa de horas extraordinarias por debajo de los límites
que  actualmente  establece  la  ley,  así  como  la  exigencia  de  un  quorum
mínimo de sindicalización, atentan contra un uso efectivo de esta medida. En
consecuencia,  agregó que es  posible  negociar  y  convenir  condiciones de
trabajo y de remuneraciones adaptadas a la realidad de cada empresa, para
hacer  más  eficiente  y  estable  la  organización  del  trabajo  y  establecer
compensaciones para los trabajadores.

CONFEDERACIÓN MINERA DE CHILE
(CONFEMIN)

 El director nacional de la Confederación Minera de
Chile,  señor  Carlos  Contreras,  expuso  las  consideraciones  de  la  entidad
respecto del proyecto de ley en estudio.

 Al efecto, manifestó la conformidad de la entidad
con  la  regulación  que  el  proyecto  contempla  en  materia  de  trabajadores
aprendices en grandes empresas y los trabajadores transitorios y por obra o
faena, titularidad sindical, piso en las negociaciones -entendiendo por piso de
la negociación idénticas estipulaciones a las establecidas en el instrumento
colectivo  vigente-,  fin  de  los  grupos  negociadores  donde  hay  sindicato,
extensión automática de beneficios de instrumentos colectivos por afiliación
sindical y fin de la facultad de extender unilateralmente los beneficios de un
instrumento colectivo por parte del empleador. 

 Asimismo, sostuvo que la regulación relativa a la
extensión  de  beneficios  de  un  instrumento  colectivo  de  trabajadores  no
sindicalizados con el expreso consentimiento del sindicato, la consagración
de  la  titularidad  sindical  para  los  sindicatos  inter-empresa,  el  fin  de  los
adherentes,  el   derecho  a  requerir  información  por  vía  administrativa  y
judicial, la inclusión de una mujer en la comisión negociadora laboral a todo
evento, y la ampliación del plazo para presentación de proyectos de contrato
colectivo, junto con la  disminución del plazo para contestar el proyecto de
contrato colectivo por parte del empleador, y derecho a huelga, satisfacen
adecuadamente los requerimientos del sector.

 Sin  embargo,  abogó  por  mejorar  la  regulación
aplicable  en  materia  de  seguridad  y  salud  en  el  trabajo  y  sistemas
excepcionales de distribución de jornadas de trabajo y  descansos,  con la
finalidad  de  reducir  los  índices  de  riesgos  de  accidentes  del  trabajo  y
enfermedades profesionales.

 Por  otra  parte,  manifestó  su conformidad con la
regulación propuesta en materia de duración y vigencia de los instrumentos
colectivos,  oportunidad  de  presentación  de  los  proyectos  de  contrato
colectivos y eliminación de la exigencia de un ministro de fe.

 Con  todo,  arguyó  que  debe  regularse  de  mejor
manera  la  aplicación  de  la  causal  de  necesidades  de  la  empresa,
estableciendo que no se podrá aplicar en ningún caso dentro de los 90 días
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posteriores  a  la  negociación  colectiva  o  después  de  la  constitución  del
sindicato,  e  incrementar  más horas  para  gestión  sindical,  con cargo  a  la
empresa.

 Asimismo, enfatizó que debe relevarse el  rol  del
principio  de  buena  fe  en  materia  de  negociación  colectiva,  el  que,  en  la
práctica, puede resultar alterado y vulnerado por diferentes medios.

 En  cuanto  al  reconocimiento  y  la  garantía  del
derecho  de  negociación  para  federaciones  y  confederaciones,  abogó  por
establecer el carácter obligatorio de dicho procedimiento para el empleador.

 Finalmente, respecto a las limitaciones al derecho
a huelga, aseveró que, respecto del establecimiento de servicios mínimos,
éstos  deben  operar  únicamente  tratándose  de  empresas  que  presten
servicios de utilidad pública, otorguen atención de necesidades básicas de la
población  -vida,  salud  y  otros-  y  garanticen  la  prevención  de  daños
ambientales o sanitarios.

CONFEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE
(CTC)

 El presidente de la Confederación de Trabajadores
del Cobre (CTC), señor Manuel Ahumada, expuso a la Comisión respecto del
contexto en el que se desarrolla la actividad sindical en nuestro país.

 En  primer  lugar,  aseveró  que  en  nuestro  país
existe abundante evidencia respecto de los índices de desigualdad y mala
distribución del ingreso. En efecto, aseveró que, según datos entregados por
la  Superintendencia  de  Pensiones,  de los  5.156.030  trabajadores  que
cotizaron en el mes de marzo de 2015 en el sistema privado de pensiones,
2.739.537   obtuvieron  un  ingreso  imponible  igual  o  inferior  a  $550.000,
equivalente a algo más de un 53% del total de los trabajadores. 

 En  la  misma  línea,  afirmó  que  la  regulación
contenida en el Código del Trabajo concibe a la negociación colectiva como
un  procedimiento  que  en  ningún  caso  ha  de  ser  un  mecanismo  para
redistribuir los ingresos o riqueza en el país. Al mismo tiempo, agregó que,
de ese modo, se ha restringido gravemente la sindicalización, el acceso de
los trabajadores a los procedimientos de negociación colectiva y el ejercicio
del derecho a huelga.

 En  tal  sentido,  enfatizó  que  quienes  desean
conservar este estado de cosas han desarrollado una suerte de campaña del
terror relativa a los efectos que produce el ejercicio de tales prerrogativas.
Con todo,  agregó que,  en la  práctica,  en el  año 2014 hubo 193 huelgas
legales, que involucraron 44.128 trabajadores, y 174 ilegales, con 562.278
personas involucradas, de las cuales el 79,4 % afectó a la gran empresa y
sólo un 4,8 % a pequeñas y medianas.

 De ese total, añadió, en el 98,9% no hubo heridos,
en  el  96,5%  no  hubo  detenciones  ni  arrestos,  en  el  95,9%  no  hubo
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enfrentamientos con Carabineros, en el 92,4 % hubo bajo nivel de presencia
policial, y en el 88,0% no se presentaron autoridades de orden y seguridad.

 En  cuanto  al  reemplazo  de  los  trabajadores  en
huelga, sostuvo que, mediante dicho mecanismo, se pretende relativizar la
principal herramienta de negociación de los trabajadores, lo que explica que,
en el sector minero, sólo el 15,62% del total de la producción del sector se
destine al pago de remuneraciones, en tanto que el 82,21% corresponde a
los excedentes que genera,  mientras  sólo un 0,16% equivale al  pago de
impuestos.

FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE
(FTC)

 El  Jefe  del  Departamento  Legislativo  de  la
Federación  de Trabajadores del  Cobre,  señor  Sergio  Morales,  abogó por
introducir  las  modificaciones  que  permitan  que  la  iniciativa  contribuya  a
mejoras los canales de diálogo social y equidad y justicia social.

 A  continuación,  el  asesor  de  la  Federación  de
Trabajadores del Cobre, señor Raúl Álvarez, dio cuenta de las observaciones
de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

 En  primer  término,  sostuvo  que  la  organización
valora,  en  general,  el  contenido  de  la  iniciativa,  toda  vez  que  contiene
avances  significativos.  No  obstante,  aseveró  que  requieren  diversas
modificaciones, con la finalidad de lograr un mejor equilibrio de fuerzas entre
los  empleadores  y  los  trabajadores,  garantizando  mayor  equidad  en  las
relaciones de trabajo, y mejorando la calidad en el empleo, las condiciones
laborales de los trabajadores y la productividad de las empresas.

 Asimismo, añadió que la legislación laboral chilena
impone una lógica que no puede calificarse de adaptabilidad empresarial,
sino que se trata de un régimen que permite a los empleadores disponer
libremente de la fuerza de trabajo, excluyendo la negociación colectiva como
un instrumento de mejoramiento de las condiciones de trabajo, atomizando
del movimiento sindical y circunscribiendo la negociación sólo a la empresa.

 Dentro de los aspectos positivos de la iniciativa,
describió los avances en materia de titularidad sindical, al eliminar los grupos
negociadores,  y  regular  adecuadamente  la  afiliación  sindical  durante  la
negociación colectiva. Asimismo, valoró que la extensión unilateral por parte
del empleador sea considerada una práctica antisindical.

 En la misma línea, destacó el establecimiento del
piso de la negociación, y abogó para que la normativa relativa a servicios
mínimos no afecte la esencia del derecho a la huelga. Asimismo, abogó por
la incorporación de normas de género y los incentivos a la afiliación sindical y
la orientación del proyecto a favorecer la negociación colectiva y el diálogo
laboral entre fuerzas equilibradas.
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 En cuanto a los aspectos negativos o insuficientes
que  deben  ser  mejorados,  discrepó  respecto  de  una  conceptualización
negativa de la actividad sindical,  toda vez que la tipificación de la huelga
como pacífica es un elemento que induce a confusión, por lo que debe ser
eliminado del proyecto, tal como fue realizado por la Cámara de Diputados.

 Asimismo, agregó que una excesiva regulación de
la negociación colectiva atenta contra la autonomía sindical, dificultando un
entendimiento más directo y dinámico entre las partes. Añadió que parece
inadecuado una excesiva burocratización  que debilite  el  principio  de  auto
tutela sindical defendido por la Organización Internacional del Trabajo.

 En  cuanto  a  los  servicios  mínimos  durante  la
huelga,  sostuvo  que  se  debe  acotar  dicho  concepto  para  que  la  huelga
cumpla su finalidad de presión legítima en la negociación.

 Respecto al  piso  de la  negociación,  agregó que
debe considerarse como piso todo lo  pactado en el  instrumento colectivo
vigente.  Acerca  de  la  negociación  de  Federaciones  y  Confederaciones,
indicó que actualmente se plantea como negociación voluntaria. Con todo,
aseveró que se debe fortalecer la negociación inter empresa obligatoria para
aspectos de remuneraciones y condiciones básicas de trabajo comunes para
todos los trabajadores de la rama de actividad, teniendo en consideración la
diversidad  de  tamaño,  capital,  tecnología,  productividad,  dotaciones  y
rentabilidad.

 De  ese  modo,  agregó,  es  posible  potenciar  un
modelo de desarrollo productivo sustentable, equitativo, participativo y con
una  gobernanza  efectiva  de  los  actores  socioeconómicos,  basada  en  el
dialogo social. 

 Por otra parte, acotó que es necesario establecer
que,  en  caso  de  despido  injustificado,  debe  reincorporarse  al  trabajador,
dándole la opción de retirarse de la empresa con el pago de la indemnización
por años de servicio con los recargos respectivos, sobre todo en aquellos
casos en que dicho mecanismo es utilizado de modo abusivo para interferir
en la acción sindical de los trabajadores.

FEDERACIÓN MINERA DE CHILE

 El  presidente de la  Federación Minera de Chile,
señor  Gustavo  Tapia,  expuso  la  opinión  de  la  organización  respecto  del
proyecto de ley en estudio.

 Al  efecto,  manifestó  el  parecer  de  la  entidad
respecto de las limitaciones al derecho a huelga.

 En ese sentido, explicó que el proyecto contiene
restricciones  sin generar un  mecanismo  idóneo  alternativo  que  permita
salvaguardar este derecho fundamental de manera adecuada. En tal sentido,
sostuvo  que  se  ha  ampliado  sistemáticamente  el  número  de  empresas
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afectas  a  prohibición  administrativa  de  ejercicio  del  derecho  a  huelga,
pasando de 37 empresas en el año 2007, a casi 100 en la actualidad.

En  la  misma  línea,  aseveró  que  el  proyecto
modifica a la  baja las calificaciones para las empresas en las que no se
podrá ejercer el derecho a huelga, lo que podría excluir de dicha regulación a
los trabajadores del sector minero. Asimismo, enfatizó que no contempla una
de las demandas más requeridas por los trabajadores del sector, consistente
en  la  negociación  por  rama,  junto  a  diversas  falencias  en  materia  de  la
regulación de titularidad sindical, reemplazo en huelga y derechos sindicales
para los trabajadores por obra o faena.

Abogó por eliminar los pactos de adaptabilidad -
los que, agregó, afectan gravemente la jornada laboral de los trabajadores-,
los  servicios  mínimos  universales  durante  la  huelga,  y  establecer  con
precisión la imposibilidad del reemplazo de las funciones que desempeñen
los trabajadores en huelga.

Seguidamente,  sostuvo  que  se  debe  eliminar  la
facultad jurisdiccional consistente en decretar el  término de la huelga y la
reanudación  de  faenas,  o  suspender  los  procedimientos  de  negociación
colectiva, lo que puede perjudicar el adecuado desarrollo de éstas.

Por  otra  parte,  afirmó  que  se  debe  eliminar  el
quorum mínimo de negociación, y el  plazo de tres años que opera en su
caso,  restringiéndolo  a  sólo  dos  años,  junto  con  garantizar  el  derecho  a
huelga de las empresas estratégicas y que, en caso de arbitraje, se permita
la conciliación entre las propuestas de los trabajadores y la empresa.

En  conclusión,  agregó  que  la  exclusión  de  los
trabajadores mineros respecto al derecho a huelga sólo logrará aumentar la
conflictividad,  en tanto que la  reanudación de las faenas entregada a los
tribunales  de  justicia  abre  un  notorio  espacio  para  la  influencia  de  las
grandes empresas; además, sostuvo que la facultad de solicitar información,
entregada  a  la  Inspección  del  Trabajo,  excede  completamente  sus
atribuciones orgánicas y la hace plenamente vulnerable a la cooptación por
parte de las grandes empresas mineras.

Finalmente, aseveró que la actividad minera sólo
puede  ser  considerada  estratégica  sobre  la  base  de  un  replanteamiento
profundo respecto a la titularidad y propiedad de los recursos naturales, lo
que constituye un debate aún pendiente en la sociedad chilena. 

CÁMARA NACIONAL DE COMERCIO
(CNC)

El presidente de la Cámara Nacional de Comercio
(CNC), señor Ricardo Mewes, expuso a la Comisión acerca de la iniciativa en
estudio.

En  primer  lugar,  explicó  que  el  sector  del
comercio,  servicios  y  turismo  emplea  al  24  %  de  la  fuerza  laboral  y
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representa el 11% del PIB nacional. Agregó que el 44% de las empresas son
del sector, de las cuales el 18% son pymes y 81% son micro empresas.

Enseguida,  detalló  los  principales  aspectos  del
proyecto de ley que interesan al sector, principalmente en materia de veto
sindical y extensión de beneficios, fin de reemplazo en huelga, limitaciones a
la adaptabilidad laboral y ausencia de algunas materias relevantes.

En  lo  que  respecta  al  veto  que  pueden  hacer
presente los sindicatos y la extensión de beneficios, aseveró que el proyecto
traslada  el  sujeto  del  derecho  al  sindicato,  generando  asimetría  entre
trabajadores  que  realizan  las  mismas  funciones  y  deteriorando  el  clima
interno dentro de las empresas, afectando la cobertura de los trabajadores
bajo negociación colectiva.

En consecuencia, propuso que el propio trabajador
decida en dicha hipótesis, en lugar de entregar dicha facultad al sindicato.

Respecto del fin del reemplazo en huelga, indicó
que  en  el  mundo  hay  distintos  sistemas.  En  ese  sentido,  arguyó  que  la
huelga  es  un  derecho  que  debe  ejercerse  respetando  la  legalidad  y  los
derechos de terceros, tales como proveedores, consumidores y trabajadores.
En esa línea, agregó que el cambio de  régimen en esta materia plantea el
desafío de resolver las externalidades negativas que se producirán.

En la misma línea, añadió que la regulación de los
servicios mínimos parece ser insuficiente, toda vez que el proyecto apunta a
garantizar  servicios  de  utilidad  pública,  necesidades  básicas,  medio
ambiente, la salud y otros similares, lo que no resolvería los problemas que
generaría la paralización en la provisión de alimentos en establecimientos
educacionales o de proveedores de insumos quirúrgicos a hospitales.

De ese modo, propuso otorgar un plazo de 15 días
desde que se vota hasta que se hace efectiva la huelga, lo que permitiría que
las  empresas  puedan  prepararse  para  cumplir  con  sus  principales
compromisos contractuales, ampliar o complementar el concepto de servicios
mínimos,  y  permitir  a  los  trabajadores  que  resuelvan  acerca  de  la
continuación de la huelga sin intervención sindical.

En  lo  que  respecta  a  las  normas  sobre
adaptabilidad  laboral,  sostuvo  que  se  trata  de  una  figura  que  presenta
múltiples  beneficios,  tales  como el  aumento  de  la  productividad,  el
mejoramiento del clima laboral, la reducción de los niveles de ausentismo
laboral y la apertura de oportunidades laborales a sectores que no pueden
asumir una jornada rígida como mujeres, jóvenes y tercera edad. De ese
modo, agregó que se trata de una materia imprescindible para el mercado
laboral del siglo XXI.

Con  todo,  agregó  que  la  iniciativa  contiene
diversas trabas para aplicar dicha figura,  al  limitar la adaptabilidad sólo a
empresas que tienen sindicato con cierto nivel de representatividad, excluye
a  muchas  empresas  que  no  tienen  sindicato,  como  la  mayoría  de  las
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PYMES,  y  genera  que  los  trabajadores  deberán  esperar  la  próxima
negociación  colectiva  para  mejorar  su  jornada,  provocando  una  mayor
rigidez.

En  consecuencia,  aseveró  que  la  adaptabilidad
debe ser mirada como una exigencia actual y no como un beneficio, siendo
extensiva  a  todas  las  empresas  y  trabajadores  con  independencia  del
sindicato, permitiendo que puedan acordarlos de modo personal y directo.

En  lo  tocante  a  aquellas  materias  que  resulta
necesario  incorporar  a  la  iniciativa,  abogó  por  considerar,  al  menos,  las
medidas  destinadas  a  revertir  la  baja  participación  laboral  de  mujeres,
jóvenes y tercera edad, mejorar el nivel de educación y capacitación de la
fuerza laboral y las competencias laborales, e incrementar la productividad y
los incentivos para la movilidad de los trabajadores.

CONFEDERACIÓN COORDINADORA DE SINDICATOS DEL COMERCIO

El  presidente  de  la  Confederación  Coordinadora
de Sindicatos  del  Comercio,  señor  Manuel  Díaz,  expuso la  opinión de la
entidad en materia de titularidad sindical, fuero de los dirigentes sindicales,
derecho a los beneficios negociados, derecho a huelga, servicios mínimos,
piso mínimo de la negociación y pactos sobre condiciones especiales.

En  primer  lugar,  en  lo  relativo  a  la  titularidad
sindical, sostuvo que el proyecto reconoce como sujeto de la negociación
colectiva reglada al sindicato, dejando de existir los grupos negociadores en
las  empresas  donde  hayan  organizaciones  sindicales,  en  tanto  que  los
sindicatos  inter  empresas  podrán  negociar  con  los  mismos  derechos  y
requisitos de quórum que los sindicatos de empresa.

En  cuanto  al  fuero  de  los  dirigentes  sindicales,
detalló  que a  las  causales  de pérdida  de fuero  se  agrega la  renuncia  al
sindicato, lo que actualmente no genera la pérdida del fuero, y se eliminaron
dos nuevas prácticas desleales  del trabajador, que podían ser  sancionadas
por el juez laboral con la pérdida del fuero del dirigente sindical en el mismo
juicio.

Acerca  del  acceso  a  los  beneficios  acordados,
explicó que los beneficios del contrato colectivo negociado por un sindicato
se extenderán a los futuros socios automáticamente, previa comunicación al
empleador, y se elimina la extensión unilateral de beneficios, para dar paso a
un sistema de extensión pactada entre empleador y sindicato. 

Además, agregó que los trabajadores que reciban
los beneficios deben aceptar la extensión y las condiciones acordadas, en
tanto  que  el incumplimiento  del  empleador  se  sanciona  como  práctica
antisindical,  lo  que puede ser  poco eficaz  al  obligar  a  los trabajadores a
judicializar tales procedimientos.

Tratándose del derecho a huelga, añadió que se
prohíbe el reemplazo de los puestos de trabajo con trabajadores propios o
externos,  lo  que  exige  poner  énfasis  en  materia  de  fiscalización.  En  ese
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contexto,  abogó  por  consagrar  el  carácter  general  del  derecho  a  huelga,
pudiendo ejercerse en todo tipo de negociación colectiva.

En materia de servicios mínimos, detalló que  se
proponen  limitaciones  al  derecho  a  huelga,  previniendo  los  daños
económicos que se pudieran generar para el empleador.

Respecto del piso de la negociación, detalló que la
respuesta  del  empleador  al  proyecto  de  contrato  colectivo  no  puede  ser
inferior  al  instrumento colectivo vigente,  excluyendo  la  reajustabilidad y el
incremento  real  acordado  en  el  contrato  vigente,  los  pactos  sobre
condiciones especiales de trabajo y el bono de término de negociación.

Añadió que se contempla la posibilidad de que las
partes  acuerden  rebajar  el  piso  de  la  negociación  en  caso  que  las
condiciones económicas de la  empresa lo  ameriten,  lo que permite  a los
empleadores invocar  argumentos tales como el bajo crecimiento país o el
alza de los costos de producción para rebajar el piso de la negociación.

En  lo  relativo  a  los  pactos  de  adaptabilidad,
agregó que serán negociados por los dirigentes sindicales en empresas con
una sindicalización del 30%, los que, en principio, se aplicarían a los socios
del sindicato que los haya negociado. Con todo, aseveró que el énfasis debe
estar en las materias a negociar, tales como las horas de preparación para el
trabajo o la jornada extraordinaria, toda vez que no resultaría adecuada la
extensión excesiva de la jornada sin requerir  una votación por parte de la
asamblea del sindicato.

En  cuanto  a  las  materias  que  deben  ser
incorporadas a la iniciativa, incluyó fundamentalmente a la  negociación por
rama, toda vez que si ésta pretende provocar cambios reales en materia de
derecho colectivo del trabajo debe entregar mayor poder a los trabajadores,
promoviendo la unión de éstos fuera del ámbito de la empresa.

A  continuación,  el  asesor  de  la  Confederación
Coordinadora de Sindicatos del Comercio, señor Carlos Cano, expuso que,
más allá de los objetivos que pretende alcanzar la iniciativa, es necesario
analizar las consecuencias que, en la práctica, generaría su aprobación en
materia de derecho colectivo del trabajo.

En  ese  sentido,  arguyó  que  el  proyecto  de  ley
contiene una serie de disposiciones que pueden resultar contradictorias con
el  propósito  que  persigue,  tal  como,  agregó,  ha  ocurrido  con  las
modificaciones legales en materia de pago de semana corrida y ejercicio del
descanso semanal en días domingo.

Tratándose,  en  específico,  de  las  disposiciones
contenidas en el  proyecto  de ley  en estudio,  aseveró  que en materia  de
titularidad sindical se ha producido un aumento excesivo de sindicatos en
cada empresa o razón social, a raíz de la regulación vigente en materia de
constitución de organizaciones sindicales y de la fragmentación artificiosa de
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una  empresa  en  varias  razones  sociales,  bajo  la  figura  denominada
“multirut”.

En  cuanto  a  la  extensión  de  los  beneficios,
sostuvo que se trata de una materia que debe ser regulada conjuntamente
con el piso de la negociación, considerando que, en la práctica, el centro de
la negociación radica en el bono de término, generando, en consecuencia,
que no varíen sustancialmente el promedio de remuneraciones.

En  la  misma  línea,  agregó  que  la  extensión  de
beneficios  debe  considerar  los  altos  índices  de  rotación  laboral,  lo  que
impediría  la  negociación  de  los  trabajadores  que  se  incorporan  a  una
empresa durante la vigencia de un contrato colectivo vigente, en tanto que,
en rigor, los incrementos de beneficios que se producen son muy menores.

En cuanto  a los  pactos de adaptabilidad,  afirmó
que se  trata  de  una materia  que debe ser  regulada  evitando que,  en  la
práctica, tales acuerdos puedan ser adoptados por organizaciones sindicales
que no fueren representativas de sus asociados.

CONFEDERACION NACIONAL DE TRABAJADORES DEL COMERCIO
(CONSFETRACOSI)

 El  presidente  de  la  Confederación  Nacional  de
Trabajadores  del  Comercio  (CONSFETRACOSI),  señor  Hernán  Méndez,
expuso la opinión de la organización respecto del proyecto de ley en estudio.

 Al  efecto, expuso que la iniciativa,  que pretende
garantizar un adecuado equilibrio entre las partes y un pleno respeto a la
libertad sindical, conforme a los tratados internacionales ratificados por Chile,
debe considerar que las relaciones laborales son parte fundamental de la
democracia, en la medida que ellas sean justas, equilibradas y posibiliten la
participación de los trabajadores. 

 Enseguida,  detalló  algunas  materias  que,  en
opinión de la organización, deben ser corregidas en la iniciativa.

 En  primer  lugar,  sostuvo  que,  en  materia  de
restricción  del  derecho de huelga,  la  creación  de equipos de emergencia
desnaturaliza  el  concepto  de  servicios  esenciales  reconocidos  por  la
Organización Internacional del Trabajo.

 De ese modo, agregó que el proyecto endosa la
responsabilidad  de  proteger  la  propiedad  privada  a  los  trabajadores.  Al
aplicarse  dicha  norma,  agregó,  las  empresas  solicitarán  los  servicios
mínimos como forma de sustituir la prohibición de reemplazo, produciéndose,
en muchos casos, la ineficacia de la huelga como medida de presión.

 En materia de adaptabilidad laboral, sostuvo que
la  iniciativa  otorga  a  las  partes  mayor  libertad  en  cuanto  a  los  aspectos
negociables, los que sólo podrán ser acordados por los dirigentes sindicales
en empresas con una alta tasa de sindicalización. De ese modo, enfatizó, las
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aspiraciones empresariales en materia de flexibilidad laboral, especialmente
en lo tocante a jornadas de trabajo, dejarían sin aplicación todas las normas
legales  de  orden  público  que  regulan  una  materia  tan  sensible  como  el
tiempo  y  su  distribución  del  trabajo  pactado,  rebajando  el  piso  de  los
derechos mínimos legales.
 En cuanto a la mediación forzada de la Dirección
del Trabajo, agregó que, mediante la figura denominada mediación forzada,
se  afecta  directamente  la  autonomía  sindical,  restringiendo  el  derecho  a
huelga en aquellos casos en que los trabajadores han decidido llevarla a
cabo.

 En  lo  que  respecta  al  piso  mínimo  en  la
negociación,  agregó  que  dicha  figura  excluye  puntos  importantes  y
trascendentales de una negociación colectiva, tales como la reajustabilidad
periódica, incrementos salariales, bono de término y condiciones especiales
de trabajo. De ese modo, el proyecto estipula que, después de presentada la
respuesta  del  empleador,  si  la  empresa  declara  padecer  una  deficiente
situación económica, las partes podrían eliminar o modificar beneficios, lo
que atenta contra el piso mínimo para iniciar una negociación colectiva.

 En consecuencia,  abogó  por  eliminar  la  referida
regulación  contenida  en  la  iniciativa,  para  que  los  trabajadores  puedan
ejercer  plenamente  el  derecho  a  la  libertad  sindical  y  la  negociación
colectiva, considerando al derecho a huelga como un derecho fundamental
real y efectivo, equilibrando las relaciones de los actores de la productividad,
sin servicios mínimos ni derecho a reemplazo.

CONSULTAS

 El Senador señor Allamand consultó respecto de
las razones que explican la  renuencia de las  organizaciones sindicales  a
establecer el carácter pacífico de la huelga.

 Asimismo,  consultó  acerca  de  los  factores  que
definen el funcionamiento de servicios mínimos en aquellas empresas que
atienden servicios de orden estratégico o que no pueden ser interrumpidos.

 Seguidamente,  solicitó  información  a  la  Cámara
Nacional del Comercio respecto de las medidas que hubiere adoptado en
materia de inclusión de mujeres y jóvenes.

 En cuanto a la extensión de beneficios, consultó a
la  Cámara  Nacional  de  Comercio  respecto  de  la  forma  en  que  se
implementaría dicha medida.

 El Senador señor Letelier consultó respecto de los
efectos laborales que puede producir la realización de conductas violentas
durante la huelga. 

 En cuanto a los servicios mínimos,  aseveró que
para  establecer  los  elementos  que  lo  componen  debe  atenderse  a  las
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características  específicas  de  cada  sector  productivo,  considerando  las
consecuencias que puede generar en cada caso.

 Respecto de los pactos de adaptabilidad, consultó
acerca de las materias específicas que requieren ser objeto de flexibilización
laboral.
 El director nacional de la Confederación Minera de
Chile, señor Carlos Contreras afirmó que asegurar la paralización de faenas
sin provocar daños a la empresa requiere discriminar el tipo de empresa y
servicio de que se trate.

 El presidente de la Cámara Nacional de Comercio
(CNC), señor Ricardo Mewes, explicó que la extensión de beneficios debe
operar respecto de todos los trabajadores de la empresa, de modo tal de no
obligar al trabajador a pertenecer a un sindicato para obtener un beneficio, y
circunscribir el conjunto de trabajadores que se puede ver afectado por la
negociación de que se trate.

SESIONES DE 13 DE JULIO DE 2015

SOCIEDAD NACIONAL DE AGRICULTURA

 El  presidente  de  la  Sociedad  Nacional  de
Agricultura, señor Patricio Crespo, expuso las observaciones de la entidad
respecto del proyecto de ley en estudio.

 En  primer  término,  aseveró  que  el  Código  del
Trabajo no recoge adecuadamente la realidad del mundo agrícola, afectando
la productividad y competitividad del  sector  al  no contemplar  normas que
permitan flexibilizar las labores que realizan los trabajadores. En la misma
línea, agregó que la iniciativa apunta a modificar el Código del Trabajo desde
la perspectiva de la  ciudad,  la  industria  y  el  comercio,  sin  considerar  las
particularidades que afectan a la agricultura.

 De ese modo, aseveró que se requiere promover
un  estatuto  especial  para  los  trabajadores  agrícolas,  considerando  las
especificidades del campo y su dependencia de las leyes de la naturaleza.

 Seguidamente,  el  secretario  general  de  la
Sociedad Nacional de Agricultura, señor Juan Pablo Matte, expuso una serie
de materias contenidas en la iniciativa que en relación al ámbito agrícola.

 En  primer  lugar,  sostuvo  que  la  realidad  de  las
faenas agrícolas de temporada genera que las negociaciones colectivas con
trabajadores que se desempeñan en ellas sean impracticables, considerando
los ritmos de la actividad y su dependencia de las leyes de la naturaleza. 

 Asimismo, añadió que la regulación propuesta en
la iniciativa generaría varias negociaciones durante el año, al inicio de cada
faena de temporada, coincidiendo con las etapas de cosecha, poda o raleo.
De  ese  modo,  abogó  por  excluir  al  sector  agrícola  de  estas  normas  de
negociación colectiva.
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 En  cuanto  a  la  negociación  con  sindicato  inter
empresa y organizaciones  sindicales que afilien a trabajadores eventuales y
transitorios, sostuvo que, de acuerdo al proyecto de ley, para el empleador
pasará  a  ser  obligatorio  negociar  con  el  sindicato  inter  empresa  cuando
reúna un determinado número de afiliados, atentando contra el numeral 16
del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que establece que
la  negociación  colectiva  con  la  empresa  es  un  derecho  individual  de  los
trabajadores. 

 En la misma línea, aseveró que el sector reconoce
la  libertad  de  los  trabajadores  para  organizarse,  aun  cuando,  agregó,  la
negociación  debe  realizarse  al  interior  de  la  empresa,  considerando  sus
específicas realidades productivas. 

 Añadió  que se  debe cautelar  que la  entrega de
información del empleador a las organizaciones sindicales no trascienda a
empresas competidoras. 

 Respecto al fin del reemplazo en huelga, servicios
mínimos,  equipos  de  emergencia  y  oportunidad  para  presentar  contratos
colectivos, añadió que, atendidas la estacionalidad de la actividad productiva,
y el carácter perecible de sus productos, la oportunidad de una huelga puede
hacer quebrar a una empresa ya que, a diferencia de otros rubros, puede
generar la pérdida de toda la producción de una empresa.

 Afirmó  que  el  reemplazo  de  trabajadores  en
huelga debiera subsistir, toda vez que puede ser la única vía para evitar el
cierre de la empresa.

 En  consecuencia,  señaló  que,  para  el  sector
agrícola, debe considerarse la prohibición expresa de la huelga durante los
períodos críticos propios del rubro -en especial las cosechas-, manteniendo
el  derecho  del  empleador  para  fijar  períodos  no  aptos  para  iniciar
negociaciones, junto al reemplazo de los trabajadores en huelga, al menos
por trabajadores internos de la explotación agrícola.

 En materia de titularidad sindical, aseveró que la
iniciativa discrimina entre los trabajadores sindicalizados y aquellos que no lo
están, toda vez que permite que sólo puedan negociar colectivamente los
sindicatos aun cuando fueren poco representativos y permite la restricción de
la extensión de los beneficios obtenidos, al requerirse la anuencia de dicha
organización.

 En efecto, añadió que la prohibición de extender
beneficios  a  los  trabajadores  que  no  negocian  colectivamente  limita  su
facultad de administración, afectando el derecho de propiedad del dueño de
la empresa.  En consecuencia,  sostuvo que parece más razonable que el
legislador  regule  el  aporte  que  estos  trabajadores  beneficiados  con  la
negociación deben hacer al sindicato, para compensar el esfuerzo y el mérito
de la negociación reflejado en esos beneficios.
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 Respecto  del  piso  de  la  negociación  colectiva,
añadió que la  iniciativa debe considerar  los ciclos de rentabilidad de una
empresa,  por  lo  que  no  parece  razonable  imponer  dicha  exigencia,  al
vulnerar la libertad de negociación y la administración de la empresa.

 En cuanto a la regulación aplicable a las pequeñas
y  medianas  empresas,  advirtió  que,  aun  cuando  el  proyecto  contempla
algunas disposiciones que consideran sus particularidades, la generalidad de
sus normas se enfocan sobre las grandes empresas.

 Asimismo,  abogó  por  incorporar  normas  que
regulen la ética sindical, estableciendo sanciones al trabajador que utilice los
derechos sindicales o fueros de mala fe o con abuso del derecho mediante
prácticas  tales  como  los  denominados  sindicatos  del  día  después  o  la
promoción de paro injustificados. 

 En  la  misma  línea,  sostuvo  que  se  deben
incorporar  normas  de  transparencia  respecto  a  la  información  de  los
dirigentes  sindicales  y  otras  que  establezcan  incompatibilidades  con  el
desempeño de cargos públicos o privados.

 Finalmente,  sostuvo  que  la  iniciativa  debe
enfocarse en el  trabajador individualmente considerado, considerando que
los sindicatos no configuran un fin en sí mismo, sino una herramienta para
compatibilizar los intereses de los trabajadores y de la empresa. 

UNIÓN NACIONAL DE ORGANIZACIONES GREMIALES DE MICRO,
PEQUEÑA, MEDIANA EMPRESA Y EMPRESARIOS

(UNAPYME)

 El  presidente  de  la  Unión  Nacional  de
Organizaciones  Gremiales  de  Micro,  Pequeña,  Mediana  Empresa  y
Empresarios, señor Héctor Tejada, expuso el parecer de la entidad respecto
del proyecto de ley en estudio.

 Al  iniciar  su  exposición,  explicó  que  la  entidad
representa  a  micro,  pequeños,  medianos  empresarios  y  trabajadores  por
cuenta propia o autónoma, las cuales, aseveró, generan la mayoría de las
oportunidades y puestos de trabajo en el país.

 A continuación, afirmó que, junto con compartir el
propósito  de  la  iniciativa,  consistente  en  desarrollar  relaciones  laborales
modernas, justas y equilibradas entre las partes, en las que predominen el
diálogo  y  el  acuerdo,  combinando  criterios  de  equidad,  eficiencia  y
productividad, no corresponde  que algunos trabajadores, atendido el tipo de
empresa  en  que  se  desempeñen,  cuenten  con  plenos  derechos  de
organización y capacidad de negociación, en tanto que otros carezcan de
dichas prerrogativas.

En ese contexto, enfatizó que, junto con fortalecer
el  sistema  de  capacitación  de  los  trabajadores  y  los  empleadores,  es
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necesario promover un sistema de competencia que evite la concentración
económica.

 Asimismo,  afirmó  que,  atendido  el  número  de
trabajadores que se desempeñan en pequeñas y medianas empresas,  se
debe reconocer su derecho a negociar colectivamente, toda vez que, agregó,
no es posible sostener que su ejercicio pudiere perjudicarlas.

 Con todo, sostuvo que debe analizarse en detalle
los  efectos  que  derivan  de  implementar  el  denominado  piso  de  la
negociación, toda vez que podría afectar la sustentabilidad económica de las
empresas,  en  tanto  que  las  empresas  del  sector  no  podrían  enfrentar
adecuadamente  una  negociación  colectiva  por  rama,  atendidas  sus
diferentes condiciones económicas y financieras.

 Finalmente,  afirmó  que  el  proyecto  supone  la
recuperación de los derechos colectivos de los trabajadores, adaptando la
legislación  chilena  a  los  estándares  internacionales  y  mejorando  las
instancias de diálogo al interior de las empresas, contribuyendo al desarrollo
armónico y equitativo del país.

COORDINADORA NACIONAL DE SINDICATOS INTEREMPRESAS

 El  Presidente  de  la  Coordinadora  Nacional  de
Sindicatos Inter empresas, señor José Manuel Díaz, expuso a la Comisión
las observaciones de la entidad respecto de la iniciativa legal en análisis.

 En  primer  lugar,  afirmó  que,  tal  como  han
señalado distintos organismos,  los costos del  desarrollo y del  crecimiento
económico han sido asumidos por los trabajadores. En efecto, agregó, dicha
organización  se  formó  con  la  finalidad  de  reivindicar  el  derecho  de  los
trabajadores  agrupados  en  sindicatos  inter  empresa  a  negociar
colectivamente de forma reglada, sin requerir la anuencia del empleador, lo
que genera la necesidad de modificar la letra a) del artículo 334 del Código
del Trabajo.

 Seguidamente,  la  asesora  jurídica  de  la
organización, señora Rosa Olivares, expuso respecto de las disposiciones
contenidas en la iniciativa que, en opinión de la organización, requieren un
análisis específico.

 En ese sentido, reseñó, en primer lugar, aquellas
normas que consideran un avance en los derechos de los trabajadores.

 Al  efecto,  afirmó  que,  en  materia  de  titularidad
sindical,  mediante  la  incorporación  al  contrato  de  quienes  se  afilian  al
sindicato con posterioridad a la negociación, se evita que los contratos vayan
debilitándose producto de la rotación laboral y que el sindicato deba generar
negociaciones intermedias  que separan a  sus socios en grupos distintos.
Asimismo, añadió que, mediante la extensión de beneficios con acuerdo del
sindicato, se termina con la figura de polizón o free rider, mediante el cual el
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empleador  extiende  los  beneficios  de  forma  unilateral  a  quienes  no  han
hecho nada por conseguirlo, lo que debilita seriamente al sindicato.

 Seguidamente, valoró la eliminación de los grupos
negociadores, toda vez que, agregó, han sido una herramienta empresarial
para  sujetar  a  los  trabajadores  a  convenios  colectivos,  debilitando  su
organización y poder negociador.

 En la  misma línea, en materia  de reemplazo de
trabajadores  en  huelga  y  descuelgue,  enfatizó  que  nuestro  país  necesita
contar con un derecho a huelga efectivo y real, lo que requiere promover las
modificaciones legales que procedan al efecto.

 Respecto  del  establecimiento  de  un  piso  de  la
negociación,  subrayó  los  avances  propuestos  para  construir  garantías
mínimas en favor de los trabajadores.

 En  cuanto  al  quórum  requerido  para  negociar
colectivamente, sostuvo que esta medida resulta coherente con la intención
de privilegiar las organizaciones serias y realmente representativas frente a
las que no cumplen dichos requisitos, aun cuando, agregó, ello encierra el
peligro de la existencia de prácticas antisindicales.

 En  lo  tocante  a  la  titularidad  del  sindicato  inter
empresa, valoró que la reforma regule la principal demanda de la entidad,
consistente en eliminar la restricción que la ley impone hoy a los sindicatos
inter empresa al impedirles negociar colectivamente de forma reglada, salvo
acuerdo del empleador.

 A continuación, reseñó los reparos de la entidad
respecto del proyecto de ley en estudio.

 En primer lugar,  detalló, respecto de los quórum
de elección de delegados, que actualmente se elige un delegado cuando el
sindicato  tiene  menos  de  25  trabajadores  en  la  empresa  y  tres  cuando
alcanza o supera esa cantidad. Agregó que en el proyecto propone una regla
distinta, consistente en un delegado por cada 25 trabajadores, lo que genera
un tramo de empresas, donde el sindicato tiene entre 26 y 74 trabajadores,
en las cuales se elegirían sólo 2 delegados. 

 Sostuvo  que  dicha  regla  es  equívoca,  toda  vez
que debe permitirse que el sindicato pueda elegir una cantidad de delegados
en cada empresa en las condiciones que establece el actual artículo 229, lo
que, a su vez, evitaría una discriminación arbitraria a la hora de negociar
colectivamente, en que la comisión negociadora se integra por los delegados
sindicales.

 En la misma línea, abogó por eliminar del Código
del Trabajo todas aquellas disposiciones que pudieran generar situaciones
discriminatorias entre los distintos tipos de sindicatos, particularmente en lo
relativo a los delegados sindicales.
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 A  continuación,  el  presidente  de  la  Federación
Nacional  de  Sindicatos  de  Buses  y  Camiones  de  Chile  (FENASICOCH),
señor  José  Sandoval,  reiteró  las  observaciones  relativas  a  eliminar  las
disposiciones  que  pudieren  generar  situaciones  discriminatorias  para  los
sindicatos inter empresa, particularmente en lo relativo a sus quórums de
constitución y restricciones a la negociación colectiva.

 Finalmente,  el  presidente  del  Sindicato  Inter
empresas  Líder  y  Walmart  (SIL),  señor  Juan  Moreno,  añadió  que  las
organizaciones  que  representan  a  los  trabajadores  requieren  un
procedimiento  de  negociación  colectiva  que  permita  exponer  sus
pretensiones en un pie de igualdad con el empleador, lo que constituye un
mecanismo para resolver la situación de inequidad que afecta al país.

CONFEDERACIÓN NACIONAL DE LA MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA
EMPRESA

(CONAPYME)

 El presidente de la Confederación Nacional de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, señor Rafael Cumsille, dio cuenta, en
primer lugar, del contexto actual en que se desarrolla la actividad del sector.

 Al efecto, aseveró que las características propias
de la micro, pequeña y mediana empresa, entre las cuales se encuentra los
altos índices de generación de empleo, exigen considerar la necesidad de
introducir una regulación específica aplicable en su caso.

 En la misma línea, afirmó que, durante los últimos
años,  se  ha  verificado  un  descenso  de  la  productividad  del  sector  en  la
economía nacional,  lo que debe ser considerado durante el  análisis de la
iniciativa.

 Seguidamente, el economista del departamento de
estudios de CONAPYME, señor Enrique Román, expuso los antecedentes
económicos que fundamentan la presentación de la entidad.

 Al efecto, reseñó que la entidad se ha propuesto
incrementar  los  indicadores  de  distribución  del  ingreso  del  país,  lo  que
requiere una mejora en el nivel de las remuneraciones y de las capacidades
de  negociación  de  los  trabajadores.  Con  todo,  afirmó  que  las  empresas
presentan  muy  diversos  grados  de  productividad  y  participación  en  el
mercado –que oscila entre un 15%y un 25%- y de nivel de salarios, lo que,
en  su  opinión,  fundamentaría  el  distinto  tratamiento  regulatorio  que  debe
otorgarse a unas y otras.
 De  ese  modo,  sostuvo  que  las  remuneraciones
sólo pueden ser mejoradas mediante un incremento de las utilidades que se
obtengan, por lo que no resulta adecuado estandarizar los procedimientos de
negociación colectiva respecto de grandes grupos económicos y pequeñas
empresas.

 A  continuación,  el  director  del  Departamento  de
Estudios  de  la  Confederación  Nacional  de  la  Micro,  Pequeña  y  Mediana
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Empresa,  señor  Carlos  Boada,  expuso  las  siguientes  consideraciones
relativas a los efectos que la aprobación de la iniciativa podría generar para
las pequeñas y medianas empresas.

 Al efecto, sostuvo que la iniciativa resulta injusta
para las empresas del  sector,  no contribuye a  mejorar  la  distribución  del
ingreso  en  el  país  y  dota  de  excesivas  atribuciones  a  la  Dirección  del
Trabajo.

 En ese contexto, aseveró que las consecuencias
negativas que derivarían de aprobar la iniciativa generarían efectos en el
corto y en el largo plazo.

 Al  efecto,  propuso  establecer  un  mínimo  de  25
trabajadores para constituir y mantener un sindicato, lo que sería similar a la
regulación de países como Perú, Colombia, México, Venezuela o Panamá, y
sería consistente con las disposiciones contenidas en el Código del Trabajo
que pueden aplicarse sólo cuando existen más de 25 trabajadores en una
empresa.

 En cuanto al plazo para negociar colectivamente,
añadió  que  una  empresa  tarda  hasta  un  año  y  medio  para  realmente
comenzar  a realizar  actividades productivas,  por  lo  que resulta  adecuado
establecer el plazo de un año para poder negociar colectivamente, contado
desde la emisión de su primera boleta o factura, y no desde la iniciación de
actividades.

 Por  otra  parte,  aseveró  que  las  pequeñas  y
medianas empresas demandan una mayor especificación y claridad de las
normas aplicables en su caso, particularmente en el ámbito sancionatorio, en
que, aseveró, debe exigirse la concurrencia, además de una conducta, de un
elemento volitivo o intencional.

 Seguidamente, afirmó que existe una vulneración
del debido proceso en la reincorporación de una persona que se atribuye la
calidad de dirigente sindical aforado, toda vez que dicha calificación no debe
ser definida administrativamente, en los términos propuestos por la iniciativa,
sino que debe ser resuelta por los Tribunales de Justicia.

 En  cuanto  a  la  extensión  de  los  beneficios
obtenidos  en  un  procedimiento  de  negociación  colectiva,  añadió  que  no
existe reciprocidad ni trato igualitario entra las partes que lo suscriben, ya
que el sindicato unilateralmente puede decretar su ampliación, bastando para
ello que acepte a un nuevo afiliado, con lo cual extiende los beneficios sin la
voluntad del  empleador,  vulnerando el  principio  de trato  igualitario  de  los
trabajadores  con  igual  función  y  generando  un  problema  de  recursos
humanos al interior de la empresa.

 Acerca de actos de fuerza por parte de dirigentes
sindicales,  reseñó  que el  proyecto  elimina  la  causal  de  pérdida  de fuero
sindical  al  dirigente  que  incurre  en  medidas  de  fuerza,  lo  que,  agregó,
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constituye una materia que debe ser repuesta, junto con el carácter pacífico
del derecho a huelga.

 Respecto  de  la  regulación  del  personal  de
exclusiva confianza en las pequeñas y medianas empresas, afirmó que en
dichas  entidades,  no  es  habitual  la  figura  de  gerentes,  subgerentes  y
agentes, pero sí existen cargos superiores de mandos de inspección, que
son  de  la  confianza  del  empresario,  con  los  cuales  comparte  áreas  de
administración. 

 En  consecuencia,  sostuvo  que  la  iniciativa
discrimina a las pequeñas y medianas empresas, lo que genera la necesidad
de reconocer el rol del personal confianza que, en su caso, cumple un rol
análogo al de los gerentes en la gran empresa

 En  lo  relativo  al  quórum  para  una  negociación
semi-reglada, afirmó que, considerando que sólo podrá haber negociación
semi-reglada  en  la  empresa  en  que  no  exista  organización  sindical  con
derecho de negociar colectivamente en las micro y pequeñas empresas, el
quorum  de  constitución  de  sindicatos  debe  fijarse  en,  a  lo  menos,  25
trabajadores,  toda  vez  que,  en  caso  contrario,  no  podrá  aplicarse  dicha
disposición a las pequeñas y medianas empresas. 

 Por  otra  parte,  agregó  que  la  información
financiera  en  formato  IFRS,  en  los  términos  propuestos  por  la  iniciativa,
presenta grados de complejidad técnica que no podrán ser asumidos por las
empresas del sector.

 En cuanto a la entrega de información financiera y
tributaria,  añadió  que  el  proyecto  contempla  que  debe  disponerse  en  la
primera  resolución  que  provea  el  juez  competente,  lo  que  vulneraría  el
principio de bilateralidad de la audiencia.

 Acerca del derecho del trabajador de retirarse del
proceso de negociación, añadió que, cualquiera sea el número de días que
se haya prolongado una huelga, no resulta adecuado impedir el ejercicio de
dicha prerrogativa.

 Respecto  de  la  disminución  de  los  plazos  para
responder  a  la  propuesta  del  sindicato,  y  la  extensión  de  los  plazos  de
negociación colectiva, agregó que se trata de una disposición que favorece
únicamente  a  las  grandes  empresas,  toda  vez  que,  a  diferencia  de  las
pequeñas empresas, cuentan con asesores permanentes.

 En  lo  que  respecta  al  piso  de  la  negociación,
aseveró que la iniciativa propone que, independientemente de si se está o no
en  condiciones  de  mantener  las  cláusulas  colectivas  de  contratación,  se
debe  responder  ofreciendo  las  mismas  existentes,  lo  que  hará  aún  más
compleja  la  negociación,  sobre  todo  considerando  la  variabilidad  de  la
productividad de las pequeñas empresas.
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 A continuación, afirmó que el proyecto supone la
paralización anticipada de faenas en aquellas empresas de 8 trabajadores en
que 4  de ellos  participen en la  comisión  negociadora,  lo  que,  reiteró,  da
cuenta de la necesidad de implementar un estatuto especial que contemple
las especificidades de las pequeñas empresas.

 En relación al denominado fuero del día después,
arguyó que, en los términos propuestos por la iniciativa, un  trabajador no
afiliado al sindicato que sea despedido por su empleador en los 15 primeros
días del proceso de negociación, podría alegar el fuero que imposibilite su
despido,  aun  cuando  el  empleador  no  haya  sido  informado  de  su
incorporación a la organización sindical respectiva. En consecuencia, abogó
por establecer la obligación inmediata de informar al empleador de cualquier
incorporación a la negociación, para poder hacer valer el fuero en la forma
debida.

 Por  otra  parte,  sostuvo que se  debe eliminar  la
facultad de la Dirección del Trabajo consistente en citar obligatoriamente al
gerente  de  la  empresa,  considerando  que  en  las  pequeñas  y  medianas,
dicho cargo se ejerce unipersonalmente por el dueño de éstas. Asimismo,
aseveró que no resulta correcto que la última oferta sea suscrita por toda la
comisión negociadora de la empresa, toda vez que debiera bastar con que la
firme cualquiera que represente  al empleador en conformidad al artículo 4°
del Código del Trabajo.

 En cuanto a los puestos de trabajo y el ejercicio
del  derecho  a  huelga,  añadió  que  en  las  pequeñas  empresas  los
trabajadores cumplen múltiples funciones, por lo que prohibir que un puesto
de  un  trabajador  en  huelga  pueda  ser  desempeñado  por  otro  trabajador
“polifuncional” atenta contra las características propias de dichas entidades.

 Respecto del descalce del lock-out con la huelga,
afirmó que ésta no tiene plazo de término y no hay posibilidad de reemplazo
externo, mientras que el lock-out se limita a 30 días contados desde la fecha
en que se hizo efectiva la huelga, lo que impediría que el empresario pueda
financiar  la  reapertura  de  la  empresa  si  se  mantiene  la  huelga  de  los
trabajadores. En consecuencia, abogó por circunscribir la huelga y el lock-out
a un plazo máximo de 30 días o, en caso contrario, no establecer plazo para
ninguno de ellos.

 Las hipótesis para solicitar los equipos mínimos y
servicios de emergencia, señaló que apuntan preferentemente a los bienes
de  la  empresa,  sin  considerar  que  las  pequeñas  y  medianas  empresas
prestan servicios y carecen de bienes materiales de entidad.

 Enseguida, agregó que resulta desproporcionado
posibilitar  que  un  sindicato  inter-empresa  sea  contraparte  de  un  micro  o
pequeño empresario.

 Finalmente,  afirmó  que  las  multas  por  prácticas
antisindicales resultan ser excesivamente altas para las pequeñas empresas,
en  tanto  que  el  fondo  de  formación  sindical  y  relaciones  laborales
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colaborativas  que  propone  el  proyecto  excluye  de  su  ejercicio  a  los
empresarios del sector.

ASOCIACIÓN DE BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS
(ABIF)

 El  presidente  de  la  Asociación  de  Bancos  e
Instituciones Financieras (ABIF), señor Segismundo Schulin-Zeuthen, expuso
sus observaciones respecto de la iniciativa en análisis.

 En  primer  término,  afirmó  que,  aun  cuando  la
entidad  apoya  los  perfeccionamientos  que  contribuyan  a  establecer
condiciones  laborales  sustentables,  es  necesario  promover  una  serie  de
cambios profundos en materia de capacitación. 

 Asimismo,  sostuvo  que  deben  considerarse  los
ciclos económicos del sector, lo que requiere promover medidas en materia
de  flexibilidad  laboral,  mientras  que,  atendido  el  distinto  tamaño  de  las
empresas, no resulta adecuado promover la negociación por rama.

 Tratándose,  en  específico,  de  la  iniciativa  en
análisis, se refirió a la regulación propuesta en materia de titularidad sindical
y servicios mínimos.

 En materia de titularidad sindical, sostuvo que las
propuestas  de  los  trabajadores  pueden  canalizarse  por  distintas
organizaciones más allá del sindicato, por lo que no es posible sostener que
sólo  en  aquellas  empresas  con  sindicatos  es  posible  mantener  buenas
relaciones laborales. De ese modo, afirmó que las normas que propone el
proyecto  puede  generar  consecuencias  negativas  en  la  gestión  de  los
recursos  humanos,  por  existir  trabajadores  con  distintos  niveles  de
remuneraciones según se encuentren sindicalizados o no.

 Respecto  de  la  provisión  de  servicios  mínimos,
afirmó  que,  considerando  que  los  bancos  son  un  engranaje  clave  en  el
funcionamiento de la economía en materia de financiamiento y medios de
pagos, es necesario garantizar la continuidad de la provisión de servicios no
admitiendo,  en  su  caso,  el  derecho  a  huelga,  pudiendo  contemplarse  el
reemplazo con trabajadores externos a la empresa.

CONFEDERACION DE SINDICATOS BANCARIOS Y AFINES

 El  secretario  general  de  la  Confederación  de
Sindicatos Bancarios y Afines, señor Luis Mesina, expuso el parecer de la
organización respecto de la iniciativa en estudio.

 En primer  lugar,  aseveró que el  sector  bancario
cuenta con altos índices de utilidades, a raíz de la creciente productividad de
sus  trabajadores.  En  ese  contexto,  aseveró  que  existe  la  necesidad  de
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promover  una reforma laboral  que resuelva la  carencia  de facultades del
sindicato  en  materia  de  negociación  colectiva  y  extienda  su  ámbito  de
aplicación.

 En efecto, enfatizó que al impedirse el ejercicio de
la  negociación  colectiva  se  vulnera  un  derecho  fundamental  de  los
trabajadores, lo que debe ser corregido mediante las reformas que deben
introducirse al Código del Trabajo. 

 A  continuación,  abogó  por  asegurar  el
cumplimiento del principio de libertad sindical, lo que implica, por una parte,
cautelar el derecho de los trabajadores a elegir voluntariamente su afiliación
a  una  organización  y,  por  otra,  evitar  que  el  empleador  pueda  extender
unilateralmente los beneficios obtenidos de un procedimiento de negociación
colectiva.

 Tratándose, en específico, de la iniciativa legal en
estudio,  añadió  que  el  proyecto  debe  contribuir  a  mejorar  los  índices  de
distribución del ingreso mediante la participación de los trabajadores en los
procedimientos de negociación colectiva. 

 Con todo, aseveró que la propuesta de ley vulnera
algunos  derechos  laborales,  tal  como  ocurriría  con  la  aprobación  de  los
pactos de adaptabilidad,  instala  nuevos límites al  sindicalismo y afecta la
libertad sindical y limita el derecho a huelga.

 En  efecto,  afirmó  que,  aun  cuando  los
trabajadores  deben  intervenir  en  la  determinación  de  ciertas  materias
relativas a la administración de las empresas, los pactos de adaptabilidad
pueden generar la afectación de una serie de derechos laborales, tales como
el descanso semanal y la jornada ordinaria de trabajo.

 Asimismo,  abogó  por  establecer  la  negociación
colectiva por rama, considerando que se trata de un mecanismo que permite
conciliar los intereses de todos los trabajadores del sector, sobre todo en el
caso de ámbito bancario,  en que, afirmó, las empresas alcanzan las más
altas utilidades.

CONSULTAS

 La Senadora señora Goic consultó a CONAPYME
respecto de la forma que podría regularse la constitución de los sindicatos en
empresas de menor tamaño.

 El Senador señor Allamand consultó a la Sociedad
Nacional de Agricultura acerca de los elementos que permitiría diferenciar la
regulación  aplicable  a  los  trabajadores  permanentes  y  transitorios  de  la
agricultura.

 Asimismo, sostuvo que la tasa de sindicalización
del  país  parece ser  no  muy  lejana a  la  generalidad de los  países de la
OCDE,  a  diferencia  de  lo  que  ocurre  en  materia  del  alcance  de  la
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negociación  colectiva.  En  consecuencia,  sostuvo  que  la  extensión  de
beneficios podría permitir su ampliación para aquellos trabajadores que se
encuentran excluidos de dicho procedimiento.

 En  consecuencia,  consultó  respecto  de  las
razones  que  deben  fundar  una  eventual  extensión  de  los  beneficios
obtenidos del procedimiento de negociación colectiva.

 La Senadora señora Muñoz consultó acerca de las
razones  que  impedirían  una  negociación  por  rama,  considerando  que,
actualmente, en determinados sectores de la producción ésta ya se produce.

 El  Senador  señor  Larraín  sostuvo  que,
reconociendo  la  diferente  realidad  que  deben  enfrentar  las  empresas,  es
necesario  determinar  los  parámetros  específicos  que  podría  contener  el
estatuto laboral para las empresas de menor tamaño.

 Acerca  de  la  extensión  de  beneficios,  consultó
respecto  de  las  razones  para  impedir  dicha  ampliación  hacia  aquellos
trabajadores que no estuvieren sindicalizados.

 El  Senador  señor  Letelier  sostuvo  que  la
legislación vigente se inserta en una especie de cultura antisindical contenida
en el Código del Trabajo, la que, entre otras materias, se manifiesta en la
figura de los grupos negociadores y la extensión unilateral de los beneficios
obtenidos del procedimiento de negociación colectiva.

 A continuación, afirmó que en nuestro país se ha
verificado una utilización abusiva de los contratos por obra o faena, lo que
constituye una situación que debe ser corregida.

 Respecto de los sindicatos inter empresa, sostuvo
que el quórum requerido se explica por diversas practicas anti sindicales que
impedían  su  constitución,  por  lo  que  consultó  la  opinión  de  las
organizaciones  sindicales  respecto  de  la  necesidad  de  aplicar  de  modo
general el quórum de los sindicatos de empresa.

 Por otra parte, en materia de adaptabilidad laboral,
consulto las razones que justificarían la inclusión de dicha figura en el Código
del Trabajo, sobre todo considerando que la regulación vigente contempla,
actualmente, diversos mecanismos de esa índole.

 El presidente de la Confederación Nacional de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, señor Rafael Cumsille, sostuvo que la
negociación  por  rama  no  debe  ser  recogida  en  el  Código  del  Trabajo,
atendidas las diferencias económicas existentes entre las empresas.

 El  economista  del  departamento  de  estudios  de
CONAPYME, señor Enrique Román, indicó que en el sector de la pequeña y
mediana  empresa  no  existen  prácticas  antisindicales,  las  que  sólo  se
verifican en el ámbito de la gran empresa. Asimismo, abogó por establecer
un estatuto laboral específico aplicable en su caso.
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 El  presidente  de  la  Unión  Nacional  de
Organizaciones  Gremiales  de  Micro,  Pequeña,  Mediana  Empresa  y
Empresarios,  señor  Héctor  Tejada,  agregó  que,  atendidos  los  distintos
niveles de producción y utilidades en las empresas del país, la negociación
por rama no resulta un mecanismo adecuado para resolver las problemáticas
propias de las organizaciones sindicales.

 Acerca de la extensión de beneficios, afirmó que el
diálogo  entre  empresas  y  trabajadores  forma  parte  esencial  del
funcionamiento  de  las  empresas  pequeñas  y  medianas,  lo  que,  agregó,
explica el apoyo que, en general, la entidad otorga a la iniciativa.

 Respecto  de  la  heterogeneidad  en  el  sector,
coincidió en que se trata de un ámbito con empresas muy distintas, lo que
debe ser considerado al momento de determinar la regulación aplicable en
su  caso,  sin  perjuicio  de  evitar  que  ello  genere  la  disminución  de  los
derechos de los trabajadores que se desempeñan en un sector específico, tal
como consta en los instrumentos internacionales suscritos por nuestro país.

 El  presidente  de  la  Sociedad  Nacional  de
Agricultura, señor Patricio Crespo, sostuvo que las condiciones laborales del
sector se acuerdan específicamente con cada trabajador en un contexto de
flexibilidad laboral y estacionalidad, lo que debe ser recogido en materia de
derecho colectivo del trabajo.

 El  Presidente  de  la  Federación  Nacional  de
Sindicatos  de  Conductores  de  Camiones,  Buses,  Actividades  Afines  y
Conexas  de  Chile,  FENASICOCH,  señor  José  Sandoval,  abogó  por
equiparar los requisitos de constitución de sindicatos inter empresa.

 En materia de negociación por rama, añadió que,
con anterioridad a la regulación vigente contenida en el Código del Trabajo,
operaba un sistema tarifado que permitía negociar colectivamente con muy
bajas de conflictividad.

 El  Presidente  de  la  Confederación  Nacional  de
Trabajadores del Pan, CONAPAN, señor Eugenio Paillalef, sostuvo que los
trabajadores del  sector,  desde el  año 1995,  negocian,  en la  práctica,  por
rama  o  actividad.  En  consecuencia,  abogó  por  establecer  dicho
procedimiento en el Código del Trabajo, con un alcance general para todos
los trabajadores.

 El  presidente  de  la  Asociación  de  Bancos  e
Instituciones  Financieras  (ABIF),  señor  Segismundo  Schulin-Zeuthen,
manifestó  que  la  tasa  de  sindicalización  en  los  países  de  la  OCDE  ha
disminuido  durante  los  últimos  años,  a  raíz  de  los  cambios  que  se  han
producido en la  forma de concebir  las relaciones laborales.  Acerca de la
negociación por rama en los bancos, afirmó que cada institución presenta
diversos grados de productividad y distintos modelos de negocios, lo que
desaconseja la aplicación de dicho procedimiento.
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 Respecto de la adaptabilidad laboral, aseveró que
debe promoverse la inclusión de dicha normativa, lo que podría favorecer la
estabilidad laboral de los trabajadores.

 El  secretario  general  de  la  Confederación  de
Sindicatos Bancarios y Afines, señor Luis Mesina, reiteró que la extensión de
beneficios  atentan  contra  la  constitución  de  sindicatos,  sin  perjuicio  de
reconocer, en la legislación, la libertad de los trabajadores para sindicalizarse
y para negociar mediante la organización que consideren más representativa

 Finalmente,  abogó  por  implementar  en  nuestro
país la negociación por rama.

CÁMARA CHILENA DE LA CONSTRUCCIÓN

 El presidente en ejercicio de la Cámara Chilena de
la  Construcción,  señor  Sergio  Torretti,  expuso  las  observaciones  de  la
entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

 En primer término, aseveró que la iniciativa debe
equilibrar el  fortalecimiento sindical con la sostenibilidad de las empresas,
particularmente aquellas de menor tamaño.

 En  efecto,  sostuvo  que  la  legislación  laboral
vigente  se  ha  hecho  cargo  de  las  particularidades  de  la  actividad  de  la
construcción, al establecer que los procedimientos de negociación colectiva
reglada no podrán operar para los trabajadores por obra o faena.

 Con todo, manifestó que la iniciativa revierte dicha
regulación, lo que, agregó, podría afectar a las empresas de menor tamaño,
colocando en riesgo la estabilidad laboral de sus trabajadores.

 Seguidamente, expuso a la Comisión respecto de
las particularidades del sector de la construcción.

 En ese sentido, explicó que en él se desempeñan
cerca de 630 mil personas, los que, en la mayoría de los casos, ingresan al
mundo del trabajo mediante el desempeño de dicha actividad.

 Agregó que tales trabajadores son contratados por
las más de 30.000 empresas constructoras, de las cuales el 35% son micro
emprendimientos, un 8,2% equivale a micro empresas, un 37,3 pequeñas
empresas  y  medianas  empresas,  y  un  18,9%  en  la  gran  empresa.  En
cualquier caso, sostuvo éstas realizan labores para un tercero o mandante,
que encarga la construcción de la obra de que se trate, cuyas condiciones
contractuales no pueden ser modificadas.

 De ese modo, afirmó que los trabajadores por obra
o  faena  no  pueden  negociar  colectivamente,  toda  vez  que  dicho
procedimiento  persigue  incorporar  en  las  remuneraciones  los  aumentos
futuros de productividad, los que no se producen cuando se trata de trabajos
de corta duración.
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 En la misma línea, afirmó que los trabajadores del
sector  negocian  individualmente  sus  condiciones  de  trabajo,  habiendo
obtenido un incremento de sus remuneraciones que supera al promedio de
las actividades productivas.

 Enseguida, describió los efectos que produciría la
iniciativa para el sector de la construcción.

 Al  efecto,  afirmó  que  al  permitir  que  los
trabajadores  sindicalizados  puedan  negociar  colectivamente  el  empleador
estará  obligado  a  negociar  nuevas  condiciones  laborales,  lo  que  podría
afectar su estabilidad económica.

 Dicha situación, añadió, podría generar una mayor
incertidumbre  para  las  empresas,  a  las  que  les  será  mucho  más  difícil
estimar  anticipadamente  sus  costos  laborales,  generando  una  mayor
conflictividad  entre  las  constructoras  y  sus  mandantes.  En  consecuencia,
agregó,  las  pequeñas  empresas  dejarán  de  participar  en  licitaciones,
deberán  asumir  las  pérdidas  o  no  podrán  cumplir  sus  contratos,  lo  que
generará que las grandes empresas tendrán menos competencia y lograrán
una mayor participación de mercado.

 De ese modo, afirmó que se producirá la pérdida
de  puestos  de  trabajo  por  la  desaparición  de  pequeñas  y  medianas
empresas y por los procesos de sustitución de mano de obra.

 A  modo  de  conclusión,  sostuvo  que  la  actual
legislación laboral reconoce las características particulares del sector de la
construcción, lo que permite que los trabajadores por obra o faena puedan
obtener mejoras permanentes en sus condiciones laborales. Con todo, afirmó
que la ampliación de la negociación colectiva a dichos trabajadores afectará
a las pequeñas y medianas empresas de la construcción, lo que genera la
necesidad de mantener el régimen actualmente vigente para dicho sector.

SINDICATO INTEREMPRESA NACIONAL DE TRABAJADORES DE LA
CONSTRUCCIÓN, MONTAJE INDUSTRIAL Y AFINES

(SINTEC)

 El presidente del Sindicato Interempresa Nacional
de Trabajadores de la Construcción, Montaje Industrial y Afines (SINTEC),
señor Jorge Hernández, expuso a la Comisión acerca de la iniciativa legal en
estudio.

 Al iniciar su exposición, sostuvo que el sector de la
construcción ha sido excluido del  procedimiento de negociación colectiva,
precarizando las condiciones laborales de sus trabajadores, particularmente
en materia de indemnización por término del contrato de trabajo y ejercicio
del derecho a descanso.
 Con  todo,  aseveró  que  la  iniciativa  propone  el
derecho a negociar colectivamente para los trabajadores por obra o faena sin
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poder ejercer el derecho a huelga y sin fuero laboral, lo que no constituye un
avance en relación a la regulación vigente. 

 En  consecuencia,  abogó  por  establecer  un
procedimiento  de  negociación  colectiva  reglada  para  el  sector  de  la
construcción, con derecho y huelga y fuero para sus trabajadores, junto a un
sistema de negociación por rama que permita estandarizar sus condiciones
laborales.

 En efecto, respecto del derecho a huelga, sostuvo
que se trata de un derecho fundamental que debe ser garantizado para todos
los trabajadores, sin importar la figura contractual que opere en cada caso.

 Asimismo,  aseveró  que  las  labores  que  se
desarrollan en el sector de la construcción no configuran una hipótesis de
servicios mínimos, toda vez que no se trata de materias indispensables para
proteger  la  salud  o pongan en riesgo a la  población.  En la  misma línea,
abogó por mejorar la regulación de los delegados sindicales, permitiendo la
representación de la mayor cantidad de faenas, en tanto que debe limitarse
la judicialización de los procesos de negociación colectiva. 

 Finalmente,  aseveró que debe evitarse cualquier
tipo de criminalización de la  acción sindical.  En consecuencia,  abogó por
reconocer  el  derecho a negociar colectivamente para los trabajadores del
sector, pudiendo ejercer el derecho a huelga y al fuero.

ASOCIACIÓN DE INDUSTRIAS METALÚRGICAS Y METALMECÁNICAS
(ASIMET)

 El  presidente  de  la  Asociación  de  Industrias
Metalúrgicas  y  Metalmecánicas  (ASIMET),  señor  Juan  Carlos  Martínez,
expuso las observaciones de la entidad en materia de reducción del plazo
para negociar  colectivamente,  obligatoriedad para negociar  con sindicatos
inter empresa y afiliación sindical posterior a la negociación colectiva.

 Tratándose  de  la  reducción  del  plazo  para
negociar  colectivamente,  aseveró  que  toda  empresa  que  inicia  sus
actividades  tiene  un  presupuesto  acotado  y  requiere  un  período  de
adaptación  al  mercado  y  sus  clientes.  En  consecuencia,  sostuvo  que
establecer  un  plazo  de  6  meses  para  iniciar  un  proceso  de  negociación
colectiva tornaría como muy probable el incremento de las pérdidas de la
empresa,  sobre todo en aquellos casos en que se ejerciera el  derecho a
huelga. 

 En cuanto a la obligatoriedad para negociar con
sindicatos  inter  empresa,  afirmó  que  la  actual  legislación  establece
expresamente que dicho procedimiento será voluntario o facultativo, mientras
que la  iniciativa en estudio propone que el  sindicato inter  empresa podrá
negociar  conforme  al  procedimiento  de  negociación  colectiva  reglada,
obligando a la empresa a negociar, lo que impediría considerar la diferente
condición económica de las entidades del sector.
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 Respecto de la regulación de la afiliación sindical
posterior  a  la  negociación  colectiva,  sostuvo  que  el  proyecto  otorga  al
sindicato  el monopolio para poder negociar colectivamente, en tanto que  los
beneficios negociados por un sindicato se aplicarán a todos los trabajadores
que  se  afilien  a  éste  con  posterioridad  a  la  suscripción  del  instrumento
colectivo,  lo que podría  afectar la estabilidad económica de la empresa y
poner en peligro su viabilidad.

 Asimismo, añadió que la extensión de beneficios
de un instrumento colectivo a un trabajador no sindicalizado deberá contar
con  la  autorización  del  sindicato,  lo  cual  podría  constituir  una  presión
indebida para que dicho trabajador se sindicalice. 

CONFEDERACIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES METALÚRGICOS,
DE LA INDUSTRIA Y SERVICIOS

(CONSTRAMET)

 El  presidente  de  la  Confederación  Nacional  de
Trabajadores  Metalúrgicos,  de  la  Industria  y  Servicios  (CONSTRAMET),
señor  Horacio  Fuentes,  expuso,  en  primer  lugar,  que  la  iniciativa  puede
contribuir a mejorar la distribución del ingreso, al mejorar el diálogo social al
interior de las empresas.

 En lo relativo al articulado del proyecto, detalló, en
materia  de  elección  de  los  delegados  sindicales  inter  empresa,  que  éste
resulta desfavorecido en relación a los sindicatos de empresa, considerando
que se reducen sus fueros. Al efecto, propuso mantener el quórum de 25
trabajadores afiliados, con tres delegados sindicales, aplicar dicha proporción
para  los  sindicatos  de  mayor  tamaño  y  otorgar,  para  la  constitución  de
sindicatos, el fuero a los delegados que actualmente consagra el inciso 3° del
artículo 221 del Código del Trabajo.

 En  cuanto  al  fuero  de  los  directores  sindicales,
abogó por mantener la regla vigente contenida en el artículo 243 del Código
del Trabajo, que establece que los directores sindicales gozarán del fuero
laboral desde la fecha de su elección y hasta seis meses después de haber
cesado en el cargo, siempre que la cesación no se hubiere producido por
censura de la asamblea sindical.

 En materia de negociación colectiva, aseveró que
el artículo 304 del Código del Trabajo prohíbe la negociación colectiva en las
empresas del Estado dependientes del Ministerio de Defensa Nacional y en
las  empresas o  instituciones  públicas  o  privadas cuyos presupuestos,  en
cualquiera de los dos últimos años calendario,  hayan sido financiadas en
más  de  un  50%  por  el  Estado.  Dicha  disposición,  aseveró,  debe  ser
corregida en la iniciativa en estudio, con la finalidad de extender el ámbito de
aplicación de dicho procedimiento.

 Respecto de los pactos de adaptabilidad, enfatizó
que se trata de una figura que debe ser eliminada del texto sometido a la
consideración de la Comisión, toda vez que podría introducir un mayor grado
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de flexibilidad y precariedad laboral al generar una extensión de la jornada de
trabajo o la reducción de su descanso semanal.

 Por otra parte, sostuvo que la iniciativa exige un
quórum para negociar colectivamente con el empleador, lo que, agregó, debe
ser  eliminado,  considerando  que  la  legislación  vigente  sólo  exige  dicho
requisito para la constitución del sindicato.

 En cuanto a la presentación de proyecto cuando
no existe un instrumento colectivo vigente, propuso mantener los plazos que
operan cuando se negocia por primera vez con una empresa, con la finalidad
de incorporar a un mayor número de trabajadores a dicho procedimiento.

 Acerca del piso de la negociación, agregó que los
artículo 343 y 344 propuestos contemplan que dicho instrumento puede ser
afectado  cuando  las  condiciones  económicas  de  la  empresa  así  lo
justifiquen,  lo  que  generaría  una  afectación  a  los  derechos  de  los
trabajadores.

 En lo tocante al reemplazo de los trabajadores en
huelga, afirmó que la iniciativa debe evitar la excesiva judicialización de los
procedimientos,  dificultando la  negociación colectiva e irrogando un gasto
para  las  organizaciones  sindicales.  En  consecuencia,  abogó  por  otorgar
mayores facultades a la Dirección del Trabajo en la materia.

 Sobre  las limitaciones al  ejercicio  del  derecho a
huelga, abogó por mantener el actual artículo 380 del Código del Trabajo,
toda  vez  que  el  proyecto  generará  la  excesiva  judicialización  del
procedimiento,  con  las  consecuencias  que  ello  puede  generar  para  los
trabajadores.

 Respecto  de  la  negociación  inter  empresa,
aseveró que el proyecto contempla que los sindicatos deberán contar con un
total  de  afiliados  no  inferior  a  los  quórum  señalados  en  el  artículo  227
respecto  de  los  trabajadores  que  represente  en  esa  empresa,  esto  es,
cuando tenga más de cincuenta trabajadores,  requerirá  de un mínimo de
veinticinco trabajadores que representen, a lo menos, el diez por ciento del
total de los que presten servicios en ella. 

 Agregó  que  dicha  norma  imposibilitaría  la
negociación colectiva inter empresa, lo que genera la necesidad de mantener
el actual quórum de representación del inciso final del actual artículo 334 bis
del Código del Trabajo, sólo respecto de la constitución del sindicato.

 En  lo  relativo  a  la  composición  de  la  Comisión
Negociadora,  abogó  por  establecer  que  su  representación  recaiga  en  el
Directorio del Sindicato y los Delegados Sindicales de base en la empresa.

 Finalmente, reiteró la necesidad de establecer un
procedimiento  de  negociación  colectiva  por  rama,  lo  que  permitiría
estandarizar las condiciones mínimas de trabajo para un determinado sector
de la economía.
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CÁMARA MARITIMA Y PORTUARIA DE CHILE

 El  presidente de la Cámara Marítima y Portuaria
de  Chile,  señor  Jorge  Marshall,  expuso  las  observaciones  de  la  entidad
respecto de la propuesta legislativa en estudio.

 Al efecto, explicó que la entidad reconoce que los
objetivos  del  proyecto  corresponden  a  prioridades  coherentes  con  el
desarrollo económico y social del país. 

 Sin  embargo,  sostuvo que la reforma no incluye
temas que son muy sensibles para las relaciones laborales del sector y que
son fundamentales para que sus propósitos sean logrados. En este sentido,
añadió,  el  aspecto  más  crítico  corresponde  al  insuficiente  avance  en  la
resolución de las tensiones y conflictos en el ámbito laboral portuario, que es
una actividad fundamental en el funcionamiento de una economía como la
chilena, conectada a los mercados internacionales.

 En  ese  sentido,  aseveró  que  la  aplicación  de
varias disposiciones de la reforma al sector marítimo‒portuario puede tener
consecuencias  que  se  apartan  de  los  propósitos  planteados,  generando
efectos negativos en la productividad de las empresas, en las oportunidades
laborales de los trabajadores y, finalmente, en la competitividad del país.

 En la misma línea, añadió que el sector portuario
tiene una alta tasa de sindicalización, con organizaciones de trabajadores
consolidadas y con un ingreso de los trabajadores portuarios que ha tenido
incrementos importantes en los últimos años. 

 A pesar de ello, agregó que en el último tiempo las
relaciones laborales se han caracterizado por altos niveles de conflictividad,
en que la mayor parte de las paralizaciones de actividades tienen un origen
fuera de la institucionalidad que regula las negociaciones laborales, lo que
impide  la  entrega  de  servicios  de  calidad  a  los  usuarios,  afectando
seriamente a los productores, exportadores, importadores, navieros y puertos
y especialmente la confiabilidad del comercio exterior del país con el resto
del mundo y la imagen de Chile, lo que plantea el desafío de encauzar los
procesos de negociación y diálogo a través de mecanismos institucionales.

 Asimismo, sostuvo que en los años recientes se
observa  un  bajo  crecimiento  de  la  productividad  laboral,  a  pesar  de  las
inversiones  en  equipamiento  y  de  los  esfuerzos  en  capacitación  de  los
trabajadores, en tanto que los cambios tecnológicos en el sector portuario, y
el aumento de tamaño de las naves, requieren procesos de adaptabilidad en
el ámbito laboral. 

 Dicha situación, agregó, debe ser recogida por las
disposiciones  legales,  a  fin  de  facilitar  los  ajustes  operativos  de  las
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empresas, especialmente en los puertos intermedios, que son los que verán
reducidas  sus  recaladas  y  necesitaran  capacidad  de  adaptación  para
mantener el nivel de sus operaciones.

 Seguidamente,  expuso  las  materias  que,  en
opinión de la entidad, deben ser modificadas por la iniciativa legal en estudio.

 En  primer  lugar,  expuso  que  se  requiere  un
fortalecimiento  de  los  mecanismos  institucionales  para  la  resolución  de
conflictos en el sector portuario, para generar un marco de estabilidad a las
relaciones laborales, sobre todo a raíz de las paralizaciones ilegales que han
afectado al sector portuario en los últimos años.

 De ese modo, aseveró que resulta fundamental el
avance  que  se  logra  con  la  incorporación  de  la  causal  de  práctica
antisindical,  de  parte  de  los  dirigentes  inmersos  en  un  proceso  de
negociación colectiva, consistente en impedir que un sindicato que no esté
negociando pueda trabajar normalmente.

 En cuanto a la modernización de la Dirección del
Trabajo y el sector portuario, afirmó que la esencia de la relación laboral es
entre dos partes: trabajadores y empleadores. Por esta razón, sostuvo que
las nuevas facultades que el proyecto entrega a la Dirección del Trabajo son
excesivas  y  pueden  dar  origen  a  escenarios  que,  en  la  práctica,  se
aproximen a una negociación por rama, la que en un mercado de servicios
no  transables  como  el  portuario  resultaría  incoherente  con  un  modelo
competitivo e integrado a los mercados internacionales.

 Respecto de la titularidad en el  sector portuario,
sostuvo que el  proyecto vincula la  titularidad sindical  con el  propósito  de
fortalecer la organización de los trabajadores y su capacidad de negociación
a  través  de  los  sindicatos.  Con  todo,  afirmó  que  la  realidad  del  sector
portuario es muy diferente al diagnóstico que fundamenta el proyecto, toda
vez que este sector se caracteriza por tener sindicatos consolidados con una
alta afiliación, por lo que los eventuales beneficios de esta disposición serían
menores mientras que sus costos son significativos, por cuanto la titularidad
afecta  negativamente  la  flexibilidad  que  tienen  los  empleadores  y  los
trabajadores para  definir  condiciones  de  trabajo,  en  especial  respecto  de
grupos de trabajadores en situaciones especiales.

 Asimismo,  agregó  que  el  proyecto  no  se  hace
cargo de la realidad de los trabajadores portuarios eventuales, quienes se
verían impedidos de acceder a contratos de trabajo y no sólo a beneficios
contenidos en instrumentos colectivos. En consecuencia, agregó que no se
visualizan  inconvenientes  en  que  el  proyecto  permita  la  negociación  con
grupos de trabajadores cuando los  sindicatos  de la  empresa representen
más de un porcentaje  de los trabajadores,  ya que en estos casos no se
afectaría  a  las  organizaciones  sindicales  ni  se  afectaría  el  proceso  de
negociación colectiva.

 En  materia  de  los  alcances  de  la  negociación
colectiva  de  los  trabajadores  eventuales,  agregó  que  la  propuesta  de
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negociación  debe  ir  aparejada  de  algún  mecanismo  que  impida  que  los
beneficios  acordados,  y  las  condiciones del  convenio  colectivo,  se  hagan
extensivos  a  trabajadores  eventuales  que  ingresen  al  sindicato  con
posterioridad  a  la  negociación,  ya  que  ello  otorgaría  un  poder  sin
contrapesos a la titularidad sindical y generaría incertidumbre al momento de
negociar colectivamente para las empresas, las que no sabrán con claridad
cuál será el costo final de los beneficios que otorguen.

 Acerca del  ejercicio  del  derecho a  huelga en el
sector portuario, afirmó que la experiencia internacional apunta al diseño de
mecanismos  institucionales  que  equilibren  el  derecho  a  huelga  y  la
protección  de  los  intereses  de  los  usuarios  de  los  puertos,  tales  como
productores,  exportadores,  consumidores,  y  empresas  navieras,
considerando  que  la  importancia  del  comercio  exterior  en  la  economía
chilena  la  hace  más  sensible  que  otras  economías  a  las  paralizaciones
portuarias. 

 Entre tales mecanismos, agregó, se encuentran el
considerar a los puertos, o al menos a los más relevantes de cada macro
zona  portuaria,  entre  las  empresas  estratégicas  que  no  pueden  paralizar
quedando sujetas a un arbitraje obligatorio; establecer los períodos del año
en que cada puerto pueda negociar, de modo que los puertos relevantes de
una misma macro zona no lo hagan simultáneamente; y establecer la opción
de que el empleador pueda definir de manera previa uno o más períodos,
que en conjunto no excedan de 60 días, en los cuales no podrán presentarse
proyectos de contrato colectivo.

 Asimismo,  abogó  por  permitir  que  el  empleador
defina cuáles son los servicios mínimos en cada empresa y, en caso de no
ser compartida esta definición por los trabajadores, la divergencia deberá ser
resuelta  por  un  órgano  independiente  de  carácter  técnico,  y  no  por  el
Ministerio de Trabajo o el Ministerio o empresa pública concernida.

 En  cuanto  a  los  pactos  sobre  condiciones
especiales de trabajo, afirmó que las disposiciones de adaptabilidad laboral
que incorpora el proyecto mejoran la competitividad y la productividad de las
empresas.  Sin  embargo,  las  limitaciones  que  se  establecen,  que  sólo
permiten acceder a bolsas de pactos de horas extraordinarias y pactos de
jornadas excepcionales por debajo de los límites que actualmente establece
la ley, y la exigencia de un quórum mínimo de sindicalización, no contribuirán
a uso efectivo de esta medida. 

 En consecuencia, agregó que el proyecto de ley
debe reducir la exigencia de quórum mínimo de sindicalización para que más
empresas y trabajadores puedan pactar la adaptabilidad. Asimismo, añadió
que  se  requiere  aumentar  de  manera  significativa  la  bolsa  de  horas
extraordinarias prevista en la iniciativa legal, de modo que realmente sirva
para ajustar el trabajo a las exigencias de la competencia, los usuarios y los
consumidores, y no sólo se trate de un acuerdo de partes que únicamente
releva la autorización previa de la autoridad.
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 En la misma línea, expuso que se debe avanzar
en la incorporación de nuevas materias propias de la organización del trabajo
y de las relaciones mutuas de trabajadores y empleadores, tales como forma,
oportunidad  y  lugar  de  ejecución  de  los  servicios,  cambios  de  horarios,
turnos  y  funciones,  sistemas  especiales  de  incentivos  o  remuneraciones,
planes de contingencias, planes de retiro, entre otras materias.

 Al efecto, afirmó que una opción en esta materia
sería  el  entregar  la  exclusividad  de  la  ampliación  de  las  materias  de
negociación colectiva a los sindicatos más representativos, manteniendo los
grupos negociadores, los que no tendrían la capacidad legal para negociar
otras  materias  distintas  a  las  establecidas  por  ley  en  sus  procesos  de
negociación  colectiva,  produciendo  como  efecto  el  fortalecimiento  de  la
titularidad sindical, sin exclusividad, y ampliando el número de materias que
se podrán negociar colectivamente.

CONFEDERACIÓN DE TRABAJADORES PORTUARIOS DE CHILE
(COTRAPORCHI)

 El  secretario  general  de  la  Confederación  de
Trabajadores  Portuarios  de  Chile  (COTRAPORCHI),  señor  José  Barnao,
expuso a la Comisión en relación a la iniciativa en estudio.

 En primer lugar, sostuvo que el proyecto contiene
meras modificaciones formales a la regulación contenida en el Código del
Trabajo, tal como ocurriría a propósito del derecho a huelga, el que, para
hacerse efectivo, debe dar curso a un riguroso procedimiento en plazos y
condiciones muy acotadas, lo que podría afectar su ejercicio. 

 En la  misma línea,  afirmó que la  calificación  de
servicios  mínimos  constituye  una  causal  que  desnaturaliza  el  derecho  a
huelga al impedir, en la práctica, el ejercicio de un derecho fundamental.

 En  consecuencia,  enfatizó  que  los  trabajadores
requieren  de  herramientas  para  emparejar  de  manera  moderna  las
relaciones  laborales,  en  cuyo  contexto  la  huelga  aparece  como  un
mecanismo de presión legítimo que debe ser cautelado por la iniciativa.

 Al  efecto,  afirmó  que  en  varios  países  con
economías  desarrolladas  en  el  sector  portuario  se  han  establecido
instrumentos colectivos de larga duración, cautelándose adecuadamente el
derecho a huelga de los trabajadores, respetando la igualdad de condiciones
en  el  derecho  al  trabajo  y  generando  condiciones  para  el  verdadero
desarrollo del país.

CONSULTAS

 La Senadora señora Muñoz consultó respecto de
aquellas  materias  contenidas  en  el  proyecto  que  merecen  una  opinión
favorable de las entidades que expusieron ante la Comisión.
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 El  Senador  señor  Allamand  sostuvo  que,  sin
perjuicio de establecer los mecanismos que impidan la utilización artificiosa
del contrato por obra o faena para encubrir una relación laboral indefinida,
consultó respecto de la extensión del derecho a huelga a los trabajadores
sujetos a dicho régimen, considerando que, en la mayoría de los casos, se
trata de labores de corta duración.

 Asimismo, consultó respecto de las razones que
explican  el  rechazo  de  las  organizaciones  sindicales  a  la  adaptabilidad
laboral,  particularmente  si  su  aplicación  requiere  su  anuencia  para  ser
aplicada.

La Senadora señora Goic consultó  acerca de la
forma en que se realizan los procedimientos de negociación colectiva para
los  trabajadores  por  obra  o  faena,  particularmente  en  los  procesos  de
construcción  de obra  pública.  Asimismo,  solicitó  información acerca de la
forma en que opera tal procedimiento con empresas contratistas.

 El Senador señor Letelier consultó sobre la forma
en que se verifican las vías de hecho durante la huelga fuera de los casos
que establece la ley, particularmente en materia del ejercicio del derecho a
fuero.  Respecto  de  los  pactos  de  adaptabilidad,  requirió  acerca  de  las
razones  que  fundamentarían  la  utilización  de  dicho  mecanismo,
particularmente  respecto  de  las  facultades  que  ejerce  la  Dirección  del
Trabajo en materia de autorización de jornadas especiales.

 El gerente de estudios de la Cámara Chilena de la
Construcción, señor Javier Hurtado, sostuvo que aun cuando resulta efectivo
que el contrato por obra o faena ha sido utilizado para encubrir la vigencia de
una  relación  laboral  indefinida,  la  jurisprudencia  judicial  ha  resuelto
adecuadamente dicha problemática. 

 Asimismo, sostuvo que la figura de los pactos de
adaptabilidad  constituye  un  elemento  que  valora  el  sector,  toda  vez  que
permite reconocer las particularidades del respectivo tipo de servicio de que
se trate.

 Acerca  de  los  procedimientos  de  negociación
colectiva en la construcción, afirmó que debe atenderse al tamaño de la obra
de que se trate, habiendo casos en que, en las faenas de mayor inversión, se
producen procedimientos de negociación colectiva. Con todo, sostuvo que,
tratándose de contratos de obra pública, la aplicación de dicha figura resulta
más compleja, atendida la naturaleza de la prestación de servicios y la menor
flexibilidad de las figuras contractuales que le dan origen.

 En lo relativo al sistema de tarifado, aseveró que
se trata de un sistema cuya implementación resulta muy compleja, atendidos
los distintos tipos de empresa y servicios en el ámbito de la construcción.

 En cuanto a la adaptabilidad laboral, el  abogado
de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gonzalo Bustos, aseveró
que se trata de un mecanismo que permite que las partes puedan regular el
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régimen laboral aplicable en su caso, omitiendo el trámite respectivo ante la
Dirección del Trabajo, cuya resolución puede tardar varios meses.

 El presidente del Sindicato Inter empresa Nacional
de Trabajadores de la Construcción, Montaje Industrial y Afines (SINTEC),
señor  Jorge  Hernández,  reiteró  que  el  derecho  a  huelga  debe  tener  un
alcance universal, incluso para los trabajadores por obra o faena y cualquiera
sea  el  periodo  en  que  se  hubiere  contratado,  incluyendo  la  negociación
colectiva y la libertad sindical, debiendo evitarse el consagrar derechos para
los  trabajadores  atendiendo  a  la  figura  contractual  vigente  en  su  caso.
Agregó  que,  actualmente,  los  sindicatos  del  sector  deben  utilizar  el
procedimiento de negociación colectiva no reglada que, en la totalidad de los
casos, no consigue buenos resultados para los trabajadores

 Enseguida,  abogó por  establecer  un  mecanismo
de negociación colectiva por rama en base a un sistema tarifado.

 El  presidente  de  la  Confederación  Nacional  de
Trabajadores  Metalúrgicos,  de  la  Industria  y  Servicios  (CONSTRAMET),
señor Horacio Fuentes, afirmó que los trabajadores advierten la existencia de
altos grados de flexibilidad laboral en el sector de la construcción.

 Asimismo, afirmó que, entre los aspectos positivos
del proyecto, destaca el establecimiento del derecho a huelga, la titularidad
sindical,  el  fin  de  reemplazo  en  huelga,  la  desaparición  de  los  grupos
negociadores  y  la  posibilidad  de  negociación  inter  empresa.  Con  todo,
agregó  que  resulta  necesario  eliminar  los  quórums  que  dificultan  tales
procedimientos.

 Asimismo, en materia de piso de la negociación,
abogó por asegurar su aplicación sin restricciones, debiendo asegurarse la
transparencia y fidelidad de la información financiera y contable que le sirve
de fundamento.

 Por otra parte, reiteró la necesidad de establecer
un procedimiento de negociación colectiva por rama, para consagrar un piso
mínimo para todas las empresas de un sector, garantizar el diálogo social y
evitar los conflictos entre trabajadores y empleadores.

 El  presidente  de  la  Asociación  de  Industrias
Metalúrgicas  y  Metalmecánicas  (ASIMET),  señor  Juan  Carlos  Martínez,
coincidió  en la  necesidad de promover los mecanismos para favorecer  el
diálogo al  interior  de las empresas,  aun cuando la negociación por rama,
añadió, podría interferir en el desarrollo empresarial.

 El presidente de la Cámara Marítima y Portuaria
de Chile, señor Jorge Marshall, sostuvo que se debe reconocer los derechos
de los trabajadores, en conformidad a los compromisos que nuestro país ha
asumido  con  la  Organización  Internacional  del  Trabajo.  En  ese  contexto,
abogó  por  garantizar  el  equilibrio  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  los
trabajadores, evitando una afectación de los derechos de los exportadores y
los consumidores.
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 Asimismo,  añadió  que  la  adaptabilidad  laboral
permite considerar las nuevas situaciones del mercado naviero, por lo que,
mediante dicho mecanismo, se puede acelerar las medidas de flexibilidad
laboral que se requieren para atender los requerimientos del sector.

 El  secretario  general  de  la  Confederación  de
Trabajadores  Portuarios  de  Chile  (COTRAPORCHI),  señor  José  Barnao,
afirmó que el ejercicio del derecho a huelga constituye el último recurso de
los trabajadores durante la negociación colectiva. De ello se deriva que, si se
estableciera durante dicho procedimiento que las partes están en igualdad de
condiciones, se reducirían los casos en que se ejerce dicha legítima medida
de presión.

SESIONES DE 20 DE JULIO DE 2015

ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO

 El  coordinador  de  libertad  sindical  de  la
Organización Internacional del Trabajo, señor Alberto Odero de Dios, expuso
a la Comisión respecto del proyecto de ley en estudio.

 Al iniciar su presentación, manifestó que el análisis
de  la  iniciativa  en  estudio  debe  considerar  que  Chile  ha  ratificado  51
convenios  de  la  Organización  Internacional  del  Trabajo,  incluidos  los  8
convenios clasificados como fundamentales, entre los cuales se encuentra el
convenio  N°  87  y  98,  relativos  a  la  libertad  sindical  y  a  la  negociación
colectiva;  el  convenio  N°  151,  sobre  relaciones  de  trabajo  en  la
administración pública, y el  convenio N° 135, sobre representantes de los
trabajadores.

 En ese contexto, agregó que resulta relevante la
estabilidad, equilibrio y proyección de la legislación interna, cumpliendo con
estándares  técnicos  y  garantizando  que  sus  destinatarios  apliquen  sus
disposiciones en la mayor medida posible, dando lugar a relaciones laborales
constructivas y armoniosas.

 Al efecto, aseveró que la entidad valora el objetivo
del  proyecto  de  ley,  consistente  en  modernizar  las  relaciones  laborales
basándolas en el respeto y reconocimiento mutuo, el diálogo permanente, la
buena fe, el ejercicio pacífico de los derechos y la búsqueda de acuerdos de
mutuo beneficio.

 En ese sentido, manifestó que el proyecto apunta
a  proteger  los  derechos  de  los  trabajadores  contra  la  discriminación
antisindical  -al  favorecer  la  creación  de  organizaciones  robustas  y
representativas,  una  mayor  cobertura  de  la  negociación  colectiva  y  el
mejoramiento de la  distribución del  producto económico-  considerando,  al
mismo tiempo,  una gestión  satisfactoria  de  los  recursos humanos,  mayor
productividad,  mayor  paz  social  y  el  desarrollo  de  empresas  socialmente
sostenibles mediante el diálogo social y la negociación colectiva.
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 En  consecuencia,  subrayó  que  el  éxito  de  la
iniciativa dependerá de la conciliación de todos estos objetivos, en aras de
un mayor bienestar general y una mayor justicia social mediante la aplicación
de las normas y principios de la Organización Internacional del Trabajo y sus
órganos  de  control,  tal  como  ocurre  con  aquellas  disposiciones  que
favorecen  la  presencia  de  la  mujer  en  los  órganos  directivos  de  los
sindicatos.

 Seguidamente,  sostuvo  que  los  convenios
ratificados  por  Chile  tienen  carácter  obligatorio,  en  tanto  que  las
recomendaciones de la Organización Internacional del trabajo, adoptadas por
la Conferencia Internacional del Trabajo, no tienen carácter obligatorio, sin
perjuicio de orientar las políticas nacionales sobre la materia.

 En ese contexto, expuso las observaciones de la
Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la
Organización Internacional del Trabajo en relación al  proyecto en estudio,
considerando que dicha entidad realiza un examen técnico e imparcial de la
manera en que los Estados Miembros aplican los convenios en la legislación
y en la práctica, atendiendo a las diferentes realidades y sistemas jurídicos
nacionales.

 Tratándose,  en  específico,  de  las  disposiciones
contenidas en la iniciativa, expuso las siguientes consideraciones.

 En  materia  de  titularidad  del  derecho  de
negociación colectiva, explicó que los instrumentos internacionales otorgan
prioridad  a  las  organizaciones  sindicales  y,  sólo  en  ausencia  de  éstas,
permite  el  funcionamiento  de  grupos  o  comités  de  trabajadores  no
sindicalizados,  toda  vez  que  resulta  relevante  que  las  organizaciones
sindicales tengan un cierto porcentaje de representatividad. 

 Agregó que la falta de representatividad de estas
organizaciones, o la negociación con grupos de trabajadores cuando existen
organizaciones  sindicales  representativas,  pueden  dar  lugar  a  prácticas
antisindicales.

 En ese contexto, enfatizó que los sistemas en que
los sindicatos de empresa negocian sólo en nombre de sus afiliados son
compatibles  con  los  instrumentos  de  la  Organización  Internacional  del
Trabajo. Agregó que, desde un punto de vista técnico, la posibilidad de que
diferentes  organizaciones  puedan  negociar  conjuntamente  puede  resultar
positivo para las relaciones laborales en el ámbito de la empresa, tal como
ocurre en Colombia, Perú, Polonia, entre otros países. 

 Asimismo, afirmó que en los sistemas en que la
organización sindical  más representativa negocia en nombre de todos los
trabajadores  de  la  empresa  resulta  adecuado  que  no  se  exija  una
representatividad demasiado elevada, lo que puede dificultar o imposibilitar la
negociación. 
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 De  ese  modo,  agregó  que  si  se  exige  esa
representatividad, y ninguna organización la alcanza, debe salvaguardarse el
derecho  de  las  organizaciones  sindicales  para  negociar  conjuntamente  o
separadamente en nombre de sus miembros.
 Respecto  de  la  extensión  de  beneficios  de  la
convención  colectiva  a  trabajadores  no  afiliados  al  sindicato,  afirmó  que
dicha práctica no ha sido objeto de comentarios específicos por parte de los
órganos de control en el caso de Chile. Asimismo, aseveró que no parece
objetable que la extensión se lleve a cabo en virtud de una cláusula de la
convención colectiva de empresa, en los términos que propone la iniciativa. 

 Con todo, añadió que los órganos de control de la
Organización Internacional del Trabajo consideran impropio que se otorgue a
los trabajadores no sindicalizados mayores beneficios que aquellos previstos
en  el  acuerdo  colectivo.  De  ese  modo,  agregó  que  la  extensión  de  los
convenios colectivos por rama de actividad está sujeta a ciertas condiciones,
incluidas consultas con los empleadores y organizaciones sindicales cuyos
miembros se verían beneficiados por la extensión.

 En  lo  relativo  a  la  negociación  colectiva  en
pequeñas y medianas empresas, agregó que la legislación chilena, como en
la mayoría de los países, establece un número mínimo de trabajadores para
formar sindicatos de empresa, lo que puede dificultar su constitución.

 En ese contexto, agregó que, en algunos países,
se requiere un número reducido de trabajadores para constituir sindicatos de
empresa  -12  por  ejemplo,  en  Costa  Rica-,  aun  cuando,  normalmente,  el
número mínimo en la mayoría de países se sitúa entre 20 y 30, lo cual es
aceptado por los órganos de control de la entidad. 

 Asimismo, añadió que, cuando existen convenios
colectivos de sindicatos a nivel de rama de actividad, a menudo se prevén
capítulos  especiales  para  tener  en  cuenta  las  particularidades  de  las
pequeñas y medianas empresas cubiertas en la negociación. De ese modo,
afirmó  que  la  legislación  de  un  número  importante  de  países  permite  la
extensión  de  un  convenio  colectivo  de  rama  de  actividad  a  todas  las
empresas de una zona territorial determinada, de una provincia o de toda la
nación, si se cumplen ciertas condiciones.

 A  continuación,  expuso  el  parecer  de  la
organización respecto de la regulación contenida en el proyecto de ley en
materia de derecho a huelga.

 Al efecto, sostuvo que el ejercicio pacífico de los
derechos sindicales, incluido el de huelga, es un principio fundamental de la
Organización Internacional del Trabajo. 

 En ese sentido, afirmó que la libertad sindical no
implica extralimitaciones del derecho de huelga, particularmente respecto de
acciones  de  carácter  delictivo  contra  las  personas  o  la  propiedad,  aun
cuando, agregó, nadie debería ser objeto de sanciones penales por organizar
o  haber  organizado  una  huelga  de  carácter  pacífico.  En  muchas
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legislaciones, agregó, el incumplimiento de obligaciones graves en materia
de servicios mínimos, o extralimitaciones graves que no impliquen delitos,
puede dar lugar a medidas disciplinarias que pueden llegar hasta el despido,
debiendo resguardarse la debida proporcionalidad con la gravedad de las
faltas cometidas.

 En  ese  contexto,  afirmó  que  el  ejercicio  del
derecho de huelga ha sido objeto de debates entre los países miembros de
la organización. 

 En efecto,  señaló que los representantes de los
gobiernos han sostenido  que,  de no ampararse el  derecho de huelga,  la
libertad  sindical,  en  particular  el  derecho  de  organizar  actividades  para
promover y proteger los intereses de los trabajadores, no puede realizarse
plenamente.  Por  otra  parte,  considera que el  derecho de huelga,  aunque
forma parte de los principios y derechos fundamentales de la entidad, no es
un derecho absoluto, debiendo reglamentar su alcance y condiciones a nivel
nacional.

 Por  otra  parte,  detalló  que  los  trabajadores
estiman que el derecho de huelga está comprendido en el Convenio N° 87,
en tanto que los empleadores consideran que el derecho de huelga no está
comprendido en dicho instrumento y, por consiguiente, se han manifestado
contrarios a cualquier interpretación que apunte en ese sentido. 

 Añadió que, en cualquier caso, ambos grupos han
reconocido el derecho de los trabajadores y de los empleadores a emprender
acciones colectivas en defensa de sus intereses laborales legítimos.

 Respecto de los procedimientos de conciliación y
mediación, explicó que es frecuente que las legislaciones nacionales prevean
estos mecanismos antes de que se haga efectiva la huelga, lo que ha sido
admitido por los órganos de control de la entidad. Según se desprende de
decisiones de los órganos de control, detalló que el plazo entre la declaración
de la huelga y su ejercicio efectivo, contando con dichos mecanismos, no
debería ser excesivo, no pudiendo superar los 30 días.

 En  lo  que  respecta  a  la  determinación  de  los
servicios mínimos, aseveró que los órganos de control requieren que en su
determinación  participen  el  empleador,  la  organización  sindical  y  las
autoridades. En caso de divergencia en cuanto a su alcance, agregó, debería
decidir  un  órgano  independiente,  como  los  tribunales  de  justicia,  en  los
términos que propone la iniciativa. 

 A modo de ejemplo, agregó que en la legislación
argentina opera una comisión consultiva formada por expertos en la materia,
la que emite recomendaciones, mientras que en Italia opera una comisión de
expertos de alto nivel nombrados por el Parlamento.

 En materia de reemplazo de huelguistas, agregó
que los órganos de control sólo admiten dicha figura ante el incumplimiento
de las normas sobre servicios mínimos o en el caso de servicios esenciales
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en el sentido estricto del término, esto es, aquellos cuya interrupción podría
poner en peligro, la vida, la seguridad o la salud de las personas en toda o en
parte de la población.
 Finalmente,  en  lo  relativo  al  descuelgue  de  la
huelga, añadió que los órganos de control de la Organización Internacional
del Trabajo reconocen la libertad de trabajo de todos los trabajadores, se
encuentren o no ejerciendo su derecho a huelga. Por otra parte, en el marco
de  conflictos  colectivos,  afirmó  que  el  empleador  puede  someter  a  los
sindicatos y trabajadores en huelga nuevas propuestas de mejoras  en la
negociación colectiva.

 Por  último,  añadió  que  la  entidad  permite  el
recurso  a  un arbitraje  obligatorio  que ponga fin  a  la  huelga cuando,  tras
negociaciones prolongadas e infructuosas, resulta evidente que el bloqueo
de las negociaciones no será superado.

SOCIEDAD DE FOMENTO FABRIL
(SOFOFA)

 El  presidente de la  Sociedad de Fomento Fabril
(SOFOFA),  señor  Hermann  Von  Mühlenbrock,  dio  cuenta  de  las
observaciones de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

 En primer  término,  sostuvo que,  en  un contexto
general,  el  país  ha  alcanzado  un crecimiento  económico  evidente  en  los
últimos  30  años,  con  buenas  condiciones  de  vida  y  de  salud  para  la
población  y  un  incremento  del  índice  de  remuneraciones  y  aumento  de
fuerza laboral, aun cuando, utilizando el coeficiente de Gini, persisten altos
índices de desigualdad.

 En  ese  contexto,  aseveró  que  las  medidas  que
pueden resolver dicha problemática dicen relación con promover medidas en
el ámbito de la educación, empleo de la mujer y de los jóvenes. Asimismo,
sostuvo que sólo 1 de cada 3 trabajadores chilenos ha tenido acceso a la
educación  superior  y  existen  bajos  índices  de  ingreso  de trabajadoras  al
mundo del trabajo, particularmente en los quintiles más bajos.

 Afirmó  que  los  sindicatos  constituyen  un  aporte
real a las empresas, al permitir una mejor gestión de las compañías y una
adecuada representación de los trabajadores, aun cuando, agregó, no debe
establecerse un sistema de afiliación obligatoria.

 Enseguida,  el  vicepresidente  de  la  Sociedad  de
Fomento  Fabril  (SOFOFA),  señor  José  Juan  Llugany,  expuso  que,  al
contrario de lo que señala la expresión de motivos de la iniciativa, no es
efectivo que exista una falta de confianza entre los actores laborales, que
haya poco espacio  para el  diálogo al  interior  de las  empresas o que las
normas aplicables son extremadamente rígidas. 

 De ese modo, afirmó que la principal problemática
en materia de derecho colectivo del  trabajo dice relación con las huelgas
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ilegales, las que involucran a 13 veces más trabajadores que las huelgas
legales, concentrándose, en su mayoría, en el sector público.

 A su vez, el abogado de la Sociedad de Fomento
Fabril  (SOFOFA),  señor  Luis  Lizama,  expuso  el  parecer  de  la  entidad
respecto del proyecto de ley en análisis.

 En primer lugar, expuso que la iniciativa radica la
facultad  de  negociar  colectivamente  en  la  organización  sindical,
estableciendo que los grupos negociadores sólo podrán hacerlo a falta de un
sindicato y de forma semi-reglada, sin derecho a fuero ni a huelga. 

 Dicha propuesta, agregó, afecta el ejercicio de la
libertad  sindical,  que  considera  que  el  trabajador  tiene  derecho  a
incorporarse  voluntariamente  al  sindicato,  en  tanto  que,  aseveró,  la
Organización  Internacional  del  Trabajo  ha  permitido,  en  sus  instrumentos
internacionales, la coexistencia de sindicatos y grupos negociadores.

 En  materia  de  extensión  de  beneficios,  sostuvo
que  al  supeditar  el  ejercicio  de  dicha  prerrogativa  a  la  voluntad  de  los
trabajadores, generando una pérdida de las facultades de administración que
le corresponden al  empleador,  desincentiva la  recompensa el  desempeño
individual  y  obliga  la  sindicalización  del  trabajador,  afectando  la  libertad
sindical.

 Acerca de la prohibición del reemplazo en huelga,
sostuvo  que  dicha  restricción,  sumado  al  carácter  indefinido  de  ésta,  le
entrega al sindicato la facultad de interrumpir indefinidamente la continuidad
operacional  de  la  empresa.  Al  efecto,  añadió  que  la  prohibición  del
reemplazo  de  trabajadores  en  huelga  no  es  parte  de  los  compromisos
asumidos por Chile al suscribir los Convenios 87 y 98 de la OIT, en tanto que
son varios los países en los cuales se permite hacerlo, tales como Alemania,
Finlandia, Irlanda, Israel, Italia, Polonia y Rusia.

 En cuanto a la prohibición del descuelgue durante
la huelga, afirmó que ello implica vulnerar el derecho de los trabajadores que
participan en la huelga de restarse de ella y volver a su puesto de trabajo,
dejando en manos de la directiva sindical su duración y condiciones. 

 Asimismo,  agregó que en los  países en que se
consagra el derecho a huelga se reconoce el derecho de los trabajadores a
descolgarse  de  ella  como  una  garantía  individual,  como  en  el  caso  de
España, Francia, Italia, Alemania, Canadá y Argentina.

 Respecto  de  la  especificación  de  los  servicios
mínimos, manifestó que la regulación propuesta es errónea, al entregar la
resolución a un organismo que carece de las competencias técnicas para
ello. En consecuencia, propuso facultar a un órgano para que declare, ex
ante, cuáles son los servicios mínimos que deben prestar los trabajadores.

 En materia  del  piso  de la  negociación colectiva,
sostuvo que la fórmula propuesta por la iniciativa rigidiza el proceso, al limitar
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las facultades de administración de la empresa y restringir las posibilidades
de reformular,  cambiar  o eliminar  incentivos y beneficios pactados en los
contratos colectivos vigentes.
 En  lo  relativo  a  la  negociación  inter  empresa,
aseveró que la regulación propuesta desincentiva la negociación interna, al
forzar  a  negociar  con  dirigentes  sindicales  ajenos a  la  empresa,  los  que
desconocen su realidad, afectando a las pequeñas y medianas empresas.

 Acerca de los pactos de adaptabilidad, añadió que
se trata de  una fórmula adecuada que favorece el acuerdo de las partes,
aun  cuando  solamente  podrán  ser  negociados  en  empresas  con  alta
representación  sindical,  equivalente  al  30%,  y  sus  beneficios  solamente
podrán  aplicarse  a  los  trabajadores  sindicalizados,  desincentivando  la
inclusión de mujeres y jóvenes no sindicalizados. 

 Por otra parte, aseveró que debe establecerse el
carácter pacífico de la huelga, limitarse el derecho de información que debe
cumplir  las  empresas,  mejorar  la  regulación  en  materia  de  personal  de
confianza y representantes y establecer un grupo de empresas en que no
podrá ejercerse el derecho a huelga.

FUNDACIÓN SOL

 La  economista  de  la  Fundación  Sol,  señora
Valentina  Doniez,  manifestó  que  la  iniciativa  reconoce  el  desbalance
existente  entre  los  trabajadores  y  los  empleadores,  lo  que  genera  la
necesidad de resolver  las  falencias  en el  ejercicio  de  derechos laborales
colectivos.

 Con todo, afirmó que la iniciativa no cumple con el
propósito que se propone, toda vez que supone una continuidad respecto de
la regulación laboral actualmente vigente.

 En ese sentido, afirmó que el proyecto carece de
una propuesta consistente con sus propios fundamentos, los que apuntan,
según el Mensaje que le da origen, al reconocimiento efectivo de la libertad
sindical.

 En la misma línea, agregó que la autonomía de las
organizaciones sindicales, y la ampliación de la negociación colectiva más
allá de la empresa, constituyen materias no abordadas por el  proyecto, lo
que genera que cerca de la mitad de los trabajadores no serán regulados por
las disposiciones que contiene.

 Acerca  del  derecho  a  huelga,  sostuvo  que  el
proyecto  mantiene  la  excesiva  regulación  de  su  ejercicio,  permite  la
reanudación de faenas, y, en la práctica, prohíbe únicamente el reemplazo
del puesto de trabajo de los huelguistas, permitiendo el reemplazo interno o
externo de las funciones. Asimismo, enfatizó que, mediante la creación de
los servicios mínimos universales, se limita el derecho a huelga, vulnerando
su  carácter  de  derecho  fundamental,  tal  como  ha  reconocido  la
jurisprudencia de la Corte Suprema.
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 Por otra parte, aseveró que la iniciativa discrimina
a los trabajadores por obra o faena y a aquellos que negocian de modo no
reglado, el impedir, en su caso, el ejercicio del fuero y del derecho a huelga. 

 Respecto  a  los  pactos  de  adaptabilidad,  agregó
que dicha figura supone un retroceso en el reconocimiento de los derechos
laborales.

 En ese contexto, abogó por reconocer al derecho
a huelga como un derecho fundamental y establecer la negociación colectiva
facultativa más allá de la empresa.

 Seguidamente,  afirmó  que  las  posturas  que
sostienen que los trabajadores pueden atentar contra las entidades en que
prestan servicios desconocen los fundamentos del derecho del trabajo, que
sanciona  la  mala  fe  de  las  organizaciones  sindicales  y  la  disparidad  de
poderes que caracteriza a la relación laboral.

 En  cuanto  a  los  efectos  que  el  proyecto  puede
producir  en  materia  económica,  agregó  que  dicha  postura  soslaya  las
falencias  estructurales  de  la  economía  nacional  y  las  condiciones
internacionales que debe enfrentar, lo que genera la necesidad de replantear
las matrices de su desarrollo.

En la misma línea, sostuvo que las afirmaciones
relativas a las consecuencias que el proyecto puede producir en materia de
desempleo o generación de puestos de trabajo se asemejan a un chantaje, al
sostener que las demandas de los sindicatos llevarían a la quiebra a algunas
empresas.  Dicho  argumento,  agregó,  se  fundamenta  en  una  conducta
irracional de los trabajadores, la que no se produce en la práctica.

 Respecto a la implementación de un mecanismo
de negociación colectiva por  rama, afirmó que nuestro país se encuentra
preparado  para  emprender  un  procedimiento  de  tal  naturaleza,  tal  como
ocurre en determinados sectores específicos de la producción.

 Acerca  de  los  efectos  que  la  iniciativa  pudiere
producir para las pequeñas y medianas empresas, añadió que es posible
establecer disposiciones específicas aplicables en su caso, considerando las
particularidades que les afectan.

 En  consecuencia,  abogó  por  equilibrar  los
intereses que naturalmente se encuentran en conflicto en la relación laboral,
favoreciendo  la  libertad  sindical  y  permitiendo  la  acción  conjunta  de  los
trabajadores,  lo  que  puede  resultar  relevante  para  reducir  los  índices  de
desigualdad que afectan al país.

INSTITUTO LIBERTAD Y DESARROLLO

 La economista del Instituto Libertad y Desarrollo,
señora  Cecilia  Cifuentes,  expuso a  la  Comisión  respecto  de las  materias
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contenidas  en  la  iniciativa  que,  a  juicio  de  dicha  entidad,  deben  ser
modificadas.

 Al efecto, aseveró que el proyecto de ley parte de
un diagnóstico errado, afecta en forma negativa a la productividad y tiene un
probable efecto neutro o negativo en materia de equidad.

 En  ese  sentido,  sostuvo  que  el  crecimiento  del
Producto Interno Bruto nacional, del promedio de remuneraciones y de los
índices de empleo han crecido sustantivamente, en tanto que las utilidades
de las empresas serían moderadas,  por  lo  que cualquier  reforma que se
introduzca podría  afectar  el  desempeño de la  economía,  afectando a  los
trabajadores.

 Asimismo,  aseveró  que,  según  distintas
encuestas,  existe  un  alto  nivel  de  confianza  de  los  trabajadores  hacia  la
empresa, baja conflictividad laboral, baja percepción de falta de diálogo y de
actitud negativa frente a la formación de un sindicato. Agregó que existe una
percepción positiva sobre el resultado de la negociación colectiva, en tanto
que, añadió, cerca del 80% de las personas disfruta con su trabajo.

 En la misma línea, agregó que debe considerarse
el contexto actual en que se desenvuelven las actividades económicas, a raíz
del  funcionamiento  de  empresas  insertas  en  un  ambiente  altamente
competitivo y la  gran velocidad del cambio tecnológico.

 Seguidamente,  en  relación  a  las  disposiciones
contenidas en la iniciativa en materia de sindicalización,  afirmó que éstas
pueden  producir  un  incentivo  evidente  a  remunerar  por  productividad
promedio entre trabajadores dentro de cada ciclo económico, sin premiar el
esfuerzo,  dañando  los  incentivos  a  la  eficiencia  laboral  y  generando una
caída de la productividad.

 En  materia  de  regulación  del  sindicato  inter
empresa,  aseveró  que,  al  establecer  que  el  empleador  individual  deberá
negociar  con  el  conjunto  de  trabajadores,  se  permite  que  empresas
diferentes deban pagar beneficios similares, lo que constituye un incentivo
para “cartelizarse” y genera una menor producción.

 En relación al fin del reemplazo en huelga, afirmó
que  tal  prohibición  es  especialmente  perjudicial  en  empresas  de  menor
tamaño, constituyendo un instrumento de presión incontrarrestable para el
empleador.  Asimismo,  agregó  que  incentiva  la  generación  de  huelgas
legales, las que actualmente son escasas, lo que tiene un efecto negativo en
materia eficiencia.

 De ese modo,  aseveró  que el  mensaje implícito
que se advierte en el proyecto es que si un proyecto empresarial es exitoso
los dirigentes sindicales podrán definir cómo se distribuyen los beneficios,
desincentivando el emprendimiento.
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 En consecuencia, aseveró que la reforma laboral
puede llevar a una igualdad salarial forzada para los trabajadores del sector
privado formal, al operar en un esquema en que no se premia el esfuerzo
individual y se afecta la productividad. 

 Asimismo, añadió que la iniciativa desincentiva la
creación  de  nuevas  empresas,  considerando  que  la  tasa  de  crecimiento
promedio del PIB de los países que se miran como ejemplo en materia de
derechos colectivos -tales como Bélgica, Dinamarca, Francia, Suiza, Suecia,
España, Portugal, Noruega, Holanda o Luxemburgo- es de 2,1% en últimos
35 años.

 Finalmente, afirmó que la iniciativa no produce una
mayor igualdad salarial en empresas formales, toda vez que sólo un 30% de
los trabajadores se desempeñan con contrato en grandes empresas, por lo
que se verán beneficiados en el corto plazo dos millones de trabajadores de
empresas de mayor tamaño, en tanto que serán perjudicados tres millones
de trabajadores (desocupados,  cuenta propia,  asalariados sin  contrato),  y
medio millón de jóvenes de los dos primeros quintiles que no estudian ni
trabajan.

 De  ese  modo,  añadió  que  los  perjudicados
superan a los beneficiados potenciales, quienes son más vulnerables desde
el punto de vista socio económico, por lo que no parece claro que pueda
haber un beneficio en términos de equidad, pudiendo producirse un deterioro
en la materia.

FUNDACIÓN JAIME GUZMÁN

 El  investigador  de  la  Fundación Jaime Guzmán,
señor Felipe Rössleer, expuso las observaciones de la entidad respecto de la
propuesta legislativa en análisis.

 En primer término, aseveró que la implementación
de  cualquier  política  pública  tiene  un  costo  que,  afirmó,  tratándose  del
proyecto en estudio, equivaldría a la pérdida de 150 mil empleos, a raíz del
aumento entre el 15% y 20% de la tasa de sindicalización y la prohibición del
reemplazo  en  huelga,  incentivando  a  una  mayor  mecanización  de  los
sistemas productivos.

 Respecto del articulado del proyecto, afirmó que,
en materia de titularidad sindical  y extensión de beneficios, los sindicatos
quedan como único actor frente al empleador, al poner fin a la coexistencia
entre éstos y el grupo negociador, en tanto que se facilita la afiliación de los
trabajadores al sindicato durante el proceso de negociación, lo que genera
impacto en la huelga. Asimismo, aseveró que existen dudas respecto a la
constitucionalidad de reconocer que el derecho a negociar colectivamente es
de los trabajadores y no del sindicato. 

 En cuanto de la extensión de beneficios, agregó
que  no  resulta  adecuado  que  un  grupo  de  trabajadores  con  baja

86



representatividad  pueda  decidir  la  ampliación  de  los  efectos  de  la
negociación.

 En  materia  de  derecho  a  huelga  y  servicios
mínimos,  abogó  por  reponer  el  carácter  pacífico  de  tal  mecanismo  de
presión, fortaleciendo las sanciones por prácticas antisindicales o desleales.
Asimismo, afirmó que deben especificarse los plazos para la definición de
servicios mínimos, para evitar su interferencia con el proceso de negociación.
En consecuencia, afirmó que debe establecerse la obligación del empleador
de detallar, ex ante, una definición de servicios mínimos.

 Sobre  los  servicios  mínimos  y  la  titularidad
sindical, sostuvo que debe evitarse que un grupo con baja representatividad
pueda impedir las labores del resto de los trabajadores.

 En lo relativo al piso de la negociación, arguyó que
la propuesta legislativa incentiva la extensión del contrato colectivo vigente,
lo que debe ser revisado durante el análisis de la iniciativa.

 Acerca del derecho a la información, aseveró que
debe  revisarse  la  posibilidad  de  entregar  información  de  trabajadores  no
afiliados  al  sindicato,  lo  que  podría  configurar  una  hipótesis  de
inconstitucionalidad.

 Respecto  de  la  ampliación  de  las  materias  a
negociar, manifestó que resultan correctas las propuestas que contiene la
iniciativa.

 Seguidamente,  afirmó  que  la  prohibición  del
descuelgue en huelga atenta contra la libertad individual de los trabajadores.
Asimismo, abogó por eliminar la posibilidad de constituir  los denominados
“sindicatos del día después”; reponer la facultad del empleador para bloquear
la primera negociación por hasta 60 días en el año; e introducir un régimen
de transición para aplicar los incentivos en materia de contratación pública de
las empresas que hubieren negociado colectivamente.

 Finalmente,  aseveró  que las mayores facultades
que se pretende otorgar a los sindicatos deben ir acompañadas de mayores
exigencias, vinculando el proyecto con otras iniciativas de ley en materia de
prohibición de subcontratación y polifuncionalidad. Asimismo, sostuvo que se
debe evitar cualquier discriminación entre trabajadores afiliados y no afiliados
a  un  sindicato,  en  tanto  que  se  debe  evitar  la  entrega  de  poderes
exorbitantes a los trabajadores en el procedimiento de negociación colectiva.

 De ese modo, aseveró que resulta más adecuado
promover la inclusión laboral de mujeres y jóvenes al mundo laboral, lo que
requiere implementar  un servicio  de cuidado infantil  de calidad,  promover
alternativas  al  trabajo  presencial,  articular  las  labores  del  Ministerio  de
Educación y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social –tal como ocurre con
los liceos técnicos- más planes de capacitación y evaluación de organismos
técnicos de capacitación.
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ECONOMISTA SEÑOR BERNARDO FONTAINE

 El economista señor Bernardo Fontaine formuló a
la Comisión sus observaciones respecto del proyecto de ley en estudio.

 En primer lugar, aseveró que la iniciativa contiene
aspectos novedosos y positivos, a propósito de la adaptabilidad que pretende
introducir a las relaciones laborales, y pretende resolver una problemática
que debe ser abordada, consistente en el mejoramiento de los índices de
desigualdad en el país mediante la ampliación de la sindicalización y de la
negociación colectiva.

 Con  todo,  afirmó  que  no  existen  estudios
específicos sobre los verdaderos efectos que la reforma puede producir en
materia del mejoramiento de los índices de igualdad, empleo y competitividad
de las empresas. 

 En  efecto,  aseveró,  no  existe  una  relación  de
causalidad entre la cobertura de la negociación colectiva y los índices de
desigualdad de un país, en tanto que no se observaría un desequilibrio en las
relaciones  laborales  a  raíz  de  la  comparación  entre  el  aumento  de
productividad laboral y el nivel de los salarios.

 Por otra parte, afirmó que la creación de empleo
debe ser una prioridad, a cuyo propósito la iniciativa no constituye un aporte
relevante. En la misma línea, añadió que en nuestro país las remuneraciones
son bajas a raíz  de la  baja escolaridad,  baja productividad y escasez de
mano  de  obra.  En  consecuencia,  aseveró  que  el  crecimiento  económico
juega  un  rol  relevante  para  resolver  dicha  problemática,  junto  a  una
legislación  laboral  justa,  la  creación  de  planes  de  capacitación  y  la
generación de escasez de mano de obra.

 Enseguida, aseveró que la propuesta en estudio
sólo operaría respecto de 1 de cada 14 chilenos, o 1 de cada 8 trabajadores,
al atender únicamente a los trabajadores sindicalizados, quienes serían los
que reciben un mayor nivel de remuneraciones.

  De ese modo, afirmó que la iniciativa afectará a
los  trabajadores  que  no  podrán  descolgarse  de  la  huelga,  en  tanto  que,
respecto de aquellos que no están sindicalizados, carecerán del derecho a
negociación colectiva y a la huelga, dificultando su posibilidad de acceder a
la extensión de beneficios y a la adaptabilidad laboral.

 En cuanto a las pequeñas y medianas empresas,
añadió que no están consideradas en la adaptabilidad laboral, en atención al
requisito  de  sindicalización,  y  difícilmente  podrán  resistir  una  huelga  sin
reemplazo, en tanto que les corresponderá negociar contra sindicatos inter
empresa poderosos y deberán respetar el  piso de la negociación cuando
atraviesen un mal momento financiero.
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 Asimismo, agregó que el ejercicio del derecho a
huelga  afectará  a  la  ciudadanía  y  a  los  consumidores,  a  raíz  de  la
paralización de servicios y empresas estratégicas,

 En ese contexto, propuso una serie de reformas a
la  iniciativa  legal  en  estudio,  las  que  apuntan  a  permitir  la  existencia  de
grupos negociadores sólo cuando la suma de los sindicatos tenga menos del
50% de los trabajadores. En materia de reemplazo en huelga, abogó por
evitar la paralización de las empresas, permitiendo la sustitución interna o el
reemplazo externo con más costos para la empresa y con servicios mínimos
bien definidos.

 Acerca de la extensión de beneficios, abogó para
que  el  empleador  o  el  sindicato,  unilateralmente,  puedan  acordar  su
extensión;  reconocer  el  derecho  a  descuelgue  y  consagrar  el  carácter
pacífico de la huelga.

 Asimismo,  sostuvo  que  se  debe  ampliar  la
adaptabilidad  laboral  para  todos  los  trabajadores  y  todas  las  empresas;
establecer el carácter voluntario de la negociación colectiva inter empresa; y
favorecer la inclusión laboral de mujeres, jóvenes y adultos mayores.

 Finalmente, afirmó que la iniciativa constituye una
oportunidad  para  reimpulsar  la  actividad  económica,  lo  que  requiere
equilibrar  las  facultades  que  se  reconocen  a  los  trabajadores  y  los
empleadores.

PROFESORA DE DERECHO DEL TRABAJO Y DIRECTORA DEL
CENTRO DE ESTUDIOS Y ASESORÍAS EN TRABAJO, RELACIONES
LABORALES Y DIÁLOGO SOCIAL DE LA FACULTAD DE CIENCIAS

ECONÓMICAS Y ADMINISTRATIVAS DE LA UNIVERSIDAD CENTRAL,
SEÑORA MARÍA ESTER FERES

 La  profesora  de  Derecho  del  Trabajo,  señora
María Ester Feres, expuso sus observaciones respecto del proyecto de ley
en estudio.

 En  primer  lugar,  explicó  que  el  sistema  de
relaciones  laborales  -que,  como  es  sabido,  se  concreta  en  un  marco
normativo  sobre  relaciones individuales  y  colectivas  de trabajo-  no  es  un
tema técnico sino eminentemente político-ideológico. 

 En ese sentido, aseveró que la legislación laboral
es producto de una concepción socio-política en una economía capitalista
que  valora  el  rol  de  la  organización  sindical  en  la  construcción  de  una
sociedad  democrática,  que  aspira  a  grados  importantes  de  igualdad,
equidad, inclusión, justicia y participación social. 

 Es por ello que la razón de ser u objetivo esencial
del Derecho del Trabajo, enfatizó, es la tuición de la parte más débil en una
prestación  de  servicios  desequilibrada,  al  darse  bajo  subordinación  y
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dependencia, mediante dos mecanismos: la tutela estatal o legal y la tutela
sindical o autonomía colectiva.

 Habida cuenta de ello, aseveró que no es posible
sostener  que  la  finalidad  del  derecho  del  trabajo  consiste  en  crear  las
condiciones  para  la  generación  de  empleo,  toda  vez  que,  con  dicho
propósito, el Estado cuenta con diversos instrumentos de política pública.

 En  ese  contexto,  afirmó  que  las  modificaciones
legales que durante los últimos años se han promovido en materia laboral
han debido enfrentar la misma oposición,  consistente en sostener que su
aprobación  afectaría  la  economía,  el  crecimiento  y  el  empleo.  En  efecto,
sostuvo que quienes defienden la concepción neo liberal que fundamenta la
regulación  laboral  vigente  consideran  que  cualquier  regulación  que
intervenga  la  libre  relación  entre  oferta  y  demanda  es  nociva  para  el
desarrollo del trabajo, al  concebir  al  salario y a la prestación de servicios
como una mercancía.

 En  la  misma  línea,  afirmó que  tales  propuestas
legislativas  apunta  casi  exclusivamente  al  derecho  laboral  individual,
impidiendo  el  desarrollo  del  diálogo  social  al  interior  de  las  empresas  y
manteniendo los pilares de la regulación actualmente contenida en el Código
del Trabajo, lo que favorece la desigualdad de ingresos que afecta al país.

 De ese modo, sostuvo que cabe preguntarse si el
proyecto  en  estudio  constituye  un  aporte  para  resolver  la  problemática
reseñada precedentemente, reconociendo, entre sus aspectos positivos, la
regulación relativa a la titularidad sindical

 Al  efecto, aseveró que, en general,  la propuesta
en estudio favorece la organización empresarial, toda vez que se construye
sobre  la  noción  de  flexibilidad  o  adaptabilidad  de  la  relación  entre
trabajadores y empleadores. En consecuencia, sostuvo que se trata de una
iniciativa que actualiza los lineamientos centrales de la regulación contenida
actualmente en el Código del Trabajo, vulnerando el carácter irrenunciable
de  los  derechos  laborales  en  materias  tales  como  la  reducción  de  la
negociación  colectiva  sólo  al  interior  de  la  empresa,  los  pactos  de
adaptabilidad y la imposibilidad de negociar por rama o sector de actividad.

 En esa línea,  sostuvo que el  proyecto  consagra
una serie  de beneficios en favor del  empleador,  afectando el  ejercicio de
derechos laborales irrenunciables.

 Respecto  del  ejercicio  del  derecho  a  huelga,
afirmó que la iniciativa lo conceptúa de modo muy restringido, sin considerar
que se trata de un derecho fundamental que emana de la libertad sindical y
limitándolo mediante la figura del reemplazo.
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PROFESOR DE DERECHO DEL TRABAJO DE LA UNIVERSIDAD
ADOLFO IBÁÑEZ, SEÑOR SERGIO GAMONAL

 El  profesor  de  Derecho  del  Trabajo  de  la
Universidad Adolfo  Ibáñez,  señor  Sergio  Gamonal,  expuso a  la  Comisión
respecto del contenido de la propuesta legislativa en estudio.

 En primer lugar,  sostuvo que el  proyecto  de ley
supone una afectación de los derechos de los trabajadores, particularmente
en materia de derecho a huelga. En efecto, afirmó que, contrariamente a los
cuestionamientos  planteados  por  organizaciones  gremiales  empresariales,
existe  consenso en la  jurisprudencia comparada respecto  del  ejercicio  de
dicha prerrogativa como una manifestación de la libertad sindical.

 Enseguida, enfatizó que la iniciativa reproduce los
lineamientos centrales de la regulación contenida actualmente en el Código
del Trabajo, al circunscribir la negociación colectiva al interior de la empresa. 

 En ese contexto, sostuvo que la forma en que se
regula el ejercicio de dicha prerrogativa contiene no sólo consideraciones de
índole económica, sino, por sobre todo, dice relación con la forma en que se
distribuye el poder al interior de la empresa y la sociedad.

 Aseveró que el derecho de huelga constituye en
mecanismo de presión legítima al empleador, en tanto que la negociación por
rama  de  actividad  es  una  fórmula  para  incrementar  el  poder  de  los
trabajadores, redistribuir sus ingresos y fijar estándares mínimos respecto de
sus condiciones laborales.

 En la misma línea, enfatizó que la Corte Suprema
ha reconocido a la huelga como un derecho fundamental, lo que se vería
afectado por la regulación contenida en la iniciativa, que lo limita mediante la
figura  de  los  servicios  mínimos  y  la  excesiva  judicialización  de  los
procedimientos.

 Por  otra  parte,  aseveró  que  los  pactos  de
adaptabilidad –que, añadió, profundizan la flexibilidad que caracteriza a las
normas  laborales  en  nuestro  país-  configuran  una  hipótesis  de
inconstitucionalidad,  al  afectar  derechos  irrenunciables  del  trabajador
consagrados  en  el  ordenamiento  interno  y  en  los  instrumentos
internacionales suscritos por Chile.

PROFESOR DE DERECHO DEL TRABAJO DE LA UNIVERSIDAD
CENTRAL Y DE LA UNIVERSIDAD DIEGO PORTALES, SEÑOR CÉSAR

TOLEDO

 El  profesor  de  Derecho  del  Trabajo  de  la
Universidad Central y de la Universidad Diego Portales, señor César Toledo,
dio cuenta de su parecer ante la Comisión.

 Al  iniciar  su  exposición,  coincidió  en  que  la
iniciativa  en  estudio  no  supone  una  modificación  sustantiva  a  los  ejes
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centrales del Código del Trabajo y el Plan Laboral, al permitir el ejercicio de
prerrogativas exorbitantes en favor del empleador y supeditar los derechos
laborales a los indicadores económicos y de crecimiento.

 De ese modo, aseveró que el proyecto apunta a
establecer la atomización de sindicatos de menor tamaño, dificultando que
negocien colectivamente y restringiendo su derecho a huelga.

 En  materia  de  sindicalización,  afirmó  que  no
resulta adecuado exigir un quórum al momento de plantear su proyecto de
contrato colectivo, al constituir una eventual práctica antisindical por parte del
empleador que pretenda impedir el cumplimiento de dicho requisito.

 Respecto de la negociación colectiva, agregó que,
contrariamente a lo propuesto en el Mensaje del proyecto, se propone una
excesiva judicialización del procedimiento, lo que complejiza el ejercicio de
las prerrogativas por parte de los trabajadores. En ese contexto, sostuvo que
la abundancia de atribuciones que se atribuyen a la Dirección del Trabajo
explicaría  la  falta  de  facultades  de  los  trabajadores  en  la  negociación
colectiva.

PROFESOR DE DERECHO DEL TRABAJO DE LA UNIVERSIDAD DIEGO
PORTALES, SEÑOR JOSÉ LUIS UGARTE

 El  profesor  de  Derecho  del  Trabajo  de  la
Universidad  Diego  Portales,  señor  José  Luis  Ugarte,  expuso respecto  de
contexto en el que se enmarca la propuesta legislativa, su contenido y las
modificaciones que pueden introducirse a su respecto.

 En primer lugar, sostuvo que la relación laboral no
consiste en el mero intercambio de dinero por trabajo, toda vez que, bajo ese
supuesto,  bastaría  con  la  regulación  contenida  en  la  legislación  civil  o
mercantil.

 En  consecuencia,  aseveró  que  el  vínculo  de
trabajo es, ante todo, una relación de poder en que el empleador se organiza
frente  al  trabajador,  lo  que  queda  claro  al  constatar  que  el  elemento
fundamental  de  aquél  es  la  subordinación  o  dependencia,  en  que  el
trabajador pone su libertad personal bajo la dirección de la empresa.

 Enfatizó  que  el  derecho  colectivo  del  trabajo
apunta a que los trabajadores puedan configurar un poder alternativo para
contrarrestar  las  potestades  del  empleador,  con  independencia  de  las
mejoras específicas que, por ejemplo, pudieren obtener en materia salarial.
Agregó que dicho poder de negociación resulta ser fundamental en el caso
chileno,  cuya  regulación  cuenta  con  uno  de  los  más  altos  índices  de
flexibilidad laboral.

 Habida cuenta de ello, advirtió que es necesario
evaluar si la iniciativa en estudio cumple dicho propósito.
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 Al efecto, sostuvo que, salvo algunos avances que
contiene el proyecto, el proyecto consolida el Plan Laboral que dio origen al
Código del Trabajo. En esa línea, agregó que mediante su aprobación no se
producirá un incremento de los índices de negociación colectiva al impedir la
negociación por rama que, al fijar estándares mínimos para la prestación de
servicios, es compatible con la negociación al interior de la empresa.

 Asimismo,  afirmó  que  las  demandas  mínimas
hechas valer por las organizaciones de los trabajadores -consistentes en el
piso mínimo de negociación, la titularidad sindical y la eliminación unilateral
de beneficios- no son reguladas adecuadamente por el proyecto.

 En  ese  sentido,  añadió  que  al  permitir  que  la
empresa  se  pueda  excepcionar  mediante  el  recurso  de  las  condiciones
económicas de la misma se vulnera el piso mínimo de la negociación, en
tanto que, con la creación de sindicatos “amarillos”, los empleadores podrán
extender artificialmente los beneficios. En la misma línea, añadió que dicho
sistema generará una excesiva presión de las organizaciones sindicales a los
trabajadores  no  afiliados,  sin  perjuicio  que,  tratándose  de  los  pactos  de
adaptabilidad, es posible acceder a su extensión sin requerir la anuencia del
trabajador.

 En  materia  de  derecho  a  huelga,  enfatizó  que
dicha prerrogativa debe ser resguardada toda vez que, de lo contrario, se
produciría  una afectación desproporcionada en el  ejercicio  de un derecho
fundamental. En tal contexto, reiteró que la Corte Suprema ha sostenido que,
en rigor, la huelga es el único mecanismo de presión eficaz con que cuentan
los trabajadores.

 En la misma línea, sostuvo que debe eliminarse el
quorum  de  mayoría  absoluta  para  declarar  la  huelga,  en  los  términos
propuestos por la OIT, y la presunción de aceptación de última oferta del
empleador.

 Enseguida,  coincidió  en  la  sobre  regulación  del
ejercicio del derecho a huelga, la extensión de la intervención de la Dirección
del Trabajo y la excesiva limitación que se propone mediante la figura de
servicios mínimos, lo que va a generar una excesiva judicialización de tales
procedimientos.

 En consecuencia, aseveró, aquellas empresas que
atienden sectores específicos que requieren continuidad deben ser reguladas
mediante los servicios esenciales, y no a través de los servicios mínimos,
como propone la iniciativa en estudio.

 Finalmente,  enfatizó  que  los  pactos  de
adaptabilidad constituyen un retroceso en la legislación laboral  chilena,  al
afectar  derechos  irrenunciables  de  los  trabajadores  -transformándolos  en
prerrogativas renunciables y  negociables-,  y  permitiendo que un sindicato
poco representativo, equivalente al 30% de los trabajadores, pueda acordar
dichos  pactos  previo  acuerdo  del  50%  de  aquellos  que  no  estuvieren
sindicalizados. Dicha fórmula, agregó, favorece abiertamente al empleador,
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los que podrán presionar a los trabajadores no sindicalizados para otorgar su
anuencia sobre el particular, constituyendo una figura que no tiene parangón
en el derecho comparado.

CONSULTAS

 El  Senador  señor  Allamand  consultó  a  la
Organización  Internacional  del  Trabajo  respecto  de  los  parámetros  que
permiten determinar la representatividad de una organización sindical.

 En el tema de la extensión de beneficios, desde el
punto de vista de la libertad de afiliación y contratación, consultó respecto de
las  razones  que  explican  por  qué  un  sindicato  que  cuenta  con  escasa
representatividad de los trabajadores puede privar  de la  extensión de los
beneficios que hubiere acordado con el empleador.

 Al economista, señor Bernardo Fontaine, consultó
acerca  de  la  regulación  de  la  prohibición  del  reemplazo  en  huelga  en
servicios específicos que atienden necesidades de interés general.

 Al  profesor  de  Derecho del  Trabajo,  señor  José
Luis Ugarte,  consultó respecto de la forma en que opera la extensión de
beneficios en la regulación laboral vigente, particularmente en lo relativo a la
oposición que pudiere presentar el trabajador.

 El Senador señor Letelier dio cuenta de su opinión
contraria  respecto  de  los  pactos  de  adaptabilidad,  considerando  que,
actualmente,  el  Código del  Trabajo establece un mecanismo que permite
adaptar  la  jornada  de  trabajo  a  los  requerimientos  específicos  de  un
determinado sector, previa resolución de la Dirección del Trabajo. 

 Al  efecto,  consultó  si  en  la  determinación  del
sistema excepcional de distribución de jornada de trabajo y descanso que
opera en su caso se configura una hipótesis de silencio administrativo ante el
retardo en la respuesta de dicho organismo.

 Acerca de las micro-empresas, consultó respecto
de las materias que pudieren ser reguladas específicamente en su caso, sin
que ello implique una afectación de los derechos de los trabajadores.

 Seguidamente,  aseveró  que  deben  establecerse
las medidas que eviten la proliferación de sindicatos al interior de una misma
empresa.  Al  efecto,  consultó  a la  OIT respecto de establecer  un  quórum
diferenciado según el  número de organizaciones sindicales dentro de una
empresa.

 En cuanto al derecho a huelga, consultó respecto
de la necesidad de establecer servicios esenciales, y la forma en que éstos
deben ser definidos.
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 Finalmente, consultó acerca de las medidas que
permitan fortalecer los sindicatos inter empresa, particularmente en cuanto al
rubro de las organizaciones sindicales que lo componen.

 La  Senadora  señora  Muñoz  solicitó  información
relativa a la forma en que, en el derecho comparado, la negociación por rama
impacta en las pequeñas y medianas empresas.

 Asimismo, coincidió en la necesidad de evitar la
excesiva judicialización de los procedimientos ante la justicia ordinaria.  Al
efecto, consultó respecto de la forma en que las nuevas atribuciones podrían
ser asumidas por los Tribunales de Justicia.

 Finalmente, consultó respecto de las disposiciones
del proyecto de ley que merecen una opinión favorable de las entidades que
expusieron ante la Comisión.

 El  coordinador  de  libertad  sindical  de  la
Organización  Internacional  del  Trabajo,  señor  Alberto  Odero  de  Dios,
sostuvo, en cuanto a la representatividad de las organizaciones sindicales,
que  en  algunas  legislaciones  éstas  negocian  en  nombre  de  todos  los
trabajadores,  estén o no sindicalizados,  en  cuyo caso deben cumplir  con
cierto porcentaje de representatividad, la que, en dicha hipótesis, debe ser
superior al 25%.

 Tratándose  de  aquellos  países  en  que  las
organizaciones representan sólo a sus afiliados, tal como ocurre en el caso
chileno, sostuvo que no hay una regla específica aplicable. En ese contexto,
afirmó que la iniciativa mezcla ambos sistemas, al permitir que un sindicato
negocie con el empleador, cuyo acuerdo puede ser extendido a todos los
trabajadores. De ese modo, afirmó que se debe evitar que sindicatos muy
poco representativos puedan dar origen a prácticas antisindicales mediante
dicha figura.

 Por  otra  parte,  explicó  que  la  OIT  permite  la
negociación con grupos de trabajadores no sindicalizados ante la ausencia
de una organización sindical, considerando que éstas cuentan con protección
incluso a nivel constitucional.

 En ese sentido, reiteró que, ante la ausencia de
sindicatos, según la OIT no existen restricciones para el funcionamiento de
grupos  negociadores;  por  el  contrario,  agregó,  cuando  existen  sindicatos,
sólo éstos deben operar en representación de los trabajadores.

 El  economista,  señor  Bernardo  Fontaine,  en
materia de reemplazo de trabajadores, afirmó que, junto con cautelarse el
ejercicio del derecho a huelga, deben considerarse los efectos negativos que
ésta  produce  respecto  de  terceros.  En  ese  contexto,  afirmó  que  debe
permitirse  el  reemplazo  considerando  que  ello  genera  costos  adicionales
para la empresa que lo realice.
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 Asimismo, aseguró que los servicios mínimos no
resolverían  dicha  problemática,  atendidas  las  particularidades  de  cada
empresa,  la  dificultad  que  deriva  de  establecer  los  elementos  que  lo
configuran y la judicialización que ello supone.

 El  profesor  de  Derecho  del  Trabajo  de  la
Universidad Adolfo Ibáñez, señor Sergio Gamonal, sostuvo, en materia del
sistema excepcional de distribución de jornada de trabajo y descanso, que
existen más de mil  jornadas autorizadas por la  Dirección del  Trabajo.  En
consecuencia, afirmó que el régimen que opera en su caso ha funcionado
correctamente,  lo  que  no  genera  la  necesidad  de  introducir  una  mayor
flexibilidad laboral.

 Respecto  de  la  proliferación  de  sindicatos  al
interior de una misma empresa, afirmó que dicho fenómeno se produce a
raíz de la regulación contenida en el  Código de Trabajo, la que apunta a
atomizar  la  acción  de  las  organizaciones  sindicales  y  circunscribir  la
negociación colectiva sólo al interior de la empresa.

 En  lo  relativo  a  la  determinación  de  servicios
mínimos,  señaló  que  la  OIT  cuenta  con  extensa  jurisprudencia  sobre  el
particular, habiendo hipótesis en que una huelga no afectaba tales servicios
pero, por su duración o intensidad, sí puede quedar comprendida dentro de
dicha hipótesis.

 El  abogado  de  la  Sociedad  de  Fomento  Fabril
(SOFOFA),  señor  Luis  Lizama,  recordó que  en  diversos  sectores  existen
hipótesis  de  flexibilidad  con  las  organizaciones  sindicales,  por  lo  que  los
pactos de adaptabilidad que propone el proyecto, al requerir el acuerdo de
los trabajadores, resulta adecuado para favorecer el diálogo al interior de la
empresa.

 El  profesor  de  Derecho  del  Trabajo  de  la
Universidad  Diego  Portales,  señor  José  Luis  Ugarte,  afirmó  que  dichas
hipótesis  se  verifican  en  empresas  de  gran  tamaño  en  que  se  ejerce
efectivamente el  derecho a huelga,  lo que da cuenta de la necesidad de
garantizar dicho mecanismo de presión legítima.

 En cuanto a la afectación que la huelga produce
respecto de intereses de terceros, aseveró que, tratándose de un derecho
fundamental,  resulta  razonable  aceptar  las  consecuencias  gravosas  que
genera su ejercicio. Al efecto, afirmó que existen ciertos efectos específicos
que deben ser cautelados, en cuyo caso debe aplicarse la doctrina de los
servicios esenciales que ha desarrollado la OIT.

 Acerca  de  la  extensión  de  beneficios  en  la
legislación vigente, aseveró que dicha figura no requiere la anuencia de los
trabajadores, lo que en la iniciativa se mantiene respecto de los pactos de
adaptabilidad.

 La  profesora  de  Derecho  del  Trabajo,  señora
María  Ester  Feres,  sostuvo  que  existen  los  mecanismos  que  permiten
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establecer servicios esenciales durante la huelga, lo que da cuenta de la
improcedencia de la figura de servicios mínimos.

 En cuanto al sistema excepcional de distribución
de jornada de trabajo y descanso, autorizado por la Dirección del Trabajo,
afirmó  que  podría  operar,  en  la  práctica,  una  hipótesis  de  silencio
administrativo.

-------

SINDICATO CONSORCIO SEGUROS DE VIDA

 El Presidente del Sindicato Consorcio Seguros de
Vida, señor Carlos Marfull, expuso el parecer de la organización respecto de
la propuesta legislativa en estudio.

 En  ese  sentido,  aseveró  que  la  organización
sindical  que  preside  ha  obtenido  diversas  mejoras  en  las  condiciones
laborales  de  los  trabajadores  mediante  procedimientos  de  negociación
colectiva  reglada,  los  que  han  sido  extendidos  a  aquellos  que  no  se
encuentran afiliados.

 Asimismo,  agregó  que  han  debido  enfrentar
procedimientos  de  negociación  colectiva  no  reglada,  en  que,  agregó,  se
permite  que  el  empleador  pueda  adelantar  un  proceso  de  negociación
colectiva que, en la práctica, se traduce en el ofrecimiento de dinero -como
bono  “término  de  negociación”-  sin  haber  existido  un  procedimiento  de
negociación,  siendo  este  el  anzuelo  para  que  el  trabajador  acepte  un
convenio colectivo.

 En consecuencia,  abogó  por  establecer  que,  en
aquellas  empresas  en  que  exista  una  organización  sindical,  no  pueda
producirse una negociación colectiva no reglada.

 Enseguida,  la  Tesorera  del  Sindicato  Consorcio
Seguros de Vida, señora Pamela Walters, agregó que las diferencias entre
los  resultados  obtenidos  en  un  procedimiento  de  negociación  colectiva
reglada  y  no  reglada  son  evidentes,  toda  vez  que  aquélla  configura  una
herramienta que favorece a los empleadores y vulnera el  derecho de los
trabajadores a dialogar en un plano de igualdad al interior de las empresas e
intervenir en la distribución de la riqueza.

 De ese modo, coincidió en la necesidad de impedir
la negociación colectiva no reglada en aquellas empresas en que no hay
organizaciones sindicales, habida cuenta de las problemáticas que genera
para los trabajadores.

FEDERACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS DE EMPRESAS DE
DISTRIBUCIÓN ELÉCTRICA, AFINES Y OTROS

 El  secretario  de  la  Federación  Nacional  de
Sindicatos  de  Empresas  de  Distribución  Eléctrica,  Afines  y  Otros,  señor
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Patricio Velásquez, expuso la situación que deben enfrentar los trabajadores
del  sector,  particularmente  a  raíz  del  procedimiento  de  arbitraje  en  la
negociación colectiva.

 En ese sentido, explicó que la entidad agrupa a
diversas organizaciones sindicales que operan en empresas de distribución
de electricidad, las que, al estar impedidas de ejercer el derecho a huelga,
deben acogerse al arbitraje obligatorio.

 Al efecto, afirmó que dicho procedimiento cuenta
con una regulación obsoleta que desequilibra la negociación, al contar con
un listado de jueces árbitros que se encuentra totalmente desactualizado, sin
que éstos se encuentren obligados a aceptar el cargo, y sin que exista un
plazo para evacuar su sentencia.

 En  consecuencia,  abogó  por  mejorar
sustantivamente las normas aplicables al arbitraje obligatorio que opera para
aquellas empresas en que no se puede ejercer el derecho a huelga, con la
finalidad de fijar razonablemente los aranceles de los jueces árbitros, acotar
el procedimiento, estableciendo los plazos para su tramitación y fallo, renovar
el  listado  de  quienes  puede  desempeñar  dicha  función  y  permitir  su
desplazamiento a todas las regiones del país.

 Finalmente, manifestó la necesidad de radicar el
conocimiento de los procedimientos arbitrales ante la Dirección del Trabajo,
cuyos costos deben ser asumidos por el Estado ante la imposibilidad de los
trabajadores del sector de ejercer el derecho a huelga, lo que, añadió, debe
ser modificado. Asimismo, propuso facultar a los jueces árbitros para que
puedan  fallar  como  amigables  componedores,  esto  es,  acogiendo
parcialmente las propuestas de trabajadores y empleadores, a diferencia de
la situación actual, en que sólo puede acoger una de ellas.

CENTRO DE DESPACHO ECONÓMICO DE CARGA DEL SISTEMA
ELÉCTRICO INTERCONECTADO CENTRAL

(CDESIC)

 El  Director  Técnico  Ejecutivo  del  Centro  de
Despacho Económico de Carga del Sistema Eléctrico Interconectado Central,
CDESIC,  señor  Andrés  Salgado,  expuso  que  dicha  entidad  se  ocupa  de
permitir la operación de los sistemas eléctricos, coordinando las acciones de
las centrales generadoras, líneas de transmisión y consumos de ciudades y
grandes  consumidores.  Agregó  que,  en  nuestro  país,  tales  centros  son
organismos privados sin fines de lucro que cumplen una función de interés
público, consistente en operar el sistema eléctrico al menor costo posible.

 Dicho  sistema,  añadió,  opera  con  más  de  200
empresas, las que deben actuar coordinadamente conforme a los planes que
establece el Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Eléctrico
Interconectado Central, lo que requiere su funcionamiento continuo. 

 En  consecuencia,  aseveró  que,  en  la  práctica,
resulta  complejo que,  en el  evento de ejercerse el  derecho a huelga,  los
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trabajadores involucrados puedan ser reemplazados por otros con similares
competencias en un corto plazo.

 De  ese  modo,  sostuvo  que  se  puede  producir
diversos riesgos dependiendo del área en que éstos se desempeñen, los que
van  desde  el  retraso  en  los  estudios  para  la  incorporación  de  nuevas
empresas hasta un alto de riesgo de black-out, recuperación de servicio lenta
y  descoordinada,  mayores  costos  de  operación  e  imposibilidad  que  los
generadores  reciban  sus  pagos  por  la  producción  de  energía  eléctrica,
arriesgando la cadena de pagos y la continuidad operacional de algunas de
ellas.

 Finalmente, aseveró que los centros de despacho
son organismos de estratégicos para la seguridad del suministro eléctrico,
por  lo  que  el  no  contar  con  personal  causaría  serios  riesgos  al
abastecimiento  eléctrico.  En  efecto,  afirmó  que,  por  su  alto  grado  de
capacitación,  entrenamiento  y  conocimientos  específicos,  el  personal  del
CDEC no es reemplazable en caso de huelga. 

 Finalmente, abogó por reponer el establecimiento
de  un  procedimiento  que  permita  la  calificación  como  estratégicas  a
empresas  en  la  situación  del  CDECSIC,  particularmente  respecto  de  las
empresas  que  atiendan  servicios  de  utilidad  pública  o  que,  por  su
paralización, puedan causar grave daño a la salud, al abastecimiento de la
población, a la economía del país o a la seguridad nacional.

EMPRESAS ELÉCTRICAS A.G

 El Director Ejecutivo de Empresas Eléctricas A.G,
señor Rodrigo Castillo,  al  iniciar su exposición, afirmó que la Constitución
Política  de  la  República,  junto  a  diversos  instrumentos  internacionales,
señalan que, aun cuando el derecho a huelga es un derecho fundamental
que  apunta  a  equilibrar  las  relaciones  laborales,  existen  ciertos  tipos  de
actividad  cuya  paralización  puede  generar  graves  consecuencias  para  el
servicio de que se trate.

 Asimismo, manifestó su total coincidencia respecto
de lo señalado por la Federación Nacional de Sindicatos de Empresas de
Distribución  Eléctrica,  Afines  y  Otros,  en  lo  relativo  a  las  falencias  del
procedimiento de arbitraje obligatorio, particularmente a raíz del desembolso
que, en dicha hipótesis,  deben realizar las organizaciones sindicales, y la
falta de obligatoriedad del cargo que se propone. 

 En  ese  sentido,  arguyó  que  el  Estado  debe
establecer  un  mecanismo  equitativo  de  resolución  de  controversias  para
aquellos trabajadores que no pueden ejercer el derecho a huelga, tal como
ocurriría si  se entregara su conocimiento a la Dirección del  Trabajo, o se
establecieran plazos específicos para su tramitación y fallo.
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ASOCIACIÓN DE GENERADORAS DE CHILE

 La  vicepresidenta  ejecutiva  subrogante  de  la
Asociación de Generadoras de Chile, señora Daniela Gorab, dio cuenta del
parecer de las observaciones de la entidad respecto de la iniciativa.

 En primer término, manifestó su conformidad con
el propósito que persigue el proyecto, consistente en promover relaciones
laborales modernas, equilibradas y equitativas, en que predomine el diálogo
y el acuerdo, con objetivos de equidad, eficiencia y productividad.

 Respecto del contenido de la iniciativa, afirmó que
la experiencia comparada permite la posibilidad de reemplazar trabajadores
en huelga, tal como ocurre en Alemania, Irlanda, Israel, Polonia, Finlandia e
Italia. 

 En  ese  contexto,  añadió  que  la  prohibición  de
contratar reemplazantes puede generar impactos negativos en materia de
productividad,  al  imponer  rigideces en la  gestión  de recursos humanos y
limita  la  polifuncionalidad  de  los  propios  trabajadores,  lo  que  resulta
particularmente relevante en una industria con labores especializadas.

 Asimismo, sostuvo que una pequeña porción de
trabajadores  que  desempeñen  funciones  esenciales  pueden  paralizar  la
totalidad de una empresa, en tanto que el proyecto elimina la existencia de la
última  oferta,  lo  que  implica  suprimir  un  criterio  económico  objetivo  para
evaluar  la  aceptación  de  la  oferta  final  con  la  huelga  con  reemplazo,
aumentando los mecanismos de presión de las partes.

 Propuso eliminar esta prohibición al no reemplazo
en huelga, estableciendo el reemplazo con trabajadores internos mediante la
reasignación de funciones.

 En  cuanto  a  las  hipótesis  de  servicios  mínimos
que establece el  proyecto, agregó que se trata de casos muy restringidos
que  no  aseguran  la  continuidad  operacional  de  las  actividades  de  las
empresas y no se vinculan a su viabilidad económica. 

 Asimismo,  indicó  que  el  procedimiento  es
incompatible con el cumplimiento de los objetivos propuestos por el proyecto
de ley,  toda vez que entrega a la  comisión sindical  la  facultad de definir
equipos de emergencia sólo con trabajadores involucrados en el proceso de
negociación colectiva y establece un doble procedimiento de impugnación -
ante Inspección del  Trabajo y luego ante Tribunales-,  los que exceden el
plazo de inicio de la huelga.

 En  consecuencia,  sugirió  conformar  equipos  de
emergencia con personal no involucrado en la negociación colectiva, invertir
la regla y que sea carga de la empresa la encargada de definir los equipos
de  emergencia,  y  mantener  la  sanción  como  práctica  desleal  frente  a
negativa del sindicato a otorgar equipos de emergencia o de los trabajadores
a desempeñarse en los mismos, sea total o parcialmente.
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 En  cuanto  a  la  posibilidad  de  descuelgue  de  la
huelga,  manifestó  que la  eliminación  de la  actual  facultad  que tienen los
trabajadores de optar por el reintegro individual a sus labores contribuye a
aumentar  la  duración  de las  huelgas.  En la  misma línea,  sostuvo que la
huelga es un derecho individual que se ejerce en forma colectiva, por lo que
propuso reafirmar la libertad individual de los trabajadores para descolgarse
de la huelga cuando así lo decidan, una vez transcurridos un número mínimo
de días.

 Respecto  de  la  declaración  de  empresas
estratégicas,  sostuvo que la interrupción en el  suministro  a las empresas
eléctricas  pueden  dar  lugar  afectar  la  salud  de  la  población,  el
abastecimiento de la población, la economía del país y la seguridad nacional,
configurándose como un servicios de utilidad pública.

 Habida cuenta  de ello,  sostuvo que es  evidente
que  las  empresas  generadoras  eléctricas  deben  ser  calificadas  como
empresas estratégicas, en las que no se puede ejercer el derecho a huelga.

 Acerca de la negociación inter empresa, propuso
mantener  el  carácter  voluntario  ésta,  lo  que  permite  considerar  las
particularidades de las entidades que intervienen en ella.

 En materia de eliminación de sanción a prácticas
desleales,  abogó  por  reponer  aquellas  disposiciones  que  sancionan
conductas violentas, particularmente en materia del carácter pacífico de la
huelga  y  reponer  la  pérdida  del  fuero  a  la  obstaculización  del  ingreso  a
empresa del personal directivo y trabajadores no involucrados en la huelga,
tales como tomas y bloqueos de caminos.

 En lo tocante a los pactos de adaptabilidad, indicó
que se trata de una figura adecuada que debe operar con un umbral menor
al  30%  de  los  trabajadores  sindicalizados,  y  eliminar  la  excesiva
reglamentación que se impone al contenido de estos pactos, lo que puede
redundar en restricciones en su aplicación.

 Asimismo,  propuso  eliminar  el  piso  mínimo  de
negociación, por cuanto, en la forma que está construido, incentiva el pacto
de los bonos de término de negociación en perjuicio de los incentivos de
producción  y productividad,  con la  consiguiente  posibilidad de pérdida  de
competitividad  de  las  empresas,  y  no  eliminar  la  facultad  que  tiene  la
empresa para extender los beneficios a los trabajadores no sindicalizados.

 Respecto del deber de información e la empresa y
la negociación colectiva, abogó por eliminar esta exigencia relativa a rentas
de  los  ejecutivos,  estableciendo,  alternativamente,  el  deber  de  entregar
información sobre bandas de remuneraciones.

 Finalmente,  sugirió  eliminar  las  disposiciones
relativas  a  los  trabajadores  de  confianza,  mantener  las  normas  sobre
discriminación positiva en favor de las mujeres en la dirigencia sindical,  y
garantizar la mediación eficaz y que logre acuerdos beneficiosos para las
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partes, lo que requiere implementar una dotación de mediadores adecuada a
la  nueva  carga  de  trabajo  junto  a  su  perfeccionamiento  continuo,  y
contemplar  un  mecanismo  de  rendiciones  de  cuentas  u  otras  fórmulas
adecuadas de accountability para evaluar su desempeño.

ASOCIACIÓN DE CONCESIONARIOS DE TRANSPORTE URBANO DE
SUPERFICIE (ACTUS)

 El presidente de la Asociación de Concesionarios
de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS), señor Héctor Moya, expuso
ante la Comisión respecto del contenido de la iniciativa.

 En primer lugar, sostuvo que el 80% del total de
los trabajadores que se desempeña en el transporte público concesionado de
Santiago se encuentra afiliado a alguna organización sindical, en tanto que el
100% del  total  de los trabajadores es parte de algún contrato colectivo o
convenio colectivo.

 En ese contexto,  explicó  que  la  mayoría  de  los
trabajadores se encuentran afiliados a sindicatos de empresa, aun cuando
existen más de 700 sindicatos inter empresas, los cuales tienen nula o casi
nula  representación  de  trabajadores  y,  agregó,  han  sido  creados,  en  la
mayoría de los casos sólo con la finalidad de generar fueros sindicales, por lo
que, en estas empresas, existen más de 1.400 dirigentes sindicales.

 Seguidamente,  expuso  las  propuestas  de  la
entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

 En primer lugar, abogó por eliminar como ministro
de fe a los notarios públicos, considerando que, durante 2014, la Dirección
del Trabajo presentó al menos medio centenar de acciones judiciales contra
distintos sindicatos que utilizaron la figura del notario para constituirse y/o
efectuar elecciones, falsificando sus timbres y firmas.

 En la misma línea, sostuvo que debe impedirse la
existencia de los “fueros del día después”, lo que requiere establecer que los
trabajadores que concurran a la constitución de un sindicato deben gozar de
fuero desde el momento que se formule la solicitud reservada a la Inspección
del Trabajo del ministro de fe para celebrar la asamblea constitutiva.

 Por  otra  parte,  afirmó  que  se  debe  evitar  la
informalidad en la elección de delegados sindicales, para lo que propuso que
esa elección se realice en presencia de un ministro de fe, toda vez que en la
práctica ha ocurrido que, al no existir ninguna formalidad para la elección, la
proliferación  de  este  tipo  de  directores  sindicales  no  se  condice  con  el
número de trabajadores que dicen representar.

 En cuanto a la fiscalización de los sindicatos inter
empresas, señaló que se debe dotar a la Dirección del Trabajo de facultades
para cautelar que los sindicatos inter empresas tengan al menos los quórums
que  establece  la  ley  una  vez  al  año,  bajo  sanción  de  caducidad  de  la
personalidad jurídica.
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 Seguidamente, agregó que se debe sancionar la
violencia en la actividad sindical, considerando que, dada la forma en que se
han  desarrollado  las  negociaciones  colectivas,  resulta  especialmente
relevante que se establezca una sanción sobre la violencia en el ejercicio de
la  actividad  sindical,  lo  que  no  coarta  la  libertad  sindical  ni  impide  la
actuación legítima de las organizaciones sindicales y de sus dirigentes.

 En  materia  de  titularidad  sindical,  abogó  por
mantener  la  posibilidad  de  negociar  colectivamente  con  grupos  de
trabajadores  no  afiliados  a  organizaciones  sindicales,  cuando  estos
representen a un número significativo de la empresa.

 Asimismo,  propuso  considerar  el  servicio  de
transporte  público  de  pasajeros  como  un  servicio  de  utilidad  pública,
considerando que los buses movilizan 3,4 millones de personas, y el Metro
2,4 millones al  día,  lo que significa que el  transporte público moviliza 5,8
millones de personas, por lo que una huelga sin servicios mínimos para esta
actividad tiene un impacto devastador para la ciudad.

 Acerca  del  reemplazo  en  huelga,  abogó  por
circunscribir la prohibición de reemplazo en huelga solo a la contratación de
trabajadores externos.

SINDICATO DE TRABAJADORES UNIDOS DE SUBUS CHILE S.A.

 El  presidente  del  Sindicato  de  Trabajadores
Unidos  de  SUBUSCHILE  S.A.,  señor  Cristián  Martínez,  expuso  las
observaciones  de  la  organización  respecto  de  la  propuesta  legislativa  en
estudio.

 En  primer  lugar,  reseñó  las  problemáticas  más
acuciantes que les afectan en materia de extensión de la jornada laboral,
seguridad y salud en el  empleo,  cumplimiento de metas,  estrés laboral  y
falencias  en  los  procedimientos  que  desarrollan  las  mutualidades  de
empleadores.

 En ese contexto,  afirmó que el  diálogo social  al
interior  de  las  empresas  constituye  un  mecanismo  para  lograr  altos
estándares  de  desarrollo  y  una  justa  distribución  de  los  beneficios  de  la
producción,  considerando  que  los  frutos  de  la  riqueza  no  se  distribuyen
equitativamente, generando un clima laboral enrarecido y un incremento en
la conflictividad laboral, especialmente en sus expresiones inorgánicas a raíz
de  la  falta  de  un  sistema de  relaciones  laborales  eficaces,  que  tenga  al
diálogo como principal elemento, incentivando los acuerdos, la equidad, la
productividad y mayor negociación colectiva como elemento clave para tener
una relación más igualitaria.

 En consecuencia, solicitó garantizar el ejercicio de
los derechos de los trabajadores, particularmente en materia de jornada de
trabajo, eliminar cualquier limitación al ejercicio del derecho a huelga y evitar
la reanudación de faenas.
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CHILE TRANSPORTE ASOCIACIÓN GREMIAL DEL TRANSPORTE DE
CARGA POR CARRETERA

 El  Gerente  General  de  Chile  Transporte,
Asociación  Gremial  del  Transporte  de  Carga  por  Carretera,  señor  Javier
Insulza, al iniciar su exposición, explicó que se trata de un sector en que se
desempeñan cerca de 39 mil empresas, de las cuales 30.000 son informales.

 Respecto del  proyecto de ley en estudio,  afirmó
que  los  pactos  de  adaptabilidad,  en  materia  de  jornada  y  descanso,
permitirán compatibilizar los ciclos de trabajo con su vida familiar y descanso,
el que, mediante dicha figura, podrán ejercer en sus domicilios.

 Agregó que el  sector  cuenta con altas tasas de
sindicalización y negociación colectiva, en tanto que las empresas reconocen
a la huelga como un derecho de los trabajadores, el que, en las entidades de
menor  tamaño,  debe  ser  compatibilizado  con  su  sustentabilidad  a  largo
plazo.

 En cuanto la prohibición del reemplazo en huelga,
agregó que ello pone en riesgo la existencia de algunas empresas del sector,
las que no podrán cumplir con los servicios y contratos que hubieren suscrito,
en tanto que un procedimiento de negociación inter empresa podría forzar a
adoptar  acuerdos  que  vulneran  las  particularidades  de  las  entidades  de
menor tamaño.

 En materia de extensión de beneficios, agregó que
la propuesta perjudica a los trabajadores no sindicalizados. En consecuencia,
abogó por mantener la facultad de la empresa para disponer su ampliación
unilateralmente, sin requerir la voluntad de los trabajadores.

 Acerca de la eliminación de las sanciones a actos
violentos ocurridos durante la huelga, afirmó que constituye un retroceso en
materia de garantizar relaciones laborales pacíficas y constructivas.

 Respecto  de  la  mediación  y  los  buenos  oficios,
aseveró  que se  trata  de  un aporte  a  las  relaciones laborales,  al  generar
acuerdos  y  relegar  los  conflictos  a  situaciones  extremas  en  que  se  han
agotado las instancias de diálogo.

SOCIEDAD NACIONAL DE PESCA (SONAPESCA)

 El  presidente de la Sociedad Nacional de Pesca
(SONAPESCA), señor Francisco Orrego, expuso, al iniciar sus palabras, que
la  entidad  es  una  federación  compuesta  por  8  gremios  y  más  de  50
empresas grandes, medianas y pequeñas: astilleros, armadores y plantas de
procesamiento.  Agregó  que  los  gremios  representan  el  90%  de  la  flota
industrial, el 70% de las exportaciones y el 55% del empleo sectorial, y el
85% de la producción nacional es destinado a mercados externos.

 A continuación, aseveró que en Chile no hay altas
tasas  de  conflictividad  laboral,  en  tanto  que  existe  un  alto  riesgo  de  no
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enfrentar los reales desafíos que existen en materia laboral, lo que conllevará
a  problemáticas  perjudiciales  para  el  desarrollo  y  productividad  de  los
trabajadores.  Asimismo,  agregó  que  las  nuevas  atribuciones  que  se  le
confieren a la Dirección del Trabajo, generan una intervención desmedida del
Estado en las relaciones entre empresas y trabajadores.

 En la misma línea, añadió que el sector pesquero
goza de alto niveles de sindicalización y muy bajos niveles de conflicto, con
buen clima laboral, relaciones de confianza y canales de dialogo fluidos. De
ese modo, añadió que las empresas y trabajadores han sido responsables en
generar  relaciones  de  confianza  y  canales  de  dialogo  fluidos,  en  cuyo
contexto la propuesta incorpora elementos que pueden alterar o entorpecer
este buen clima laboral.

 Seguidamente, agregó que la iniciativa afectaría a
las pequeñas y medianas empresas del sector, mediante la imposibilidad de
reemplazar a personal en huelga que, por la naturaleza de la actividad, la
extracción  y  posterior  elaboración  de  las  mismas,  debe  realizarse  en
periodos específicos, dada el marco administrativo de cada pesquería y sus
correspondientes  cuotas  pesqueras,  parceladas  en  el  tiempo  y  en
determinadas áreas, como es el caso de las pesquerías de crustáceos.

 En  consecuencia,  manifestó  que  se  perdería  la
posibilidad  de  capturar,  elaborar,  comercializar  y  mantener  las  empresas
operativas,  generando  contratiempos  con  la  mantención  sanitaria  de  sus
procesos y equipamientos.

 Asimismo, aseveró que no se pueden extrapolar
las características y beneficios que entregan las grandes empresas a los que
pueden aportar las pequeñas y medianas empresas.

 Acerca  de  la  regulación  administrativa  sobre
jornada pasiva, agregó que la Dirección del Trabajo ha establecido un criterio
de  cómo  deben  ser  remunerados  los  trabajadores,  lo  que  genera  la
necesidad de establecer una legislación aplicable a todos los sectores que
tengan estacionalidad o períodos pasivos.

 Enseguida, afirmó que es necesario mantener el
reemplazo  en  huelga  y  el  actual  régimen  de  libertad  sindical.  Asimismo,
reiteró  que,  considerando  los  recientes  dictámenes  de  la  Dirección  del
Trabajo sobre jornadas pasivas, es preciso promover una solución legislativa
de alcance general.

ASOCIACIÓN DE LA INDUSTRIA DEL SALMÓN DE CHILE

 El Presidente de la Asociación de la Industria del
Salmón de Chile, señor Felipe Sandoval, dio cuenta del parecer de la entidad
respecto de la iniciativa en estudio.

 Al efecto, explicó que la entidad ha promovido una
cultura  de  negociación  y  acuerdos  con  los  trabajadores,  quienes  se
desempeñan considerando las particularidades de la producción del salmón,
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que se caracteriza por la continuidad de sus funciones, al tratarse de una
cadena de valor compleja.

 En ese sentido, puntualizó que la paralización del
sector  generaría  mortalidad  y  diseminación  de  patógenos  al  medio,
afectando la salud de las personas. De ese modo, aseveró que la regulación
de  servicios  mínimos  que  contiene  la  iniciativa  es  un  avance,  pero  no
resuelve las problemáticas del sector, toda vez que no toma en cuenta la
paralización de terceros que pueden generar efectos sanitarios. 

 En tal contexto, abogó por implementar un sistema
de arbitraje para evitar la huelga, compuesto por un ente independiente y
experto, en tanto que la definición de servicios mínimos la realice un grupo
bipartito, compuesto por representantes de la empresa y los trabajadores y,
en caso de no llegar a acuerdo, establecer que dirima un ente experto quien
dirima.

 Finalmente,  manifestó  su  postura  favorable  a  la
creación de desincentivos a las huelgas ilegales, a revisar la extensión de los
beneficios  que  no  generen  discriminación  hacia  los  no  sindicalizados,
establecer  mecanismos  de  participación  de  las  base,  permitiendo  el
descuelgue,  facilitar  la  adaptabilidad laboral,  implementar  mecanismos de
fomento a una mejor relación, en base a la capacitación y el diálogo, y evitar
los efectos de que produce la paralización de pequeño sindicato o en una
parte preliminar del proceso.

FEDERACIÓN DE TRABAJADORES PESQUEROS (FETRAPES)

 El  presidente  de  la  Federación  de  Trabajadores
Pesqueros (FETRAPES), señor Juan Montenegro, expuso la opinión de la
entidad respecto de la iniciativa.

 En primer término, indicó que los trabajadores del
sector se desempeñan en un contexto de inseguridad laboral y deficiencias
en materia de seguridad y salud, lo que genera la necesidad de introducir
modificaciones  al  Código  del  Trabajo  que  permitan  un  diálogo  social  al
interior de la empresa.

 Con  todo,  aseveró  que  la  propuesta  legislativa
favorece  al  empleador,  al  regular  excesivamente  la  forma en  que  deben
operar los sindicatos, pero sin establecer las obligaciones que debe cumplir
el  empleador.  Asimismo,  afirmó  que  se  complejiza  el  procedimiento  de
negociación colectiva y se dificulta el ejercicio del derecho a huelga mediante
la figura de los servicios mínimos, lo que elimina un mecanismo de presión
legítima de los trabajadores.

 Seguidamente,  manifestó  la  conformidad  de  la
organización  con  las  normas  que  el  proyecto  contiene  en  materia  de
titularidad sindical, aun cuando confiere atribuciones al empleador mediante
los pactos de adaptabilidad, imposibilidad de negociar colectivamente en pie
de igualdad para los trabajadores por obra o faena y eventuales o transitorios
y quórums elevados para negociar.
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 Finalmente, reiteró las problemáticas que derivan
de los  pactos  de adaptabilidad,  habida cuenta  de la  situación en que se
encuentran las  organizaciones sindicales  del  país,  los  efectos  que puede
producir en materia de pérdidas de puestos de trabajo y la afectación de
derechos laborales adquiridos.

CONSULTAS

 El Senador señor Letelier consultó en relación a la
adaptabilidad  laboral,  particularmente  respecto  de  las  dificultades  de
aplicación  que  pudiere  tener  la  normativa  actualmente  contenida  en  el
artículo  38  del  Código  del  Trabajo,  en  lo  relativo  al  establecimiento  de
sistemas excepcionales de distribución de jornadas de trabajo y descansos.

 Seguidamente, consultó acerca de los elementos
que pudieren configurar la noción de servicios mínimos durante la huelga.

 Asimismo,  solicitó  información  relativa  a  las
medidas que pudieren establecerse para evitar la excesiva proliferación de
organizaciones sindicales.

 El Director Ejecutivo de Empresas Eléctricas A.G,
señor Rodrigo Castillo afirmó, en materia de servicios mínimos, que debe
considerarse que, por su propia naturaleza, la huelga apunta a detener la
producción de la empresa. Con todo, agregó que, tratándose de servicios de
utilidad pública, se debe atender al legítimo ejercicio de dicha prerrogativa y
a  la  estabilidad de la  prestación de determinadas actividades productivas
para terceros, sin perjuicio del daño que la paralización pudiere producir a la
empresa de que se trate.

 En consecuencia, sostuvo que, en esos casos, se
debe establecer una noción de servicios de utilidad pública, en que no se
puede ejercer el derecho a huelga.

 El Presidente de la Asociación de la Industria del
Salmón de Chile, señor Felipe Sandoval, añadió que, en materia de servicios
mínimos, se debe detallar previamente el tipo de actividades en que no se
podrá  ejercer  el  derecho  a  huelga,  considerando  que  no  se  trata  de  un
derecho absoluto, estableciendo un procedimiento de arbitraje obligatorio en
dicha hipótesis.

 Respecto de los pactos de adaptabilidad,  afirmó
que deben establecerse los mecanismos para implementar dicha figura de
modo  gradual,  habida  cuenta  de  los  nuevos  requerimientos  que  deben
enfrentar algunos sectores de la economía.

 El  presidente  de  la  Federación  de  Trabajadores
Pesqueros  (FETRAPES),  señor  Juan  Montenegro,  advirtió  que  la
interpretación  relativa  al  concepto  de  servicios  mínimos  resulta  compleja,
atendidos los múltiples factores que lo conforman. Sin embargo, afirmó que
la  huelga es  el  último paso de  un procedimiento  de negociación,  lo  que

107



genera la necesidad de establecer los mecanismos que resuelvan el conflicto
antes de llegar a ella.

 Por  otra  parte,  arguyó  que  los  pactos  de
adaptabilidad configuran una excesiva flexibilización de la relación laboral,
afectando los derechos laborales adquiridos.

 La  vicepresidenta  ejecutiva  subrogante  de  la
Asociación  de  Generadoras  de  Chile,  señora  Daniela  Gorab,  reiteró  su
planteamiento relativo a incorporar a las empresas de generación eléctrica
dentro de aquellas que atienden servicios de utilidad pública.

 En materia de los pactos de adaptabilidad, agregó
que el  régimen actualmente vigente no resulta suficiente para atender las
particularidades de determinados sectores de la producción.

 El  asesor  de  la  Asociación  de  Generadoras  de
Chile  señor  Diego  Ibarrola,  en  la  misma  línea,  abogó  que  es  necesario
permitir  que  los  trabajadores  y  el  empleador  puedan  pactar  condiciones
especiales  que  permitan  ajustarse  a  las  particularidades  del  servicio  que
desarrollen.

 El Senador señor Allamand consultó respecto de
las  medidas  que  pueden  promoverse  para  mejorar  el  procedimiento  de
arbitraje,  junto  a  la  regulación  de  la  prestación  de  servicios  mínimos  en
empresas que no atienden actividades de utilidad pública.

 Respecto de la adaptabilidad laboral, sostuvo que
es  necesario  evaluar  los  mecanismos  para  proteger  adecuadamente  los
derechos de los trabajadores, mediante la intervención de la Dirección del
Trabajo.

 El  asesor  del  Directorio  de  la  Asociación  de
Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS), señor Paulo
Cáceres, sostuvo que la imposibilidad de reemplazo, junto a la noción amplia
de servicios mínimos generales,  generará una excesiva judicialización del
procedimiento de negociación colectiva.

SESIÓN CELEBRADA EL 3 DE AGOSTO DE 2015

CÁMARA DE COMERCIO DE SANTIAGO

El  presidente  de  la  Cámara  de  Comercio  de
Santiago, señor Peter Hill, expuso a la Comisión respecto de la propuesta
legislativa en estudio.

En primer lugar, aseveró que la entidad  coincide
en la necesidad de modificar las normas sobre derecho colectivo del trabajo,
con el objetivo de introducir mayor igualdad a las relaciones laborales. Sin
embargo, sostuvo que las disposiciones contenidas en el proyecto de ley no
serán pertinentes ni eficaces para cumplir con dicho propósito.
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En  la  misma  línea,  agregó  que  los  niveles  de
acceso  y  estabilidad  en  el  empleo  constituyen  uno  de  los  factores  más
importantes para la cohesión social. En consecuencia, sostuvo que cualquier
reforma que se introduzca en el ámbito laboral debe recoger las principales
herramientas  que  existen  en  el  mercado  del  trabajo  para  mejorar  tales
indicadores, lo que, aseveró, no resulta suficientemente considerado en el
proyecto de ley en análisis.

Asimismo, aseveró que la tasa de sindicalización y
de negociación colectiva en Chile es comparable con los demás países de
Latinoamérica -a excepción de Uruguay y Argentina-, resultando ligeramente
inferior  al  promedio  de  la  OCDE.  En  efecto,  agregó  que  la  tasa  de
sindicalización  de  los  países  que  conforman  dicha  entidad  ha  ido
decreciendo en los últimos años, mientras que en Chile ha aumentado en un
contexto de baja conflictividad laboral.

En  ese  sentido,  manifestó  que,  en  materia  de
titularidad  sindical,  resulta  necesario  mantener  el  derecho  a  negociar
colectivamente por parte de los trabajadores no afiliados, aun cuando existan
sindicatos en la empresa, siempre y cuando no se haga en desmedro de la
organización  sindical,  tal  como,  afirmó,  ha  sostenido  la  doctrina  de  la
Organización Internacional del Trabajo (OIT).

Acerca de la extensión de beneficios obtenidos de
una negociación, sostuvo que la sola afiliación sindical no debe originar el
acceso  a  mejores  condiciones  o  beneficios  de  un  contrato  colectivo  de
trabajo y, en consecuencia, el hecho de no afiliarse a un sindicato no debe
ser causal de discriminación.

En consecuencia, propuso que los beneficios sólo
se apliquen para los trabajadores involucrados en una negociación colectiva
al momento de iniciarse mediante la presentación del respectivo proyecto de
contrato. De lo contrario, afirmó que el empleador va a contestar un proyecto,
o suscribir un contrato colectivo, sin saber finalmente a cuántos trabajadores
involucrará y, por tanto, será imposible determinar el costo definitivo de los
beneficios que propone.

En cuanto a la extensión de beneficios, abogó por
establecer el deber de acordar únicamente la ampliación de aquellos cuyo
origen haya sido la negociación colectiva. En defecto de lo anterior, agregó
que debe consagrarse la extensión beneficios en forma automática a todos
los trabajadores,  para otorgar  certeza del  universo de beneficiarios y  sus
costos.

En  lo  relativo  a  la  regulación  en  materia  de
derecho a huelga, propuso preservar el  derecho de los trabajadores para
reincorporarse, ya sea en forma individual  o en forma colectiva, pudiendo
ejercerlo al inicio de la huelga o en cualquier momento durante su desarrollo.

Del mismo modo, sostuvo que debe mantenerse el
derecho de reemplazo con trabajadores internos y permitir los reemplazos
con trabajadores externos a partir del octavo día de la huelga.
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En efecto, añadió que no parece razonable que un
grupo de trabajadores poco representativos, y que se desempeñan en alguna
posición neurálgica y clave para el funcionamiento del resto de la empresa,
detengan u obstaculicen su operación.

En materia de un piso mínimo para la negociación,
propuso eliminar dicha figura al momento de contestar el proyecto por parte
del empleador y, de igual forma, eliminar los efectos de la ultra actividad de
un contrato colectivo de trabajo.

Con  todo,  agregó  que,  de creerse  necesario
mantener estas dos regulaciones, se debe excluir la reajustabilidad por IPC,
el  incremento  real  pactado  sobre  IPC  y  demás  beneficios  en  dinero  y
aquellos que se hayan otorgado por una sola vez, como bonos de términos
de negociación.

En  materia  de  servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia, abogó por prevenir el impacto que supone una paralización sin
límites,  lo  que  afectaría  gravemente  al  comercio,  sus  consumidores  y
usuarios, y a la comunidad en general. 

En consecuencia,  sostuvo  que la  calificación  de
las necesidades mínimas y la definición de los equipos de emergencia deben
ser efectuados con anterioridad por el empleador, permitir que los servicios
mínimos  sean  ejecutados  con  equipos  conformados  con  trabajadores
internos  que  no  estén  en  huelga  y/o  con  trabajadores  afectos  a  la
negociación colectiva y, en defecto de estas posibilidades, que puedan ser
efectuados  por  trabajadores  externos  contratados  para  este  solo  efecto,
consagrando  el  derecho  del  sindicato  para  reclamar  de  la  calificación  y
definición efectuada por  el  empleador  ante la  Dirección del  Trabajo y  los
Tribunales de Justicia.

Sin perjuicio de lo anterior, abogó por establecer
que el empleador y la directiva sindical puedan acordar los servicios mínimos
y equipos de emergencia, de tal forma de que la voluntad libre de las partes
en negociación tenga oportunidad de prevalecer.

En materia de la adaptabilidad laboral, señaló que
se  trata  de  uno  de  los  aspectos  más  novedosos  del  proyecto,  siendo
valorado positivamente  por  la  entidad  al  modernizar  la  legislación  laboral
recogiendo  la  forma con  que  las  nuevas  generaciones  compatibilizan  las
necesidades personales y familiares con sus obligaciones laborales.

En  lo  relativo  a  las  limitaciones  al  derecho  a
huelga, añadió que es necesario diferenciar dicha figura de los paros ilegales
al  interior  de  la  empresa.  En  ese  contexto,  abogó  por  restablecer  la
regulación de fuero para quienes constituyan el denominado sindicato del día
después, en los términos contenidos por el Mensaje del proyecto, en que se
fijaba  el  inicio  del  fuero  con  la  solicitud  de  ministro  de  fe  para  realizar
asamblea constitutiva, la que debía verificarse dentro de 10 días.
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Asimismo,  manifestó  su  parecer  favorable  a  la
reposición del  carácter  pacífico  de  la  huelga,  la  sanción  a  los  dirigentes
sindicales que ejerzan presión ilegítima mediante amenazas o uso de fuerza
física o moral o que obstaculicen ingreso de trabajadores durante la huelga u
organicen piquetes y barricadas o cortes de ruta, entre otros actos.

En  la  misma  línea,  abogó  por  promover  una
cultura  de  diálogo  amplio  y  fluido,  junto  con  mantener  la  facultad  del
empleador para señalar anualmente un período de 60 días en el  cual  no
podría negociarse colectivamente.

En  cuanto  a  la  negociación  colectiva  con  los
sindicatos inter empresa, sostuvo que en el sector del comercio y servicios
existe una gran  diversidad y heterogeneidad de empresas y empleadores,
por lo que de ser aprobada la prohibición de extender los beneficios de la
negociación  colectiva,  también  se  aplicaría  a  las  negociaciones  inter
empresas,  generando  que  el  empleador  deba  pedir  autorización  para
extender los beneficios a los trabajadores ajenos a su empresa.

Por  otra  parte,  agregó  que  la  obligación  de
proporcionar información financiera, comercial y de remuneraciones, vulnera
el  derecho  a  reserva  que  tienen  los  trabajadores  y  pone  en  riesgo  la
confidencialidad de sus datos.

Finalmente, en materia de prácticas antisindicales
y desleales, sostuvo que es necesario el  requisito de intencionalidad para
calificar una práctica desleal del empleador.

CONFEDERACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS Y FEDERACIONES DE
TRABAJADORES DEL COMERCIO Y SERVICIOS

(CONSFECOVE)

El secretario general de la Confederación Nacional
de  Sindicatos  y  Federaciones  de  Trabajadores  del  Comercio  y  Servicios
(CONSFECOVE), señor Leandro Cortez, al iniciar su exposición, explicó que
la entidad representa a 25.000 trabajadores, quienes manifiestan su voluntad
de  introducir  una  serie  de  modificaciones  al Código  del  Trabajo,  con  la
finalidad de fortalecer a las organizaciones sindicales y permitir el desarrollo
de una negociación colectiva equitativa.

En  ese  contexto,  aseveró  que  el  proyecto
reproduce el sistema de negociación colectiva vigente, a raíz de una errada
interpretación  de  la  doctrina  de  la  OIT sobre  servicios  mínimos  y  la  no
consideración de las observaciones del informe de la Corte Suprema enviado
a  la  Cámara  de  Diputados  durante  el  primer  trámite  constitucional  de  la
iniciativa, en materia de arbitraje y suspensión de la negociación colectiva.

De  ese  modo,  afirmó  que  el  proyecto  contiene
avances  sustantivos,  avances  discutibles  y  varios  retrocesos  para  los
trabajadores.
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En materia de avances sustantivos, consignó las
normas sobre titularidad sindical -aunque no se elimina al grupo negociador-,
extensión  de  beneficios  con  acuerdo  del  sindicato,  prohibición  del
descuelgue individual, negociación del sindicato inter empresa y obligación
de proporcionar planilla de remuneraciones de los socios del sindicato para
la negociación colectiva.

En  lo  relativo  a  avances  discutibles,  reseñó  la
prohibición de reemplazo en el puesto de trabajo y no de la función, lo que
vulnera  la  doctrina  de  la  Dirección  del  Trabajo  y  los  fallos  de  la  Corte
Suprema, al permitir la sustitución interna. 

En cuanto a la negociación supra empresa, afirmó
que sigue siendo voluntaria y se promueve con incentivos que atentan contra
los trabajadores.

Respecto  a  los  retrocesos  que  contiene  la
iniciativa, explicó que la regulación relativa a  servicios mínimos universales
vulnera la doctrina de los “servicios esenciales”, al ser aplicable a todas las
empresas, y se obliga a definirlos antes de la negociación colectiva o durante
la misma, lo que dificulta dicho proceso. Al mismo tiempo, agregó que se
amplían las causales para proteger los bienes de la empresa, incluyendo los
incorporales,  los  daños  ambientales  y  sanitarios  y  la  atención  de  las
necesidades básicas de la población.

Habida cuenta  de ello,  agregó que,  en  caso de
discrepancia,  se  faculta  a  los  tribunales  para  suspender  la  negociación
colectiva incluso si el que negocia es un sindicato constituido 90 días antes
de presentar el proyecto. Dicha figura, agregó, resulta innecesaria, toda vez
que basta con reconocer la facultad para designar equipos de emergencia
provisorios. 

Asimismo, añadió que, de ese modo, se judicializa
excesivamente  la  negociación  colectiva,  en  tanto  que  los  sindicatos  no
podrán intervenir sin la asesoría de un abogado.

Respecto  al  piso  de  la  negociación,  agregó  la
fórmula propuesta no contempla reajustes ni bono de término, en tanto que
permite que el empleador pueda sustraerse de su aplicación invocando las
condiciones económicas de la empresa.

Acerca  del  plazo  para  hacer  efectiva  la  huelga,
agregó que el aumento de 3 a 5 días, más los 5 días hábiles de mediación
obligatoria generarán que el sindicato deba esperar hasta el décimo día para
hacer efectiva una huelga ya votada y aprobada por mayoría absoluta, lo que
otorga al empleador más plazo para impedir su realización.

Asimismo,  agregó  que,  en  general,  el  proyecto
introduce  una  excesiva  judicialización  de  la  negociación  colectiva,
permitiendo  que  el  empleador  pueda  suspenderla  con  ocasión  de  las
acciones judiciales que interponga.
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En  lo  tocante  a  los  pactos  de  adaptabilidad,
agregó que constituyen una gran amenaza para el sector, al permitir que por
esa vía se vulneren derechos laborales adquiridos.

Por otra parte, reiteró que el proyecto complejiza
el procedimiento de negociación colectiva.

Finalmente,  criticó  que  la  iniciativa  no  obliga  al
empleador a fundamentar su respuesta a la propuesta de los trabajadores;
elimina el  derecho del  trabajador sin fuero que es despedido por práctica
antisindical para optar por sus indemnizaciones con recargo legal; elimina el
fuero  de  6  meses  a  los  dirigentes  sindicales  en  caso  de  caducidad  del
sindicato y sanciona a los dirigentes por mala fe y abuso del derecho.

En la misma línea, añadió que se exige un quórum
para negociar equivalente al quórum de constitución, lo que impide negociar
a los sindicatos nuevos e incentivará a las empresas a despedir trabajadores
para  frustrar  las  negociaciones  colectivas,  y  se  aumenta  el  quórum para
elección  de  delegados  de  sindicatos  inter  empresas  o  de  trabajadores
eventuales o transitorios.

Dicha circunstancia, agregó, junto a la ausencia de
regulación en materia de terminación del contrato de trabajo por necesidades
de  la  empresa,  negociación  colectiva  por  rama  de  actividad  y  feriados
progresivos,  gratificaciones,  subcontratación,  regulación  de  metas,
indemnización sin tope,  reforma previsional,  no pago de los tres primeros
días  de  licencias  médicas,  reforma  la  ley  de  accidentes  del  trabajo,
enfermedades profesionales, entre otras, fundamentan la postura crítica de la
entidad frente a la iniciativa en estudio.

AGRUPACIÓN DE TRABAJADORES PARA UNA MEJOR REFORMA
LABORAL

La vocera de la Agrupación de Trabajadores para
una  mejor  reforma  laboral,  señora  Carmen  Miranda,  explicó  que  dicha
entidad representa a trabajadores de diversos sectores la producción y los
servicios.

En primer lugar, aseveró que la iniciativa contiene
una  serie  de  disposiciones  que  representan  un  retroceso  en  el
reconocimiento de los derechos laborales de los trabajadores.

En  ese  contexto,  sostuvo  que,  en  materia  de
servicios mínimos, el proyecto los regula de modo excesivamente amplio y
previo al procedimiento de negociación, obligando a su judicialización.

Asimismo,  sostuvo  que  deben  establecerse
servicios  esenciales  en  lugar  de  servicios  mínimos  universales  -
restringiéndose los casos en que deben proveerse equipos de emergencia-,
y garantizarse el derecho a huelga en empresas estratégicas, considerando
las falencias de los procedimientos de arbitraje.
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En efecto,  afirmó que  el  arbitraje  obliga  al  juez
árbitro a escoger entre la totalidad de las propuestas que hubiere recibido y
resulta de un alto costo para las organizaciones sindicales.

En  materia  de  reemplazo  de  trabajadores  en
huelga,  la  señora  Claudia  Muñoz,  tesorera  de  Sindicatos  Profesionales-
Técnicos de Aguas Andina, agregó que debe establecerse la prohibición del
reemplazo de la función en lugar de prohibir el reemplazo en el puesto de
trabajo, en conformidad a la doctrina actual de la Dirección del Trabajo.

Por otra parte, aseveró que el proyecto contiene
incentivos perversos para la  negociación supraempresa de federaciones y
confederaciones,  tales como la  existencia de un instrumento colectivo sin
tope  de  duración  y  pactos  de  adaptabilidad  sin  exigencia  de  quórum de
representatividad sindical.

Respecto de los pactos de adaptabilidad, agregó
que  se  trata  de  una  figura  cuya  aprobación  permitiría  la  vulneración  de
derechos  laborales  adquiridos,  particularmente  en  materia  de  jornada  y
descanso.

En  la  misma línea,  criticó  las  disposiciones  que
establecen un quorum mínimo para negociar  colectivamente e impiden el
ejercicio del  fuero y del  derecho a huelga de los trabajadores por obra o
faena.

Asimismo, sostuvo que la regulación en materia de
la fundamentación de la respuesta del empleador, aumento del plazo  para
hacer efectiva la huelga y piso de la negociación constituyen un retroceso
para los trabajadores.

Finalmente,  aseveró  que  lo  propio  ocurre
tratándose de la suspensión de la negociación colectiva y  reanudación de
faenas por decisión judicial. Agregó que las observaciones dan cuenta de las
contradicciones del proyecto con la doctrina de la Organización Internacional
del  Trabajo y  la  opinión que la  Corte Suprema formuló durante el  primer
trámite constitucional de la iniciativa.

FEDERACIÓN DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL DE CHILE A.G.

El presidente de la Asociación de Radiodifusores
de Chile, señor Luis Pardo, expuso a la Comisión respecto del proyecto de
ley en estudio.

En primer lugar, sostuvo que la asociación  valora
las  modificaciones  que  faciliten  las  relaciones  entre  la  empresa  y  el
trabajador,  considerando  que  las  empresas  de  comunicación  social  que
operan en Chile están insertas en un ambiente altamente competitivo, lo que
afecta  a  los  medios  de  comunicación  social  ante  la  irrupción  de  nuevas
tecnologías.
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En ese contexto, agregó que la gran velocidad de
los cambios tecnológicos, y su impacto en la sustentabilidad de la industria
nacional, ha generado profundos cambios en la estructura económica de la
industria de medios, en sus formas de producción y en las características de
sus recursos humanos. 

Seguidamente,  se refirió a aquellas materias del
proyecto que generan reparos en la entidad.

En efecto, arguyó que las propuestas en materia
de titularidad sindical impiden el acceso a beneficios para los trabajadores no
sindicalizados y amplía la tutela de la Dirección del Trabajo. 

Respecto  de  la  negociación  colectiva  con
sindicatos  inter  empresa,  precisó  que,  dada  la  enorme  disparidad  de
tamaños  y  características  específicas  de  las  empresas  del  sector,  esta
modalidad sería muy perjudicial, en tanto que, en materia de fin al reemplazo
en la huelga, los medios de comunicación cumplen una función social  de
interés público cuya continuidad requiere ser garantizada.

Acerca del piso mínimo de negociación manifestó
que  dicho  mecanismo  genera  expectativas  artificiales  sin  considerar  los
ciclos económicos nacionales o específicos de la industria.

Respecto de los pactos de adaptabilidad, añadió
que  se  trata  de  una  medida  positiva  que  va  en  directo  beneficio  de  los
trabajadores  de  medios  de  comunicación  y  de  las  empresas.  Con  todo,
solicitó que no se restrinja esta modalidad a las empresas con determinados
niveles  de  sindicalización,  considerando  que  dicha  figura  permitiría
solucionar las falencias de la legislación laboral.

FEDERACIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES DE MEDIOS DE
COMUNICACIÓN SOCIAL

(FENATRAMCO)

El  presidente  de  la  Federación  Nacional  de
Trabajadores de los Medios de Comunicación Social (FENATRAMCO), señor
Domingo Vargas, expuso las observaciones de dicha entidad respecto del
proyecto en estudio, la que agrupa a sindicatos de medios de comunicación
escritos y radiales desde Arica a Chiloé.

En  primer  término,  sostuvo  que,  aun  cuando  el
proyecto  no  contempla  modificaciones  en  materia  de  causales  de
terminación del contrato de trabajo, subcontratación o la negociación ramal,
entre otros, la organización manifiesta su apoyo al proyecto aprobado por la
Cámara de Diputados.

En  ese  sentido,  argumentó  que  es  posible
equilibrar  el  capital  y  el  trabajo,  sin  perjuicio  de  la  campaña  de  los
empresarios  que  manifiestan  una  desconfianza  injustificada  frente  a  los
sindicatos y los trabajadores, quienes han dado reiteradas muestras de una
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conducta  racional  que  pone  el  interés  general  por  encima  de  intereses
particulares.

En tal contexto, enfatizó que, en los países más
desarrollados, el reconocimiento mutuo genera el desarrollo y el crecimiento
de las empresas, por lo que en las negociaciones colectivas es necesario
establecer buenas condiciones de trabajo y capacitar al personal para elevar
la productividad y distribuir equitativamente los beneficios que se alcancen.
Dicha situación, agregó contrasta con lo que ocurre en la mayoría de las
empresas de nuestro país, en que prima una gestión autoritaria y relaciones
laborales  de  confrontación,  lo  que  genera  una  espiral  de  mutuas
desconfianzas y afecta la productividad.

Habida  cuenta  de ello,  añadió  que  las  reformas
propuestas pretenden modernizar las relaciones laborales y lograr un mayor
equilibrio de poder entre empresarios y trabajadores, otorgando mayor poder
a los sindicatos y a los trabajadores, lo que es necesario  para reducir  la
asimetría de poder que hoy día favorece al empresariado.

Al efecto, enfatizó que las reformas laborales no
deben tener como propósito estimular el empleo y la inversión, toda vez que
ello es responsabilidad de políticas públicas que debe diseñar y ejecutar el
gobierno con activa cooperación del empresariado. Asimismo, añadió que no
es  efectivo  que  las  reformas  laborales  pueden  provocar  la  quiebra  de
pequeñas y medianas empresas, toda vez que sus problemas derivan de un
trato abusivo por parte de las empresas de mayor tamaño y de la ausencia
de políticas públicas eficaces.

Seguidamente,  dio  cuenta  de  las  observaciones
de la entidad respecto del proyecto en estudio.

En  primer  lugar,  en  materia  de  extensión  de
beneficios, arguyó que resulta de toda justicia que  no pueda ser acordada
unilateralmente por el empresario, pues de esa manera se desincentiva la
afiliación  sindical.  De ello  deriva,  agregó,  que resulta  razonable la  norma
aprobada en la Cámara de Diputados.

En materia de reemplazo en huelga, explicó que la
huelga  es,  por  definición,  una  paralización  de  actividades,  por  lo  que  la
obligación de garantizar servicios mínimos para evitar daños a la maquinaria
o a las personas debe ser muy restrictiva, debiendo evitarse que opere como
una manera encubierta de autorizar el reemplazo.

Acerca de los pactos de adaptabilidad, añadió que
parece  razonable  la  norma  aprobada  por  la  Cámara  de  Diputados,  que
requiere la intervención y representatividad de las organizaciones sindicales,
toda vez que, de otro modo, el empresariado puede imponer condiciones de
trabajo de extrema precariedad.

Finalmente,  aseveró  que  para  que  las  reformas
laborales  propuestas  tengan  eficacia  es  necesario  que  el  Estado  destine
recursos  para  asistencia  técnica  y  capacitación  del  sindicalismo,  con  la
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finalidad de reducir  la  asimetría  de poder  con el  empresariado y  generar
relaciones  laborales  que  contribuyan  a  mejorar  la  productividad  de  las
empresas y el crecimiento nacional con justicia y equidad.

FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DE LAS COMUNICACIONES, LA
GRÁFICA Y SERVICIOS CONEXOS

El presidente de la Federación de Trabajadores de
las Comunicaciones, la Gráfica y servicios conexos, señor Abraham Armijo,
expuso  las  observaciones  de  la  organización  respecto  del  proyecto  en
estudio.

En primer lugar,  explicó que la propuesta de ley
corresponde  a  una  iniciativa  largamente  esperada  por  los  trabajadores  y
trabajadoras de nuestro país, dado que su objetivo está orientado a devolver
parte de los derechos históricos de los trabajadores y restituir condiciones
simétricas  en  la  relación  trabajador-empresa,  lo  que,  contrariamente  a  lo
sostenido por entidades empresariales, contribuye a mejorar la productividad
del país y los índices de igualdad y distribución del ingreso.

En ese contexto,  añadió que el  proyecto  de ley
contribuye a modificar los ejes que inspiran la legislación contenida en el
Código del  Trabajo,  particularmente  respecto  de las  facultades que se  le
reconocen  al  empleador,  lo  que  ha  generado  una  baja  tasa  de
sindicalización.

En consecuencia, agregó que la reforma laboral,
en  términos  generales,  debe  contemplar  el  concepto  de  libertad  sindical,
relevando al sindicato, la negociación colectiva y el derecho a huelga dentro
de los parámetros de los convenios 87 y 98 de la Organización Internacional
del Trabajo.

En  esa  línea,  abogó  por  eliminar  los  grupos
negociadores  en  caso  de  existir  un  sindicato  facultado  para  negociar,
garantizar  la  titularidad  sindical  y  reconocer  el  derecho  de  negociar
colectivamente para los sindicatos inter empresa.

En  cuanto  a  la  prohibición  del  reemplazo  en
huelga,  agregó  que  la  obligación  de  proveer  servicios  mínimos  resulta
inadecuada,  dado  que  esta  condición  sólo  concurre  cuando  se  trata  de
servicios básicos o esenciales reconocidos por la OIT.

Asimismo,  sostuvo  que  se  debe  garantizar  la
negociación sobre el  nivel  de  empresa y propender a la  negociación  por
rama, eliminar la multiplicidad de mecanismos negociadores, estableciendo a
la  negociación  colectiva  como  único  mecanismo  y  a  las  organizaciones
sindicales como depositarias y garantes de tal derecho en el sector privado y
público, y ampliar el ámbito de aplicación del derecho a huelga.

Sin embargo, aseveró que la iniciativa contempla
una serie de disposiciones que afectan los derechos de los trabajadores,
tales como la  disminución de fuero en los sindicatos inter  empresas y la
invocación  de  nuevas  prácticas  antisindicales,  cuyo  objetivo  tiende  a
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criminalizar cualquier acción de los dirigentes en el marco del conflicto que
significa un proceso de huelga.

Asimismo, advirtió que el aumento del monto de
las multas por prácticas desleales incita a la judicialización de los conflictos,
en tanto que la limitación de la sanción del despido sindical, radicándolo en el
concepto de “represalia”, pueden dificultar la gestión de los sindicatos.

En materia de pactos de adaptabilidad, añadió que
dicha  figura  requiere  previamente  el  fortalecimiento  sindical  para  que  no
implique la imposición de un acuerdo que sólo beneficia al empleador.

Respecto  de  la  rebaja  del  piso  cuando  el
empleador declare no tener las condiciones económicas para responder al
pliego de peticiones, añadió que el proyecto no especifica los elementos que
conforman dicha causal, en tanto que la Dirección del Trabajo carece de las
facultades que le permita fiscalizar una medida de esta naturaleza.

Finalmente, enfatizó que, en términos generales,
el  proyecto  no  representa  un  avance  significativo  en  el  fortalecimiento
sindical,  lo  que  sólo  se  entendería  si  fuera  el  punto  de  partida  de  una
secuencia de modificaciones proyectadas para el mediano plazo.

CONFEDERACIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES FORESTALES DE
CHILE (CTF)

El  presidente  de  la  Confederación  Nacional  de
Trabajadores Forestales de Chile (CTF), señor Jorge González, al iniciar su
exposición,  sostuvo  que  dicha  actividad  corresponde  al  tercer  rubro
exportador de Chile, tras la minería del cobre y la agroindustria, con un nivel
de exportaciones del orden de los 6.100 millones de dólares anuales, que
equivale al 8,1% del total de las exportaciones del país y a un aporte al PIB
nacional de 2,7%.

Agregó  que,  en  el  sector  forestal,  los  procesos
industriales  se  realizan  con  personal  de  planta,  en  tanto  que  el
abastecimiento  de  materias  primas,  que  es  el  trabajo  más  peligroso,  se
realiza mediante empresas contratistas. 

En ese contexto, detalló que en el sector operan
120.000 trabajadores directos, de los cuales 54.000 trabajan en la Región del
Bio Bio en cerca de 5.400 empresas, de las cuales 1.600 corresponden a
aserraderos y cepillado de la madera y 1.300 a cosecha,  en que existen
bajos salarios y  condiciones laborales precarias,  y  en que la  negociación
colectiva se torna muy difícil.

Respecto al contenido de la iniciativa, expresó que
la entidad valora los avances que contiene en materia de titularidad sindical,
fin  de  los  grupos  negociadores,  derecho  a  huelga  efectiva,  piso  de  la
negociación e incorporación de la mujer a las comisiones negociadoras.
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Con todo, afirmó que en el sector forestal existen
una serie de restricciones a la negociación colectiva a raíz de la deficiente
regulación  en  materia  de  huelga,  cuyo  ejercicio no  paraliza  el  proceso
productivo al permitir el reemplazo y el descuelgue de los trabajadores.

Asimismo, especificó que existen altos índices de
paralelismo sindical, al permitir que existan grupos de trabajadores asociados
con el solo fin de negociar colectivamente en competencia con el sindicato.
Agregó que a ello se suma la  negociación por rama de las empresas, y no
por  sindicatos,  limitando  la  organización  sindical  e  impidiendo  que  la
negociación colectiva pueda ser un instrumento para distribuir la riqueza del
país.

En  consecuencia,  abogó  por  fortalecer  el
funcionamiento  de  las  federaciones  y  confederaciones, eliminar  las
exigencias de quórum para la negociación inter empresa, consagrar el fin de
cualquier tipo de reemplazo de trabajadores en huelga, eliminar los pactos de
adaptabilidad  y  mejorar  la  regulación  propuesta  en  materia  de  servicios
mínimos.

Por otra parte, dejó constancia de la necesidad de
contemplar  el  pago  de  indemnizaciones  por  jubilación  y  muerte  del
trabajador, toda vez que, en ambos casos, añadió, el empleador no debe
pagar monto alguno al trabajador o su sucesión.

ASOCIACIÓN DE EXPORTADORES DE FRUTAS DE CHILE A.G. 
(ASOEX)

El presidente de la Asociación de Exportadores de
Frutas de Chile A.G. ASOEX, señor Ronald Bown, expuso el parecer de la
entidad respecto del proyecto en estudio.

En primer lugar, sostuvo que las observaciones de
la  organización  surgen  de  la  experiencia  del  trabajo  conjunto  entre  los
actores de la actividad frutícola. En esa línea, explicó que dicho sector se
caracteriza por la continuidad del proceso productivo, en que sus resultados
se definen en acotado período del  año,  con una mayoría de pequeños y
medianos productores y exportadores y más de 450.000 trabajadores, de los
cuales 75% son temporeros, principalmente mujeres.

Asimismo,  agregó que el  sector  existe  una baja
tasa de conflictos laborales, fuertes exigencias de los compradores, alto nivel
de  certificaciones  internacionales  en  materia  de  inocuidad  alimentaria,
condiciones  laborales  y  medio  ambientales,  además  de  las  exigencias
gubernamentales de los países importadores.

Por  otra  parte,  añadió  que,  para  establecer  la
regulación aplicable al sector, deben considerarse los factores climáticos, los
paros  portuarios  y  de  servicios  públicos  fiscalizadores,  los  conflictos  del
Estado que afectan al  sector privado, y la tramitación pendiente de la ley
larga de puertos, en que, aseveró, existe un acuerdo de tres ministerios que
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no ha sido cumplido. Agregó que dichos elementos han sido considerados en
el estatuto agrícola que se ha acordado con el Ejecutivo.

Respecto  de  las  disposiciones  contenidas  en  el
proyecto  de  ley  en  estudio,  añadió  que  el  sector  solicita  un  tratamiento
igualitario de los trabajadores frutícolas permanentes y temporales. 

En relación a la negociación colectiva y el derecho
a huelga, sostuvo que la organización no se opone al  ejercicio de dichas
prerrogativas.  Sin  embargo,  afirmó  que,  dadas  sus  particularidades,  los
empleadores y trabajadores han convenido que éstas deben desarrollarse en
períodos que no produzcan daños irreparables en la cosecha y embarque de
los productos.

En cuanto a los pactos de adaptabilidad, agregó
que  resulta  necesario  formalizar  las  actuales  condiciones  de  flexibilidad
laboral, las que han beneficiado a los trabajadores y empleadores, incluso
estableciendo bonificaciones extraordinarias, previo acuerdo entre las partes.

La presidenta de la Mesa Permanente de Diálogo
Social y Laboral del Sector Frutícola, señora Olga Gutiérrez, indicó que la
iniciativa debe resultar compatible con los acuerdos adoptados por las mesas
de negociación que se han promovido entre los empleadores y trabajadores
del sector.

CONSULTAS

El  Senador  señor  Allamand  consultó  acerca  las
medidas que pudieren adoptarse para evitar que la declaración de huelga de
una organización poco representativa pudiere generar la paralización de toda
la empresa.

La Senadora señora Goic consultó respecto de la
definición de servicios mínimos y las medidas que pudieren adoptarse para
especificar los elementos que lo componen, sin perjuicio de la necesidad de
establecer un mecanismo de servicios esenciales.

En cuanto a los pactos de adaptabilidad, agregó
que la  ampliación de las materias que pueden ser  objeto de negociación
colectiva puede generar la vulneración de los derechos de los trabajadores o
una imposición del empleador al trabajador.

En  consecuencia,  preguntó  si  las  materias
relativas  a  jornada  pasiva  y  banco  de  horas  extraordinarias  pueden  ser
incorporadas al sistema que establece actualmente el artículo 38 del Código
del Trabajo.

La  Senadora  señora  Muñoz  manifestó  que  los
pactos  de  adaptabilidad  pueden  generar  efectos  negativos  para  los
trabajadores en el evento de ser incorporados dentro del procedimiento de
negociación colectiva.
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El Senador señor Letelier consultó a la Asociación
de Exportadores de Frutas de Chile acerca de la necesidad de implementar
un procedimiento de negociación colectiva por rama en el sector, 

Por otra parte, afirmó que la jurisprudencia de la
Corte  Suprema  sobre  remplazo  de  trabajadores  en  huelga  apunta  a  su
prohibición. Con todo, aseveró que no existe una delimitación clara sobre la
figura  de  servicios  esenciales.  En  consecuencia,  consultó  acerca  de  los
elementos que permiten configurar tales servicios.

En cuanto a los pactos de adaptabilidad, coincidió
en los inconvenientes quede generar su suscripción dentro de la negociación
colectiva, sobre todo en aquellos casos en que ello suponga una afectación
de los derechos laborales.

Al  efecto,  consultó  la  opinión  de  las
organizaciones  sindicales  respecto  del  funcionamiento  del  sistema
excepcional de distribución de jornada de trabajo y descanso que opera en
conformidad al artículo 38 del Código del Trabajo.

El presidente de la Asociación de Exportadores de
Frutas de Chile A.G. ASOEX, señor Ronald Bown, explicó que en el sector
existen casos de negociación por rama en materia  de seguridad, salud y
condiciones mínimas de trabajo.

Respecto de los pactos de adaptabilidad, agregó
que dicho instrumento apuntaría a resolver situaciones excepcionales que
pueden producirse durante la prestación de servicios, tales como el cambio
intempestivo de las condiciones climáticas, lo que iría mucho más allá de la
regulación que actualmente establece el Código del Trabajo.

El presidente de la Federación de Trabajadores de
las Comunicaciones, la Gráfica y servicios conexos, señor Abraham Armijo,
en materia de derecho a huelga, afirmó que una organización sindical poco
representativa  que  pudiere  generar  la  paralización  de  una  empresa
constituye un ejemplo de la necesidad de fortalecer el funcionamiento de los
sindicatos.

Acerca  de  los  pactos  de  adaptabilidad,  agregó
que, en general, no se trata de una figura inaceptable, aun cuando requiere
que el sindicato cuente con altos índices de representatividad y verdaderas
facultades de negociación.

En materia de negociación por rama, añadió que
dicho mecanismo permite establecer un conjunto de prestaciones mínimas
que  deben  ser  complementadas  por  lo  que  cada  organización  sindical
acuerde con su respectiva empresa.
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La vocera de la Agrupación de trabajadores para
una mejor reforma laboral, señora Carmen Miranda, en cuanto al derecho a
huelga, sostuvo que, una vez que ésta se produce, los trabajadores pierden
el  acceso  a  remuneraciones  y  al  conjunto  de  prestaciones  de  seguridad
social. 

De ello  deriva,  añadió  que,  en una empresa de
menor  tamaño,  su  sustentabilidad  requiere  la  coordinación  entre  los
trabajadores y las empresas, por lo que, habiendo condiciones de diálogo,
los procedimientos de negociación colectiva no desembocan en una huelga.

Respecto de los pactos de adaptabilidad,  afirmó
que es posible mejorar la regulación contenida en el artículo 38 del Código
del  Trabajo,  sobre  todo  considerando  que  la  fórmula  propuesta  en  la
iniciativa perjudica a los trabajadores en materia de jornada de trabajo.

Asimismo, coincidió en la necesidad de establecer
un procedimiento de negociación colectiva por rama, lo que puede mejorar el
diálogo social y estandarizar las condiciones laborales mínimas al interior de
las empresas.

De ese modo, abogó por establecer el derecho de
huelga, igualando las condiciones en que el empleador y los trabajadores
intervienen en la negociación colectiva con organizaciones sindicales fuertes
y representativas.

En  materia  de  servicios  mínimos,  la  señora
Claudia Muñoz, tesorera de los sindicatos profesionales-técnicos de Aguas
Andinas,  abogó  por  aplicar  la  figura  de  servicios  esenciales  en  lugar  de
servicios mínimos en aquellas empresas denominadas como estratégicas.
Asimismo,  sostuvo  que  los  trabajadores,  al  ejercer  el  derecho  a  huelga,
evitan la ocurrencia de daños a terceros, sobre todo tratándose de empresas
que atienden servicios de interés general.

El  presidente  de  la  Federación  Nacional  de
Trabajadores de los Medios de Comunicación Social (FENATRAMCO), señor
Domingo  Vargas,  en  materia  de  jornadas  excepcionales,  explicó  que  la
entidad acordó un sistema que opera de común acuerdo con el empleador.

Acerca de la  negociación por  rama,  agregó que
dicho  sistema  funcionaba  en  el  pasado,  siendo  utilizado  adecuadamente
para establecer condiciones mínimas de trabajo al interior de las empresas.

El  Director  de  la  Confederación  Nacional  de
Sindicatos  y  Federaciones  de  Trabajadores  del  Comercio  y  Servicios
(CONSFECOVE), señor Giuliano Silva, explicó que la tasa de sindicalización
del sector es relativamente alta al interior de cada empresa, por lo que, en la
práctica,  no  se  produce  su  paralización  por  la  huelga  que  estuviere
ejerciendo un sindicato poco representativo.
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En  materia  de  los  pactos  de  adaptabilidad,
coincidió en describir los efectos negativos que puede producir respecto de
los derechos fundamentales de los trabajadores.

Acerca de los servicios mínimos, agregó que dicha
figura podría operar, a modo de ejemplo, respecto del personal de seguridad
que se desempeña en establecimientos comerciales,  lo  que,  en cualquier
caso, no significa que todos los trabajadores queden impedidos de ejercer el
derecho a huelga.

El secretario general de la Confederación Nacional
de  Sindicatos  y  Federaciones  de  Trabajadores  del  Comercio  y  Servicios
(CONSFECOVE),  señor  Leandro  Cortez,  coincidió  en  la  necesidad  de
implementar la negociación colectiva por rama y evitar cualquier abuso de la
figura de los servicios mínimos, lo que ocurriría si pudieran ser utilizados de
modo general en cualquier tipo de empresa.

El  presidente  de  la  Confederación  Nacional  de
Trabajadores Forestales de Chile CTF, señor Jorge González, explicó que,
en  la  práctica,  los  sindicatos  con  mediana  representatividad  ejercen  su
derecho a huelga,  paralizando la empresa atendida la especificidad de la
labor  que  desempeñan  sus  asociados,  en  cuyo  caso  el  resto  de  los
trabajadores se incorporan al procedimiento de negociación colectiva.

Por  otra  parte,  coincidió  en  la  necesidad  de
establecer  un  procedimiento  de  negociación  por  rama,  para  establecer
condiciones  laborales  comunes  para  los  trabajadores  de  un  determinado
sector.

Sobre los pactos de adaptabilidad, sostuvo que se
trata de un mecanismo que podría implicar desconocer derechos laborales
adquiridos de los trabajadores.

El  asesor  de  la  Federación  Nacional  de
Trabajadores de los Medios de Comunicación Social (FENATRAMCO), señor
Sergio Vargas Álvarez, afirmó que las problemáticas reseñadas derivan de la
regulación contenida actualmente en el Código del Trabajo, que permite la
multiplicidad  de  sindicatos,  confundiendo  la  libertad  sindical  con  la
proliferación de organizaciones.

Respecto a los servicios mínimos, agregó que los
trabajadores siempre han cumplido con su provisión, lo que da cuenta de la
responsabilidad con las labores que ejercen y el carácter colectivo que debe
primar en la legislación laboral.

SESIÓN CELEBRADA EL MARTES 4 DE AGOSTO DE 2015

PASTORAL SOCIAL CARITAS

El Director de la Comisión Nacional de la Pastoral
de  Trabajadores  de  la  Conferencia  Episcopal,  señor  Guillermo  Sandoval,
señaló  que  entendía  la  invitación  a  exponer  ante  la  Comisión  como  un
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reconocimiento de la labor que tantos han desarrollado desde la Iglesia en
defensa de los trabajadores y por el respeto de su dignidad, el padre Vives,
el padre Hurtado, el Cardenal Silva, el padre Baeza, entre los sacerdotes,
pero también una gran cantidad de hombres y mujeres laicos que han dado
su  vida  luchando  en  defensa  de  los  intereses  de  los  trabajadores.  Por
nombrar  algunos,  Manuel  Bustos,  María  Rozas,  Clotario  Blest,  Tucapel
Jiménez.

 Aseveró que para la Iglesia no es trivial el tema del
trabajo,  ya  que  Dios  mismo  trabajó  en  la  Creación  durante  seis  días  y
descansó  el  séptimo.  Al  ser  humano,  le  dio  la  tierra  para  dominarla  y
cuidarla, para alimentarse, sostener su familia y la sociedad entera. Desde
ese  mismo  relato  del  Génesis,  surgen  ya  varios  derechos  y  deberes
laborales,  como el  derecho  al  trabajo  que  es  la  continuación  de  la  obra
creadora de Dios. La tierra Dios la creó para todos y no para algunos, lo que
sugiere  construir  equidad.  La  tierra  es  para  el  ser  humano,  de  toda
generación.  Esto  lleva  a  reconocer  la  responsabilidad  ambiental  en  la
realidad del trabajo. El trabajo es el medio idóneo para generar la riqueza
que permite formar y sostener una familia, una comunidad, una nación. Junto
a la realidad del  trabajo, está la realidad del descanso, que es un derecho.
(Al séptimo día descansó).

 Agregó  que  también  en  la  Biblia  es  posible
encontrar  el  fundamento  de  la  “asociatividad”.  “Mejor  dos  que  uno,  pues
juntos  obtienen  mejores  resultados  de  sus  esfuerzos”,  se  señala  en
Eclesiastés (4-9.10) y agrega que “a un solitario se le puede vencer, pero dos
resisten y la cuerda triple no se rompe fácilmente” (4-12).

 Por  ello  es  que  la  Iglesia  universal  –y
particularmente la Iglesia chilena- ha sostenido a través de su pensamiento
social una constante preocupación por la cuestión del trabajo, en especial
cuando este se organiza cómo ocurre tras la Revolución Industrial, con los
efectos  que  tuvo  en  materia  de  dominio  de  unos  sobre  otros  y  de
concentración en manos de algunos de una parte mayoritaria de la riqueza
producida por todos. 

 Nuestra  voz,  precisó,  surge  del  testimonio:  el
primer contrato de trabajo suscrito en Chile ocurrió en el seno de la Iglesia.
Los jesuitas, hace más de 400 años, recibieron indígenas para su “servicio
personal”. (Ya en ese tiempo había eufemismos: las personas entregadas
para el servicio personal, en otras palabras, eran esclavos). Esos sacerdotes
les dieron carta de libertad. Pero no sólo eso: celebraron con estos hombres
libres un contrato de trabajo, debidamente escriturado y protocolizado, que
incluía cláusulas de seguridad social para ahorrar dinero para el momento de
su retiro o jubilación. 

 En  el  plano  de  la  Iglesia  universal,  se  han
señalado reiteradamente  en forma anticipada muchos conceptos que han
aportado al desarrollo de las disciplinas del derecho laboral y la seguridad
social. A modo de ejemplo, la Iglesia declaró que el trabajo no es una vil
mercancía que se transa en el mercado. Es expresión de la persona misma
que lo realiza. La OIT asumió este concepto varios decenios después. No
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necesito  explicar  lo  que  significa  en  materia  de  derechos  laborales  esta
afirmación. Pero permítanme decir que cuando el trabajo se considera una
mercancía, o un costo de producción, es al  hombre y la mujer mismos a
quienes se reduce a mercancía o costo. Podríamos hablar de los montes de
piedad, y tantas otras iniciativas.

 Añadió que para que exista trabajo, debe existir la
empresa. Por ello se valora y mucho el trabajo del empresario, tratado de
manera  muy  profunda  por  un  reciente  documento  del  Pontificio  Consejo
Justicia y Paz y presentado en Chile hace menos de un año.

 Recalcó que la Iglesia entiende que todo lo creado
es de Dios. Entregado para servir a todos los seres humanos. Quizá una
fuente de los problemas que observamos hoy en el ámbito de las relaciones
laborales, es una inadecuada comprensión de la propiedad de los bienes de
producción.  En  la  comprensión  cristiana,  estos  son  parte  de  la  creación
divina, realizada por Dios y continuada por hombres y mujeres. Es por ello
que cuando algunos defienden el derecho a la propiedad privada, pero no
entienden  que  en  verdad  son  administradores  de  la  propiedad  de  Dios,
suelen equivocar el camino hacia la codicia y la acumulación de algo que en
primer  lugar  debe  servir  socialmente.  No  se  rechaza  el  derecho  de
propiedad, tan necesario para el orden social, el desarrollo de la iniciativa, la
creatividad  y  la  libertad  de  las  personas,  y  que  siempre  la  Iglesia  ha
entendido subordinada al Principio del Destino Universal de los Bienes. Es
más. Tanto se respeta el derecho de propiedad, que el padre Hurtado decía
que queremos que alcance a todos. El Papa Juan Pablo II agregaba que es
necesaria la participación en la gestión y las utilidades de la empresa. Esa es
la doctrina de siempre. 

 A  continuación,  el  Director  de  la  Comisión
Nacional de la Pastoral de Trabajadores de la Conferencia Episcopal, señor
Guillermo Sandoval, expresó lo siguiente:

 “Sobre las nuevas reformas, y desde el plano de
nuestra  responsabilidad  histórica,  nos  parece  de  la  mayor  relevancia
expresar que nos preocupan fundamentalmente cuatro temas vinculados con
la cuestión laboral:

-La familia
-Los jóvenes
-La capacitación
-El diálogo social

 Nos preocupa la  familia,  porque es  el  espacio
donde nace la comunidad, donde se educan los valores cívicos y culturales,
donde se incuba la democracia,  donde se construye nación, además del
lugar donde se transmite la fe. El trabajo permite formar familia, y eso suele
ser olvidado al momento de legislar en lo laboral. El adecuado tiempo para
compartir  en familia  y  participar  en la sociedad,  la  correcta remuneración
para  que  pueda  vivir  con  la  dignidad  propia  de  los  hijos  de  Dios,  son
condiciones  que  se  juegan  en  la  legislación  laboral  y  su  adecuado
cumplimiento. 
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 Nos preocupan los jóvenes, porque todo pueblo
se proyecta a través de ellos hacia el futuro. Será mejor y más amplio ese
futuro,  en  la  medida  que  los  jóvenes  puedan  levantar  una  mirada  con
esperanzas que se hacen realidad. Cuando no hay un lugar o un trabajo para
ellos, la sociedad entera es la que vive en una situación de violencia, porque
sólo la justicia genera paz.

 Nos  preocupa  la  capacitación,  porque  en  la
sociedad actual es el conocimiento el factor clave del progreso y la movilidad
social. Los trabajadores deben enfrentar nuevos desafíos permanentemente.
Si  este tema no está en el  centro de las preocupaciones de la empresa,
como responsabilidad de la empresa y del Estado, no tendremos posibilidad
de alcanzar el desarrollo. Sin capacitación, vamos dejando en el camino a
personas humanas como si fueran “descartables”. No hay cultura del trabajo
bien hecho, no hay disciplina laboral ni  aumento de la productividad, sin un
proceso permanente de capacitación de los trabajadores y trabajadoras. Los
766 mil “ni-ni” son un escándalo que pende sobre la conciencia de todos. 

 Nos  preocupa,  por  último,  que  el  trabajo  sea
también un ámbito de convivencia cívica, donde sea posible participar en
la construcción del futuro propio y del futuro de la empresa y de la sociedad.
La  Iglesia,  desde  la  revolución  industrial,  viene  sosteniendo  que  los
trabajadores y trabajadoras tienen derecho a participar en la gestión y las
utilidades de la empresa. Que deben sentir que trabajan en algo propio. Por
lo mismo, la Iglesia se pronuncia a favor de proceso de diálogo social, que
debería  contar  con  recursos  adecuados  para  la  formación  de  quienes
participan en él:  trabajadores  y  empresarios.  Ojalá  capacitación  conjunta.
Debería,  además,  ocurrir  a  nivel  de  empresas  y  niveles  regionales  o
sectoriales y nacionales, a través de un Consejo Económico Social. 

 Estos puntos nos parecen centrales al analizar el
proyecto de reforma laboral, en el contexto de la agenda laboral señalada por
el Gobierno. Para entenderla en su sentido amplio, no sólo el de las reformas
laborales: fomento a la participación laboral, capacitación para el desarrollo y
las  materias  de  la  reforma:  negociación  colectiva  y  fortalecimiento  de  la
actividad  sindical.  Como  lo  dice  la  Presidenta  de  la  República,  la
modernización de las relaciones laborales.

 Sobre lo primero hay consenso amplio: aumentar
la participación de la mujer en el trabajo es una condición para salir de la
pobreza. Sobre este aspecto nos preocupa que las mujeres jefas de hogar
tengan facilidades para salir a trabajar teniendo la seguridad de dejar sus
hijos a buen cuidado. Que puedan ir tranquilas  a trabajar. Nos preocupa que
los jóvenes tengan mejores oportunidades de empleo. Es cierto que nuestra
realidad es porcentualmente mucho mejor que la de países como España e
Italia,  donde el  desempleo juvenil  se bordea el  50 por  ciento,  pero como
decía antes, la realidad de los ni-ni  es altamente explosiva socialmente y
espacio propicio para reclutar desencantados para actividades antisociales.

 Sobre capacitación, es algo que estamos pidiendo
como prioridad. Aplaudimos el programa Más capaz, que abre posibilidades
de apresto para el trabajo para 300 mil mujeres y 150 mil jóvenes en cuatro
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años. Es cierto que no es suficiente, es cierto que su desarrollo ha sido lento,
pero es un avance interesante.

 Frente a los temas de la reforma, queremos ser
claros. En primer lugar nuestra mirada es valórica más que técnica. 

 Pero  nos  parece  necesario  hacer  notar  con
claridad  que  a  la  Iglesia  universal  y  a  la  Iglesia  chilena  le  interesa  un
protagonismo  verdadero  de  todos  los  integrantes  de  las  relaciones
laborales,  y  en  ese  sentido  recordamos  con  el  papa  Benedicto  que  la
sindicalización ha de ser respetada, hoy más que ayer, dando ante todo una
respuesta pronta y de altas miras la urgencia de establecer nuevas sinergias
en el ámbito internacional y local”. Más aún, recuerda que las organizaciones
sindicales  tienen  “mayores  dificultades  para  desarrollar  su  tarea  de
representación  de  los  intereses  de  los  trabajadores,  también  porque  los
gobiernos,  por  razones  de  utilidad  económica,  limitan  a  menudo  las
libertades  sindicales  o  la  capacidad  de  negociación  de  los  sindicatos
mismos” 

 No cabe duda que la negociación colectiva es una
de  las  formas  de  mejorar  la  distribución  del  ingreso.  La  experiencia
internacional  y  la  propia  experiencia  chilena  indican  que  hay  mejor
distribución  del  ingreso  en  aquellos  lugares  donde  se  negocia
colectivamente.  Para  desarrollar  adecuadas  negociaciones  colectivas,  es
preciso fortalecer la organización sindical y mejorar los espacios para que se
produzca la negociación colectiva. 

 Nos  parece,  por  ejemplo,  que  si  bien  hay  que
evitar  el  daño  de  la  paralización,  también  es  cierto  –y  lo  dice  nuestra
experiencia  larga  de  compañía  a  las  organizaciones  sindicales-  los
trabajadores no buscan la huelga como un fin en sí mismo. Saben que es un
instrumento que les resulta costoso. Pero la huelga ha de ser un derecho
legal, efectivo. Si bien hay que evitar las pérdidas económicas que genera la
huelga, esto no debe vincularse a impedir el ejercicio del derecho a paralizar
mediante  el  reemplazo.  Interesante,  a  este  respecto,  son  las  opiniones
vertidas  por  los  ministros  Muñoz  y  Cerda,  de  la  Corte  Suprema.  Por
supuesto,  querríamos  que  se  los  conflictos  fueran  evitados  de  manera
positiva: mediante adecuadas y modernas relaciones laborales, buen clima
de  trabajo,  ambientes  limpios,  negociaciones  correctas,  con  información
amplia, oportuna y transparente.  Hay muchos ejemplos en nuestra propia
realidad nacional que indica que ello es posible. Además, la generación de
capacidades para el diálogo y la participación se pueden entrenar. 

 Creemos  que  es  necesario  poner  la  mirada  en
positivo  y  avanzar  más  en  calidad  de  relaciones  laborales  y  el
establecimiento de servicios mínimos conforme a las normas internacionales
de las OIT.

 Creemos  necesario  que  la  negociación  recoja
adecuadamente la situación de la mujer y para ello es clave su participación;
que los dirigentes requieren mejorar sus capacidades para representar los
intereses  de  los  suyos,  y  por  ello  necesitan  más  tiempo para  su  trabajo
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sindical; estimamos que es importante partir de un piso y no en cada ocasión
volver a fojas cero. 

Hemos  observado  en  la  experiencia  nacional  e
internacional  que hay casos donde los trabajadores han aceptado incluso
ceder parte de sus conquistas en situaciones de crisis. Eso es un muy buen
signo de que las relaciones laborales cultivadas en esas empresas se han
desarrollado con estándares de calidad. Sin embargo, lo normal ha de ser
que  los  procesos  de  negociación  partan  de  un  piso  y  no  signifiquen
retrocesos en las condiciones de vida de los trabajadores. 

 Quisiéramos  también  señalar  que  nos  parece
necesario comenzar a pensar en dos líneas que no están en el proyecto de
reformas: Por una parte, la situación de los trabajadores del sector público,
incluido de las municipalidades, tanto en cuanto a procesos de negociación
colectiva,  que  existe  de  hecho,  así  como  también  en  la  necesidad  de
terminar odiosa práctica del trabajo a honorarios.

 Por otra,  nos parece relevante destacar  que las
actuales reformas se refieren a un tipo de empresa que se encuentra en
transición a otra que da cuenta del cambio de época: una empresa de
tiempos de la sociedad la información y del conocimiento, que deja atrás
un modelo de producción al que esta reforma parece dirigir sus respuestas. 

 La  nueva  forma  de  organización  del  trabajo
requerirá en breve una organización jurídica diferente en materia laboral. Hay
que  comenzar  a  pensarlo.  Quizá  muchos  de  los  reparos  que  el  sector
empresarial  hace al  proyecto  actual  tienen que ver  con algo  de esto.  Es
cierto que hay una gran empresa con grados importantes de modernización.
Pero también hay una enorme cantidad empresas que no alcanzan a ese
grado de modernidad. Ambas requieren tratos diferenciados. 

 Queremos decir a ustedes que la Iglesia siempre
estará  disponible  para  trabajar  en  aquellos  aspectos  que  apunten  a
reconocer a la dignidad del trabajador y la trabajadora. Ellos son hijos e hijas
de Dios. Esa es la fuente de su dignidad y por eso nosotros no podemos sino
trabajar para que se promueva su respeto.

 Esta  es  nuestra  tradición,  la  misma  del  Padre
Hurtado,  de  Clotario  Blest,  del  cardenal  Silva,  de  Tucapel  Jiménez,  de
Manuel Bustos, de Alfonso Baeza. Todos ellos quisieron honrar a Jesús, que
por treinta años se formó en el taller de José como un trabajador manual. Y
que  durante  tres  años  fue  también  un  trabajador  intelectual  y  social  al
predicar la Buena Nueva.

 Es necesario hacer todo lo posible por mejorar las
condiciones de justicia social, sin la cual tampoco es posible la paz social.”. 
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MULTIGREMIAL NACIONAL DE EMPRENDEDORES

El  Presidente  de  la  Multigremial  Nacional  de
Emprendedores, señor Juan Pablo Sweet, efectuó la siguiente presentación,
en lo que respecta al proyecto de reforma laboral en análisis:

¿Por  qué  afectar  a  miles  de  Pymes  y
Emprendedores?

Problemas específicos del proyecto:

1. Reemplazo en Huelga
2. Democracia dentro de los sindicatos
3. Titularidad Sindical
4. Extensión de beneficios
5. Pactos de Adaptabilidad

En cuanto al reemplazo en huelga, debe tener un
costo para el empleador y por ello debemos proteger a las pymes y a los
emprendedores.

¿Por qué decimos no a la paralización?, porque
las grandes empresas internalizarán procesos. Las pymes son proveedoras
de grande empresas y si no cumplen, las pymes dejarán de ser proveedoras.
En  conclusión,  las  grandes  empresas  se  integrarán  verticalmente  o
separarán los contratos.

 Las pymes no pueden acceder  a  financiamiento
con la facilidad de las grandes empresas, por ende una huelga sin reemplazo
podría terminar en la quiebra de la empresa. 

 Una  PYME  que  tiene  como  utilidad  anual  el
equivalente a 20 días de ventas va a la quiebra.

 Respecto  de  los  negocios  estacionales,  el  no
reemplazo no prohíbe la negociación en períodos críticos. Hay negocios que
se juegan el 100% del año en 2-3 semanas, esto entrega el poder total a los
dirigentes sindicales. 

 Las huelgas sin reemplazo no se hacen cargo de
servicios mínimos para proteger la empresa.

 No  se  puede  legislar  en  tratar  de  buscar  una
definición de servicios mínimos por la gran variedad de industrias y empresas
que existen.

La huelga debe ser pacífica.

Se entrega un poder excesivo al dirigente Sindical
en desmedro de los trabajadores Sindicalizados.
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Respecto  a  la  eliminación  del  descuelgue
individual,  forzar  a  las  personas  a  mantenerse  en  huelga  puede  generar
grandes problemas para los trabajadores. El no recibir sueldo, en algunos
casos  puede  convertirse  en   un  problema  mayor  para  las  familias.  No
debemos obligar a las personas  a mantenerse en huelga.

 20% para llamar a censura a la mesa directiva. 

 -El proceso para censurar a la mesa directiva del
sindicato las bases pueden con un 20% llamar a nuevas elecciones. Si en
estas elecciones se alcanza el  50%+1 de los votos se puede cambiar  la
mesa directiva y por ende la comisión negociadora.

 -En  el  nuevo  proyecto  se  hacen  cambios  que
genera que esta atribución de los trabajadores desaparezca.

 -Si  bien  la  posibilidad  de  censurar  la  mesa  se
mantiene,  en  la  práctica  se  hace  imposible,  ya  que  con  el  proceso  que
quedará se demorará a lo menos 7-8 días,  esto deja en muy mala posición a
la PYME que ya habrá sufrido el proceso de huelga.

 -Para hacer efectiva la censura en el proyecto se
incorpora a la Dirección del Trabajo, lo que lo hace más lento y no permite
actuar a tiempo.

La mayoría no tiene el poder democrático. No vale
la  mayoría  para  aceptar  las  condiciones  propuestas  por  la  empresa  y
terminar la huelga.

En materia de titularidad sindical, los trabajadores
no podrán optar entre grupos permanentes (sindicatos) o transitorios (grupos
negociadores). Esto en la práctica limita la libertad sindical.

 La  titularidad  sindical,  promueve  un  verdadero
monopolio  sindical,  restándoles  a  los  trabajadores  la  libertad  de  elegir  y
discriminando en favor de los sindicatos.

El  86%  de  los  trabajadores  no  están
sindicalizados. Sólo el sindicato podrá negociar por el 86% de trabajadores
NO sindicalizados. 

Sobre la extensión de beneficios, se desincentiva
el reconocimiento personal y se impide que la empresa y los trabajadores no
sindicalizados  negocien  libremente  las  condiciones  de  los  contratos
individuales de trabajo.

Respecto a los pactos de adaptabilidad, permitirán
negociar  las  jornadas  laborales  Muchos  negocios  tienen  la  necesidad  de
pactar jornadas distintas para los trabajadores. Esto puede ser por tiempos
de mayor y menor demanda, necesidad de mantener abierto todo el año,
etcétera.
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Declaró  que  este  es  un  mal  proyecto,  por  las
siguientes razones:

-Exceso de poder a dirigentes sindicales.
 -Limita el poder de trabajadores.
 -Rigidiza relaciones laborales.
 -Dificulta el emprendimiento.

Se debe reconocer la realidad de las pymes.

Tipo de Empresa Número de Trabajadores

Micro 1 a 9

Pequeña 10 a 49

Mediana 50 a 199

 La ley N° 20.416 (Estatuto Pyme), en su artículo
12 Nº3, incorporó el artículo siguiente artículo 505 bis:

   "Artículo 505 bis. Para los efectos de este Código
y  sus  leyes  complementarias,  los  empleadores  se  clasificarán  en  micro,
pequeña, mediana y gran empresa, en función del número de trabajadores.

     Se  entenderá  por  micro  empresa  aquella  que
tuviere contratados de 1 a 9 trabajadores,  pequeña empresa aquella que
tuviere contratados de 10 a 49 trabajadores, mediana empresa aquella que
tuviere contratados de 50 a 199 trabajadores y gran empresa aquella que
tuviere contratados 200 trabajadores o más.".

Finalmente,  la  reforma  al  Código  del  Trabajo
debiera contemplar:

 -Democracia en los Sindicatos
 -Mínimo 25 Trabajadores para constituir Sindicato
-Eliminar requerimiento de quórum para pactos de adaptabilidad en PYMES
-Reemplazo Interno y Externo para PYMES
-Reemplazo Interno para Grandes Empresas.

CENTRO CHILENO DE DERECHO DEL TRABAJO (CEDET)

El Presidente del Centro Chileno de Derecho del
Trabajo, señor Enrique Uribe Casasbellas y el Director de la misma entidad
señor Enrique Munita expusieron lo siguiente:

 Son  diversos  los  mitos  que  existen  en  materia
laboral en nuestro país y que circulan y se difunden en seminarios, charlas o
conversaciones,  que  dicen  relación  con  la  baja  sindicalización,  la
persecución empresarial, la inexistencia del derecho a huelga o la existencia
de una legislación de negociación colectiva poco moderna, etc.
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 De hecho, recientemente en la Corte Suprema se
señaló  que  se  habrían  perdido  derechos  fundamentales  del  trabajo  al
subordinarlos a la economía.

 Partiendo  por  esta  última  afirmación  podemos
decir  que  discrepamos  de  ello,  pudiendo  señalar  que  efectivamente  los
derechos fundamentales se encuentran inmersos en sistemas económicos.
De hecho, en la Declaración Universal de Derechos Humanos (se adoptó por
la  Asamblea General  de las Naciones Unidas,  en  diciembre de 1948,  en
París  en  ésta  se  recogen  en  sus  30  artículos  los  derechos  humanos
considerados  básicos,  con  48  votos  a  favor  y  8  abstenciones:  Unión
Soviética y sus satélites,  Arabia Saudita y Sudáfrica),  el  su preámbulo se
indica: “los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe
en los derechos fundamentales del hombre, …y se han declarado resueltos a
promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto
más amplio de libertad”.

 El progreso social es esencialmente un concepto
contemporáneo, que se asocia con las condiciones de vida del ser humano
en la sociedad moderna. Fue introducido en las teorías sociales de principios
del siglo XIX, especialmente las de los evolucionistas sociales como Auguste
Comte y Herbert Spencer.

 El término nivel de vida hace referencia al nivel de
confort material que un individuo o grupo aspira o puede lograr obtener. Esto
comprende no solamente los bienes y servicios adquiridos individualmente,
sino también los productos y servicios consumidos colectivamente como los
suministrados por el servicio público y los gobiernos.

 Modernización
 
 La reforma implica retroceder 85 años, al Código
del Trabajo de 1931 y que rigió hasta la década del 70.
 
 Con la reforma, sólo el sindicato puede negociar
colectivamente cuando este existe en la empresa, lo que implica eliminar a
los grupos negociadores. El empleador no podrá extender unilateralmente los
beneficios de un contrato colectivo del sindicato. Por lo mismo, si otorga más
a un trabajador no sindicalizado, se le acusará de práctica antisindical. La
sola afiliación del trabajador al sindicato le permitirá acceder a los beneficios
del contrato colectivo.

 Aun cuando el proyecto indica expresamente que
la afiliación y desafiliación es libre, se fuerza la afiliación a un sindicato, única
forma de tener  sus beneficios,  y  no inferiores.  La afiliación obligatoria  ya
existía en el Código de 1931, con un sindicato único para los obreros y la
obligación  de  afiliarse  a  éste.  Los  obreros,  y  también  los  empleados,
accedían a los beneficios de los contratos colectivos por la afiliación a sus
organizaciones sindicales.
 El proyecto excluye el  reemplazo de los puestos
de  trabajo.  Las  labores  de  un  huelguista  no  se  podrán  desarrollar  con
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trabajadores externos ni internos, que puedan estar disponibles. Tampoco se
permite el reintegro individual de los huelguistas. Esto también es volver al
Código de 1931.

 El  fin  del  reemplazo  no  produce  un  mayor
equilibrio para las partes como se dice erróneamente en el proyecto. Chile,
desde la década del 30 a la del 70, en que rigió una legislación similar a la
que se quiere reponer, tuvo un crecimiento de tan sólo un 2,5% promedio
anual, lo que fue mediocre y afectó, especialmente, a los más pobres y clase
media.  El  crecimiento  del  país,  con  la  legislación  laboral  que  se  quiere
cambiar,  ha sido el  más alto en su historia, y también comparado a nivel
internacional, alcanzando un promedio de 7% entre 1985 y 1997 y un 5% en
la década del 2000. (Estudios Públicos, 2005, José de Gregorio, Crecimiento
Económico en Chile: Evidencia Fuentes y Perspectivas).

Titularidad sindical

 La  negociación  sólo  por  el  sindicato  en  una
empresa  no  presentaría  problemas  cuando  hay  sindicato  de  empresa  o
establecimiento con una determinada representatividad. 
Eso sí, se debe distinguir entre los diversos establecimientos y o funciones
de trabajadores, ya que tienen realidades distintas.

 Pero,  se  produce  problemas  respecto  de  la
libertad sindical  que el  proyecto  menciona como expresamente  protegida,
pero de su misma letra ello no se cumple, por tres razones:

1.- Obligación de negociar con él o los sindicatos cuando ellos existen,
2.-  Prohibición  de  extender  los  beneficios  del  contrato  colectivo,  sin  el
consentimiento del sindicato, y
3.-  Extensión  automática  de  los  beneficios  por  la  sola  afiliación  al  o  los
sindicatos.  Se  produce,  además,  el  distorsiones  con  la  existencia  de
contratos colectivos de distintos establecimientos y niveles de trabajadores
que tienen beneficios asociados a sus diversas realidades.

 La prohibición de extensión o de negociación de
beneficios similares con quienes no están obligados a sindicalizarse atenta
contra la libertad sindical y el derecho de contratación.

Baja sindicalización

 No se debe a persecuciones empresariales como
se ha señalado por algunos, sino que a diversos motivos declarados por los
trabajadores:  el  89% señala  que  las  razones  son  la  falta  de  interés,  de
trabajadores o consideran que no es necesario. Sólo el 5,3% declara que se
debe a un actitud negativa de la empresa (Encla 2011, Cap. VII, pg. 244).

Derecho de Huelga o la Huelga
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 El Mensaje del Ejecutivo se refiere a la adaptación
del  derecho a huelga a los  Convenios Nos 87 y 98  de la  OIT  y a otros
tratados internacionales; a la garantía de un equilibrio entre las partes y a
recoger la experiencia de países donde la negociación colectiva está más
desarrollada.

 No existe ninguna definición a nivel internacional,
ni en los Convenios de la OIT, que no la menciona como derecho (Principios
de la OIT Sobre el Derecho de Huelga; Bernard Gernigon, Alberto Odero y
Horacio Guido, pág. 7). 

 Tampoco hay definición en los tratados regionales,
que sólo se refieren al derecho a ejercer ésta, pero sin conceptualizarla:

 La Carta Social Europea garantiza “el derecho de
los  trabajadores  y  empleadores,  en  caso  de  conflicto  de  intereses,  a
emprender acciones colectivas, incluido el derecho de huelga, sin perjuicio
de  las  obligaciones  que  puedan  dimanar  de  los  convenios  colectivos  en
vigor”.

 La  Carta  Internacional  Americana  de  Garantías
Sociales dispone que “Los trabajadores tienen derecho a la huelga. La Ley
regula este derecho en cuanto a sus condiciones y ejercicio”.

 El  Pacto Internacional  de Derechos Económicos,
Sociales  y  Culturales  de  las  Naciones  Unidas  garantiza  “El  derecho  de
huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país”.

 El Acuerdo de Cooperación Laboral para América
del  Norte  establece  “La  protección  del  derecho  de  huelga  de  los
trabajadores, con el fin de defender sus intereses colectivos”. 

 Por su parte, en los principios de los órganos de
control de la OIT no se encuentra una definición de la huelga que permita a
priori sacar conclusiones sobre la legitimidad de las distintas modalidades de
ejercicio del derecho de huelga. (Principios de la OIT Sobre el Derecho de
Huelga; Bernard Gernigon, Alberto Odero y Horacio Guido, pág. 12). Es por
ello que el Profesor Bend Waas, de la Universidad de Goethe, de Frankfurt,
en su libro “The Right to Strike, A Comparative View”, señala que no hay
ninguna legislación nacional igual a la otra. Lo mismo sostuvo en su informe
presentado en el XX Congreso Mundial de Derecho del Trabajo realizado en
Santiago de Chile, en septiembre de 2012. Seguiremos, en parte, al profesor
Waas. Definición: Considerando aquellos países en que se define la huelga,
se puede establecer el siguiente concepto de ésta: es un medio de balancear
el poder entre el empleador y los trabajadores. En general las definiciones de
huelga, cuando se hacen en las legislaciones, coinciden en dos elementos
principales  y  un  fin:  1)  una  paralización  del  trabajo  y,  2)  una  acción
concertada, ambas con el fin de inducir al empleador a aceptar o rechazar
los términos o condiciones en el empleo. Países con definición: República
Checa, Ecuador, Estados Unidos, Turquía. Países sin definición: Alemania,
Austria, Chile, Finlandia, Hungría, Israel.
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Titularidad de la huelga

A  nivel  internacional  se  discute  si  ello  es
monopolio del sindicato o de todos los trabajadores. Ello difiere según los
diversos  países.  Hay  países  en  que  asociaciones  no  cohesionadas  de
trabajadores puede declarar la huelga: Alemania, Chile, Colombia, Estados
Unidos,  Finlandia,  Hungría,  Italia,  Irlanda,  Uruguay.  En  Eslovenia,  Israel,
Japón se debe pertenecer a un sindicato.

Derechos de la Empresa

 Está relacionado con el equilibrio entre el derecho
de huelga y del  empleador  para  organizar  y  gestionar  la  empresa.  En el
Mercosur,  el  artículo  7°,  de  la  Declaración  Social  y  Laboral,  prescribe
claramente  que  “El  empleador  tienen  el  derecho  de  organizar  y  dirigir
económica y técnicamente la empresa, de conformidad con las legislaciones
y  prácticas  nacionales.  En  Europa  se  ha  establecido,  tanto  en  las
Constituciones como en la jurisprudencia de los respectivos países, que el
derecho a huelga no es absoluto. Es por ello que se encuentra limitado en
las regulaciones de cada país, considerando que debe existir una proporción
adecuada entre el daño ocasionado a las empresas y los intereses de los
trabajadores  en  huelga.  Por  esta  razón,  en  todas  las  legislaciones  del
derecho  comparado  en  las  que  se  consagra  el  derecho  a  la  huelga,  su
ejercicio  se  encuentra  condicionado  a  que  el  mismo  no  cause  perjuicios
graves a la población y a las instituciones de cada país, velando por la tutela
de las personas y los bienes de la empresa.

 En España el Tribunal Constitucional ha delimitado
este concepto,  razonando que,  “al  lado de las limitaciones que la  huelga
introduce en la libertad personal del empresario se encuentra el influjo que
puede  ejercer  en  los  trabajadores  que  no  quieran  sumarse  a  la  huelga
(artículo 6.4 RDLRT) y la incidencia que tiene en los terceros, usuarios de los
servicios de la empresa y público en general, a quienes no deben imponerse
más gravámenes o molestias que aquellos que sean necesarios”.

 Así serían huelgas ilícitas o abusivas de acuerdo a
la  jurisprudencia  constitucional.  Se  asienta  sobre  un  criterio  de
proporcionalidad  y  de  sacrificios  mutuos,  de  manera  que,  cuando  las
exigencias legales no se cumplen, puedan considerarse abusivas. Se refiere
a los trabajadores huelguistas.  En este sentido,  existe  abuso en aquellas
huelgas que consiguen la ineludible participación en el plan huelguístico de
los trabajadores que no están en huelga, de manera que el concierto de unos
pocos  extiende  la  huelga  a  todos.  Esto  se  produce,  por  ejemplo,  en  las
huelgas de trabajadores de sectores estratégicos.

- Se  está  ante  un  posible  abuso  cuando  a  la
perturbación de la producción que la propia huelga ya acarrea, se le dota de
un  efecto  multiplicador,  de  manera  que  la  huelga  desencadena  una
desorganización  de  los  elementos  de  la  empresa  y  de  su  capacidad
productiva.
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 En  Alemania  la  jurisprudencia  constitucional  ha
establecido  que  la  huelga  no  puede  quebrantar  el  “principio  de
proporcionalidad” (equilibrio entre las partes) que cita el art. 9.1 de la Ley
Fundamental, lo que implica en esencia, las siguientes consecuencias: 

a) El  recurso  a  la  huelga  ha  de  ser  lo  último  en
utilizarse y,  por tanto, deben llevarse a cabo las posibles soluciones para
evitarla, como son los intentos de conciliación, mediación y arbitraje; 

b) Los medios empleados para la huelga no pueden,
por su naturaleza, rebasar el límite que en su caso sea preciso para lograr el
fin perseguido; 
c) Después  de  terminar  la  huelga,  ambas  partes
deben contribuir, lo antes posible, al restablecimiento de la paz laboral de
manera rápida y global, y 

d) Con la huelga no se puede violar flagrantemente el
bienestar común de la sociedad.

 Es necesario garantizar los trabajos necesarios de
mantenimiento durante la suspensión del trabajo por huelga para evitar el
deterioro de las instalaciones de producción. 

 En Italia, al igual que en Alemania, el derecho a
huelga ha sido recogido e interpretado en la práctica por la jurisprudencia.
Para  que  una  huelga  sea  considerada  “legítima”,  conforme  a  la
jurisprudencia se deben cumplir los siguientes requisitos: Deben respetarse
las “obligaciones de paz” establecidas en los contratos colectivos, así como
los procesos de conciliación,  antes de votar  una huelga.  La huelga debe
proteger los intereses legítimos de los participantes. Debe ser producto de
una negociación colectiva. No puede vulnerar los derechos e intereses de
otros trabajadores, así como tampoco afectar los derechos de propiedad o el
derecho  a  trabajar.  La  huelga  puede  ser  votada  por  cualquier  grupo  de
trabajadores  en  una  empresa,  así  como  por  los  sindicatos  o  “comités
laborales de la empresa”. 

El  principio de la proporcionalidad es clave para
entender adecuadamente la regulación de la huelga en Europa.

Derecho al Trabajo y Huelga

     Hay un choque de derechos fundamentales con la
prohibición  absoluta  de  reemplazo  y  reintegro  durante  una  huelga.  El
derecho  al  trabajo  es  el  derecho  fundamental  humano  por  el  que  toda
persona tiene derecho al trabajo a la protección contra el desempleo (art. 23
N° 1 Declaración Universal de Derechos Humanos).

El  choque  de  Derechos  Fundamentales  se
produce: 
1.-  Con  el  Derecho  al  trabajo  en  sentido  amplio:  referido  al  derecho
fundamental al trabajo, consagrado en la Declaración Universal de Derechos
Humanos.  Entonces,  el  derecho del  trabajo debe garantizar,  como primer
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derecho  fundamental  y  básico  el  acceso  al  trabajo  y  por  lo  tanto  debe
protegerse  el  empleo  y  no  como  sostienen  algunos  que  impulsan  esta
reforma señalando que no es pro empleo.

 Hay  evidencia  empírica  que  la  prohibición  de
reemplazo durante una huelga produce una mayor índice de desempleo en
los países que la contemplan. Así se desprende de las últimas estadísticas
de desempleo de 2015 de los siguientes países sin reemplazo durante una
huelga: España 23,37%, Portugal 13,5%, Francia 10,3% y Bélgica 8,6%. En
cambio en países con reemplazo en huelga el desempleo es sensiblemente
menor: Alemania 4,7%, EE.UU. 5,3%, Rusia 5,4%, Reino Unido 5,6%.

2.-  Pero  la  huelga  sin  reemplazo  y  sin  reintegro,  también  choca  con  el
derecho al trabajo en un sentido restringido, referido al derecho al trabajo de
trabajadores en particular:

i)  Resto  de  los  trabajadores  de  la  empresa  debieran  poder  trabajar
desempeñándose en sus funciones o equivalentes a las de los huelguistas,
para no verse afectados de un movimiento en que no participan.

ii)  Trabajadores  involucrados  en  la  huelga  debieran  poder  descolgarse
individualmente de una huelga,  como el  caso de EE.UU, Gran Bretaña o
Alemania (Bernd Waas, The Right to Strike, pg. 253). Alemania (Waas, The
Right to Strike, pgs. 252 y 253).

 Particular interés presenta el derecho alemán, en
donde se ha fallado que hace perfecto sentido económico que el empleador
mantenga su empresa funcionando por cualquier medio durante una huelga.
Asimismo, los empleadores son libres para tratar de evitar el impacto de una
huelga,  a  través  de  la  subcontratación  de  determinadas  tareas  a  otras
empresas. Son igualmente libres para usar trabajadores sustitutos en este
contexto. Cada trabajador individualmente es libre para decidir si es que va,
cuando va y hasta cuando quiere adherir a la huelga. Esta es la razón por la
que los empleadores frecuentemente entregan incentivos para desalentar la
participación en una huelga o promover la voluntad del equipo para trabajar
durante una huelga. Conforme con la Corte Federal Laboral, esos bonos son
permitidos si fueron prometidos por el empleador antes o durante la huelga y
si  tenían  por  objetivo  facilitar  que  el  empleador  continuara  con  sus
operaciones.

 Por  su  parte  la  Corte  de  Casación  Italiana  ha
señalado  en  similar  sentido:  “El  empleador  puede  disponer  de  los
trabajadores que no están en huelga, para sustituir a los trabajadores que sí
lo están, puesto que ello no se considera como un obstáculo al derecho a
huelga, sino que es una medida legítima del empleador para disminuir los
efectos nocivos de la huelga en la empresa. Y no sólo puede solicitar a los
trabajadores  que  no  participan  en  la  huelga,  que  presten  sus  funciones
habituales,  sino  que además puede solicitarles  que desarrollen  diferentes
funciones dentro de la empresa.” (Sentencia N°14.157 de fecha 6 de agosto
de 2012).

Huelga Pacífica
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 Se  debe  reestablecer  el  carácter  pacífico  de  la
huelga. Ello estaría en armonía con el propio proyecto de ley. El Art. 303, inc.
2° indica “Las partes deben negociar de buena fe. Es contrario a negociar
colectivamente  conforme  a  la  buena  fe  cuando  se  ejercen  violencias  u
obstáculos a la libertad de trabajo. Si la huelga es un derecho fundamental,
nada más contrario  a  éstos  que los  actos  de violencia  u  obstáculos  que
atenten contra la libertad de trabajo; contra el derecho de propiedad y aún
contra el derecho a la integridad física y el derecho a la vida.

Oportunidad de negociar

 Con la reforma puede negociar un sindicato que
no tenga contrato colectivo en cualquier momento (no en un mismo período),
lo que puede hacer proliferar las negociaciones en la medida que se vayan
creando sindicatos y mantener a la empresa negociando permanentemente.

Vencimiento del contrato colectivo

 Al  vencer  un  contrato  colectivo  y  pasar  sus
cláusulas  a  los  contratos  individuales,  se  debiera  contemplar  las  mismas
exclusiones  que  existen  para  el  piso  de  la  negociación  colectiva,  con  el
objeto de establecer una coherencia legislativa y evitar interpretaciones que
pretendan mantener reajustes y otros en los contratos individuales.

ECONOMISTA ANDRÉS VELASCO

El  economista  y  ex Ministro  de Hacienda,  señor
Andrés  Velasco  Brañes  realizó  una  presentación  denominada  “Reforma
laboral:  medidas para generar  más y mejores empleos”,  cuyo texto es el
siguiente:

Tres desafíos en el mundo del trabajo

-Problemas de acceso al mundo laboral entre mujeres y jóvenes:

Jóvenes entre 20 y 24 años con cesantía del 15,4%.
Tasa  de  desocupación  femenina  7,8% mientras  que  la  masculina  fue  de
5,7%.

-Políticas  para  impulsar  la  productividad  para  generar  más  y  mejores
empleos:

Incorporación de nuevas tecnologías al interior de la empresa; y traslado de
talentos desde empleos de baja productividad a otros de alta productividad.

Estudios demuestran creciente inflexibilidad económica en Chile (Caballero,
Engel y Micco, 2004)
-Necesidad  de  modernizar  el  sistema  de  relaciones  laborales  en  Chile,
desarrollando  una  relación  menos  “asimétrica”  entre  trabajadores  y
empleadores y promoviendo el diálogo y la colaboración entre ambas partes. 
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Dos aspectos claves para generar este equilibrio:

En  las  relaciones  colectivas,  fortaleciendo  el  rol  de  los  sindicatos  como
representantes de los trabajadores; y 

En el proceso de negociación colectiva, como un medio idóneo para mejorar
la participación de los trabajadores en el éxito económico de la empresa, a
través de acuerdos sustentables que permitan que dicho éxito se extienda en
el tiempo.

La propuesta del Ejecutivo ¿Qué aborda el proyecto de ley y qué aspectos se
pueden mejorar?

I.-  Derecho  a  huelga  y  reemplazo.  Diagnóstico.  La  prohibición  total  de
reemplazo de trabajadores en huelga y la no diferenciación por tamaño de
empresas,  sumados  al  carácter  indefinido  de  duración  de  la  huelga  de
acuerdo  a  la  ley,  en  la  práctica  le  entrega  al  sindicato  la  facultad  de
interrumpir indefinidamente la continuidad operacional de la empresa, sin que
el  sindicato  deba justificar  su  decisión  sobre  la  base de ningún estándar
objetivo.

Posibles mejoras al proyecto

Prohibir el reemplazo con trabajadores externos, como plantea el proyecto,
pero  al  mismo  tiempo  dejar  expresamente  establecida  la  alternativa  de
reemplazo interno (con trabajadores que no se encuentran en el proceso de
negociación) aunque con ciertas restricciones.

En el caso de empresas medianas y de menor tamaño, permitir la mediación
forzada luego de 15 días de huelga, con posibilidad de descuelgue individual.

Permitir la posibilidad de descuelgue individual, requiriendo una oferta formal
por parte del empleador mejor que la última oferta hecha al sindicato durante
la negociación.

Requerir  que los  servicios  mínimos sean definidos y  acordados entre  las
partes con antelación a la negociación colectiva.

II.  Extensión de beneficios. Diagnóstico. El proyecto establece una posible
extensión de beneficios sin límites en el tiempo. Al no existir certeza respecto
al  número  de  trabajadores  que  se  afiliarán  al  sindicato,  y  que
automáticamente recibirán la extensión de beneficios, el costo de un acuerdo
se  vuelve  altamente  incierto.  Al  incorporarse  (post-afiliación)  a  los
trabajadores nuevos sin  limitantes,  lo  que se produce es simplemente  un
aumento  del  costo  de  contratación  de  trabajadores  nuevos,  con  el
consecuente impacto en la creación de empleo.

Posibles mejoras al proyecto
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Establecer que la extensión de beneficios debe responder a un acuerdo entre
el sindicato y el empleador, dado que se trata de un acuerdo de voluntades
de carácter eminentemente bilateral. 

Resguardar  que  los  beneficios  se  extiendan  a  trabajadores  con  contrato
vigente en la empresa al momento de la celebración del contrato colectivo. 

En caso de no haber extensión automática para los trabajadores con contrato
vigente  al  momento  de  la  negociación,  explorar  alternativa  de  repartición
colectiva,  total  o  parcial  de  los  beneficios  a  través de solicitudes que un
grupo o trabajadores individualmente considerados puedan efectuar a ambas
partes del contrato colectivo.

III. Pactos de adaptabilidad. Diagnóstico. La propuesta permite conciliar de
buena forma la productividad de las empresas con la vida familiar  de los
trabajadores, entre otras materias que pueden definir libremente las partes.
No obstante, existen dos problemas: Exigir 30% de afiliación sindical impone
una importante barrera de entrada para las empresas, particularmente para
las  pequeñas  y  medianas.  Es  un  requisito  a  nivel  de  la  empresa  y  no
necesariamente en el área o establecimiento en que se requiere la jornada o
acuerdo especial.

Posibles mejoras al proyecto

Posibilitar  el  pacto sin exigencia de quórum en las empresas medianas y
pequeñas que no tengan condenas de prácticas antisindicales, bajo ciertas
condiciones.

Permitir  el  pacto  de  adaptabilidad  en  todas  aquellas  organizaciones
sindicales  que  reúnan  un  número  mínimo  de  100  trabajadores,
independientemente de su representatividad en la empresa y del porcentaje
de sindicalización existente en la empresa. 

IV. Piso de negociación. Diagnóstico. La propuesta atenta contra los mismos
objetivos que declara perseguir, toda vez que al restringir las posibilidades de
las mismas partes de reformular en el proceso de negociación colectiva los
incentivos pactados en los contratos colectivos anteriores, la ley dificulta la
posibilidad de las mismas partes de discutir y generar nuevas fórmulas que
se  adecuen  de  mejor  manera  a  las  cambiantes  necesidades  de  los
trabajadores y sus familias, la empresa y el mercado.

Posibles mejoras al proyecto

Reemplazar  la  obligación  de  ofrecer  como  piso  mínimo  los  mismos
beneficios en cada componente del  contrato por  un piso mínimo general,
respetando  el  valor  total  nominal  de  los  beneficios  contemplados  en  el
contrato anterior, y permitiendo pactar condiciones nuevas en los beneficios
individuales.  
Crear la obligación para la empresa de justificar económicamente la repuesta
al pliego presentado al sindicato. Una justificación sólida ayudará a mejorar
los procesos de negociación colectiva.
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V. Fuero y sus abusos. Diagnóstico. El proyecto aprobado por la Cámara de
Diputados elimina la tipificación de práctica desleal actualmente vigente en el
Código del  Trabajo que sanciona los actos de sabotaje y vandalismo, así
como  las  agresiones  y  amenazas  a  las  personas.  El  proyecto  original
enviado  por  el  Gobierno  mantenía  la  sanción  a  los  actos  de  violencia  e
incorporaba  una  nueva  práctica  antisindical  que sancionaba hasta  con  la
pérdida  del  fuero  sindical  los  actos  de  violencia  en  los  procesos  de
negociación colectiva.

Posibles mejoras al proyecto

Reponer la sanción a los actos de fuerza en las cosas y fuerza física y moral
en las personas como una práctica desleal durante y fuera del proceso de
negociación colectiva.

Reponer la nueva tipificación de práctica desleal que incluía el proyecto del
Gobierno para sancionar dentro y fuera del proceso de negociación colectiva
“las tomas” y los actos de fuerza ilegítima.

Algunos aspectos adicionales a ser considerados en la Agenda Laboral

Avanzar  en  mecanismos  de  dialogo  social  efectivo  para  incentivar  la
colaboración entre los empleadores y trabajadores. 

Perfeccionar el rol y competencias de la Dirección del Trabajo, separando
sus funciones, e integrándola al SADP.

Rediseñar el actual sistema de capacitación, enfocándose en quienes están
buscando trabajo – y no solo en quienes están trabajando.

CENTRO LATINOAMERICANO DE POLÍTICAS ECONÓMICAS Y
SOCIALES

El  Director  del  Centro  Latinoamericano  de
Políticas Económicas y  Sociales  y  ex  Ministro  de Hacienda,  señor  Felipe
Larraín Bascuñán hizo la siguiente presentación, denominada “El proyecto de
ley de Reforma Laboral y propuestas para un mejor dialogo laboral”:

Los objetivos de una reforma laboral

Estimular la creación de empleo.
Generar  las  condiciones  para  un  crecimiento  sostenible  de  las
remuneraciones.
Mejoras en la calidad del empleo:
-Generación de habilidades, capacitación y desarrollo profesional
-Salud y bienestar en el trabajo
-Conciliación de la vida laboral con la vida profesional
-Protección social y derechos laborales
-Buenas relaciones laborales e instancias adecuadas para el  diálogo y la
negociación.
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El Proyecto de Ley Propuesto: Elementos de Análisis

Titularidad sindical y beneficios de la 
negociación colectiva

La titularidad sindical  establece un verdadero monopolio  sindical  sobre  el
proceso de negociación colectiva.
Sólo  en  empresas  sin  sindicato  se  reconoce  el  derecho  a  que  los
trabajadores puedan unirse en grupos para negociar colectivamente.

Pero además:

Sólo mediante acuerdo entre sindicato y empleador podrán extenderse los
beneficios de la negociación a los no afiliados. La extensión unilateral de los
beneficios negociados será considerada práctica antisindical.

Proponemos:  mecanismo que no genere sindicalización artificial  pero que
elimine desincentivos a la afiliación:
Trabajadores  que  se  acojan  a  beneficios  del  convenio  colectivo  deberán
pagar (100%) de la cuota que pagan trabajadores afiliados al sindicato
Extender beneficios de la negociación colectiva a todos los trabajadores en
línea con recomendaciones de la OCDE y la OIT

Efectos de una mayor sindicalización (forzosa)

De  acuerdo  a  estimaciones  de  CLAPES  UC  la  elasticidad  del  empleo
asalariado al salario real es de -0,4.

Aumento de la tasa de sindicalización de cerca de 15% a 30%, con un “mark-
up” salarial de 16%, se traduciría en una pérdida de entre 44 mil y 65 mil
empleos asalariados.

Prohibición de reemplazo en huelga

 El  proyecto  de  ley  elimina  la  facultad  del
empleador  de  reemplazar  durante  huelga  con  trabajadores  propios  o
externos a la empresa.

Proponemos: Conciliar los objetivos de que la huelga sea una herramienta
legítima de negociación y al mismo tiempo no paralizar el proceso productivo.
Permitir  reemplazar  internamente  a  los  trabajadores que van a huelga al
momento de rechazar la última oferta del empleador Mantener posibilidad de
reemplazo  actualmente  vigente  a  empresas  ligadas  a  servicios  de
necesidades  básicas  (Ej.  alimentación)  y  a  las  que  se  dediquen  a  la
producción de bienes rápidamente perecibles, y que no tienen la opción de
mantener en inventario los productos para hacer frente a sus obligaciones
con los clientes en caso de huelga.
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Reemplazo en huelga: países OCDE

Evidencia reemplazo en huelga: Caso de Canadá

Cramton et al. (1999) revelaron que la prohibición de reemplazo:
 -Aumentó la incidencia de huelgas en un 12% 
 -Aumentó la duración de éstas en 31,6 días
-Aumentó los salarios reales en 4,4% en corto plazo y 14% en largo plazo.

Budd  (2000)  encuentra  que  políticas  de  prohibiciones  de  reemplazo  que
restringe tanto el  uso de reemplazos permanentes como temporales tiene
efectos negativos en el empleo.

Resumen de impactos sobre empleo

Supuestos:
-Elasticidad del empleo asalariado al salario real: -0,4
-Impacto sobre salarios reales de Cramton et al (1994): 4,4% en corto plazo y
14% en largo plazo
-Tasa de sindicalización llega a 30%.
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Impacto en recaudación fiscal

Propuestas para mejorar el proyecto

Protección del empleo en tiempos de crisis.

Retomar PL de Trabajo a Distancia o Teletrabajo.

Medidas para una mayor inclusión laboral de jóvenes:
Reforzar el Subsidio al Empleo Joven (SEJ)
Reforzar y ampliar el programa +Capaz de SENCE
Estatuto laboral para jóvenes estudiantes
Programa de Aprendizaje de Oficios para personas desempleadas por largo
tiempo (y otros fuera de la fuerza laboral)

Cambios al sistema de intermediación laboral
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Protección del empleo en tiempos de crisis

Transformar el actual seguro de cesantía para que opere no sólo en períodos
de desempleo, sino durante crisis económicas.

Pactar reducción de jornada de 50%; remuneración de cargo del empleador
de 50% del promedio de remuneraciones de los últimos doce meses y un
25% adicional a cargo del Seguro de Cesantía.

Así: reducción de jornada de 50% con un pago del 75%.
 
¿Quién determina la crisis?
Comité de expertos elabora informe 
Ministerio  de  Hacienda  establece  por  resolución  (publicada  en  el  Diario
Oficial), la existencia de situación de riesgo
Resolución vigente por hasta 6 meses

Retornar al proyecto de ley sobre teletrabajo

Las tecnologías de la información han generado un notable aumento de la
productividad, abriendo puertas a nuevas formas de trabajo que no necesitan
presencia física en un reciento común para realizar un trabajo.

Proponemos  retomar  el  proyecto  de  ley  sobre  el  Contrato  Especial  de
Trabajo a Distancia ingresado en septiembre de 2010.

Este  establece  una  normativa  que  permite  al  trabajador  contar  con  un
contrato de trabajo especial, regulando la jornada de trabajo, prevención de
riesgos y accidentes laborales, permisos parentales, entre otros.

El proyecto de ley otorga garantías en el ámbito del derecho colectivo y la
protección social, resguardando a los trabajadores y compatibilizando su vida
social  y  familiar  con  el  desarrollo  productivo  y  la  competitividad  de  la
empresa.

Programa de Aprendizaje de Oficios para personas largamente
desempleadas y otros grupos precarios

Para  los  desempleados  crónicos:  programas  de  mayor  rentabilidad  son
aprendizaje  de  oficios,  complementados  con  técnicas  de  búsqueda  de
empleo.

Se  propone  crear  un  programa  que  permita  el  aprendizaje  de  oficios  e
incorpore técnicas de búsqueda de empleo, asimilando al actual programa
+Capaz, pero dirigido a desempleados de larga duración (más de un año).

Para que sea exitoso: hacer alianzas con instituciones que permitan realizar
esta  formación y cambiar  el  foco  de los  beneficiarios que hoy se dirigen
únicamente hacia aquellos que cuentan con Seguro de Cesantía. 

Usar  también  otras  fuentes:  Subsidio  de  Cesantía,  cotizaciones
previsionales, declaraciones de impuestos y otros datos del SII.

145



Posible extensión a trabajadores informales y personas fuera de la fuerza de
trabajo, en particular los trabajadores desalentados.

Cambios al sistema de intermediación laboral

Para  registrarse  en  la  Bolsa  Nacional  de  Empleo  (BNE)  es  requisito  ser
beneficiario del Seguro de Cesantía.

Esto  excluye  a  un  grupo importante  de  personas de  los  mecanismos de
intermediación laboral.

Si se inscriben en la BNE todos los desempleados, subempleados y otros
ocupados interesados en cambiar de trabajo, induciría un mayor interés por
parte de las empresas por ofrecer sus vacantes por medio de la BNE.

Proponemos: ampliar la posibilidad de inscripción a la BNE a todos quienes
se encuentren en la búsqueda de un empleo (recurrir a fuentes alternativas
de información al Seguro de Cesantía como los beneficiarios del Subsidio de
Cesantía y otros); cambiar los incentivos para el administrador del portal de
la BNE, enfocando el pago en los trabajadores efectivamente colocados más
que en los inscritos

COMENTARIO

El Senador señor Letelier comentó que el proyecto
de  ley  en  estudio  no  tiene  como  objetivo  crear  empleos,  sino  que
principalmente dice relación con la regulación de los derechos colectivos.

Por otro lado, manifestó que sería interesante de
conocer cuál es el efecto de la demanda efectiva sobre la economía por el
aumento  de  ingresos  de  los  trabajadores  y  qué  tipo  de  recaudación  se
produce por el dinamismo económico.

COORDINADORA DE SINDICATOS DE EMPRESAS ESTRATÉGICAS

El Vicepresidente Nacional de la Central Unitaria
de  Trabajadores  y  Presidente  del  Sindicato  de  Trabajadores  ENAP
Aconcagua, señor Nolberto Díaz Sánchez, inició sus palabras señalando que
la  Coordinadora  de  Sindicatos  de  la  Energía  agrupa  a  más  de  50
organizaciones sindicales del ámbito de la electricidad, obras sanitarias, gas,
petróleo, distribución de combustibles, etcétera, que bajo el alero de la CUT,
se están reuniendo desde hace un par años para dar visibilidad pública a una
de sus demandas históricas, como es el fin del Artículo 384 del actual Código
del Trabajo. 

 A  continuación  señaló:  los  trabajadores  y  los
dirigentes sindicales de empresas de energía eléctrica, sanitarias, del gas,
del petróleo, de empresas contratistas, de propiedad estatal o privada, que
atienden  servicios  de  utilidad  pública  denunciamos  que  a  través  de  la
aplicación del artículo 384 del actual Código del Trabajo se nos ha negado
absolutamente y sistemáticamente el pleno ejercicio del derecho a huelga,
dejando como única alternativa legal para solucionar el conflicto un arbitraje
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que siempre ha sido resuelto a favor de los empleadores, produciendo un
claro  desequilibrio  en  los  procesos  de  Negociación  Colectiva  en  los  que
empresarios  se  limitan  a  imponer  sus  condiciones,  sin  poder  contar  los
trabajadores con la herramienta fundamental de una negociación colectiva
como es el derecho a huelga.

 Es intolerable que esta norma establecida hace 35
años con el Plan Laboral de la dictadura se mantenga vigente después de 6
gobiernos democráticos, pese a existir plena conciencia de que contraviene
los  convenios  87  y  98  de  la  OIT,  y  el  Pacto  Internacional  de  Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, instrumentos que reconocen la libertad
sindical y la huelga como un derecho fundamental de todos los trabajadores.
Es más, es ahora la propia Corte Suprema, quienes en un conocido fallo de
Diciembre de 2014 parecen darnos la razón y de manera indirecta llama a
que el Estado de Chile salga de una vez por todas del letargo y se ponga a
tono con lo que el fallo denomina “la plena reafirmación de la huelga como
principio básico del catálogo de derechos económicos, sociales y culturales,
y como prerrogativa irrenunciable del derecho laboral”.  

 Es  que  la  huelga,  como  lo  señala  la  Corte
Suprema  en  su  fallo,  “se  ha  legitimado  como un  recurso  ineludible  para
obtener lo que el segmento laboral percibe como necesario” y su “necesidad
está  íntima y  directamente  unida  a  la  reivindicación  de derechos que se
consideran conculcados, e indirectamente, al bien común”. 

 Ahora  bien,  más allá  de lo  que específicamente
resuelve  el  fallo  (fin  del  reemplazo  por  la  vía  de  la  movilidad interna de
trabajadores)  y  los  tópicos  que  aborda  (reconocimiento  constitucional  del
derecho  a  huelga,  contenido  y  modalidad  del  mismo,  control  de
convencionalidad que deben realizar los juzgadores chilenos al momento de
resolver un conflicto, etc.) -elementos muy valorables debido a su impecable
argumentación jurídica-, lo que destaca más es que al consagrar la huelga
como derecho fundamental,  legítimo y  pacífico  de los  trabajadores,  Chile
comience  a  abrirse  camino  hacia  una  sociedad  más  justa,  en  la  que  el
trabajo es valorizado como derecho del ser humano y como “medio a través
del  cual  humanice  la  realidad  y  se  constituya  en  miembro  activo  de  la
comunidad”. 

 Volviendo  a  la  situación  de  la  huelga  en  las
empresas  estratégicas,  resulta  intolerable  que  esta  norma  pretenda
mantenerse en el Proyecto de Reforma Laboral que se está discutiendo en el
Congreso, como nuevo artículo 363, como si las mejoras cosméticas que se
introducen al sistema de arbitraje pudieran compensar la ilegítima privación
de un derecho fundamental como la huelga. 

 En  Chile,  muy  pocos  trabajadores  están
sindicalizados,  muchos  menos  negocian  colectivamente  y  los  pocos  que
negocian, la mayoría de las veces sus ganancias son exiguas comparadas a
las utilidades de las empresas que en algunos casos son monopólicas  y
además han sido denunciadas porque se coluden con los precios. Como si lo
anterior fuera poco, el derecho a huelga está restringido y limitado porque
existe la figura del “reemplazo”, es decir, trabajadores que en pleno ejercicio
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de un derecho fundamental,  son despojados de sus trabajos por  la mera
voluntad  del  empleador.  Pero,  aún  peor,  por  un  solo  acto  administrativo,
hasta ahora año tras año, los ministros de Defensa, Economía y Trabajo,
amparados  en  esta  norma  de  la  dictadura,  les  niegan  un  derecho
fundamental  a  los  trabajadores,  sometiéndolos  a  un  arbitraje  costoso  e
injusto. ¿Qué arbitraje puede haber entre una empresa y un sindicato sin
derecho a huelga?

 Para justificar esta ignominia, los gobiernos se han
escudado en la declaración de “empresa estratégica”, y miren qué sorpresa,
revisado el listado del año 2014, con más de 100 empresas incluidas en el
listado, éstas presentan dos características bien particulares: 1) muchas de
ellas ayer fueron del Estado pero privatizadas en dictadura; o concesionadas
en democracia; 2) pertenecen a grupos económicos oligopólicos. Empresas
de distribución eléctrica, obras sanitarias, empresas del gas, casi todas las
empresas  portuarias,  etcétra.  CHILECTRA,  CHILQUINTA,  GASCO,
METROGAS,  todas  las  sanitarias  ESVAL,  Aguas  Andinas,  ESBBIO,  TPS
(Puerto Valparaíso), etcétera.

 Lo anterior no hace más que facilitarle la vida al
empresariado, negando el ejercicio de la huelga (ya limitada) y cumpliéndose
por vía administrativa el debilitamiento del poder sindical que tanto deseó el
mentor del Plan Laboral, el ex ministro del Trabajo, Previsión y de Minería de
Pinochet: José Piñera.

 Además de estas situaciones, vuelve a surgir en la
discusión  pública,  a  propósito  del  conflicto  en  Codelco,  el  tema  del
subcontrato  en  este  tipo  de  empresas.  La  mayoría  de  estas  empresas
declaradas estratégicas han sido víctimas del flagelo subcontrato, lo que ha
llevado a que en alguna de estas empresas la proporción de trabajadores de
planta versus los contratistas sea en algunos casos de 5 a 1, realizando los
subcontratistas tareas tan o más importantes que las que realizan los propios
trabajadores de planta.  La paradójico de esto es que los trabajadores de
planta producto del  Art.  384 no pueden negociar colectivamente, pero los
trabajadores  subcontratados  si,  haciendo  que  al  final  esta  norma  quede
obsoleta y se termine usando para arbitrariedades. 

 Reconocemos el carácter de “estratégicas” de las
empresas de electricidad, de combustibles, de agua potable y aquellas cuya
paralización efectivamente pudiere afectar los derechos fundamentales de
terceros.  Sin  embargo,  la  colisión  de derechos se  resuelve  adoptando  la
doctrina de los “Servicios Esenciales” que la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) ha desarrollado para este tipo de empresas, y no esta suerte
de  “servicios  esenciales  universales”  que  trata  de  generar  este  proyecto.
Creemos que de acuerdo a lo señalado por el Comité de Libertad Sindical, es
en estos casos en donde se justifica la existencia de “servicios mínimos”, y
no la prohibición total que realiza nuestra legislación, que evidentemente deja
en una situación de indefensión a los trabajadores.

 Es por ello que solicitamos como acto de justicia
mínimo que se nos reconozca el ejercicio del derecho a huelga, que este
Senado ratifique lo  aprobado en la  Cámara de Diputados,  y  ponga fin  al
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Artículo  384  del  actual  Código  del  Trabajo  y  del  proyecto  de  Reforma
Laboral. Los derechos de terceros están debidamente resguardados con los
equipos  de  emergencia  que  la  ley  obliga  a  proporcionar  y  que  como
trabajadores  sabemos  que  debemos  otorgarlos  por  el  bien  de  nuestras
fuentes de trabajo, de nuestras familias, y de todos los chilenos.

 Reclamamos  el  derecho  a  huelga  efectivo  con
servicios esenciales para los trabajadores de empresas estratégicas.

FUNDACIÓN CHILE MUJERES

Las  Directoras  de  la  Fundación  Chile  Mujeres,
señoras Verónica Campino y Francisca Jünemann primeramente señalaron
que son una organización sin fines de lucro e independiente nacida desde la
sociedad civil, con el objeto de contribuir al desarrollo de las oportunidades y
de los derechos de la mujer, mediante una innovación cultural basada en la
convicción que ella, con sus talentos y capacidades, es un agente de cambio
relevante  en  el  Siglo  XXI.  Sus  principios  inspiradores  son  la
corresponsabilidad y la adaptabilidad de la vida laboral, personal y familiar.

 Chile  Mujeres  representa  a  más  de  13  mil  500
mujeres seguidoras de la Fundación.

Seguidamente expusieron lo siguiente:

 El Proyecto de ley “que moderniza el sistema de
relaciones  laborales,  introduciendo  modificaciones  al  Código  del  Trabajo”
(Boletín  Nº  9.835-13)  contempla  importantes  avances  en  materia  de
derechos y oportunidad de las trabajadoras y trabajadores. Es destacable la
incorporación de representación femenina en los directorios de los sindicatos
(art. 231 inciso 3º) y en sus comisiones negociadoras (art. 332), así como la
incorporación  expresa  en  materias  de  negociación  colectiva  de  acuerdos
para  la  conciliación  del  trabajo  con  las  responsabilidades  familiares  y  de
planes de igualdad de oportunidades y de equidad de género (art. 306). 

 Sin embargo, creemos que se puede dar un paso
más para equiparar la cancha de la participación femenina en el mercado
laboral ya que aún es un sector vulnerable, existiendo tres millones 700 mil
mujeres excluidas (INE, Encuesta Nacional de Empleo, 2014). 

1) La visión de la OIT sobre la igualdad de género, es que se trata de un
derecho fundamental, esencial para alcanzar el objetivo mundial de Trabajo
Decente para todos.

Cuadro Nº 1:
Ranking de Chile en categorías evaluadas para la brecha de género 2013
(total de 136 economías):

Índice Ranking
Participación Económica N° 112
Logro Educacional N° 32
Salud y Esperanza de Vida N° 1
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Empoderamiento político N° 67
Total N° 91
Fuente: The Global Gender Gab Report 2013, WEF. 

2)  Chile  tiene  una  tasa  de  participación  laboral  femenina  por  debajo  del
promedio de América Latina: para alcanzar  la tasa promedio de participación
laboral  femenina  en  la  región,  deberían  incorporarse  270.000  mujeres  al
mercado laboral.

3)  La  diferencia  en  participación  laboral  se  acentúa  en  los  sectores  de
menores recursos económicos:

La participación laboral de mujeres según decil de ingresos en el año 2011
fue de 24.8% en el 10% menor y del 62.2% en el 10% mayor. Así, hubo una
diferencia de 37.4 puntos de participación laboral entre las mujeres de más
recursos y las de menos. Esto fue proporcional: a medida que aumentó en
decil de ingreso aumentó la participación laboral.

4) Sólo el 32% de las mujeres tiene una inserción permanente en el trabajo
(PNUD, “Informe de Desarrollo Humano. Género: los desafíos de la igualdad,
2010”, en base a la Encuesta de Protección Social de la U de Chile).
5) Mientras más de la mitad de las mujeres sin hijos trabaja, sólo el 34% de
aquellas que tiene dos o más hijos lo hace. Una vez que se tiene un hijo, la
participación laboral femenina decrece en un 11.3% y en un 21.3% al tener al
segundo hijo.  La maternidad no es por lo tanto inocua en la participación
laboral de las mujeres. 

6) Debido a razones familiares permanentes 1.352.676 mujeres estuvieron
inactivas a nivel nacional el año 2014, correspondientes al 97,8% del total de
personas inactivas por este motivo. Es decir, solo el 2.2% de los hombres se
excluyó del mercado laboral por razones familiares, recayendo el cuidado de
la familia exclusivamente en la mujer (INE, Encuesta Nacional de Empleo,
2014). 

7) Las mujeres de nuestro país inactivas por razones familiares permanentes
son  mujeres  capacitadas  para  trabajar  fuera  del  hogar  con  una  tasa  de
educación superior del 49.8% (INE, Encuesta Nacional de Empleo, 2014). 

8) Chile necesita trabajar la corresponsabilidad. Debido a razones familiares,
más de un millón 300 mil mujeres estuvieron inactivas a nivel nacional el año
2014. 

1. Propuesta: 

 La realidad expuesta y los avances señalados en
el proyecto de ley, nos hace tener la convicción que existe la necesidad y la
voluntad de los legisladores de velar por el interés común que nos mueve y
nos alienta a promover una modernización de la legislación laboral en pro de
la corresponsabilidad y la adaptabilidad y de esta forma no perder esta gran
oportunidad, de la misma manera que lo hizo el año 2013 la legislación civil
al incorporar expresamente el principio de corresponsabilidad en la reforma a
las normas sobre cuidado personal de los hijos .
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 Para  ellos  Chile  Mujeres  propone  ante  la
honorable  Comisión  de  Trabajo  y  Previsión  Social  del  Senado  de  la
República,  incorporar  al  proyecto  de  ley,  dentro  de  los  pactos  de
adaptabilidad (pactos sobre condiciones especiales de trabajo):

- La disposición expresa que ellos se pueden convenir para que trabajadoras
y  trabajadores  con  responsabilidades  familiares  logren  condiciones  de
trabajo que fomenten una corresponsabilidad entre padres y madres en la
crianza  y  educación  de  sus  hijos,  sin  requisito  de  un  porcentaje  de
participación sindical. 

- La disposición expresa que ellos se pueden convenir para que trabajadoras
y  trabajadores  con  responsabilidades  familiares  logren  condiciones  de
trabajo que permitan  conciliar la vida laboral y familiar, sin requisito de un
porcentaje de participación sindical. 

-  El  derecho por parte  de los trabajadores no sindicalizados a solicitar  la
extensión  de  los  beneficios,  sin  requisito  de  aprobación  por  parte  de  la
Inspección  del  Trabajo  ni  de  un  porcentaje  de  los  trabajadores  no
sindicalizados. 

 De esta manera Fundación Chile  Mujeres busca
radicar  en  los  trabajadores  no  sindicalizados  el  derecho  a  solicitar  la
extensión  de  los  beneficios  convenidos  en  los  pactos  de  adaptabilidad,
dejando de ser una facultad del empleador convenir aplicarlos. 

 Estas  propuestas  se  fundamentan,  en  primer
lugar,  en  el  hecho  que  la  participación  laboral  femenina  no  alcanza  en
nuestro país el 50% y en que sólo el  28.7% del total  de los afiliados son
mujeres, frente a un 71.3% de afiliación sindical masculina (ENCLA 2011).
Así  se estaría  contribuyendo a eliminar  las barreras que impiden que los
intereses de las mujeres sean escuchados y acogidos. 

Propuesta específica:

 “Los  pactos  sobre  sistemas  excepcionales  de
jornada de trabajo y descansos podrán ser acordados a fin de promover la
conciliación entre la vida laboral y familiar de los trabajadoras y trabajadores
con  responsabilidades  familiares,  así  como  la  corresponsabilidad  entre
padres y madres en la crianza y educación de sus hijos. No será requisito un
porcentaje de afiliación sindical determinado dentro de la empresa. 

 Los trabajadores no sindicalizados podrán solicitar
que les sean extendidos los beneficios concordados. No será necesario para
ello  contar  con  la  aprobación  previa  de  la  Inspección  del  Trabajo  ni  un
quórum determinado de trabajadores no sindicalizados”. 

Reflexiones finales:

 De  aprobarse  esta  iniciativa,  se  estaría
fortaleciendo  los  avances  ya  logrados  en  los  últimos  años  en  nuestro

151



Derecho del  Trabajo al  incorporar  el  posnatal  parental;  al  incluir  al  padre
como titular  del  derecho a dar  alimento  al  hijo  menor  de  dos años;  y  al
remplazar el Título de la Protección a la Maternidad por “De la Protección a
la Maternidad, Paternidad y la Vida Familiar”.

 La  propuesta  es  a  su  vez  coherente  con  la
tendencia  de  la  legislación  laboral  de  los  últimos  años:  explicitar  ciertos
bienes  que  busca  proteger  o  promover.  Y  lo  es  también  con  el  actual
proyecto de ley al proponer explicitar en materias de negociación colectiva
los  acuerdos  para  la  conciliación  del  trabajo  con  las  responsabilidades
familiares.

 No podemos perder la oportunidad de modernizar
nuestra  legislación  laboral,  aprovechando  los  pactos  de  adaptabilidad
propuestos en el proyecto de ley para promover la corresponsabilidad tan
necesaria.  Con ellos estaríamos contribuyendo al  cambio cultural  que tan
urgentemente  Chile  necesita  para  nivelar  la  cancha  de  las  mujeres  y
hombres de nuestro país.

COMENTARIOS

El  Senador señor  Letelier  indicó  que discrepaba
con la idea de incluir pactos de adaptabilidad en la negociación colectiva,
porque dichos pactos dicen relación con la extensión de jornada de trabajo,
incluyendo las jornadas adicionales que es una bolsa de trabajo extra unido a
la jornada pasiva. De modo que dijo entender que la petición de la Fundación
Chile Mujeres es que la promoción de la conciliación entre la vida laboral y
familiar  de  las  trabajadoras  y  de  los  trabajadores  con  responsabilidades
familiares sea materia de la negociación colectiva.

La Senadora señora Muñoz recordó que el artículo
306 del proyecto de ley regula las materias de la negociación colectiva, que
sería el camino que las representantes de la Fundación podrían recorrer.

 El  Senador  señor  Letelier  invitó  a  las
representantes de Chile Mujeres a sugerir ideas respecto del tema que les
preocupa, para que sean tenidas en cuenta por la Comisión al momento de
la discusión en particular.

MOVIMIENTO DE INTEGRACIÓN Y LIBERACIÓN HOMOSEXUAL
(MOVILH)

El Director del  Área de Derechos Humanos y el
abogado  del  MOVILH,  señores  Rolando  Jiménez  y  Alan  Spencer
manifestaron lo siguiente:

 El  Movimiento  de  Integración  y  Liberación
Homosexual  (MOVILH)  propone  que  las  modificaciones  al  Código  del
Trabajo discutidas por el Parlamento, incluyan una mirada amplia, inclusiva y
moderna sobre los alcances de la discriminación.
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En  ese  sentido,  sugerimos  una  modificación  al
artículo 2° del Código del Trabajo, de forma que se mencione a todas las
categorías protegidas de discriminación que son parte de la ley N° 20.609.

Indicación propuesta
 
 Para  ser  introducida  como  punto  1,  del  artículo
primero del proyecto de ley:

Intercálase en el inciso cuarto del artículo 2°, entre
las  expresiones  “nacional”  y  “u”,  las  siguientes  palabras:  situación  socio
económica,  idioma,  ideología u opinión  política,  creencia,  participación en
organizaciones gremiales,  orientación sexual,  identidad de género,  estado
civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.

Justificación de la propuesta

 a.-  La  discriminación  laboral  es  un  dato  de  la
realidad  reportado  desde  hace  varios  años  por  variados  estudios,
investigaciones e  informes de  derechos  humanos,  tanto  nacionales  como
internacionales.

 Un ejemplo es el informe “Igualdad en el Trabajo;
afrontar los retos que se plantean” (2007), donde la OIT resalta la necesidad
de explicitar en legislaciones y políticas las diversas formas de expresión de
la discriminación, y no sólo algunas, de manera, de hacer frente efectivo a
esta problemática.

 b.- El artículo 2° del Código del Trabajo menciona
sólo  a algunas categorías  de discriminación.  Habla concretamente  de las
discriminaciones  “basadas  en  motivos  de  raza,  color,  sexo,  edad,  estado
civil,  sindicación,  religión,  opinión  política,  nacionalidad,  ascendencia
nacional u origen social”. Por tanto deja fuera otras formas de discriminación
que con el paso del tiempo ya han ido siendo mencionadas explícitamente
por la legislación chilena.

 c.-  La  ley  N°  20.609,  que  establece  medidas
contra la discriminación explicita las diversas formas de exclusión arbitraria,
tras un largo debate de 7 años. Se discutió, entre otros aspectos, sobre si era
o no necesario mencionar a todas las formas de discriminación o referirse
sólo  en  términos  generales  al  problema.  La  conclusión  fue  que  lo  no
mencionado no existe y se prestaba para arbitrariedades en la aplicación o
interpretación de normas.

 d.- Con posterioridad a la ley N° 20.609 variadas
políticas públicas y leyes que mencionaban o prohibían sólo algunas formas
de  discriminación  han  ido  actualizándose.  Ejemplos  son  los  reglamentos
internos de las FFAA; que debieron eliminarse por permitir la discriminación
por orientación sexual,  religión o clase social.  De igual  manera,  la ley N°
20.750  que  permite  la  introducción  de  la  televisión  digital  terrestre,
promulgada  el  22  de  mayo  del  2014,  menciona  todas  las  formas  de
discriminación  de  la  ley  N°  20.609.  Así,  se  ampliaron  los  alcances  del
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concepto de discriminación en la ley N° 18.838, que crea que el Consejo
Nacional de Televisión.

 e.-  El  Ministerio  del  Trabajo  ha  emitido  dos
dictámenes donde intenta definir los alcances del artículo 2° del Código del
Trabajo, justamente porque la noción de discriminación ahí estipulada no da
cuenta  de  la  realidad,  es  antigua  o  se  presta  para  aplicaciones  o
interpretaciones arbitrarias. Un dictamen (Nº 3704/134) fue emitido el 11 de
agosto del 2004 y el otro (Nº 2660 033) el 11 de junio del 2014, considerando
este último todas las categorías protegidas en la Ley Antidiscriminatoria.

 f.- Por todo lo expuesto, es pertinente, necesario y
acorde a los nuevos cambios sociales y legales una enmienda al artículo 2°
del  Código  del  Trabajo  que  amplíe  la  noción  de  las  categorías  de
discriminación.

ASOCIACIÓN DE PRODUCTORES AVÍCOLAS DE CHILE A. G.

El  Presidente  de  la  Asociación  de  Productores
Avícolas de Chile A.G., señor Juan Miguel Ovalle Garcés, expuso en primer
lugar  sobre  la  realidad  de  la  industria  que  representa,  principalmente
entregando los siguientes datos:

Producción proteínas carnes y huevos 2014

Productos Tonelada
Cerdo          520.074 
Aves          663.806 
Bovino          224.111 

Huevos          204.737
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Otras carnes            22.868 

TOTAL      1.635.596

 Luego, explicó que el trabajo se realiza mediante
un proceso continuo concatenado de servicios anexos (fábrica de alimentos
para animales, bio-digestores y plantas de tratamiento), producción animal
(reproductoras,  incubadoras,  maternidades  y  crianza),  faena-proceso
(plantas faenadoras, frigoríficos y distribución).

Lo  anterior  entrega  empleos  directos  a  34  mil
personas, 8 mil empleos indirectos, con un 35% de sindicalización.

Tema huelga. Impactos de paralización.

-Impactos sobre terceros “externalidades”: sanidad
y bienestar animal; salud pública y daño ambiental.

Una interrupción hoy genera desabastecimiento 9
meses después.

-Impactos  en  sanidad  y  bienestar  animal:
mortalidad (2 días sin agua y alimento el pollo muere); canibalismo, abortos y
enfermedades.

-Impactos  en  la  salud  pública:  ratones,  moscas,
olores molestos y propagación de enfermedades.

-Daño  ambiental:  contaminación  de  aguas,
contaminación de aire y napas subterráneas, y propagación de moscas y
ratones (además genera impacto sobre comunidades vecinas).

Las  actividades  productivas  con  animales  vivos
requieren de atención permanente con personal capacitado.

 Las  actividades  productivas  con  Animales  Vivos
exige la provisión de SERVICIOS MINIMOS.

SERVICIOS MINIMOS PECUARIOS

 -Deben  ser  establecidos  por  Autoridad  Técnica
(Ministerio  de  Agricultura,  Ministerio  de  Salud  y  Ministerio  de  Medio
Ambiente) provistos con personal de la empresa.

CLÍNICAS DE CHILE A.G.

La Gerenta General y la abogada de Clínicas de
Chile A.G., señoras Ana María Albornoz e Ignacia López Vives efectuaron la
siguiente presentación:
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-Clínicas  de  Chile  A.G.  es  la  mayor  asociación
gremial  de  prestadores  privados  de  salud  del  país,  con  40  afiliados
distribuidos a lo largo de todo Chile.

-Red  de  utilización  pública:  los  prestadores
privados de salud atienden a 8 millones de pacientes al año, 5 millones de
los cuales son afiliados a FONASA:

-Servicios esenciales y equipos de emergencia: la
OIT califica los servicios hospitalarios como esenciales, autorizando incluso a
prohibir la huelga respecto de ellos y no distingue entre entidades públicas o
privadas.

En este punto, la reforma laboral es contraria a la
recomendación  de  la  OIT  al  no  calificar  los  servicios  hospitalarios  como
esenciales.

-Huelga sin plazo, sin reemplazo y sin descuelgue:
se requiere establecer mecanismos efectivos que aseguren la continuidad de
la atención de los usuarios, porque su falta podría provocar graves daños en
la salud de las personas.

Se debe calificar como servicios esenciales los de
urgencia, UCIS, UTIS, Pabellón, Esterilización, Recuperación, Hemodiálisis y
sus servicios de apoyo, y sustraerlos de la participación de la huelga, sin
perjuicio  de  participar  de  la  negociación  colectiva.  En  subsidio,  se  debe
establecer un proceso de definición de servicios mínimos acordados por el
empleador y el sindicato, que debe ser requisito sine qua non para hacer
efectiva una huelga. A falta de acuerdo, definidos por un perito experto en
gestión de establecimientos de salud designado de común acuerdo por las
partes  al  inicio  de  la  negociación  (ejemplo:  incluirse  como  requisito  de
mención en proyecto y respuesta, a falta de acuerdo resuelve la dirección del
Trabajo en 24 horas).

 El Empleador debe tener la facultad de elegir las
personas  que  compondrán  el  equipo  de  emergencia,  o  que  sean
trabajadores  externos  porque  la  responsabilidad  frente  a  terceros  por
atención inadecuada, inoportuna y/o ineficaz radica en el prestador y no en el
trabajador

 -Eliminación  del  concepto  de  huelga  pacífica:
acciones violentas sin sanción aumentan el riesgo en calidad y seguridad de
las atenciones. De no generar una norma que garantice en forma eficaz la
continuidad de la atención, la normativa en cuestión podrá ser objeto de una
Acción de Inaplicabilidad Inconstitucionalidad por vulneración de la garantía
del Art. 19 N°9 de la Constitución Política: “Es deber preferente del Estado
garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través
de instituciones públicas o privadas”.

-Distribución excepcional de la jornada de trabajo.
Situación  Actual.  Los  establecimientos  asistenciales  requieren  funcionar
ininterrumpidamente  todo  el  año.  Sistema  público  cuenta  con  turnos
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autorizados por ley.  Sector privado debe solicitar  autorización a la DT. El
empleador  acuerda  individualmente  con  cada  trabajador  la  solicitud  de
distribución  excepcional  de  jornada  de  trabajo  que  resuelve  la  DT.  La
Dirección  del  Trabajo  exige  para  esta  solicitud  acuerdo  del  sindicato
involucrado y días adicionales de descanso compensatorio.

La  reforma  laboral  restringe  el  acceso  a  la
mencionada distribución excepcional de la jornada de trabajo, porque solo
podrán acceder a él  trabajadores sindicalizados, lo que generará distintas
clases de trabajadores en un mismo servicio,  e impactará en la calidad y
continuidad  de  la  atención.  Los  porcentajes  de  quórum que  establece  el
proyecto, exceden con creces la realidad de sindicalización a nivel nacional
(16,4% del Compendio de Normas Estadísticas, Capítulo I de la DT).

En consecuencia:  tal  como está el  proyecto,  los
trabajadores de la salud, incluida una porción muy importante de la fuerza
laboral  femenina en el  país,  quedarán fuera del  alcance de estos pactos.
Implicará aumentar el número de turnos, con el consecuencial aumento de
costo. Disminución de calidad de vida.

-Oportunidad para mejorar:

Que el sindicato tenga la “opción” de incluir dichos
pactos dentro de la NC, pero que la facultad de determinar la jornada de
trabajo quede siempre en manos del trabajador, quien es además el que la
debe cumplir.

 Recordar que autonomía de cuerpos intermedios,
como el Sindicato, jamás puede anular o ir en desmedro de la voluntad de
las personas capaces para contratar, esto es, los trabajadores.

-Reformar con responsabilidad:

 Estamos  a  tiempo  de  introducir  mejoras  que
pueden evitar la generación de un daño grave e irreparable a la vida y salud
de las personas.

Estas mejoras no afectan, en su esencia, ninguno
de los derechos que el proyecto tiene por objeto promover.

COMENTARIOS Y CONSULTAS

El Senador señor Allamand dejó constancia de su
discrepancia con el Presidente de la Comisión, Senador señor Letelier, en
cuanto  que  una  reforma  laboral  no  debe  tener  entre  sus  prioridades  la
generación  o  la  mantención  del  empleo.  A  contrario  sensu,  precisó  que
estima de la esencia de cualquier reforma laboral que pueda generar buenas
condiciones para crear o mantener el empleo.

Formuló las siguientes preguntas:
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-En el caso de las clínicas dijo entender que están
solicitando  quedar  dentro  de  aquel  pequeño  grupo  de  empresas  en  las
cuales no hay huelga o si tienen huelga que se les conceda una condición
especial de especificación de servicios mínimos. Al respecto, recordó que en
la actualidad significa el traslape de la resolución de la discrepancia con el
inicio  de  la  huelga,  pero  –precisó-  en  el  ámbito  de  la  salud  la  condición
debiera ser que no puede haber huelga si no están definidos previamente los
servicios mínimos.

-Respecto de la industria avícola, recordó que el
expositor  señaló  que  en  el  caso  de  la  huelga  deberían  establecerse  los
servicios mínimos con la intervención de la autoridad. Consultó si no sería
más simple establecer para la situación de esa industria el reemplazo interno
y externo o uno de los dos.

-Sobre  la  presentación  del  Centro  Chileno  de
Derecho  del  Trabajo,  solicitó  que  se  extendieran  respecto  de  la  práctica
internacional  en  el  caso  del  reemplazo  interno,  en  su  vinculación  con  la
negociación  por  rama.  Expresó  que  no  podía  discernir  el  por  qué  la
negociación ramal pudiera incidir notoriamente en el tema del reemplazo en
huelga.

La  Senadora  señora  Muñoz  comentó  que  el
debate acerca de los servicios mínimos o de los servicios esenciales tiene su
origen en la propuesta de la iniciativa en discusión de establecer la huelga
efectiva sin reemplazo, porque en la actualidad no existe.

Agregó que respecto de la definición de servicios
mínimos, el límite es muy tenue para que dichos servicios se transformen en
un reemplazo de trabajadores en huelga. En consecuencia, señaló, a los que
somos partidarios de la existencia de una huelga efectiva nos preocupa que
ello no se respete.

Recordó  que  la  OIT  ha  dado  cuenta  de  la
existencia, por ejemplo en Italia, de un panel de expertos que define en qué
actividades se puede disponer de servicios mínimos.

Para la situación de las clínicas y del sistema de
salud en general existen los denominados turnos éticos que han funcionado
hasta el día de hoy.

Con  todo,  estimó  más  apropiado  abocarse  a
regular  los servicios esenciales que definir  los servicios mínimos,  materia
esta última que tiene poca claridad en el proyecto de ley sometido al Senado.

En el  tema de los  descansos y  de  las  jornadas
excepcionales coincidió con el Senador Letelier en aclarar que el artículo 38
del Código del Trabajo no innova y recalcó que se opone a que sean materia
de  la  negociación  colectiva  los  pactos  de  adaptabilidad,  porque
fundamentalmente para las mujeres seria dañino, ya que lo que se quiere es
conciliar –para lograr la integración de las mujeres al trabajo remunerado- la
familia con el trabajo.
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Puntualizó  que  los  trabajadores  siempre  están
negociando la jornada por la vía del artículo 38, de modo que integrar ese
tema a la negociación colectiva va a significar probablemente la violación de
derechos fundamentales de los trabajadores.

El Senador señor Letelier reiteró su opinión de que
el objetivo principal del Código del Trabajo es regular las relaciones laborales
y no la generación de empleo, porque existen otros instrumentos del Estado
para fomentar el empleo.

Cuando se discuten temas de Código del Trabajo
se controvierte el cómo la sociedad valora el trabajo. En esa línea opinó que
la sociedad chilena no valora el trabajo considerándolo una simple mercancía
y no se percibe un valor social y cultural que eleve el concepto de trabajo, lo
que sí ocurre en otras naciones como Noruega que hace cuarenta años hizo
la discusión sobre la inserción de la mujer en el mundo laboral y tiene un
nivel  de  sindicalización  superior  y  un  pago  promedio  de  sueldos  que
quintuplica el nuestro.

Añadió  que  cuando  no  se  efectúa  una  mirada
integral  de  una  sociedad  se  cometen  equivocaciones  y  es  así  que  se
presentó el Mensaje Presidencial sobre reforma de los derechos colectivos,
porque  vivimos  en  una  sociedad  en  que  le  fueron  conculcados  esos
derechos a los trabajadores hace 40 años.  Asimismo, los empresarios se
acostumbraron al Plan Laboral, considerándolo como la regla natural, otros –
dijo- lo consideramos una situación anómala, de modo que existen visiones
contrapuestas tales como la huelga efectiva que detiene la producción versus
empresarios que niegan el derecho a la huelga.

Enseguida,  el  Senador  señor  Letelier  realizó  las
siguientes consultas:

El criterio general es que la huelga es aquel acto
que paraliza la producción, porque el trabajador deja de trabajar y tampoco
percibe remuneración. Esta postura la ha hecho suya la Corte Suprema y se
contiene en los Convenios OIT que nuestro país ha suscrito. Por lo tanto, con
las  excepciones  a  la  huelga,  manifestó  no  tener  convicción  de  que  sea
adecuado mantener el concepto de empresa estratégica y servicios mínimos,
porque  muchas  de  las  empresas  que  eran  estratégicas  antes  de  su
privatización eran empresas estatales y en la actualidad, además de estar en
manos  privadas,  la  mayoría  de  los  trabajadores  están  externalizados,
trabajadores contratistas que sí pueden declarar la huelga.

Preguntó  ¿en  aquellas  empresas  donde  va  a
declararse la huelga –como en los hospitales o en empresas avícolas- cómo
lo enfrentan en la actualidad y si  declarada la huelga algún trabajador ha
abandonado los denominados servicios esenciales?

Advirtió que nadie quiere que finalicen los turnos
éticos en los hospitales y clínicas ni que se produzca una mortandad de aves
o cerdos que signifique problemas sanitarios de magnitud. 
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La gran interrogante, precisó, es cómo definir los
servicios  esenciales o servicios mínimos y la  mayoría de  la  Comisión no
quiere que se defina en el marco de la negociación colectiva. Por otro lado,
se presenta una postura de resistencia, incluso de la OIT, de que existan
terceros que se involucren en la definición, puesto que debieran resolverlo el
empleador con los trabajadores.

El  Presidente  de  la  Asociación  de  Productores
Avícolas de Chile, señor José Miguel Ovalle Garcés, informó que las huelgas
que se  han  producido  en el  sector  avícola-porcino  se  han referido  a  las
plantas faenadoras y han generado un daño a la empresa, pero nunca se
han realizado huelgas en el proceso de crianza de animales, área donde se
podrían generar los daños ambientales, los daños sanitarios y los daños a la
salud pública.

Continuó  diciendo  que  las  actividades  que  la
industria procura mantener como servicios esenciales son aquellas que no
pueden ser ejecutadas por gente externa,  como por ejemplo la planta de
incubación.

El Senador señor Letelier le preguntó si  dada la
situación existente en ese sector,  la  negociación  por  rama podría abrirse
camino.

El  Presidente  de  la  Asociación  de  Productores
Avícolas  de  Chile,  señor  José  Miguel  Ovalle  Garcés,  manifestó  que  la
negociación por rama es una opción, pero el principal problema que enfrenta
en  estos  momentos  dicha  alternativa  son  los  distintos  tamaños  de  las
empresas y lo  que podrían  resistir  empresas más grandes difícilmente lo
pueden resistir pequeños productores.

La  abogada  de  Clínicas  de  Chile  A.G.,  señora
Ignacia  López  Vives,  comentó  que  respecto  del  establecimiento  de  los
servicios mínimos o esenciales, siempre que se fijen plazos ya sea por los
tribunales o por la Dirección del Trabajo se correrá el riesgo que la definición
se produzca con posterioridad a que se haga efectiva la huelga, sumándole
el nombramiento del equipo de emergencia que puede estar o no capacitado
para desempeñar las labores pertinentes.

Una propuesta que podría ser efectiva, indicó, es
que la determinación de los servicios mínimos deba ser de común acuerdo y
que éste sea un requisito sine qua non para hacer efectiva la huelga.

El  Senador  señor  Letelier  quiso  saber  cuántas
huelgas  se  han  presentado  en  las  clínicas  y  cómo  se  resuelve  en  la
actualidad.

La  abogada  de  Clínicas  de  Chile  A.G.,  señora
Ignacia  López Vives,  explicó que se  establecen turnos éticos,  pero en el
proyecto  no  se  menciona  que  debe  tratarse  de  un  equipo  capacitado.
Además, el procedimiento ante la Inspección del Trabajo y los tribunales son
demorosos, de modo que la huelga ya se ha hecho efectiva.
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El  Senador  señor  Letelier  invitó  a  las
representantes de Clínicas de Chile a sugerir procedimientos para que sean
tenidos en cuenta por la Comisión al momento de la discusión en particular,
sea la decisión de la autoridad, una instancia tripartita u otra propuesta.

El  Director  del  Centro  Chileno  de  Derecho  del
Trabajo, señor Enrique Munita, se refirió a las huelgas en los países de la
Unión Europea, el reemplazo y el descuelgue y aseveró que las huelgas en
Europa  no  producen  un  efecto  destructivo  sobre  las  empresas,
principalmente porque existen medidas de mitigación de los efectos de las
huelgas  en  todas  las  legislaciones,  consagrando  la  protección  de  las
empresas.  Aseguró  que  el  derecho  del  trabajo  europeo  se  define  como
protector del empleo.

En cuanto al descuelgue informó que en Europa
no existe, porque para ellos es el derecho a la huelga que está establecido
en  forma  individual  a  favor  de  los  trabajadores  y  no  de  los  sindicatos.
Entonces el trabajador puede, estando sindicalizado y en una negociación
ramal o por empresa, decidir si va o no a la huelga de su sindicato.

Sobre  el  reemplazo,  explicó  que  el  interno  se
observa  con  frecuencia  en  los  países  europeos  y  en  España  en
determinadas situaciones se permite el reemplazo interno y externo.

Agregó  que  la  Corte  de  Casación  de  Italia
mantiene una jurisprudencia desde hace 40 años que dice:  el  empleador
puede disponer de los trabajadores que no están en huelga para sustituir a
los trabajadores que sí lo están, puesto que ello no se considera como un
obstáculo  al  derecho  a  huelga,  sino  que  es  una  medida  legítima  del
empleador para disminuir los efectos nocivos de la huelga en la empresa y
no sólo puede solicitar los trabajadores que no participan en la huelga que
presten sus funciones habituales, sino que además puede solicitarles que
desarrollen diferentes funciones dentro de la empresa.

El Presidente del Centro Chileno de Derecho del
Trabajo,  señor  Enrique  Uribe,  hizo  referencia  al  derecho  laboral  alemán
donde se entiende que los empleadores, en principio, son libres de tratar de
eludir  el  impacto de una huelga subcontratando algunas tareas con otras
compañías y son igualmente libres para usar trabajadores sustitutos en este
contexto.

Prosiguió diciendo que en el derecho del trabajo
alemán cada trabajador en forma particular es libre de decidir si es que va,
cuándo y por cuánto tiempo él o ella quiere unirse a la huelga y esta es la
razón por la que los empleadores frecuentemente colocan incentivos para,
por una parte, desincentivar la huelga o promover la voluntad del resto de los
trabajadores para laborar durante una huelga.

Finalizó sus palabras señalando que Alemania es
el país que tiene el desempleo más bajo de Europa.
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COMENTARIOS

El Senador señor Letelier comentó que comparar
la  economía  alemana  con  la  economía  española  es  un  tema  complejo,
porque  una  de  ellas  ha  subsidiado  al  resto  de  Europa  desde  antes  que
España ingresara a la Unión Europea.

El  Presidente  de  la  Asociación  de  Productores
Avícolas de Chile, señor José Miguel Ovalle Garcés, quiso dejar constancia
que si bien a la entidad que representa no le agrada tener que dar cabida a
otras instituciones para que entren a definir cuáles son las áreas sensibles de
servicios mínimos, como se trata de externalidades que no necesariamente
provocan daño a la empresa, sino que provocan daño a la comunidad y al
entorno, esa es la razón por la cual les parece que debe participar un tercero
que no sea la empresa el que lo defina.

Por otra parte, el poder satisfacer las necesidades
de  emergencia  requiere  de  personal  que  no  necesariamente  está
sindicalizado o que está sindicalizado, porque es el área en su conjunto la
que debe ser abordada.

El  Director  Nacional  de  Trabajadores  de  la
Conferencia Episcopal, señor Guillermo Sandoval, expresó que es necesario
que una legislación laboral mejore las condiciones ambientales y sociales de
los trabajadores. 

Agregó que la valoración del trabajador, en primer
lugar y luego del trabajo, tiene relación con una cuestión de orden valórica y
con el principio fundamental de la dignidad de la persona humana que surge
de su condición de hijo de Dios.

En lo que respecta al caso de Alemania, el tema
del diálogo social es primordial en conjunto con los consejos de empresas,
estos últimos conformados por trabajadores y empresarios.

Aseveró que el estado de cosas en nuestro país y
otros similares llevan a situaciones tan escandalosas como que 85 personas
en el mundo sean dueños de más de 50% de la propiedad y que en los
Estados Unidos en 20 años se produjo una disminución real  del 15% del
valor  del  salario  de los trabajadores y paralelamente un aumento de 500
veces de la remuneración de los ejecutivos. Se preguntó si la productividad
de los  ejecutivos  subió  tanto  y  la  disminución  de la  productividad de los
trabajadores fue tan poca.

Finalizó sus palabras diciendo que es realmente
necesario tener en cuenta cómo valora una sociedad el trabajo humano y a
las personas que lo realizan.
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ANÁLISIS CON EL EJECUTIVO DEL PROCEDIMIENTO DE
NEGOCIACIÓN COLECTIVA CONTENIDO EN EL PROYECTO

APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La Comisión, en forma paralela a las audiencias
públicas,  efectuó  una  labor  de  análisis  con  representantes  del  Ejecutivo,
respecto del procedimiento de negociación colectiva que se aprobó por la
Cámara de Diputados.

SESIÓN 8 DE JULIO DE 2015

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena  Rincón  González,  acompañó  su  exposición  con  un  texto  que
compara la norma vigente sobre el procedimiento de negociación y el texto
del proyecto despachado por la Cámara de Diputados.

En  cuanto  a  las  normas  generales,  señaló  que
actualmente no existen principios informadores del proceso de negociación,
pero en el texto sujeto al análisis de la Comisión, inciso segundo del artículo
303, se preceptúa que las partes deben negociar de buena fe.

Agregó que en el proyecto no existen períodos no
aptos para negociar. En el Código actual las negociaciones deben realizar en
un mismo período.

Sobre  los  sujetos  activos  de  la  negociación,
explicó que en la actualidad son los sindicatos y los grupos negociadores; en
el  proyecto  son  los  sindicatos,  pero  los  grupos  negociadores  actuarán
cuando no exista sindicato en la empresa.

La  Ministra  del  Trabajo  y  Previsión  Social
prosiguió detallando las diferencias de la siguiente manera:

-Respecto del tiempo mínimo de existencia de la
empresa para negociar, la norma vigente contempla un año; en el proyecto 1
año en el caso de las micro, pequeñas y medianas empresas, y 6 meses en
el caso de grandes empresas.

-En materia de plazos, no se innova, son todos de
días corridos y si vencen en días sábado, domingo o festivo, se prorrogan al
día hábil siguiente.

-En  el  proyecto  se  incorpora  la  posibilidad  de
designar un domicilio electrónico para facilitar las comunicaciones entre las
partes. La norma actual no lo contempla.

-------
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CONSULTAS

El  Senador  señor  Allamand  preguntó  si  puede
existir  un grupo negociador cuando no hay sindicato y en caso de poder
existir cómo negocia y si tiene derecho a huelga y fuero.

La  Ministra  del  Trabajo  y  Previsión  Social
respondió que el espíritu de la reforma es incentivar la organización sindical,
en forma estructurada, por lo que si no se efectúa la distinción quiere decir
que da lo mismo ser sindicato o grupo negociador

El  Senador señor Letelier  señaló que la idea es
incentivar que existan sindicatos.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo  afirmó  que  nunca  había  conocido  una  huelga  de  un  grupo
negociador.

El Senador señor Allamand solicitó se aclarara el
tema de los períodos no aptos para negociar, dado que en el inciso segundo
del artículo 317 actual el empleador puede declarar hasta 60 días en el año
como no aptos para iniciar negociaciones.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó
que dicha disposición no está contenida en el proyecto despachado por la
Cámara de Diputados.

-------

-En  el  tema  de  la  presentación  del  contrato
colectivo:

1)  Derecho  de  información,  en  la  actualidad  la
solicita  el  sindicato  o  grupo  negociador.  En  el  proyecto,  el  sindicato  y
tratándose de los grupos negociadores, se establecen normas especiales.

Norma  vigente.  ¿Qué  puede  solicitar?  Puede
solicitar  antecedentes  indispensables,  que  incluye  balances  de  2  últimos
años, información financiera, costos globales de mano de obra, política futura
de  inversiones.  En  el  proyecto,  información  periódica  e  información
específica  para  la  negociación  colectiva.  El  empleador  deberá  entregar
información oportuna, completa y actualizada sobre el estado de la empresa
para la preparación de la negociación. 

a)  Información  Periódica  (es  una  innovación):  Balance  general,  estados
financieros  o  estados  financieros  auditados,  información  que  la  empresa
deba poner a disposición de la SVS, de carácter pública. 

b)  Información  para  la  Negociación:  Valor  actualizado  de  beneficios  que
forman  parte  del  contrato  colectivo  vigente,  planilla  actualizada  de
remuneraciones de los trabajadores afiliados a la organización requirente la
que no constituirá infracción al artículo 154 bis y costos globales de la mano
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de obra (número de trabajadores totales de la empresa), y las políticas de
inversión  futura.  Se  considera  también  en  el  proyecto  de  ley  información
sobre  igualdad de remuneraciones entre  hombres y  mujeres,  de  carácter
general e innominada en las grandes y medianas empresas.

Norma vigente. ¿En qué plazo? En los 3 meses
anteriores al vencimiento del contrato colectivo. En el proyecto, oportunidad
de la entrega de la información periódica. La información periódica debe ser
puesta  a  disposición  dentro  de  los  30  días  siguientes  a  que  estén
disponibles.  Oportunidad  de  requerimiento  de  la  información  para  la
negociación  colectiva.  Dentro  de  los  90  días  previos  al  vencimiento  del
contrato colectivo vigente o en cualquier momento, en el  caso de que no
exista éste. Plazo de respuesta por el empleador 15 días.

Norma vigente. ¿Y si no existe contrato colectivo?
La petición la pueden efectuar en cualquier momento (artículo 315 inciso 5°).
En el  proyecto,  según se trate de cada uno de los tipos de información
requeridos. Información periódica: El sindicato puede pedirla cuando estime
pertinente. Información específica: El sindicato puede pedirla cuando estime
pertinente.

Norma vigente. Oportunidad para la entrega de la
información no existe.  En el proyecto, para la información específica, tiene
10 días desde el requerimiento. Adicionalmente se instaura un procedimiento
ate la Inspección del Trabajo para solicitarla y en el caso de no prosperar un
procedimiento ante la Justicia Laboral.  

Norma  vigente.  Sanciones  en  el  caso  de  no
entregarse la información, práctica antisindical. En el proyecto, igual sanción
y  si  el  sindicato  es  nuevo,  las  grandes  y  medianas  empresas  estarán
obligadas  a  entregar  la  información  periódica,  dentro  de  los  15  días
siguientes a que le comunique la constitución de un sindicato.

-------

CONSULTAS

El Senador señor Allamand preguntó cuál  era la
sanción para el empleador que incurre en una práctica antisindical.

El  asesor  del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión
Social, señor Ariel Rossel, informó que en el proyecto de ley se modificó el
sistema de multas, puesto que toda práctica antisindical va asociada a un
sistema de multas y a la sentencia judicial. Dicha multa será a beneficio del
Fondo  de  Formación  Sindical  y  Relaciones  Laborales  Colaborativas,
administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.
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El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo,  recordó  que  además  en  el  artículo  4°  de  la  Ley  sobre
contrataciones públicas se excluye de los contratos con la administración a
quienes hayan sido condenados por prácticas antisindicales o infracción a los
derechos fundamentales del trabajador.

El  Senador  señor  Letelier  consultó  sobre  el
procedimiento  ante  la  Inspección  del  Trabajo  para  solicitar  la  información
específica, dado que la no entrega es una práctica antisindical, de modo que
bastaría con el vencimiento del plazo para verificar dicha práctica.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena  Rincón  González,  señaló  que  lo  primero  que  debe  hacer  el
trabajador ante la no entrega por parte del empleador es solicitarla por la vía
de la Inspección del Trabajo.

La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social, señora Claudia Donaire, explicó que la novedad es el mecanismo de
obtención de la información, establecido en el artículo 320 del proyecto.

El  Senador  señor  Letelier  aclaró  que  es
indubitable que la no entrega de la información es una práctica antisindical,
por lo que debería aclararse ese punto en el proyecto.

El  asesor  del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión
Social, señor Ariel Rossel, indicó que se está en presencia de una normativa
que le entrega una nueva posibilidad al sindicato para obtener la información,
aparte de la práctica antisindical que se tramita por medio de un juicio de
tutela de derechos fundamentales.

El  Senador  señor  Allamand  propuso  que  se
analizara el establecimiento de un mecanismo simple, en formato electrónico,
para que se pueda constatar que el empleador no ha hecho entrega de la
información.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social expresó
que esta materia deberá contemplarse en el reglamento correspondiente.

El Senador señor Larraín estimó que la innovación
de  mejorar  el  derecho  de  información  de  los  trabajadores  les  permitirá
prepararse  de  una  manera  adecuada,  pero  observó  que  la  entrega  de
información también puede provocar una situación de desmedro competitivo
en la situación de una empresa con respecto a la otra. Consultó sobre cómo
se determinan los límites de la información que se puede entregar.
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La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena Rincón González, recordó que el inciso quinto del artículo 315 en
vigencia  es  muy  semejante  a  la  norma  aprobada  por  la  Cámara  de
Diputados,  solamente  que  existen  oportunidades  distintas,  como  la
información periódica, que es una innovación y la información especial, esta
última actualmente contemplada.

El  Senador  señor  Letelier  agregó  que  en  la
información  surgen  dos  temas  nuevos,  el  primero  sobre  los  salarios  de
hombres y mujeres y el otro referido al concepto de inversión, como políticas
de inversión futura.

El  asesor  del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión
Social, señor Ariel Rossel, informó que en el artículo 407, prácticas desleales
de los trabajadores en la negociación colectiva, en la letra c) se reconoce
como tal la divulgación a terceros ajenos a la negociación de los documentos
o  la  información  recibida  del  empleador  y  que  tengan  el  carácter  de
confidencial o reservada.

-------

2)  Oportunidad  de  presentación  del  proyecto  de
contrato colectivo.

Norma  vigente.  Limitaciones  generales.  El
empleador puede declarar la existencia de periodos no aptos para negociar.
(artículo 317, incisos segundo, tercero y cuarto). El empleador puede exigir
que  todas  las  negociaciones  que  se  realicen  con  distintos  sindicatos,  se
efectúen  en  mismo  periodo.  En  el  proyecto,  no  existen  limitaciones
generales.

-------

CONSULTA

El Senador señor Letelier quiso saber cuál es la
razón para que esté en el Código del Trabajo el artículo 317 y la Ministra del
Trabajo y Previsión Social señaló que el origen de la norma dice relación con
el sector agrícola, entre otros. Añadió que en la mesa agrícola se plantearon
observaciones respecto de no contemplarlo en la reforma.

El  Senador  señor  Allamand  expresó  que  debía
analizarse  esta  materia,  porque  podría  tener  sentido  para  sectores
vinculados a la estacionalidad.

-------
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Norma vigente. Si los trabajadores no estuvieran
afectos a otro contrato colectivo: en cualquier tiempo (salvo las limitaciones
anteriores).  En  el  proyecto,  en  cualquier  momento,  sin  limitaciones
adicionales.

Norma  vigente.  Si  los  trabajadores  tuvieran  un
contrato vigente: no antes de 45 ni después de 40 días anteriores a la fecha
de vencimiento del  contrato colectivo.  En el proyecto,  no antes de 60 ni
después  de  45  días  anteriores  a  la  fecha  de  vencimiento  del  contrato
colectivo.

Norma vigente. Si el contrato es presentado antes
de la fecha, no hay norma.  En el proyecto,  se entiende presentado para
todos los efectos legales el día 60 antes del vencimiento.

Norma  vigente.  Afiliación  sindical,  durante  la
negociación colectiva al sindicato que negocia, no existe.  En el proyecto,
puede realizarse hasta cumplir el plazo de respuesta de contrato colectivo.

Norma vigente. Trabajadores adherentes, artículo
323  del  Código  del  Trabajo,  pueden  adherir  a  la  presentación.  En  el
proyecto, no existe la figura.

Norma  vigente.  No  presentación  del  proyecto
dentro  de  plazo:  cláusulas  pasan  a  contrato  individual  y  sindicato  debe
estarse  a  las  reglas  generales  para  presentar  otro  proyecto  de  contrato
colectivo.  En  el  proyecto,  las  cláusulas  pasan  a  contrato  individual  y
sindicato puede negociar en cualquier momento.

Norma  vigente.  Fuero  de  negociación  colectiva:
desde 10 días antes de la presentación y hasta 30 días después de firmado
el contrato colectivo. En el proyecto, desde 10 días antes de la presentación
y hasta 30 días después de firmado el contrato colectivo. Los que se afilien
durante la negociación tendrán fuero desde que se comunique su situación al
empleador en las mismas condiciones descritas. Adicionalmente se fortalece
la figura del despido antisindical del artículo 294 con nuevas hipótesis.

-------

CONSULTAS

El  Senador  señor  Allamand  preguntó  cómo  se
comunica  la  filiación  sindical,  porque  es  una  materia  vinculada  con  la
extensión de beneficios, ya que una vez presentado el contrato el empleador
tiene  10  días  para  responder  y  en  esos  días  cualquier  trabajador  puede
afiliarse al sindicato.
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La  Ministra  del  Trabajo  y  Previsión  Social
respondió que el sindicato tiene un plazo máximo de 5 días para comunicar
al empleador, desde que se incorpora cada trabajador.

El  Senador  señor  Allamand  manifestó  que
actualmente  el  tema  de  la  extensión  de  los  beneficios  no  presenta
problemas,  porque  es  una  decisión  del  empleador,  pero  conforme  a  la
propuesta  podría  producirse  que  por  negligencia  no  se  le  comunique
oportunamente  al  empleador  las  nuevas  afiliaciones.  Sugirió  revisar  la
disposición de manera de darle certeza al  mayor número de trabajadores
afiliados.

3) Respuesta del empleador.

Norma vigente. Plazo para responder: 15 días de
presentado el proyecto. En el proyecto, 10 días de presentado el proyecto.

Norma  vigente.  Estipulaciones  mínimas  de  la
respuesta contrato vigente, no existen.  En el proyecto, existe el piso de la
negociación.

-
Norma  vigente.  Estipulaciones  mínimas  de  la

respuesta cuando no existe contrato vigente, no existen. En el proyecto, el
piso  será  la  respuesta  del  empleador  y  no  puede  contener  beneficios
inferiores a los que se entreguen habitualmente por parte del empleador.

Norma  vigente.  Efectos  de  la  no  respuesta  del
empleador dentro de plazo: sanción de multa, de 20% de las remuneraciones
del último mes de todos los trabajadores comprendidos en el proyecto de
contrato. Si ha llegado el vigésimo día sin respuesta, se entenderá que lo
acepta  (artículo  332).  En el  proyecto,  sanción  de multa,  de  20% de las
remuneraciones del último mes de todos los trabajadores comprendidos en el
proyecto de contrato. Si ha llegado el 20° día sin respuesta, se entenderá
que lo acepta.

-------

CONSULTAS

El Senador señor Letelier, respecto al piso de la
negociación,  quiso  saber  si  existe  una  definición  del  concepto  beneficio,
porque algunos sindicatos plantean que, por ejemplo, el bono de término de
conflicto no es considerado un beneficio y por ende no se considera como
piso.
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El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, manifestó que el bono de término de conflicto es un beneficio y
distinto es que la ley lo excluya de aquellos que son parte del piso, porque se
entiende que es un beneficio que nace y muere en la negociación específica.

Agregó que el piso de negociación es el contrato
vigente,  menos  algunas  exclusiones,  entre  ellas  el  bono  de  término.  La
norma –artículo 338- establece que se entenderán excluidos del piso de la
negociación la reajustabilidad pactada, los incrementos reales pactados, los
pactos  sobre  condiciones  especiales  de  trabajo  y  los  beneficios  que  se
otorgan sólo por motivo de la firma del instrumento colectivo.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo
y Previsión Social, señor Francisco Del Río, aclaró que hoy día el piso surge
a la salida de la negociación, porque es una facultad que posee el sindicato y
ese  piso  constata  el  fracaso  de  la  negociación.  En  cambio,  el  proyecto
propone que no se desgaste gran parte  del  tiempo de la  negociación en
arribar al punto cero que es el piso.

El Senador señor Allamand consultó si es habitual
que las partes inicien la discusión respecto de cuál es el piso y en qué minuto
se entiende que el piso está determinado.

La asesora del Subsecretario del Trabajo señora
Claudia  Donaire  Gaete,  explicó  que  el  piso  consta  por  escrito  en  el
instrumento colectivo y actualmente, conforme al artículo 369 del Código del
Trabajo,  el  sindicato  teniendo  como  base  el  piso  presenta  determinadas
estipulaciones y la Inspección del Trabajo emite un certificado donde consta
que el contrato que está registrado es un piso para dicho sindicato. 

La Senadora señora Muñoz indicó que a pesar de
la certificación de la Inspección del Trabajo, en la actualidad el empleador
puede desconocer en su respuesta dicho piso.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo,  aclaró  que  hoy  día  el  incentivo  consiste  en  que  los  sindicatos
presuponen  que  les  van  a  responder  con  el  desconocimiento  del  piso  y
formulan  una  propuesta  más  ambiciosa  y  el  empleador,  por  su  parte,
presupone  el  tenor  de  la  propuesta  y  responde  con  el  mínimo.  En
consecuencia, la negociación se inicia con una distancia bastante artificial,
sólo por el hecho de no contar con el piso. En el proyecto, el piso se incluye
al comienzo de la negociación en la respuesta del empleador.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo
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y Previsión Social, señor Francisco Del Río, advirtió que en el proyecto existe
otro resguardo ante una respuesta del empleador que no se sujete al piso, el
que consiste en entender que las estipulaciones del piso del contrato anterior
están incorporadas a la respuesta.

4) Período de negociación.

Norma  vigente.  Reuniones.  Las  partes  pueden
reunirse  las  veces  que  estimen  conveniente.  En el  proyecto,  las  partes
pueden reunirse las veces que estimen conveniente. En las empresas de
menor tamaño (1 a 49 trabajadores), cualquiera de las partes puede solicitar
que la  Inspección  del  Trabajo  las  convoque a  una  reunión de  asistencia
técnica, que será obligatoria para ambas partes. La inspección debe informar
en ella a las partes sobre el procedimiento, los plazos, los derechos y las
obligaciones de las partes en el proceso.

Norma vigente.  Mediación  Voluntaria.  No  existe.
En el proyecto, durante todo el proceso de negociación las partes podrán
solicitar, de común acuerdo, la mediación de la Inspección del Trabajo.

Norma  vigente.  Derecho  a  impetrar  piso  de  la
negociación. Este derecho se encuentra en el artículo 369 del Código del
Trabajo  e  implica  la  facultad  de  la  comisión  negociadora  de  exigir  al
empleador  la  suscripción  de  un  nuevo  contrato  colectivo  con  idénticas
estipulaciones  al  anterior  vigente  por  un  plazo  de  18  de  meses  y  sin
reajustabilidad.  En el proyecto,  durante todo el período de negociaciones
directas entre las partes, y hasta eventualmente hecha efectiva la huelga,
pueden  exigir  la  suscripción  de  un  contrato  que  respete  el  piso  de  la
negociación por un plazo de 18 de meses.

CONSULTA

El  Senador  señor  Allamand  consultó  sobre  la
posibilidad de tener mediadores que no sean de la Inspección del Trabajo.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena Rincón González, señaló que no estaba en el espíritu del proyecto
dicha idea, destacando que las mediaciones de la Inspección del Trabajo han
sido bien evaluadas por las partes. 

Agregó que los mediadores no son fiscalizadores,
sino que son funcionarios especialmente preparados para cumplir su rol.

El Senador señor Letelier preguntó cómo se define
formalmente el período de negociación.
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El  asesor  del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión
Social,  señor Ariel  Rossel Zúñiga, informó que el  período se inicia con la
presentación del contrato colectivo por parte del sindicato.

El Senador señor Letelier dijo entender que lo que
se quiere es un proceso de negociación que fomente la colaboración y el
diálogo entre las partes, para lo cual se está proponiendo que la respuesta
del empleador deberá contener, a lo menos, el piso de la negociación.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, comentó que las conciliaciones obligatorias en huelgas logran bajar
600 huelgas de 800, pero el tema de las mediaciones obligatorias se decantó
por  la  auto-tutela,  conforme  a  los  planteamientos  de  empleadores  y
sindicatos.

5) La Huelga.

Norma  vigente.  Última  oferta.  No  tiene  reglas
especiales. Para poder reemplazar trabajadores esta oferta debe cumplir con
el artículo 381 del Código del Trabajo.  En el proyecto. Oferta escrita, con
forma de contrato colectivo, dentro de los 2 días previos al inicio del período
en que los  trabajadores pueden hacer  efectiva  la  huelga (dentro de  este
plazo las partes pueden seguir  negociando,  sin  restricciones).  Esta oferta
debe ser informada por la directiva sindical a los trabajadores y puede ser
informada por el empleador a los trabajadores involucrados en el proceso
negociador.

Norma  vigente.  Oportunidad  de  la  votación.
Últimos 5 días de vigencia o cinco últimos días del total de 45 o 60, según
corresponda. Artículo 370, letra b) del Código del Trabajo. En el proyecto, si
existe contrato colectivo vigente: Debe ser votada dentro de los 5 últimos
días de vigencia del instrumento. Si no hay instrumento vigente, debe ser
votada dentro de los 5 últimos días del plazo total de negociación.

Norma  vigente.  Ampliación  de  plazo  para
negociar, de común acuerdo y sólo por el plazo máximo de 10 días.  En el
proyecto,  de  común  acuerdo  las  partes  pueden  ampliar  el  plazo  para
negociar y postergar la votación de la huelga, por el plazo que las propias
partes determinen, debiendo cumplir algunas formalidades mínimas.

Norma  vigente.  Asambleas  el  día  de  la  huelga.
Expresamente prohibida. En el proyecto, expresamente permitida.

Norma  vigente.  Facilidades  para  ejercer  la
votación. No existe norma.  En el proyecto, el empleador debe facilitar los
medios  para  ejercer  la  votación,  incluidos  los  permisos  necesarios.  Los
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trabajadores deben organizarse para asistan la mayor cantidad de asistentes
al proceso.

Norma vigente. Votación de la huelga. Personal,
secreta  y  ante  ministro  de  fe.  Los  votos  se  imprimirán  “última  oferta  del
empleador” o “huelga”. En el proyecto, lo mismo.

Norma vigente. Requisitos para hacer efectiva la
huelga, quórum. Aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores de la
respectiva empresa involucrados en la negociación. Si no se llega al quórum,
se entiende que aceptan la última oferta del empleador (lo mismo ocurre si
cuando no se vota en los plazos legales o cuando no se hace efectiva). En el
proyecto,  aprobación  por  la  mayoría  absoluta  de  los  trabajadores
involucrados en la negociación. Habrá descuento del quórum de los que no
se encuentren prestando actualmente servicios en la empresa. Si no llegan al
quórum, pueden pedir la suscripción del contrato con las normas del piso de
la negociación colectiva.

Norma  vigente.  Período  para  hacer  efectiva  la
huelga. A partir del inicio de la respectiva jornada del tercer día siguiente de
su aprobación. En el proyecto, a partir del inicio de la respectiva jornada del
quinto día siguiente al de su aprobación.

A este último respecto, la Ministra del  Trabajo y
Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que al ocurrir una
huelga el  empleador  requiere  mayor  tiempo para  organizar  la  empresa y
agregó que esto responde a una solicitud del mundo empresarial.

Norma vigente. Mediación posterior a la votación
de  la  huelga.  Declarada  la  huelga  y  durante  su  transcurso,  la  Comisión
Negociadora  podrá  convocar  a  votar  la  aprobación  de:  a)  Someter  la
negociación  a  arbitraje  o  mediación,  o  b)  Un  nuevo  ofrecimiento  del
empleador  o  c)  La  Última  oferta.  (Art.  378).  Buenos  Oficios:  374  bis  del
Código del Trabajo, una vez acordada la huelga, sin que se haya recurrido a
mediación o arbitraje voluntario, cualquiera de las partes puede solicitar a la
Inspección del Trabajo los buenos oficios. La inspección puede citar a las
partes, en forma conjunta o separada cuantas veces estime necesario, con el
objeto  de  acercar  posiciones  y  facilitar  el  establecimiento  de  bases  de
acuerdo  para  la  suscripción  del  contrato  colectivo.  En  el  proyecto,
cualquiera de las partes hasta antes de hacerse efectiva la huelga, podrá
solicitar a la Inspección del Trabajo una mediación obligatoria por el plazo de
cinco días, prorrogables por cinco días adicionales.

Norma vigente. Huelga. Debe hacerse efectiva al
inicio  de  la  respectiva  jornada  del  tercer  día  siguiente  a  la  fecha  de  su
aprobación. De no hacerse efectiva con estas condiciones, se entiende que
los  trabajadores  han desistido  de ella  y  que aceptan  la  última  oferta  del
empleador. En el proyecto, de no haber mediación: debe hacerse efectiva al
inicio  de  la  respectiva  jornada  del  quinto  día  siguiente  a  la  fecha  de  su
aprobación. De existir mediación: se hace efectiva al día hábil siguiente de
culminado el  periodo de mediación.  Durante la  huelga,  las  partes  podrán
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reanudar las negociaciones cuando lo estimen conveniente sin sujeción a
ninguna formalidad.

CONSULTAS

La  Senadora  señora  Goic  quiso  saber  cómo
manifiestan su acuerdo los trabajadores en caso de no querer extender la
huelga.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena  Rincón  González,  indicó  que  las  partes  pueden  retomar  las
conversaciones en cualquier momento durante la huelga.

El Senador señor Letelier mencionó que algunos
promueven que sea la asamblea la que vote dicha materia, en vez de los
dirigentes. En todo caso, comentó que es un tema de altísima complejidad.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo,  expresó  que  por  la  vía  de  los  hechos  dicha  situación  se  va  a
solucionar, porque si las bases no desean continuar la huelga así ocurrirá.
En  todo  caso,  cada  estatuto  de  los  sindicatos  contemplará  normas  al
respecto y para ello cuentan con autonomía. Agregó que el establecimiento
de una regulación específica conlleva el  riesgo de ser  utilizada con fines
antisindicales.

El  Senador  señor  Allamand  sugirió  que  como
última ratio para el caso de dirigentes que se empecinen con la persistencia
de  la  huelga,  es  que  los  trabajadores  cuenten  con  un  mecanismo  para
desautorizarlos.

El  Ejecutivo  señaló  que  existe  la  censura  de  la
asamblea.

SESIÓN 15 DE JULIO DE 2015

 La  Comisión  de  Trabajo  y  Previsión  Social
continuó su labor de análisis en conjunto con representantes del Ejecutivo,
respecto del procedimiento de negociación colectiva que se aprobó por la
Cámara de Diputados.

6)  La  Ministra  del  Trabajo  y  Previsión  Social,
señora Ximena Rincón González, inició sus palabras con la explicación del
tema de los servicios mínimos, equipos de emergencia, servicios esenciales
y reanudación de faenas.

Norma vigente.  Definición  de  servicios  mínimos.
Están  determinados  cuando  la  paralización  provoque  un  daño  actual  e
irreparable en sus bienes materiales o un daño a la salud de los usuarios de
un establecimiento asistencial o de salud o que preste servicios esenciales.
En el proyecto. Sin afectar el derecho a huelga en su esencia que permitan
atender  los  servicios  mínimos  estrictamente  necesarios  para  proteger  los
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bienes  e  instalaciones  de  la  empresa  y  prevenir  accidentes,  así  como
garantizar  la  prestación  de  servicios  de  utilidad  pública,  la  atención  de
necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida,
la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de
daños ambientales o sanitarios. Para definir los servicios mínimos se puede
considerar los requerimientos vinculados al  tamaño y características de la
empresa, establecimiento o faena.

La  señora  Ministra  destacó  que  el  concepto
contenido  en  el  proyecto  despachado  por  la  Cámara  de  Diputados  fue
elaborado con la asistencia técnica del equipo de normas de la Organización
Internacional del Trabajo.

El texto del artículo 359 aprobado por la Cámara
de Diputados expresa lo siguiente:

 Artículo  359.-  Servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia. Sin afectar el derecho a huelga en su esencia, durante esta la
comisión  negociadora  sindical  estará  obligada  a  proveer  el  personal
destinado  a  atender  los  servicios  mínimos  estrictamente  necesarios  para
proteger los bienes e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes, así
como garantizar la prestación de servicios de utilidad pública, la atención de
necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida,
la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de
daños ambientales o sanitarios. En esta determinación se podrán considerar
los requerimientos vinculados con el tamaño y características de la empresa,
establecimiento o faena.

 El  personal  destinado por  el  sindicato a atender
los  servicios  mínimos se  conformará  con trabajadores involucrados  en el
proceso de negociación y recibirá el nombre de equipo de emergencia. Sus
integrantes deberán percibir remuneraciones por el tiempo trabajado.

 Los servicios mínimos deberán proveerse durante
el tiempo que sea necesario y para los fines que fueron determinados.

 En el caso que el sindicato no provea el equipo de
emergencia, la empresa podrá adoptar las medidas necesarias para atender
los  servicios  mínimos,  debiendo  informar  de  ello  inmediatamente  a  la
Inspección del Trabajo, con el objeto de que constate este incumplimiento.

Norma vigente. Oportunidad para la determinación
de los servicios mínimos. No existe. En el proyecto. En forma previa al inicio
de la negociación colectiva. Sin perjuicio de ello, pueden darse hipótesis en
que sea  necesario  que se  determinen durante  el  periodo de  huelga  (por
ejemplo, que el empleador no lo haya solicitado en los plazos legales).

Norma  vigente.  ¿Por  cuánto  tiempo  deben
proveerse estos servicios mínimos? El Código del Trabajo no señala regla
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alguna. En el proyecto, los servicios mínimos deberán proveerse durante el
tiempo que sea necesario y para los fines que fueron determinados.

- Norma  vigente.  ¿Existen  reglas  especiales  para
los sindicatos de reciente creación? No existe regla de ninguna naturaleza.
En el proyecto, en los casos de sindicatos que se creen hasta 90 días antes
del inicio de la negociación colectiva, los reclamos judiciales sobre la materia
suspenderán la negociación colectiva (artículo 404).

En el proyecto existen reglas especiales para las
negociaciones colectivas una vez entrada en vigencia la ley. El artículo 3°
transitorio sostiene que: “En todas las negociaciones que se inicien dentro de
los ciento ochenta días posteriores a la entrada en vigencia de esta ley, se
aplicarán los efectos a que se refiere el artículo 404 del Código del Trabajo.”.

Norma  vigente.  ¿Si  el  sindicato  no  entrega  el
servicio mínimo? No existe regla en el Código del Trabajo que resuelva el
tema en forma expresa.  En el  proyecto,  en  el  caso que el  sindicato no
provea  el  equipo  de  emergencia,  la  empresa  podrá  adoptar  las  medidas
necesarias para  atender  los  servicios mínimos,  debiendo informar de  ello
inmediatamente a la Inspección del Trabajo, con el objeto de que constate
este incumplimiento.

Norma  vigente.  Procedimiento  para  su
determinación.  Requerimiento  del  empleador  (sin  fecha).  Respuesta  del
sindicato dentro de las 24 horas a partir del requerimiento del empleador. De
no contestar, de no existir acuerdo o en caso de negativa del sindicato, el
empleador puede reclamar ante la Inspección del Trabajo a fin de que se
pronuncie dentro del plazo de 5 días y resolverse dentro de 48 horas. De
esta resolución se puede recurrir ante la Judicatura Laboral dentro de 5 días.
En  el  proyecto,  acuerdo  de  las  partes  antes  del  inicio  del  proceso  de
negociación colectiva el que es revisable por circunstancias sobrevinientes.
Antes del inicio de la negociación colectiva. Formulado el requerimiento del
empleador,  para  los  efectos  del  inciso  anterior,  el  sindicato  dispondrá  de
quince días para dar respuesta a este. Si no hay acuerdo, las partes pueden
acudir a la Inspección del Trabajo, la que deberá escuchar a ambas partes,
solicitar  informes  técnicos  a  organismos  públicos  o  privados  y,  previa
fiscalización  en  ambos  casos  cuando  sea  necesario,  emitirá  un
pronunciamiento  fundado  dentro  del  plazo  de  treinta  días  siguientes  al
requerimiento.  Una  vez  iniciada  la  negociación  colectiva,  el  organismo
fiscalizador dispondrá de diez días para emitir su pronunciamiento, con los
antecedentes  de  que  disponga.  La  Inspección,  de  forma  previa  al
pronunciamiento,  podrá  recibir  a  las  partes  en  audiencia  o  disponer  la
realización de una fiscalización para mejor resolución del requerimiento. Con
todo, en el caso de sindicatos que negocien por primera vez, la audiencia y la
fiscalización serán trámites obligatorios.

 La resolución de la Inspección del Trabajo deberá
ser notificada a ambas partes y será reclamable ante el Tribunal del Trabajo,
dentro  de  los  cinco  días  siguientes  a  su  notificación  a  través  del
procedimiento  monitorio.  En  este  caso,  el  Tribunal  podrá  disponer
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provisoriamente  como medida precautoria  la  conformación de uno o  más
equipos de emergencia.

 Norma  vigente.  Equipos  de  emergencia.
Conformación  de  los  equipos  de  emergencia  con  trabajadores.  En  el
proyecto, el o los equipos de emergencia deberán estar conformados por
trabajadores involucrados en el proceso de negociación, previo acuerdo de
las partes. 

 Norma  vigente.  Servicios  esenciales.  ¿qué
trabajadores no podrán declarar la huelga? a) atiendan servicios de utilidad
pública,  o  b)  cuya paralización  por  su  naturaleza cause grave daño a  la
salud,  al  abastecimiento  de  la  población,  a  la  economía  del  país  o  a  la
seguridad nacional. Para que se produzca el efecto a que se refiere la letra
b),  será  necesario  que  la  empresa  de  que  se  trate  comprenda  parte
significativa  de  la  actividad  respectiva  del  país,  o  que  su  paralización
implique la  imposibilidad total  de  recibir  un  servicio  para  un sector  de  la
población. En el proyecto, ¿qué trabajadores no podrán declarar la huelga?
Los  trabajadores  que  presten  servicios  en  corporaciones  o  empresas,
cualquiera sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de
utilidad  pública  o  cuya  paralización  cause  grave  daño  a  la  salud,  a  la
economía  del  país,  al  abastecimiento  de  la  población  o  a  la  seguridad
nacional.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena Rincón González, indicó que al tratarse de empresas que no tienen
derecho a huelga, en la norma vigente si no se logra acuerdo directo entre
las  partes  en  el  proceso  de  negociación  colectiva,  procederá  el  arbitraje
obligatorio en los términos establecidos en la ley.  Respecto del proyecto
expresó  que el  arbitraje  es  obligatorio  y  gratuito  para  micro,  pequeñas  y
medianas empresas.

Norma vigente. Procedimiento. La calificación de
encontrarse  la  empresa  en  alguna  de  las  situaciones  señaladas  en  este
artículo, será efectuada dentro del mes de julio de cada año, por resolución
conjunta de los Ministros del Trabajo y Previsión Social, Defensa Nacional y
Economía, Fomento y Reconstrucción. En el proyecto, el procedimiento es
el  siguiente:  la  calificación  de  encontrarse  la  empresa  en  alguna  de  las
situaciones señaladas en este artículo será efectuada cada dos años, dentro
del  mes  de  julio,  por  resolución  conjunta  de  los  Ministros  del  Trabajo  y
Previsión Social, Defensa Nacional y Economía, Fomento y Turismo, previa
solicitud fundada de parte, la que deberá presentarse hasta el 31 de mayo
del año respectivo. Promovida la solicitud, se pondrá en conocimiento de la
contraparte empleadora o trabajadora para que formulen las observaciones
que estimen pertinentes, dentro del plazo de 15 días. La resolución deberá
publicarse  en  el  Diario  Oficial  y  podrá  ser  reclamada  ante  la  Corte  de
Apelaciones del  domicilio  de  la  empresa o  de las  faenas,  a  elección  del
recurrente,  de conformidad a lo dispuesto en el  artículo 410 del  presente
Código.
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CONSULTAS

El Senador señor Letelier, respecto de la definición
de servicios mínimos, subrayó la utilización del concepto de esencia de la
huelga y quiso saber en qué consistía.

La  Senadora  señora  Goic  manifestó  sus  dudas
respecto al tema de la definición de servicios mínimos y el peligro de que se
termine  judicializando  lo  que  indudablemente  va  a  afectar  el  proceso  de
negociación colectiva. Asimismo, indicó que debe revisarse si la Dirección
del Trabajo cuenta con todas las competencias para definir cuáles son los
servicios mínimos.

El Senador señor Larraín, en primer lugar, recordó
que en la Conferencia Internacional del Trabajo se reunió en compañía de la
Senadora señora Goic con el equipo de la OIT sobre emisión de normas,
oportunidad en que se habló de contar  con una asesoría  permanente  de
dicha entidad.

En segundo lugar, opinó que la disposición sobre
el concepto de servicios mínimos no es todo lo suficiente que se quisiera
para  permitir  realmente  que  la  huelga  no  afecte  a  la  fuente  productiva.
Asimismo,  en  casos  específicos  que  no  afecte  a  los  usuarios,  a  los
consumidores o a los terceros que requieren los servicios.

Agregó que como la huelga sería indefinida en el
tiempo, algunas actividades pueden mantenerse con servicios mínimos una o
dos semanas, pero manifestó dudas si dicha situación pueda extenderse a
todo tipo de empresas o instituciones.

Por  otro  lado,  estimó  que  no  queda  claro  el
concepto  de  tamaño  de  la  empresa  y  la  diferencia  que  existe  entre
actividades industriales y las actividades de servicio,  por  lo  cual  se debe
continuar analizando el tema de los servicios mínimos en la búsqueda de un
acuerdo.

La Senadora señora Muñoz dijo entender que la
huelga es una medida de lucha y presión por determinados derechos, por lo
que  el  límite  puede  ser  complejo,  ya  que  la  huelga  busca  paralizar  el
funcionamiento habitual de la empresa. En cuanto a los servicios mínimos, el
objetivo es resguardar principalmente las instalaciones, pero dichos servicios
no reemplazan el funcionamiento de la empresa.

Resaltó  que  la  huelga  es  un  derecho  de  los
trabajadores.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, expresó que los servicios mínimos han cobrado relevancia por el fin
del reemplazo en huelga y las dudas surgen en un doble sentido, el primero
respecto del concepto y el otro referido al procedimiento.
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En relación al  concepto,  señaló que no fue fácil
arribar a la definición contemplada en el proyecto, dado que tiene que ser
general  y  amplio,  puesto  que  no  es  aconsejable  ocupar  un  concepto
casuístico. 

Continuó diciendo que el concepto arranca de la
base de que existe la huelga como un derecho que se ejerce colectivamente,
así  descrito  en  el  artículo  347  propuesto.  Además,  al  estar  incorporando
expresamente doctrina de la  Organización Internacional  del  Trabajo se la
está integrando -junto con la práctica de dicha entidad- a la definición del
derecho  a  huelga,  huelga  que  consiste  en  alterar  o  detener  la  normal
producción de la empresa.

Para asegurar el derecho a huelga, explicó que se
ha recurrido a la esencialidad del derecho y cualquier norma sobre servicios
mínimos  debe  ser  entendida  en  tal  esencialidad,  es  decir,  en  forma
restrictiva.  Quien  pretenda  que  la  empresa  continúe  funcionando  con  un
servicio  mínimo  parecido  a  un  servicio  máximo  no  ha  comprendido  los
principios fundantes de la norma.

Destacó que otra frase agregada durante el primer
trámite  es  la  que  alude  a  “servicios  mínimos  estrictamente  necesarios”,
clarificadora del sentido de dichos servicios, en orden a que no se pueda
entender  que por  la  vía  del  servicio  mínimo se  debe obtener  un  servicio
máximo.

Aclaró  que  los  servicios  mínimos  deben
comprender provisiones que bajo todo criterio de razonabilidad no pueden
dejar  de  atenderse.  Así,  en  el  artículo  359  que  se  propone  se  habla  de
servicios  mínimos  estrictamente  necesarios  para  proteger  los  bienes  e
instalaciones  de  la  empresa,  para  prevenir  accidentes  tanto  de  los
trabajadores  como  de  terceros,  para  atender  necesidades  básicas  de  la
población y la utilidad pública, incluyendo también la prevención de daños
ambientales o sanitarios.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo,  recordó  que  los  servicios  mínimos  están  comprendidos  en  el
Capítulo de limitaciones del derecho a huelga y que el concepto establecido
en  el  proyecto  de  ley  despachado  por  la  Cámara  de  Diputados  tiene  el
respaldo formal de la Organización Internacional del Trabajo.

En  lo  que  respecta  a  la  determinación  y  el
procedimiento  de  declaración  de  los  servicios  mínimos,  precisó  que  el
Ejecutivo estima, teniendo en cuenta la recomendación de la OIT, que debe
primar  el  acuerdo  entre  las  partes,  constituyendo  –probablemente-  una
novedad en las primeras negociaciones colectivas que se lleven a efecto una
vez la entrada en vigencia de la ley.

Al respecto, trajo a colación una huelga ocurrida
hace cinco años atrás en una empresa salmonera, oportunidad en que el
propio  sindicato  conformó  su  propio  turno  de  emergencia  para  la
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alimentación de los salmones. Evidentemente se detuvo la producción, pero
los salmones fueron atendidos.

En caso que no se produzca el acuerdo entre las
partes, explicó que la Inspección del Trabajo debe decidir, resolución que es
recurrible ante el tribunal.

Añadió que el empleador diligente lo más probable
es que proponga servicios mínimos antes de iniciar la negociación, hecho
que le concederá tiempos más holgados para recurrir  a la Inspección del
Trabajo y para ejercer otras diligencias.

En  caso  contrario,  señaló,  el  empleador  poco
diligente y que no propone servicios mínimos no contará con mayor espacio
de tiempo y en su respuesta al pliego de peticiones del sindicato recién los
solicitará.

El Senador señor Letelier se colocó en la situación
de que el empleador ni siquiera en su respuesta proponga servicios mínimos
y el  Subsecretario del  Trabajo respondió que en ese caso el  derecho del
empleador se ha extinguido.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena  Rincón  González,  aclaró  que  el  primer  llamado  a  actuar  con
diligencia,  en  materia  de  servicios  mínimos,  es  el  empleador  y  no  los
trabajadores, quienes están ejerciendo su derecho a huelga.

El Senador señor Larraín discrepó de la idea de
entender que el primer responsable es el empleador, porque los trabajadores
también tienen responsabilidad frente a su fuente de trabajo y si han decidido
paralizar las faenas deben anticiparse al impacto de su decisión.

El Senador señor Letelier recordó que los servicios
mínimos son una limitación a la decisión adoptada por los trabajadores de ir
a  la  huelga  y  el  procedimiento  establecido  –mínimo  de  25  días-  para
reclamar sobre cualquier decisión acerca de los servicios mínimos también
se puede constituir  en una limitación adicional al  ejercicio del  derecho de
huelga.

El Senador señor Larraín reiteró la idea de que el
interés por el funcionamiento de una empresa no puede ser solamente de los
dueños  o  de  los  ejecutivos,  sino  que  es  un  interés  común  con  los
trabajadores, quienes no son personas ajenas a la instancia productiva.

El  Senador  señor  Letelier  comentó  que  el
propósito de la huelga es que los trabajadores dejen de realizar sus labores
como  una  medida  de  presión  para  obtener  sus  reivindicaciones,  con  el
componente de que son personas subordinadas a una jefatura, de modo que
no se les puede pedir que actúen como socios de la empresa.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, señaló que el sindicato ejerce sus derechos y va a tratar que los
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servicios mínimos lo sean realmente. Recordó también que la primera regla
para regular el tema de los servicios mínimos es buscar el acuerdo entre las
partes.

La Senadora señora Muñoz expresó preocupación
por la amplitud de la definición de servicios mínimos y por la complejidad del
procedimiento establecido, situación que va a desembocar en el arbitrio de
los  funcionarios  de  la  Dirección  del  Trabajo  y  en  la  judicialización  de  la
materia.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena Rincón González, replicó que el concepto trata de cubrir todas las
hipótesis  y  ello  no  significa  la  concurrencia  de  todas  a  cada  una  de  las
empresas, sino que es un tema sujeto a evaluación.

El Senador señor Letelier dijo entender como más
limitante  al  derecho  de huelga la  definición  de servicios  mínimos que  se
propone en el artículo 359 despachado por la Cámara de Diputados.

La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora
Claudia Donaire informó que el concepto contenido en el Mensaje original del
proyecto fue criticado por los representantes de la OIT, aludiendo que era un
concepto  más  materialista  y  economicista,  decantándose  por  el  texto  en
discusión que pone frente al derecho de huelga el derecho a la vida, la salud
y a la seguridad de los terceros.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, precisó que la discusión en torno al concepto de servicios mínimos
refleja el justificado temor de que sea mal utilizada la definición para matizar
o impedir la huelga, atendido el abuso que se ha hecho de muchas leyes
laborales.

 Tanto la Senadora señora Goic como el Senador
señor  Letelier  postularon  la  idea  de  generar  incentivos  para  que  los
empleadores  propongan  con  anticipación  los  servicios  mínimos,  con  el
objetivo de generar un ambiente más propicio para las negociaciones.

Finalmente,  la  Ministra  del  Trabajo  y  Previsión
Social, señora Ximena Rincón González, se refirió al tema de la reanudación
de faenas.

 Norma vigente. Reanudación de faenas ¿en qué
casos se puede producir? En caso de producirse una huelga o lock-out que
por  sus  características,  oportunidad  o  duración  causare  grave  daño  a  la
salud, al abastecimiento de bienes o servicios de la población, a la economía
del  país  o  a  la  seguridad  nacional,  el  Presidente  de  la  República  podrá
decretar la reanudación de faenas.  En el proyecto, en caso de producirse
una huelga o lock-out que por sus características, oportunidad o duración
causare grave daño a la salud, al abastecimiento de bienes o servicios de la
población, a la economía del país o a la seguridad nacional, el Tribunal de
Letras  del  Trabajo  respectivo  podrá  decretar  la  reanudación  de  faenas,
previa solicitud de parte.
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Norma  vigente.  Procedimiento  para  tramitar  la
reanudación de faenas. El decreto que disponga la reanudación de faenas
será  suscrito,  además,  por  los  Ministros  del  Trabajo  y  Previsión  Social,
Defensa Nacional y Economía, Fomento y Reconstrucción y deberá designar
a un miembro del Cuerpo Arbitral, que actuará como árbitro laboral, conforme
a las normas del Título V. La reanudación de faenas se hará en las mismas
condiciones  vigentes  al  momento  de  presentar  el  proyecto  de  contrato
colectivo. En el proyecto, la solicitud se tramitará a través del procedimiento
monitorio de los artículos 496 y siguientes, con excepción de lo señalado en
el inciso primero del artículo 497. Podrán ejercer la acción de que trata este
artículo tanto la o las empresas, como la Dirección del Trabajo o el  o los
sindicatos, según corresponda.

 La reanudación de faenas se hará en las mismas
condiciones  vigentes  al  momento  de  presentar  el  proyecto  de  contrato
colectivo.

 Una  vez  que  esté  ejecutoriada,  la  sentencia
definitiva deberá notificarse a la Dirección del Trabajo para los efectos de lo
dispuesto en el artículo 389.

SESIÓN 22 DE JULIO DE 2015

En esta sesión de 22 de julio de 2015, la Comisión
prosiguió analizando con representantes del Ejecutivo el texto del proyecto
en materia de negociación colectiva.

7) Contrato colectivo.

Norma vigente. Formalización y contenido mínimo.
El  contrato  colectivo  de  trabajo  deberá  constar  por  escrito  y  contener  la
individualización  de  las  partes  a  quienes  afecte,  las  normas  sobre
remuneraciones, beneficios, condiciones de trabajo que se hayan acordado.
Deberá  además,  determinar  el  periodo  de  vigencia  del  contrato.  En  el
proyecto,  el  contrato  colectivo  de  trabajo  deberá  constar  por  escrito  y
contener la individualización de las partes a quienes afecte, las normas sobre
remuneraciones, beneficios, condiciones de trabajo que se hayan acordado y
todas aquellas cláusulas y acuerdos a los que las partes hayan arribado en
virtud de la negociación colectiva. Deberá además, determinar el periodo de
vigencia del contrato.

La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora
Claudia Donaire, señaló que el inciso final del actual artículo 345 del Código
del Trabajo posibilita por acuerdo de las partes que en el contrato colectivo
se  mencione  la  designación  de  un  árbitro  encargado  de  interpretar  las
cláusulas y de resolver las controversias a que dé origen el contrato.  En el
proyecto,  en  el  artículo  322,  adicionalmente  se  podrá  contener  la
constitución de una comisión bipartita para la implementación y seguimiento
del cumplimiento del instrumento colectivo o mecanismos de resolución de
las controversias.
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CONSTANCIA

El Senador señor Allamand dejó constancia de su
preocupación por  lograr  una redacción  de  las  distintas  normas  que sean
entendibles,  didácticas  y  auto-explicativas,  con la  intención  de facilitar  su
comprensión por las partes involucradas en las negociaciones colectivas.

Norma  vigente.  Vigencia.  Vigencia  del  contrato
colectivo: No podrán tener una vigencia inferior a 2 años ni superior a 4 años.
El contrato colectivo será suscrito por las partes y su vigencia se contará a
partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo
anterior, en los casos en que no exista contrato anterior, al día siguiente al de
su suscripción (artículo 347). En el proyecto. Vigencia del contrato colectivo.
La que determinen las partes. Sin perjuicio de lo anterior, dicho contrato no
podrá tener una vigencia inferior a 2 años ni superior a 3 años. El contrato
colectivo será suscrito por las partes y su vigencia se contará a partir del día
siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo anterior, en los
casos en que no exista contrato anterior, al día siguiente al de su suscripción,
salvo acuerdo de las partes.

EXPLICACIÓN

La razón de rebajar la vigencia de los contratos
colectivos de 4 a 3 años, expresó la asesora del Subsecretario del Trabajo,
señora  Claudia  Donaire,  se  encuentra  en  los  ciclos  de  conflictividad  que
generan los plazos actuales de 4 años y en la realidad de las relaciones
laborales  que  presenta  el  país  donde  se  observa  un  nivel  de  mayor
efervescencia y  conocimiento de los derechos colectivos por  parte  de los
trabajadores.  Asimismo,  la  mantención  de  la  gobernabilidad  de  las
comisiones negociadoras durante extensas negociaciones no coincide con la
vigencia de los períodos de los dirigentes sindicales.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, explicó que contratos colectivos del pasado duraban 8 años y luego
el  período  se  rebajó  a  4  años,  pareciendo  adecuado  y  acorde  con  los
tiempos fijar  un máximo de 3 años, en sintonía con las dinámicas de los
dirigentes de los sindicatos.

El Senador señor Allamand opinó que cuando la
economía  está  en  un  nivel  alto,  una  norma  como  ésta  tiene  un  efecto
protector,  pero  en  caso  contrario  a  los  trabajadores  les  sería  más
conveniente  negociar  por  más  años y  en  esa línea  quizás establecer  un
quórum para establecer un período de 4 años.

El Senador señor Letelier precisó que esta es una
demanda de los trabajadores, porque la experiencia hasta ahora es que se le
imponen los 4 años contra su voluntad y quienes han manifestado mayor
interés en alargar los plazos del contrato son los empleadores.

-------
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Norma  vigente.  Publicidad  de  los  instrumentos.
Una vez suscrito por las partes, deberá enviarse copia del contrato colectivo
a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro del plazo de 5 días (artículo
344).  En el proyecto,  una vez suscrito por las partes, el empleador o los
trabajadores deberán enviar un original del contrato colectivo a la Inspección
del Trabajo respectiva, dentro del plazo de 5 días.

Norma vigente. Constituyen título ejecutivo, tanto
el original del contrato firmado por las partes como sus copias auténticas,
autorizadas por  la  Inspección  del  Trabajo  (artículo  349).  En el  proyecto,
constituyen  título  ejecutivo,  tanto  el  original  del  contrato  firmado  por  las
partes  como  sus  copias  auténticas,  autorizadas  por  la  Inspección  del
Trabajo. Igual a lo hoy en día existente.

8) Arbitraje. 

Norma vigente. Reglas del Arbitraje. El Libro IV las
contiene  en  un  total  de  31  artículos,  comprendidos  en  el Título  V  “Del
Arbitraje Laboral”,  con 14 artículos y Título X “De la Nómina Nacional  de
árbitros Laborales o Cuerpo Arbitral”, con 17 disposiciones. En el proyecto,
el Libro IV las contiene en un total de 14 disposiciones reunidas en un solo
Capítulo,  el  Capítulo  III  Del  arbitraje,  contenido  en  el  Título  VII  “De  la
Mediación, la Mediación Laboral de Conflictos Colectivos y el Arbitraje”.

Norma  vigente.  Tipos  de  arbitraje.  Voluntario  y
obligatorio. En el proyecto, igual cosa.

 Norma vigente. Arbitraje Voluntario. Es el que se
produce por  acuerdo de las partes (compromiso),  sin  indicarse que es la
regla general, no obstante desprender de la regulación taxativa de los casos
en que procede el arbitraje obligatorio.  En el proyecto, al igual que en la
actualidad, es la regla general en materia de arbitraje.

Norma vigente. Arbitraje obligatorio. Procede en el
caso en que está prohibida la huelga (Artículo 384) y en la reanudación de
faenas.  En  el  proyecto,  al  igual  que  en  la  actualidad  es  la  excepción,
limitado a los casos en que está prohibida la huelga y en los casos que opera
la reanudación de faenas.

Norma  vigente.  Procedimiento  arbitral.  En  los
arbitrajes  voluntarios  se  aplican  las  reglas  que  fijan  las  partes,  y  en  los
arbitrajes obligatorios se aplican las reglas del Título V del Libro IV.  En el
proyecto, se aplican las reglas del Capítulo tanto a los arbitrajes voluntarios
como a los obligatorios.

Norma vigente.  Tribunal  arbitral.  Unipersonal,  un
árbitro de la Nómina Nacional de Árbitros. En el proyecto, tribunal colegiado,
integrado por 3 árbitros que formen parte del Registro Nacional de Árbitros.
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EXPLICACIÓN

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, comentó que en la actualidad la nómina oficial de árbitros es un
listado  cerrado  con  25  personas  designadas  por  el  Presidente  de  la
República hace bastantes años atrás.

La Ministra del Trabajo y Previsión, señora Ximena
Rincón González, señaló que la calificación académica para ser árbitro es
uno de los temas en los que se presentará indicación, por ejemplo en el texto
despachado por la Cámara de Diputados,  artículo 396, se habla de título
profesional  de  una  carrera  de  10  semestres  de  duración  por  una  de  8
semestres  de  duración,  medida  esta  última  para  ampliar  el  universo  de
árbitros.

El  Subsecretario  del  Trabajo  agregó  que  en  el
artículo  396  se  crea  un  Registro  Nacional  de  Árbitros  sin  un  tope  de
integrantes, lo que permite la renovación natural en el cuerpo de árbitros,
unido a que se va a requerir un número mayor de árbitros, porque actuarán
en forma colegiada.

El  Senador  señor  Larraín  consultó  sobre  la
calificación  del  cumplimiento  de  los  requisitos  para  ser  árbitro,
respondiéndole el  señor  Subsecretario  del  Trabajo que se constituirá  una
secretaría en la Dirección del  Trabajo, entidad esta última con la que los
árbitros firmarán un contrato de honorarios.

 Norma  vigente.  Requisitos  para  ser  designado
como integrante de la Nómina Nacional de Árbitros. Estar en posesión de
título profesional de la educación superior y contar con experiencia calificada
en el área de la actividad económica laboral.  No pueden integrar la nómina:
a) Los funcionarios públicos, con excepción de los docentes académicos; b)
Los  dirigentes  sindicales  o  gremiales;  c)  Los  miembros  de  comisión
negociadoras  o  apoderados  o  asesores  de  alguna  de  las  partes  en  una
negociación,  al  momento  de  la  designación;  d)  Los  que  hayan  sido
condenados  o  se  encuentren  procesados  por  crimen  o  simple  delito.
Designación  del  árbitro.  En  los  arbitrajes  voluntarios,  la  designación  se
realiza por las partes o a través del procedimiento designado por ellas. En los
arbitrajes voluntarios, se designa en audiencia citada por la Inspección del
Trabajo,  a  través  de  un  procedimiento  en  que  cada  parte  formula  sus
preferencias y si no hay acuerdo, se designa al árbitro que más preferencia
reúne.  En el proyecto, requisitos para Inscribirse en Registro Nacional de
Árbitros.  Acreditar  cumplimiento  y  mantención  de siguientes  requisitos:  a)
Poseer título profesional de 10 semestres; b) Experiencia no menor a 5 años
ejercicio profesional o docencia en legislación laboral, relaciones laborales,
recursos  humanos  o  administración  de  empresas;  c)  No  encontrarse
inhabilitado para prestar servicios en el Estado o ejercer la función pública; d)
No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva; e) No tener
calidad  de  funcionario  público.  Designación  del   Tribunal  Arbitral.  En  la
misma modalidad actual de designación en los arbitrajes obligatorios (que
son los únicos arbitrajes que se dan en la práctica), en audiencia fijada al
efecto, las partes designan de común acuerdo a los integrantes, y a falta de
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acuerdo, la Inspección del Trabajo designa a aquel que más se aproxima a
las  preferencias  de  ambas  partes.  En  caso  de  que  las  partes  nada
manifestaren, la designación se hará por sorteo.

 Norma vigente. Secretaría del Cuerpo Arbitral. La
designa  el  Consejo  Directivo  del  Cuerpo  Arbitral  o  Nómina  Nacional  de
Árbitros, debe ser abogado y actúa como Ministro de Fe de sus actuaciones.
En el  proyecto,  la  Secretaría  del  Tribunal  Arbitral  queda  radicada  en  la
Dirección del Trabajo, responsable de llevar el Registro Nacional de Árbitros.

 Norma vigente. Facultades del Árbitro. El tribunal
podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas
que  estime  procedentes  a  los  locales  de  trabajo,  hacerse  asesorar  por
organismos públicos o por expertos sobre las diversas materias sometidas a
su  resolución,  y  exigir  aquellos  antecedentes  documentales,  laborales,
tributarios,  contables o de cualquier  otra  índole que las leyes respectivas
permitan exigir a las autoridades de los diversos servicios de inspección. En
el  proyecto. Facultades  del  Tribunal  Arbitral.  El  Tribunal  arbitral  podrá
requerir  los  antecedentes  que juzgue necesarios,  efectuar  las  visitas  que
estime  procedentes  a  los  locales  de  trabajo,  hacerse  asesorar  por
organismos públicos o por expertos, sobre diversas materias sometidas a su
resolución,  citar  a  audiencia  a  las  partes,  y  exigir  aquellos  antecedentes
documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole a
las partes, que le permitan emitir su fallo de manera fundada. 

 Norma  vigente.  Aranceles  de  los  árbitros.  El
arancel de los árbitros se fija por el Ministerio de Economía. En el proyecto,
los aranceles se fijarán anualmente por la Dirección del Trabajo para el año
siguiente.

 Norma vigente. Quién paga el arbitraje. Las partes
por mitades, en el caso del arbitraje obligatorio. En el caso del voluntario, se
paga conforme hayan acordado las partes. En el proyecto, el arbitraje es de
costo  fiscal,  lo  paga  la  Dirección  del  Trabajo,  a  excepción  de  que  el
procedimiento arbitral  afecte a una gran empresa,  en cuyo caso el  costo
deberá ser asumido por ésta.

 Norma vigente. Plazo para fallar. Dentro de los 30
días siguientes a la constitución del arbitraje, plazo que podrá prorrogarse
por 10 días. En el proyecto, igual cosa.

 Norma  vigente.  Recursos.  El  laudo  arbitral  será
apelable ante una Corte Arbitral integrada por tres miembros de la Nómina
Nacional  de Árbitros.  En el proyecto,  por tratarse de un Tribunal  Arbitral
Colegiado, la resolución que resuelva el asunto sometido a arbitraje no será
objeto de recurso alguno.

 Norma vigente. Contenido del Fallo. En el caso del
arbitraje obligatorio el árbitro debe fallar a favor de una de las proposiciones
de las partes. En el arbitraje voluntario no existe regla y se está a lo que
definan las partes. En el proyecto, tanto en el arbitraje voluntario como en el
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obligatorio el Tribunal Arbitral está obligado a fallar a favor de la proposición
de alguna de las partes.

CONSULTAS

El Senador señor Larraín solicitó se le explicara a
qué procedimiento se iba a sujetar el tribunal arbitral.

Los representantes del Ejecutivo indicaron que se
les establece un procedimiento en el Código.

El  Senador  señor  Letelier  hizo  mención  de  la
obligación del Tribunal Arbitral de fallar a favor de la proposición de alguna
de las partes, porque pareciera que no se fomentaría el  acercamiento de
posiciones.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo,  manifestó  que  generalmente  se  recurre  al  arbitraje  cuando  las
partes, ante la detención de las negociaciones, solicitan dicha instancia o en
el caso de una empresa estratégica o cuando se trata de la reanudación de
faenas.

Añadió que si se fuerza al árbitro para elegir entre
dos  posiciones  tiene  el  incentivo  para  lograr  el  punto  medio  entre  las
demandas más extremas y las demandas moderadas.

Asimismo,  destacó  el  carácter  colegiado  del
tribunal arbitral, que aplicando la regla general debería votar para decidir su
resolución por una u otra postura.

La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora
Claudia Donaire, explicó que la propuesta original del Ejecutivo contemplaba
en  determinados  arbitrajes  incorporar  razones  de  ambas  posturas,
disposición que fue ampliamente debatida y criticada transversalmente en la
Cámara de Diputados, tanto por los diputados como por los actores sociales.

El Senador señor Letelier quiso saber si existían
posibilidades de establecer una instancia anterior al  arbitraje para acercar
posiciones.

La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora
Claudia Donaire, comentó que la Dirección del Trabajo cita a las partes al
procedimiento de designación de árbitros.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, puntualizó que el arbitraje se utiliza para no llegar a la huelga o que
no exista huelga.

El Senador señor Larraín opinó que debería existir
una política pública que favoreciera la mediación y el arbitraje y se preguntó
cómo crear un cuerpo de árbitros y de mediadores que dé confianza a los
involucrados, a lo mejor una entidad estatal con un consejo presidido por el
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Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social,  con  representantes  de  los
trabajadores y de los empresarios.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, sugirió volver a explorar el tema de las mediaciones, que podrían
ser una etapa intermedia que produzca buenos resultados.

9)  Procedimiento  judicial  en  la  negociación
colectiva.

 Norma  vigente  ¿Qué  Tribunales  conocen?  El
Tribunal laboral especial que corresponda al domicilio de la empresa. ¿Qué
procedimiento  se  utiliza?  Procedimiento  incidental  civil,  son  traslado
obligatorio  y  término  probatorio  especial,  con apelación  en el  solo  efecto
devolutivo. A falta de procedimiento, se utiliza el procedimiento de aplicación
general. En el proyecto, ¿Qué Tribunales conocen? El Tribunal laboral que
corresponde  del  domicilio  del  demandado  o  donde  se  presten  o  hayan
prestado  los  servicios.  ¿Qué  procedimiento  se  utiliza?  Procedimiento
monitorio  laboral,  con  preferencia  respecto  de  las  demás causas  que  se
tramiten en el tribunal. En el caso de no existir procedimiento, cualquier otra
controversia  se  sustanciará  por  medio  del  procedimiento  de  aplicación
general.

EXPLICACIÓN

El Senador señor Letelier consultó por qué no se
aplica el procedimiento monitorio a todas las controversias y la asesora del
Subsecretario del Trabajo, señora Claudia Donaire, señaló que se trataría de
contiendas  que  no  están  expresamente  contenidas  en  las  disposiciones
sobre negociación colectiva que aplican el procedimiento monitorio. 

El  Senador  señor  Allamand  propuso  que  se
analizara  la  posibilidad  de  aplicar  el  procedimiento  monitorio  a  todas  las
controversias.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, explicó que el procedimiento monitorio tiene aplicación respecto de
decisiones que se deben adoptar de manera urgente y también para resolver
materias  ligadas  a  derechos  fundamentales,  y  no  está  pensado  para
maniobras dilatorias.

 Norma vigente. ¿Pueden determinar la reparación
del daño por reemplazar a los trabajadores en huelga? No se establece nada
al respecto. En el proyecto, sí pueden y se determina la posibilidad de que
en el caso que la empresa utilice reemplazos, debe indemnizar al sindicato,
además de estar sujeta a una multa.

El  Senador  señor  Allamand y  el  Senador  señor
Larraín plantearon una duda respecto a cómo se evalúa el daño.
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La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena  Rincón  González  aseguró  que  el  artículo  403  aprobado  por  la
Cámara de Diputados debe ser revisado durante la discusión en particular.

Norma  vigente.  ¿El  procedimiento  puede
suspender  una  negociación  colectiva?  No.  Nada  señala  al  respecto,  sin
perjuicio de las facultades generales de los Tribunales. ¿Cómo se reclama
de la resolución de la determinación de las empresas sin derecho a huelga?
No existe procedimiento especial. En el proyecto, ¿El procedimiento puede
suspender  una  negociación  colectiva?  Sí.  En  todos  los  casos  se  puede
suspender, salvo respecto de la impugnación de la nómina para negociar que
no  admite  suspensión.  ¿Cómo  se  reclama  de  la  resolución  de  la
determinación de las empresas sin derecho a huelga? Debe interponerse
ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro de 30 días siguientes a
la publicación en el diario oficial. La Corte pide informes en un plazo de 10
días,  prorrogables  por  10  días  más  y  luego  ordena  traer  los  autos  en
relación, con preferencia de vista y fallo. Se escucharan alegatos, se podrán
hacer parte en el recurso, los trabajadores y la empresa involucrados en la
decisión. Contra la resolución que se pronuncie sólo procederá el recurso de
apelación.

CONSULTAS

El  Senador  señor  Allamand  solicitó  una  mayor
explicación sobre la imposibilidad de suspender la impugnación de la nómina
para negociar.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz
Verdugo, informó que la impugnación de nómina dice relación con que él o
los trabajadores pertenecen a otro sindicato o están adscritos a otro contrato.

El Senador señor Allamand indicó que la idea es
que no se  litigue para  dilatar  la  negociación  colectiva  y  que tampoco se
obligue a negociar con quien o quienes no pertenecen a los sindicatos o
están incluidos en otros contratos.

SESIÓN CELEBRADA EL 5 DE AGOSTO DE 2015

SESIÓN EN QUE SE VOTÓ LA IDEA DE LEGISLAR
RESPECTO DEL PROYECTO DE LEY EN DISCUSIÓN

En  la  sesión  de  5  de  agosto  la  Comisión  de
Trabajo y Previsión Social en primer lugar escuchó al Director del Trabajo,
quien se refirió a la regulación de los pactos de adaptabilidad, comparando
dicha figura con el sistema excepcional de distribución de jornada de trabajo
y descanso que consagran actualmente los incisos finales del artículo 38 del
Código del Trabajo.

Iniciando sus palabras  aseveró  que,  en  general,
ambos sistemas resultan similares, salvo en lo relativo a la jornada pasiva y
horas  extraordinarias.  En  ese  contexto,  detalló  que,  en  el  año  2013,  la
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facultad contenida en el artículo 38 del Código del Trabajo fue utilizada en
más de mil ocasiones, preferentemente en el ámbito minero. 

Seguidamente, explicó que la iniciativa contempla
los pactos de adaptabilidad principalmente en el contexto de la negociación
colectiva,  sin  perjuicio  que  puede  operar  paralelamente  al  sistema  que
consagra actualmente el Código del Trabajo.

En relación a los tipos de pactos, sostuvo que el
régimen vigente permite sólo sistemas excepcionales de distribución de la
jornada y descansos, en tanto que la propuesta legislativa agrega a las horas
extraordinarias y jornada pasiva.

En cuanto  al  régimen de autorizaciones,  agregó
que actualmente se exige la anuencia de la Dirección del Trabajo, mientras
que los pactos que propone el  proyecto requieren únicamente el  acuerdo
entre las partes, el que debe ser registrado ante la Dirección del Trabajo.

Acerca  del  ámbito  de  aplicación,  afirmó  que  el
sistema contenido en el artículo 38 del Código del Trabajo procede respecto
de  cualquier  tipo  de  empresa  -incluso  aquellas  que  no  cuenten  con
trabajadores-,  a  diferencia  de  los  pactos  de  adaptabilidad,  que  requieren
necesariamente de una afiliación sindical  superior al  30% del  total  de los
trabajadores.

Respecto del acuerdo de los trabajadores, afirmó
que  la  regulación  vigente  establece  que,  en  el  caso  de  trabajadores
sindicalizados,  la  organización  sindical  debe  proceder  a  manifestar  su
anuencia en tanto que, en caso de no existir  ésta,  se recaba el  acuerdo
individual de cada trabajador, bastando la manifestación de voluntad del 75%
de los trabajadores.

Por  su  parte,  explicó  que  los  pactos  de
adaptabilidad  requieren,  respectivamente,  del  acuerdo  del  sindicato
respectivo o, a falta de éste, se recaba el acuerdo individual  junto con la
aprobación de la  Dirección del  Trabajo,  lo  que no se aplicará cuando se
cuente con el acuerdo de más del 50% de los trabajadores. 

Asimismo, propone que, en aquellos casos en que
el pacto sea acordado por más del 50% de los trabajadores sin afiliación
sindical, podrá aplicarse a todos los trabajadores que no hubieren concurrido
al acuerdo, sin necesidad de aprobación de la Inspección del Trabajo.

En cuanto a la duración, añadió que se rebaja de
cuatro a tres años,  para hacerlo  cuadrar  con el  plazo de vigencia de los
instrumentos colectivos.

Acerca  del  ámbito  de  aplicación,  agregó  que  la
regulación vigente permite que pueda verificarse en la negociación colectiva
reglada o no reglada o fuera  de la  negociación,  tal  como ocurre con los
pactos de adaptabilidad.
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Respecto  de  la  obligación  de  registro  y
fiscalización, añadió que los pactos de adaptabilidad se deben registrar ante
la Dirección del Trabajo dentro de cinco días -a diferencia del sistema de
artículo 38, que no contempla una obligación de registro-, en tanto que la
fiscalización  y  revocación  corresponde  a  la  misma entidad,  pudiendo  ser
reclamable ante el Juez del Trabajo.

Seguidamente,  se  refirió  específicamente  al
sistema  propuesto  en  materia  de  sistemas  excepcionales  de  jornada  de
trabajo y descansos.

En  primer  lugar,  explicó  que  dicho  sistema,  en
general,  se  encuentra  regulado  en  el  Código  del  Trabajo  y  en  las
disposiciones administrativas de la Dirección del Trabajo, en tanto que los
pactos de adaptabilidad operarán en virtud de las disposiciones que contiene
la iniciativa, junto a un reglamento que deberá dictar el Ministerio del Trabajo
y de Hacienda.

En  ese  contexto,  añadió  que  ambos  sistemas
consagran un régimen de jornada ordinaria máxima equivalente a 45 horas
semanales, las que resultan de “semanalizar” el ciclo de trabajo al dividir el
número de horas del ciclo de trabajo por el  número de semanas de cada
ciclo. 

En relación al tiempo para colación, añadió que el
sistema actual, en jornadas inferiores a diez horas, exige un período mínimo
de 30 minutos y de una hora cuando sobrepasan dicho límite. A su turno,
detalló  que  el  régimen  propuesto  establece  45  minutos  de  colación  en
jornadas inferiores a diez horas, y una hora cuando lo sobrepasan, las que,
en cualquier caso, son imputables a la jornada.

En cuanto al máximo de días de trabajo, aseveró
que el sistema vigente distingue entre las faenas ubicadas fuera del radio
urbano,  en  cuyo  caso  equivalen  a  14  días  continuos  para  faenas
permanentes y 20 para faenas transitorias, y dentro del radio urbano, con 7
días continuos, más 6 días de descanso al año.

Por su parte, sostuvo que la iniciativa consagra un
régimen de 12 días continuos para faenas permanentes y 20 para faenas
transitorias, cuando éstas se desarrollen fuera del radio urbano, y de 7 días
continuos de trabajo, más 6 días de descanso al año, cuando se verifiquen
dentro del radio urbano.

A continuación, explicó el régimen aplicable a los
pactos de horas extraordinarias.

Al  efecto,  señaló  que  la  ley  vigente  permite  la
realización de horas extraordinarias para satisfacer necesidades temporales
de la empresa, las que deben ser pactadas por escrito, con una vigencia de
hasta tres meses y un límite de dos horas diarias. Agregó que el proyecto no
limita la temporalidad de las horas extraordinarias al operar como un banco
de horas equivalentes a la mitad de horas extras teóricas permanentes -esto
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es, a 288 horas anuales, 144 semestrales ó 72 trimestrales-, en tanto que,
respecto de los trabajadores transitorios, se trata de un límite de hasta 15
horas semanales.

Acerca  del  pacto  de  jornada  pasiva  -es  decir,
aquellos  casos  en  que  el  trabajador  se  encuentra  a  disposición  del
empleador sin desarrollar labores por causas no imputables a él, tal como
procesos  de  cambios  de  vestuario  o  trayectos  internos-,  explicó  que
actualmente ésta resulta imputable a la jornada de trabajo, sin generar el
pago de una contraprestación, salvo casos específicos, como los tiempos de
espera en el transporte de carga interurbana.

Por  su  parte,  agregó  que  la  iniciativa  propone
introducir,  mediante los pactos de adaptabilidad, que la jornada pasiva no
resultará imputable a la jornada de trabajo, operando con un límite de una
hora diaria, la que debe pagarse, como mínimo, con el recargo de las horas
extraordinarias.

COMENTARIOS

La  Senadora  señora  Goic  sostuvo  que  la
aplicación  de  los  pactos  de  adaptabilidad  puede  generar  una  ampliación
permanente  y  excesiva  de  la  jornada  de  trabajo,  lo  que  constituiría  una
afectación de los derechos de los trabajadores.

Al mismo tiempo, agregó que el sistema propuesto
permite eximir del trámite de aprobación por parte de la Dirección del Trabajo
ante  el  cumplimiento  de  determinados  requisitos,  lo  que  puede  resultar
perjudicial para los trabajadores.

Asimismo, consultó respecto de las razones que
fundamentan un régimen de flexibilidad que,  en  la  práctica,  profundiza el
tenor del artículo 38 del Código del Trabajo, que permite la implementación
de sistemas especiales de distribución de jornadas de trabajo y de descanso.

En  la  misma  línea,  el  Senador  señor  Letelier
aseveró que los pactos de adaptabilidad pueden generar la extensión de la
jornada ordinaria  de  trabajo  más  allá  de  lo  necesario,  constituyendo una
vulneración de los derechos laborales.

Asimismo,  manifestó  la  eventual
inconstitucionalidad de expandir el pacto de adaptabilidad a los trabajadores
que no hubieren manifestado su voluntad de concurrir a dicho acuerdo, sin
perjuicio  de  que,  en  la  práctica,  aquellos  que  se  nieguen  probablemente
serán  despedidos  invocando  la  causal  relativa  a  las  necesidades  de  la
empresa.

Por  otra  parte,  consultó  sobre  la  existencia  de
casos en que opere un sistema de adaptabilidad laboral por rama o actividad,
sobre  todo  considerando  que  la  instrumento  propuesto  puede  generar  la
vulneración de derechos de los trabajadores.
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En  la  misma  línea,  la  Senadora  señora  Muñoz
aseveró que la implementación de los pactos de adaptabilidad puede generar
la vulneración de los derechos de los trabajadores, sin perjuicio de que se
trata de una figura que carece de utilidad, habida cuenta del sistema que
consagra actualmente por el artículo 38 del Código del Trabajo.

El  Senador  señor  Allamand  sostuvo  que  las
normas  sobre  adaptabilidad  no  pueden  ser  ramales,  considerando  los
distintos niveles de eficiencia y tecnología que existen entre las empresas de
un mismo sector o actividad.

Acerca de la forma de suscripción de los pactos, el
Subsecretario  del  Trabajo,  señor  Francisco  Javier  Díaz,  sostuvo  que  el
proyecto establece que sólo pueden acordar el pacto aquellas empresas en
que  exista  un  30%  de  afiliación  sindical  considerando  a  todas  las
organizaciones  sindicales  que  existan  en  una  empresa,  lo  que  permite
cautelar los derechos de los trabajadores. 

Agregó  que,  a  diferencia  del  texto  sometido  a
consideración de la Comisión, el Mensaje del proyecto establecía un sistema
gradual  para  la  aplicación  de  los  pactos  de  adaptabilidad,  atendiendo  al
porcentaje de afiliación sindical en cada empresa.

Seguidamente,  explicó  que  los  pactos  de
adaptabilidad replican el propósito del sistema de jornadas especiales que
consagra  el  artículo  38  del  Código  del  Trabajo,  consistente  en  introducir
ciertos niveles de adaptabilidad a la relación de trabajo, particularmente en la
distribución de jornada.

En esa línea, aseveró que la iniciativa contiene los
mecanismos que permiten evitar la ocurrencia de prácticas abusivas contra
los  derechos  de  los  trabajadores.  En  ese  contexto,  sostuvo  que  la
incorporación  de  los  pactos  de  adaptabilidad  dentro  de  la  negociación
colectiva  puede  generar  consecuencias  favorables  para  ambas  partes,  al
ampliar el ámbito de materias que pueden ser comprendidas dentro de dicho
procedimiento.

El  Director  del  Trabajo,  señor  Christian  Melis,
reiteró que la regla contenida en el artículo 374 del proyecto establece que,
respecto de la aplicación del pacto a los trabajadores no sindicalizados, se
requiere  el  acuerdo  del  50%  de  los  trabajadores,  en  cuyo  caso  podrá
aplicarse a todos los trabajadores que no hubieren concurrido al acuerdo, sin
necesidad de aprobación de la Inspección del Trabajo.

La  Senadora  señora  Muñoz  sostuvo  que  los
pactos  de  adaptabilidad  no  podrán  ser  aplicados  correctamente,
considerando las bajas tasas de sindicalización y de organización sindical
que existen en el país.

El  Senador  señor  Letelier  sostuvo  que,  aun
cuando  es  necesario  promover  mayores  niveles  de  diálogo  entre
trabajadores y empleadores, se trata de un mecanismo abusivo que crea las
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condiciones para afectar los derechos laborales e introducir mayores grados
de flexibilidad a la legislación vigente, sin considerar los distintos poderes
negociadores de los sindicatos.

El Senador señor Allamand afirmó que los pactos
de  adaptabilidad  apuntan  a  beneficiar  a  ambas  partes,  en  cuyo  caso  el
empleador  debe  otorgar  determinados  prestaciones  al  trabajador  en  el
evento, por ejemplo, de extender la jornada ordinaria.

Asimismo, añadió que se trata de ciertas materias
que, en cualquier caso, se van a negociar aun cuando no fueren reguladas
en el  Código del  Trabajo  a  propósito  de  la  negociación  colectiva,  lo  que
impediría  el  ejercicio  de  las  prerrogativas  que  establece,  en  su  caso,  el
Código del Trabajo.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora
Ximena  Rincón,  añadió  que,  considerando  que  la  iniciativa  apunta  a
fortalecer la organización sindical y permitir que la negociación colectiva se
desarrolle en un pie de igualdad, se deben ampliar las materias que pueden
ser objeto de la negociación colectiva, incluyendo aquellas materias que van
más  allá  de  los  beneficios  económicos  que  pudieren  obtener  los
trabajadores.

VOTACIÓN DE LA IDEA DE LEGISLAR RESPECTO DEL PROYECTO DE
LEY QUE MODERNIZA EL SISTEMA DE RELACIONES LABORALES,

INTRODUCIENDO MODIFICACIONES AL CÓDIGO DEL TRABAJO

-Puesto en votación en general el proyecto de
ley, fue aprobado por tres votos a favor, de las Senadoras señoras Goic
y Muñoz y del Senador señor Letelier, y dos votos en contra, de los
Senadores señores Allamand y Larraín.

FUNDAMENTO DE VOTO DEL SENADOR SEÑOR ALLAMAND

El  Senador  señor  Andrés  Allamand  Zavala
expresó lo siguiente:

 "Voto que no, fundado en las siguientes razones:

 1.-  El  proyecto  ignora  por  completo  el  principal
problema laboral,  cual  es la dificultad de acceder al  trabajo de mujeres y
jóvenes. No es razonable que una reforma laboral simplemente no aborde tal
situación.

 2.- En segundo lugar, la arquitectura del proyecto
apunta  a  un  sólo  objetivo:  el  monopolio  sindical,  al  atribuirle  incluso  a
sindicatos  carentes  de  representatividad,  la  exclusividad  del  ejercicio  de
derechos colectivos que en rigor pertenecen a todos los trabajadores. Tal
objetivo se persigue a través de diversos mecanismos de afiliación forzada a
los sindicatos transformando en letra muerta el derecho de los trabajadores a
pertenecer o no un sindicato. Con el actual proyecto, la libertad de afiliación,
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que consagra el ordenamiento jurídico internacional y la legislación nacional,
simplemente desaparece. 

 3.- En tercer lugar, el monopolio sindical no sólo le
arrebata a los trabajadores no sindicalizados sus derechos colectivos, sino
que  además  -  por  la  forma  equivocada  de  establecer  la  extensión  de
beneficios y una inaudita práctica antisindical- le priva del derecho a negociar
individualmente sus condiciones de trabajo.

 4.- En cuarto, lugar y doblegándose a la presión
política y corporativa de algunos sectores,  el  proyecto mantiene prácticas
reprobables como son la constitución fraudulenta de sindicatos y el ejercicio
violento de la huelga. Más aún, hoy hay huelgas ilegales que derivan en
graves actos de violencia a los que el proyecto simplemente cierra los ojos
como si no existieran.

 5.-  En  quinto  lugar,  el  proyecto  trata  a  las
pequeñas  y  medianas  empresas  como  si  fueran  grandes  empresas,  sin
reconocer que deben tener un tratamiento en materia de legislación laboral
distinto, atendidas su tamaño, funcionamiento y características.

 No obstante mi voto de rechazo, señalo desde ya,
como siempre, mi disposición a buscar acuerdos con el Gobierno en esta
materia lo que ciertamente implica correcciones de fondo a una iniciativa mal
diseñada y que de no cambiar generará graves consecuencias para el país y
sus trabajadores.".

FUNDAMENTO DE VOTO DE LA SENADORA SEÑOR GOIC

 “Desde la vuelta a la democracia en Chile hemos
aprobado  una  serie  de  reformas  a  la  legislación  laboral,  en  los  ámbitos
individual,  colectivo  y  procesal.  Ello  ha  permitido  la  ampliación  de  los
derechos reconocidos a los trabajadores y el progreso en la garantía de los
mismos.  Sin  embargo,  es  necesario  reconocer  que  en  el  ámbito  de  los
derechos colectivos, especialmente en lo relativo al derecho a la negociación
colectiva y al derecho a huelga, hay aspectos importantes de la legislación
en  los  que  permanecen  concepciones  impuestas  por  la  dictadura,  que
demandan  ser  reformados,  con  el  objeto  de  garantizar  de  mejor  manera
estos derechos fundamentales en nuestro ordenamiento.

 El  proyecto  de  ley  en  actual  discusión  contiene
una  nueva  regulación  de  la  negociación  colectiva,  haciéndose  cargo  de
algunos de los aspectos que han sido objeto de observaciones,  tanto en
nuestra  comunidad  nacional  como  por  la  Organización  Internacional  del
Trabajo.  Entre  ellos,  destacan  el  reconocimiento  del  rol  preferente  en  la
negociación  colectiva  de  los  sindicatos,  en  tanto  organizaciones
permanentes  para  la  promoción  y  defensa  de  los  derechos  de  los
trabajadores,  a  través  de  la  denominada  titularidad  sindical;  el
perfeccionamiento  en  la  regulación  de  las  prácticas  y  disposiciones  que
podrían dar lugar a atentados contra la libertad sindical,  y la garantía del
derecho a la huelga efectiva, mediante la prohibición del reemplazo de los
trabajadores durante la misma.  
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 Necesario  es  destacar,  además,  que  en  el
proyecto  de  ley  se  amplían  las  materias  de  negociación,  hoy  muy
restringidas,  considerándose  que  las  negociaciones  puedan  incluir,  entre
otras  materias,  acuerdos  para  la  conciliación  del  trabajo  con  las
responsabilidades familiares, planes de igualdad de oportunidades y equidad
de  género  en  la  empresa,  acuerdos  para  la  capacitación  y  reconversión
productiva de los trabajadores, constitución y mantenimiento de servicios de
bienestar, y el establecimiento de mecanismos de solución de controversias.
Esto supone un enriquecimiento importante en el diálogo entre trabajadores y
empleadores y posibilidades de una mejor calidad de vida en la empresa.
Junto  a  ello,  en  la  medida  que  existan  sindicatos  ampliamente
representativos,  podrán  pactarse  condiciones  especiales  de  trabajo,
especialmente  en  lo  relativo  a  la  organización  de  la  jornada.  Debemos
consignar  que,  no  obstante,  respecto  de  la  regulación  de  estos  pactos
tenemos importantes observaciones, que esperamos puedan ser acogidas.   

Somos  de  la  opinión  que  este  proyecto,  en
general, constituye un avance en el reconocimiento y tutela de los derechos
colectivos en el mundo del trabajo, posibilitando el desarrollo de relaciones
laborales  en  condición  de  mayor  equilibrio  entre  las  partes.  Como  toda
iniciativa,  es un proyecto perfectible  y  quisiéramos contribuir  a ello  en su
discusión en particular.”.

FUNDAMENTO DE VOTO DEL SENADOR SEÑOR LARRAÍN

 “El Gobierno ha basado la presente reforma sobre
la premisa de que las relaciones laborales en nuestro país se caracterizan
por  un  constante  conflicto  en  las  relaciones  entre  los  trabajadores  y  su
empleador, debido a la falta de confianza y diálogo entre estos actores. En
razón de esto, el Ejecutivo considera necesario fortalecer los sindicatos con
el  fin  de  evitar  la  discriminación  y  promover  la  igualdad  a  través  de  la
negociación colectiva. 

 Sin embargo, el diagnóstico del Gobierno sobre el
alto nivel de conflicto laboral contradice las estadísticas que presenta nuestro
país. De esta forma, dicho diagnóstico es errado y no se aplica a la realidad
de las empresas chilenas y la situación laboral de sus trabajadores: solo un
14,2% de los trabajadores chilenos está afiliado a un sindicato, y un 52% de
los trabajadores no forma sindicatos porque cree que no son necesarios o
definitivamente  no  ven  interés  en  ello.  Además,  más  de  un  70% de  los
trabajadores tiene confianza en la empresa en que trabaja, menos de un 2%
de los trabajadores percibe conflicto frecuente en su empresa. Las denuncias
a  la  Dirección  del  Trabajo  sólo  abarcan  a  un  3% de  los  trabajadores,  y
porcentajes casi  insignificantes de éstas son por  materias de negociación
colectiva y organizaciones sindicales. Por otra parte, la gran mayoría de los
trabajadores no está de acuerdo con la sindicalización obligatoria ni con la
idea de que sólo el sindicato pueda negociar. 

 Reconocemos  que  el  objetivo  de  la  reforma  es
correcto: necesitamos lograr una mayor equidad en la distribución del ingreso
en Chile y trabajar para erradicar la pobreza. Sin embargo, el fortalecimiento
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de los sindicatos y las demás medidas contempladas en esta iniciativa solo
producirá un gran aumento del desempleo, el trabajo informal y un menor
crecimiento económico puesto que, aunque aumentarán las remuneraciones,
los  puestos  de  trabajo  disminuirán  por  no  encontrarse  dicho  aumento
relacionado  a  una  mayor  productividad  de  las  empresas,  viéndose  el
empleador  en  la  necesidad  de  automatizar  los  mecanismos  que  utiliza
debiendo,  finalmente,  prescindir  de un importante porcentaje  de mano de
obra. Evidentemente, y gracias a las facultades que esta reforma otorga a los
sindicatos, finalmente se producirán más huelgas, mayor duración de estas y
aumentará el bajo conflicto que hoy existe en las relaciones laborales.

 Sumado  a  lo  anterior,  esta  reforma  no  cubre
aspectos fundamentales sobre los que debemos trabajar de forma urgente,
como mejorar la calidad de la capacitación de trabajadores, incluir medidas
que  incentiven  y  mejores  las  condiciones  laborales  de  los  jóvenes  y  las
mujeres  e  incorporar  nuevas  políticas  de  compatibilización  de  trabajo  y
familia.  Bajo este  contexto,  creemos que ninguna de estas  materias está
siendo  enfrentada  por  esta  reforma  laboral  y,  de  hecho,  es  altamente
probable  que  este  grupo  se  vea  perjudicado  a  través  de  una  mayor
rigidización del mercado laboral formal. 

TITULARIDAD SINDICAL: LIBERTAD DE ASOCIACIÓN Y AUTONOMÍA DE
LOS CUERPOS INTERMEDIOS

 
Actualmente,  la  negociación  colectiva  puede  ser

llevada a cabo por dos actores: los sindicatos o los grupos negociadores. La
propuesta que ha impulsado el gobierno apunta a eliminar a este último actor
en aquellas empresas donde existe, al menos, un sindicato, monopolizando
la negociación colectiva en el  o  los  sindicatos  que posea la  empresa.  El
gobierno ha afirmado que esta  medida se  justifica  en otorgar  una mayor
institucionalización del proceso de negociación colectiva, sin embargo, tanto
los  sindicatos  como  los  grupos  negociadores  tienen,  a  grandes  rasgos,
similares  garantías  para  poder  negociar  con  su  empleador  y,  con  esto,
representar a los trabajadores de la empresa en esta instancia. 

 De esta forma, lo que el Gobierno realmente está
haciendo es imponer un monopolio sindical en desmedro de otros tipos de
organizaciones  de  trabajadores.  Esto,  además  de  la  prohibición  de
coexistencia de dichos cuerpos intermedios, se suma a otras medidas que se
traducen en una verdadera sindicalización obligatoria encubierta ya que se
establecen  diversas  prohibiciones  que  incentivan  la  existencia  de  los
sindicatos, como por ejemplo, la eliminación del fuero con que actualmente
cuentan aquellos trabajadores que negocien colectivamente a través de un
grupo  negociador  o  la  imposibilidad  de  éstos  de  acceder  a  información
específica de la empresa para el proceso de negociación. Así, se les otorga
un poder artificial a los sindicatos ya que, por ejemplo, puede existir uno que
sólo represente al 10% de los trabajadores de la empresa y que tendrá más
poder  para  negociar  que  el  90% restante,  los  que  se  verán  obligados  a
sumarse al sindicato para obtener los mismos beneficios. 

 Lo anteriormente señalado provoca un problema
de  constitucionalidad  por  cuanto  se  está  implícitamente  infringiendo  la
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libertad de asociación según la cual nadie puede ser obligado a pertenecer a
una asociación. En la misma línea, el artículo 303 del proyecto establece que
“la  negociación  colectiva  es  aquella  que  tiene  lugar  entre  uno  o  más
empleadores  con  una  o  más  organizaciones  sindicales,  con  el  objeto  de
establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo
determinado, de acuerdo a las normas contenidas en el presente Libro”. Sin
embargo, el artículo 19 Nº 16 de la Constitución de Política que establece
que  el  derecho  de  la  negociación  colectiva  es  de  los  trabajadores,
independiente de su forma de organización, por lo que no se puede privar de
la  negociación  colectiva  a  los  trabajadores  no  sindicalizados  como  lo
establece la presente reforma.

 Asimismo, el artículo 19 Nº 15° de nuestra Carta
Fundamental  indica  que  “nadie  puede  ser  obligado  a  pertenecer  a  una
asociación”.  Por lo tanto, en base al derecho de asociación, las personas
pueden  crear  todas  las  organizaciones  que  deseen,  sin  permiso  previo,
pudiendo perseguir todo tipo de fines que no sean contrarios a la moral, al
orden público o a la seguridad del Estado.

 Sumado a lo anterior, la Constitución protege en
su  artículo  primero  la  autonomía  de  los  grupos  intermedios:  “El  Estado
reconoce  y  ampara  a  los  grupos  intermedios  a  través  de  los  cuales  se
organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para
cumplir sus fines específicos”. Esto no es sinónimo de imposibilidad para que
el legislador regule cuerpos intermedios como los grupos negociadores o los
sindicatos ya que de esa manera los “reconoce y ampara”,  sin  embargo,
dicha  intervención  no  debe  significar  una  intromisión  ilegítima  en  dicha
autonomía, como sí lo hace la presente reforma. De esta forma, y como lo
estableció la sentencia N° 2487-2013 del 21 de junio de 2013 del Tribunal
Constitucional,  “la  actividad  legislativa  podría  afectar  esa  autonomía  al
limitar, restringir o establecer obligaciones cuando dicta normas de carácter
obligatorio y general. Sin embargo, lo relevante es que no la elimine y que no
la restrinja gravemente.”

EXTENSIÓN DE BENEFICIOS: DESIGUALDAD E INFRACCIÓN A LA
LIBERTAD CONTRACTUAL

 Otro punto a destacar se refiere al cambio que se
genera  con  respecto  a  la  extensión  de  los  beneficios  alcanzados  tras  la
negociación colectiva. Con la norma vigente, la facultad de extender estos
beneficios a los trabajadores no sindicalizados radica en el empleador; pues
bien, la modificación que se desea introducir apunta a que la extensión de
ellos quedará sujeta al acuerdo entre el sindicato y el empleador. Es más, el
proyecto  establece  explícitamente  que  la  extensión  unilateral  de  los
beneficios será considerada como una práctica antisindical,  por lo que se
limita directamente el derecho a negociar colectivamente. 

 Bajo esta lógica, el proyecto establece una serie
de medidas que provocan otros problemas de constitucionalidad traducidos
en  una  infracción  a  la  libertad  contractual  y,  por  lo  tanto,  una  indebida
restricción de la libertad de los trabajadores y al derecho de propiedad ya
que  el  empleador  no  podrá  decidir  unilateralmente  qué  hacer  con  sus
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recursos, toda vez que deberá contar con la venia del sindicato para poder
extender  los  beneficios  a  trabajadores  no  afiliados  a  una  organización
sindical.  Como puede verse, existe una clara intención de monopolizar las
negociaciones  colectivas  en  los  sindicatos,  incentivando,  además,  la
afiliación  de  los  trabajadores  a  éstos  por  distintas  vías,  como  lo  es  la
extensión de los beneficios negociados colectivamente. En conclusión, en la
práctica, para poder conseguir acceder a un derecho constitucional como lo
es  la  negociación  colectiva  y  los  beneficios  que  esta  genera,  se  deberá
pertenecer a una asociación sindical con el consecuente desmedro de esta
garantía.  Así,  se  contradice  lo  dispuesto  en  el  artículo  19  N°  16  el  que
establece que “Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre
elección del trabajo con una justa retribución”.

 Sumado a lo anterior, esta situación atenta contra
el  principio  de  igualdad  ante  la  ley,  pues  discrimina  entre  trabajadores
afiliados  y  no  afiliados;  inhibe  la  libertad  sindical,  ya  que  “obliga”  a  los
trabajadores  no  sindicalizados  –dada  la  serie  de  trabas  que  pone–  a
sindicalizarse  para  poder  negociar;  y,  lo  más  complejo,  promueve  una
modificación legal que sólo representa, en un principio, a un grupo minoritario
de trabajadores:  los  sindicalizados que corresponde a  un grupo que sólo
representa al 14,2% de los trabajadores chilenos. Por lo tanto, encontramos
un nuevo problema de constitucionalidad ya que, teniendo en cuenta que la
negociación  colectiva  es  un  derecho  para  los  trabajadores,  no  hay
razonabilidad alguna para privilegiar la organización sindical y no un grupo
negociador a la hora de ejercitar el derecho a la negociación. Donde no hay
razonabilidad, hay arbitrariedad. Yeso violenta la constitución.

REEMPLAZO EN HUELGA Y SERVICIOS MÍNIMOS: RIESGO DE
DESTRUCCIÓN DE LA FUENTE DE TRABAJO

 Respecto  del  reemplazo en huelga,  en  términos
simples, se prohíbe al empleador reemplazar a aquellos trabajadores que se
encuentren en huelga, ya sea con personal interno o externo. A lo anterior
hacemos presente que efectivamente la OIT prohíbe el reemplazo en huelga
con personal externo pero no así con personal interno. El presente proyecto
omite  dicha  distinción  eliminando  todo  tipo  de  reemplazo,  lo  que  podría
destruir empresas, especialmente las PYMES y aquellas cuyo giro principal
se  refiere  a  labores  caracterizadas  por  la  estacionalidad,  y  provocar  un
notable  aumento  en  el  desempleo.  Esto  se  ha  visto  reflejado  en  las
encuestas de CLAPES UC y CEP en que la implementación de esta reforma
podría provocar una pérdida de hasta 180.000 puestos de trabajo. 

 Considerando  los  riesgos  que  esta  disposición
conlleva,  el  Gobierno  incorporó  dentro  de  sus  propuestas  la  figura  de
“servicios  mínimos”  donde  la  norma  exige  a  los  sindicatos  proveer  el
personal  necesario  para cumplir  los con los servicios mínimos necesarios
que  permitan  atender  las  operaciones  indispensables  de  la  empresa.  La
definición  en  cuestión  es  amplia,  por  ejemplo,  en  lo  referido  a  la
incorporación de la palabra de “bienes” a esta. Así, podrán entenderse por
bienes de la  empresa aquellas  cosas tanto  corporales  como incorporales
(Artículo 565 del Código Civil). De esta manera, la definición de bienes que
entrega  el  Código  Civil  es  lo  suficientemente  amplia  como  para  que  el
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empleador  pueda  considerar  como  servicio  mínimo  la  realización  de  una
función  específica  de  la  empresa  que  permita,  por  ejemplo,  generar  los
recursos para pagar compromisos financieros. 

 Si bien es cierto que a priori una definición como
esta pudiese ser considerada como una ventaja para el empleador, es muy
probable que, dada la amplitud de la definición, la determinación de servicios
mínimos  termine  por  generar  una  sobre  judicialización  del  proceso.  Lo
anterior, podría implicar una extensión artificial por parte del sindicato para la
definición de los servicios y, con esto, iniciar la negociación colectiva sin que
éstos se encuentren determinados, con las propias consecuencias de ello.
Además,  la  reforma  no  considera  la  productividad  de  la  empresa  o  sus
obligaciones  con  terceros  para  efectos  de  determinar  los  mencionados
servicios mínimos.

CONCLUSIÓN

 Estamos  totalmente  a  favor  de  la  existencia  de
sindicatos que efectivamente cumplen un rol valioso en empresas de mayor
tamaño, no sólo por el logro de mejores condiciones para los trabajadores
afiliados, sino también por facilitarle al  empleador las relaciones laborales
dentro  de  la  empresa.  También  respaldamos  el  respeto  pleno  de  los
derechos colectivos y reconocemos que existe un espacio en nuestro país
para avanzar en esta materia, pero no a través de la sindicalización forzada,
ya que se atenta contra la libertad del trabajador y contra la justa retribución
al esfuerzo. 

 Sin  embargo,  el  objetivo  debería  ser  hacer  más
atractiva la sindicalización a través de mejores sindicatos, de una ampliación
de las materias de negociación, etc. Finalmente ¿qué pueden negociar los
sindicatos en un país en que el Código del Trabajo regula desde la cantidad
de  baños,  las  jornadas,  las  funciones,  la  contratación,  el  despido  y
prácticamente todo con excepción de la remuneración? Debería ser entonces
nuestro objetivo avanzar en empoderar efectivamente a los trabajadores para
que puedan buscar las condiciones de trabajo que les acomoden, avanzar
efectivamente hacia una relación bilateral entre empleador y trabajador. Este
Proyecto de Ley, en cambio, lo que hace es establecer relaciones laborales
tripartidas, con una importante injerencia de la Dirección del Trabajo, cuyo rol
debe seguir siendo la defensa de los derechos laborales. Esto hace difícil
que pueda cumplir además el rol de mediador, regulador y dirimente.

 Tenemos una postura favorable al fortalecimiento
del sindicato y de la negociación colectiva, no obstante, esto no debe ser
resultado de la creación de un monopolio sindical a expensas de la libertad
de afiliación y negociación de los trabajadores. El sindicato va en beneficio
de  los  trabajadores  cuando  éste  pueda  libremente  optar  y  no  cuando  la
afiliación sea el  único camino disponible  para buscar  una mejoría  de sus
condiciones, sin que su esfuerzo individual sea relevante en el resultado. Por
otro lado, al igual que la huelga es un derecho de los trabajadores, también
lo es el  derecho de los mismos a salir  de ésta.  Se puede efectivamente
encarecer el reemplazo en la huelga, pero sin impedir que el trabajador que
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lo estime conveniente pueda recuperar su fuente de ingreso y el empleador
no vea en riesgo la sostenibilidad de su empresa en el tiempo. 
 En conclusión, la reforma refleja una concepción
anacrónica de las relaciones laborales ya que se basa en una concepción de
constante lucha de clases y no ve nuestra sociedad como una comunidad
con intereses que pueden complementarse para solucionar sus diferencias.
En por esta visión que el proyecto otorga una gran cantidad de derechos a
los  sindicatos  sin  que  estos  incluyan  los  deberes  y  responsabilidades
necesarias  para  que  las  relaciones  laborales  con  el  empleador  mejoren.
Lamentablemente, este proyecto nos hará retroceder en ese sentido ya que
el proyecto asume que la violencia solo podría provenir del empleador, por
ejemplo,  al  establecerse  como  práctica  antisindical  que  este  extienda
unilateralmente  los  beneficios  a  trabajadores  no  sindicalizados  pero  se
eliminó en la Cámara la sanción de pérdida de fuero al sindicato que utilizase
la  fuerza  moral  o  física  en  los  procesos  de  huelga  o  manifestación  en
general, así como el concepto de huelga pacífica. Es por esto que hacemos
un llamado al Ejecutivo para que reformen las leyes laborales en pro de la
libertad,  la  mejor  calidad  de  las  condiciones  laborales  y  los  derechos
fundamentales de los trabajadores, no de grupos de presión y un programa
de gobierno que la ciudadanía insiste en rechazar.

 Por  estas  consideraciones,  voto  que  no  al
proyecto de reforma laboral presentado por el Gobierno, de acuerdo al texto
despachado por la Cámara de Diputados.”.

FUNDAMENTO DE VOTO DEL SENADOR SEÑOR LETELIER

El  Senador  señor  Juan  Pablo  Letelier  Morel
manifestó lo siguiente:

“Al pronunciarme sobre la idea general de legislar
quiero situar este debate sobre la modernización de las relaciones laborales,
a la luz de lo que es actualmente nuestro Código del Trabajo.

La  actual  legislación,  nacida  en  dictadura  e
inspirada en el Plan Laboral neoliberal de José Piñera, encarna una visión
del mercado de trabajo y de las relaciones laborales con máxima flexibilidad
de los derechos individuales y debilidad relativa de los derechos colectivos,
lo que se refleja tanto en el rol de los sindicatos, reducción del ámbito de la
negociación colectiva a nivel de empresa, inexistencia de la huelga efectiva,
entre  otras  características  que  han  sido  señaladas  por  la  Organización
Internacional  del  Trabajo  como  debilidades  o  incumplimientos  de  la
legislación nacional respecto a los convenios internacionales.

El  proyecto  de ley que hoy votamos en general
apunta en la dirección de otorgar más poder a los trabajadores, mediante la
titularidad  sindical  y  la  huelga  efectiva  sin  reemplazos,  desmontando
instituciones básicas que heredadas del Plan Laboral de la Dictadura.

Se trata de un proyecto moderado al confinar, por
regla general,  la negociación colectiva a nivel  de empresa, lo que no me
representa  personalmente  ni  al  Partido  Socialista,  toda  vez  que  somos
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partidarios  de  la  negociación  por  rama,  lo  que  contribuye  a  un  tipo  de
relaciones  laborales  colaborativas  y  acordes  con  lo  que  requiere  nuestra
sociedad  para  enfrentar  entre  otros  desafíos  los  del  aumento  de  la
productividad.

Sin perjuicio de lo anterior, el proyecto establece la
titularidad sindical,  lo  que contribuirá  a superar  una excesiva atomización
sindical,  en  tanto  que  la  existencia  del  derecho  a  huelga  efectiva  sin
reemplazos  creará  las  condiciones  necesarias  para  promover  relaciones
laborales más colaborativas.

Asimismo,  la  reforma  laboral  constituye  una
aspiración  mínima  para  introducir  márgenes  de  mayor  equidad  en  las
relaciones laborales. En efecto, las normas sobre titularidad sindical y huelga
efectiva sin reemplazo interno ni externo, en los términos aprobados por la
Cámara de Diputados, constituyen la base del proyecto, lo que además es
parte irrenunciable del programa de la Nueva Mayoría, que se inspira en la
superación de la desigualdad.

Estas  dos  modificaciones  al  Código  del  Trabajo
resultan indispensables para “emparejar la cancha” a la hora de negociar
entre empresas y trabajadores.

Sin embargo, sostengo que el perfeccionamiento
de la reforma debe abordar las siguientes materias:

En lo relativo a los pactos de adaptabilidad y de
jornada, no resulta admisible que se incorporen al proceso de negociación
colectiva,  toda  vez  que  no  existen  aún  condiciones  de  igualdad  en  las
relaciones laborales.

En  cuanto  a  la  regulación  de  federaciones  y
confederaciones, se debe avanzar en la negociación vinculante para superar
los resabios del plan laboral impuesto por la dictadura, lo que inhibió a estas
instancias de la negociación colectiva.

Acerca de las limitaciones al derecho a huelga, se
debe  acotar  y  precisar  los  conceptos  aprobados  en  primer  trámite
constitucional en materia de servicios mínimos, garantizando que en ningún
caso puedan atentar contra la esencia de la huelga, debiendo precisarse las
hipótesis en que pueden operar antes del proceso de negociación colectiva.

Respecto de prácticas antisindicales y desleales,
se deben perfeccionar las normas que las tipifican y sancionan.

En  materia  de  micro  y  pequeñas  empresas,  se
deben  consagrar  normas  especiales  para  empresas  de  menos  de  25
trabajadores, reconociendo sus propias dinámicas de relaciones laborales e
incentivando espacios de mediación antes de hacer efectiva la huelga.
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Tratándose del  piso  de la  negociación,  se  debe
reponer  el  reconocimiento  de  los  derechos  adquiridos  por  la  negociación
colectiva, a partir del cual se deben iniciar las sucesivas negociaciones.

Reitero mi convicción respecto a que la iniciativa
constituirá  un  gran  paso  en  favor  de  la  equidad,  la  superación  de  la
desigualdad y la justicia social para Chile.”.

FUNDAMENTO DE VOTO DE LA SENADORA SEÑORA MUÑOZ

 “El plan laboral de la dictadura se expresó en la
normativa  laboral  en  un  poder  sin  contrapeso  del  empresario.  Se  buscó
dificultar  el  trabajo  sindical,  atomizar  las  organizaciones  y  disminuir  al
máximo su capacidad de negociación. La huelga fue vista como un resultado
indeseable que había que circunscribir y limitar.

 Las reformas implementadas desde el retorno a la
democracia  han  importado  un  avance  en  ciertos  aspectos  del  derecho
individual del trabajo; una modernización de la judicatura laboral y mejoras
en  aspectos  vinculados  a  la  organización  y  funcionamiento  de  las
organizaciones sindicales, las que sin embargo no han logrado revitalizarse,
lo  que  conspira  con  la  posibilidad  de  mejorar  las  remuneraciones  y
condiciones de trabajo. 

 Las cifras con que se cuentan indican que la tasa
de sindicalización chilena sigue siendo baja y, peor aún, la cobertura de la
negociación colectiva.

 El  proyecto  de ley en trámite  se hace cargo de
principales compromisos incluidos en programa de Gobierno de la Presidenta
Michelle Bachelet. 

 Tras  su  aprobación en la  Cámara de Diputados
contiene avances muy relevantes en la  titularidad sindical  y  extensión de
beneficios,  buscando  potenciar  al  sindicato  como  actor  principal  de  la
negociación colectiva, en atención a su carácter de estabilidad en la defensa
de  los  derechos  de  los  trabajadores,  no  equiparable  a  los  grupos
negociadores ocasionales.

 Asimismo,  el  proyecto  avanza  en  materia  de
trabajo sindical e igualdad de oportunidades. En este último aspecto, parece
muy relevante la incorporación como un apartado especial de la equidad de
género.  Una  deuda  muy  relevante  en  materia  laboral  está  en  la
discriminación  que  persiste  contra  la  mujer  en  cuanto  al  acceso  y  las
condiciones  de  trabajo,  que  aún  se  expresa  en  remuneraciones  diversas
para similares funciones.

 En cuanto a la negociación colectiva, el texto se
hace cargo de las críticas que suscita la excesiva regulación de la actual
normativa.  Se  avanza  sustantivamente  en  alivianar  el  proceso  y  en
establecer derechos que mejoren la posición de los sindicatos, por ejemplo, a
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través de consagrar el derecho a la información de mejor modo. Además, se
extiende la negociación a trabajadores actualmente no comprendidos.

 Destaco el avance relevante que significa la actual
redacción  que  cierra  toda  posibilidad  al  reemplazo  en  huelga,  en  forma
concordante  con  los  fallos  de  la  Cuarta  Sala  de  la  Corte  Suprema  de
diciembre y enero pasado.

 En cuanto  a materias excluidas hasta  ahora del
debate, con miras a perfeccionar la normativa laboral, lamento la inexistencia
de una negociación a nivel superior a la empresa, con el objeto de equiparar
las condiciones de trabajo en una rama o sector de la actividad productiva.
Nuestro país tuvo ese tipo de tratativas hasta 1973.

 Asimismo, me parece que el proyecto se ocupa de
avanzar  en  la  regulación  de  los  trabajadores  excluidos  del  derecho  a  la
huelga,  dentro  del  marco  de  la  Carta  Fundamental,  a  través  de  un
mecanismo de determinación y reclamación de las empresas involucradas en
la prohibición y un arbitraje obligatorio, pero resulta sustantivo un cambio en
la  Constitución  que  establezca  con  mayor  claridad  -y  no  de  un  modo
implícito-  el  derecho  a  la  huelga  y  que  precise  aún  más  los  casos  de
excepción.

 Por  último,  manifiesto  mi  preocupación  por  dos
aspectos  que  considero  regulados  en  forma  insatisfactoria,  como  los
servicios mínimos y los pactos de adaptabilidad.

 En  el  primer  caso,  resta  aún  avanzar  en  una
precisión que minimice el margen de interpretación, disminuyendo con ello la
judicialización futura y que cierre todo espacio a que los servicios mínimos
sean una forma encubierta de reemplazo, afectando el derecho a la huelga
en su esencia. 

 Por  último,  considero  que  los  pactos  de
adaptabilidad,  en  el  marco  de  la  negociación  colectiva,  más  aún  sin
gradualidad en la representatividad sindical para su puesta en vigencia -que
fue eliminada en la Cámara- representan, por la debilidad del  movimiento
sindical chileno, un riesgo de precarización de las relaciones laborales. 

 Por  lo  dicho  y  en  resumen,  considero  que  el
proyecto avanza sustantivamente en equilibrar las posiciones en la relación
laboral, a favor de los trabajadores, otorgando mayor poder al  sindicato y
herramientas más fuertes de presión a través de la huelga efectiva. Lamento
la  ausencia  de  un mecanismo de negociación  más allá  del  ámbito  de  la
empresa y espero que en la discusión particular se regule de mejor forma los
servicios mínimos y se evite que los pactos de adaptabilidad puedan servir a
retrocesos en los derechos de los trabajadores.”.

-------

TEXTO DEL PROYECTO
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En conformidad  con  los  acuerdos  adoptados,  la
Comisión  de  Trabajo  y  Previsión  Social  propone  aprobar  en  general  el
proyecto de ley en informe en los siguientes términos que corresponde al
texto despachado por la Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY:

 “Artículo  1°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y
sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del
Ministerio del Trabajo:

 1) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 3°, la
frase “Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código”, por “Título IV del
Libro IV de este Código”.

 2) Intercálase, en el inciso tercero del artículo 5°,
entre los vocablos “y” y “colectivos”, las palabras “los instrumentos”.

 3) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 6° por
el siguiente:

 “Contrato colectivo es aquel celebrado por uno o
más empleadores con uno o más sindicatos, conforme al procedimiento de
negociación colectiva reglada establecido en el Título IV del Libro IV de este
Código.”.

 4) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 11,
entre la palabra “arbitrales” y el punto seguido, la frase “o en acuerdos de
grupo negociador”.

 5) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 38, las
dos veces que aparece, la palabra “cuatro” por la expresión “hasta tres”.

 6) Intercálase en el artículo 43, entre las palabras
“trabajo” y “o”, la frase “, o en acuerdos de grupo negociador”.

 7) Intercálase en el artículo 82, entre las palabras
“colectivos” y “o”, la frase “, o en acuerdos de grupo negociador”.

 8)  Intercálase,  en  el  inciso  primero  del  artículo
178, entre las palabras “colectivos” y “que”, la frase “o en acuerdos de grupo
negociador”.

 9)  Intercálase,  en  el  inciso  primero  del  artículo
218, entre la palabra “trabajo” y el punto aparte, la frase “y los secretarios
municipales  en  localidades  en  los  que  no  existan  otros  ministros  de  fe
disponibles”.

 10) Reemplázase el artículo 229 por el siguiente:
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 “Artículo 229.- Los trabajadores de una empresa
que estén afiliados a un sindicato interempresa, de trabajadores eventuales o
transitorios, siempre que sean ocho o más y que no se hubiere elegido a uno
de ellos como director del sindicato respectivo, elegirán de entre ellos a un
delegado  sindical.  Si  fueren  más  de  veinticinco  trabajadores,  elegirán  un
delegado sindical por cada veinticinco trabajadores afiliados, con un máximo
de tres delegados. Con todo, si fueren más de veinticinco trabajadores y de
entre ellos se hubiere elegido como director sindical a uno o dos de ellos,
podrán elegir, respectivamente, uno o dos delegados sindicales. Si de entre
ellos se han elegido tres directores, no tendrán derecho a elegir delegados.
Los delegados sindicales gozarán del fuero a que se refiere el artículo 243.
Las elecciones a las que se refiere este artículo se realizarán en la forma que
señalen sus estatutos y respecto de ellas se deberá hacer la comunicación a
que  se  refiere  el  artículo  225,  con  copia  a  la  Inspección  del  Trabajo
respectiva.

 La  alteración  en  el  número  de  afiliados  no
modificará el número de delegados, el que deberá adecuarse en la próxima
elección,  sin  perjuicio  de  informar  a  la  Dirección  del  Trabajo  sobre  este
hecho,  a  más tardar  dentro  del  quinto  día hábil  de haberse producido  la
alteración.

 El mandato de los delegados durará el tiempo que
señalen los estatutos, y si estos no lo regulan, tendrá la misma duración que
el establecido para los directores.”.

 11) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo,
en el artículo 231:

 “Los estatutos deberán incorporar un mecanismo
destinado a resguardar que el  directorio sea integrado por directoras con
derecho al fuero del artículo 243, horas de trabajo sindical y licencias de los
artículos  249,  250  y  251,  en  proporción  no  inferior  al  30%  del  total  del
directorio con estas prerrogativas o la que corresponda a su porcentaje de
afiliación en el total de afiliados, en el caso de ser menor.”.

 12) Reemplázase el inciso primero del artículo 243
por el siguiente:

“Artículo  243.-  Los  directores  sindicales  gozarán
del fuero laboral establecido en la legislación vigente desde la fecha de su
elección y hasta seis meses después de haber cesado en el cargo, siempre
que la cesación en él no se hubiere producido por censura de la asamblea
sindical, por sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deba
hacer  abandono del  cargo,  por  renuncia  al  sindicato  o  por  término de la
empresa. Asimismo, el fuero de los directores sindicales terminará cuando
caduque  la  personalidad  jurídica  del  sindicato  por  aplicación  del  inciso
tercero del artículo 223 o del inciso segundo del artículo 227.”.

13)  Modifícase  el  artículo  249  de  la  siguiente
forma:
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a) En su inciso primero:

i.  Sustitúyese la  frase “los  permisos necesarios”
por la siguiente: “las horas de trabajo sindical necesarias”.

ii. Reemplázase la frase “los que no podrán” por
“las que no podrán”.

b) Sustitúyese en el  inciso segundo la frase “los
permisos semanales” por “las horas semanales de trabajo sindical”.

c)  Sustitúyese  en  el  inciso  cuarto  la  frase  “los
permisos otorgados” por “las horas de trabajo sindical otorgadas”.

d)  Sustitúyese  en  el  inciso  final  la  palabra
“permiso” por la frase “horas de trabajo sindical”.

14)  Modifícase  el  artículo  250  en  la  siguiente
forma:

a) Reemplázanse en el  inciso primero las frases
“los  siguientes  permisos  sindicales”  y  “los  señalados”  por  “las  siguientes
horas de trabajo sindical” y “las señaladas”, respectivamente.

b) Sustitúyese el literal b) del inciso primero por el
siguiente:

“b) Los directores y delegados sindicales podrán
también hacer uso de hasta tres semanas de horas de trabajo sindical en el
año  calendario  para  asistir  a  actividades  destinadas  a  formación  y
capacitación sindical, en conformidad a los estatutos del sindicato.”.

c) Sustitúyese en el  inciso final la expresión “los
permisos” por la frase “las horas de trabajo sindical”.

15) Reemplázase en el artículo 252 la expresión
“permisos sindicales” por la frase “horas de trabajo sindical”.

16) Sustitúyese en el artículo 256 la frase “por el
aporte de los adherentes a un instrumento colectivo y de aquellos a quienes
se les hizo extensivo éste” por la siguiente: “por el aporte o cuota sindical
ordinaria  del  exafiliado  que  se  mantenga  afecto  al  instrumento  colectivo
negociado por la organización, en los términos del inciso segundo del artículo
324, y por la totalidad o parte de la cuota sindical ordinaria de los no afiliados
que  hayan  aceptado  que  se  les  aplique  la  extensión  de  beneficios  de
conformidad al inciso tercero del artículo 323”.

17) Suprímese en el inciso primero del artículo 268
la frase “y en presencia de un ministro de fe”.

18) Agrégase un nuevo inciso segundo al artículo
272, del siguiente tenor:
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“Los  estatutos  de  las  federaciones  y
confederaciones deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar
que sus directorios sean integrados por un número de directoras con derecho
al fuero, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 274, no inferior al
30%  del  total  del  directorio  con  estas  prerrogativas,  a  menos  que  el
porcentaje de las trabajadoras que puedan ser elegidas de conformidad al
artículo  273  sea  inferior,  caso  en  el  cual  deberán  ser  designadas  todas
estas.”.

19) Modifícase el artículo 274 del siguiente modo:

a)  Sustitúyese  en  su  inciso  tercero  la  palabra
“permiso” por la frase “horas de trabajo sindical”.

b)  Sustitúyese  en  su  inciso  final  la  frase  “los
permisos antes señalados”  por  la  siguiente:  “las horas de trabajo sindical
antes señaladas”.

20) Incorpórase en el artículo 278 un nuevo inciso
final del siguiente tenor:

“Asimismo,  los  estatutos  deberán  incorporar  un
mecanismo destinado a resguardar que su cuerpo directivo sea integrado por
un  número  de  directoras  con  derecho  al  fuero,  inamovilidad  funcionaria,
horas de trabajo sindical y licencia del artículo 283, no inferior al 30%.”.

21)  Suprímese,  en  el  inciso  primero  del  artículo
281, la frase “, ante la presencia de un ministro de fe”.

22)  Modifícase  el  artículo  283  en  el  siguiente
sentido:

a)  Reemplázase  en  su  inciso  tercero  la  frase
“permisos para efectuar su labor sindical” por la siguiente: “horas de trabajo
sindical para efectuar su labor”.

b) Sustitúyese en su inciso cuarto la expresión “los
permisos antes señalados” por la frase “las horas de trabajo sindical antes
señaladas”.

c)  Reemplázase  en  su  inciso  final  la  palabra
“permisos” por la frase “horas de trabajo sindical”.

23)  Modifícase  el  artículo  289  de  la  siguiente
forma:

a) En su inciso primero:

i.  Incorpórase,  a  continuación  de  la  palabra
“acciones”, la expresión “u omisiones”.
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ii.  Reemplázase  el  punto  aparte  por  la  frase  “,
entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “Incurre
especialmente en esta infracción:”.

c)  Sustitúyese  en  el  literal  a)  la  frase  “El  que
obstaculice” por el término “Obstaculizar”.

d) Modifícase el literal b) en el siguiente sentido:

i.  Sustitúyese la  frase “El  que se niegue”  por  la
palabra “Negarse”.

ii. Sustitúyese la frase “los incisos quinto y sexto
del artículo 315” por “los artículos 316 y 318”.

e) Modifícase el literal c) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que ofrezca u otorgue”
por la expresión “Ofrecer u otorgar”.

ii. Reemplázase la expresión “con el fin exclusivo
de” por la siguiente: “que signifiquen”.

f) Sustitúyese en el literal d) la expresión “El que
realice” por “Realizar”.

g) Sustitúyese en el literal e) la expresión “El que
ejecute” por “Ejecutar”.

h) Intercálase el siguiente literal f), nuevo, pasando
los actuales literales f) y g) a ser g) y h), respectivamente:

“f) Negarse a reincorporar en sus funciones a un
dirigente sindical  aforado,  frente  al  requerimiento  de un fiscalizador  de  la
Inspección del Trabajo;”.

i) Modifícase el actual literal f), que pasó a ser g),
en el siguiente sentido:

i.  Sustitúyese  la  frase  “El  que  ejerza”  por  el
vocablo “Ejercer”.

ii. Sustitúyese la expresión “con el fin exclusivo de”
por “que signifiquen”.

iii. Reemplázase la expresión “, y” por un punto y
coma.

j) Sustitúyese su actual literal g), que pasó a ser
h), por el siguiente:
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“h)  Otorgar  unilateralmente  a  trabajadores  no
afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado, los
mismos beneficios pactados por estas en un instrumento colectivo, e”.

k) Agrégase un literal i) del siguiente tenor:

“i)  No descontar  o  no integrar  a  la  organización
sindical  respectiva  las  cuotas  o  aportes  sindicales,  ordinarios  o
extraordinarios, que corresponda pagar por los afiliados, o la cuota o aporte
convenido  en  un  acuerdo  de  extensión  de  conformidad  al  artículo  323,
cuando éste proceda.”.

24)  Modifícase  el  artículo  290  en  la  forma
siguiente:

a)  En  su  inciso  primero,  reemplázase  el  punto
aparte por la frase “, entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “Incurre
especialmente en esta infracción:”.

c) Sustitúyese en los literales a) y b) la frase “El
que acuerde” por la palabra “Acordar”.

d)  Sustitúyese  en  el  literal  c)  la  frase  “Los  que
apliquen” por el término “Aplicar”.

e) Modifícase el literal d) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que de cualquier modo
presione” por el vocablo “Presionar”.

ii. Reemplázase la expresión “, y” por un punto y
coma.

f) Modifícase el literal e) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “Los miembros del directorio
de  la  organización  sindical  que  divulguen  a  terceros  ajenos  a  éste”  por
“Divulgar a terceros ajenos a la organización sindical”.

ii. Reemplázase el punto final por la expresión “,
y”.

g) Agregase un literal f), del siguiente tenor:

“f)  Utilizar  los  derechos  sindicales  o  fueros  que
establece este Código de mala fe o con abuso del derecho.”.

25)  Modifícase  el  artículo  292  en  la  siguiente
forma:
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a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo  292.-  Las  prácticas  desleales  o
antisindicales serán sancionadas con multas de diez a trescientas unidades
tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la
gravedad  de  la  infracción,  el  tamaño  de  la  empresa  y  el  número  de
trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de
reincidencia, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506.”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión
“Servicio  Nacional  de  Capacitación  y  Empleo”  por  “Fondo  de  Formación
Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio
del Trabajo y Previsión Social”.

26) Sustitúyese el inciso primero del artículo 294
por el siguiente:

“Artículo  294.-  Si  el  despido  o  el  término  de  la
relación laboral de trabajadores no amparados por fuero laboral se realiza en
represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o
negociación  colectiva,  el  despido  o  el  término  de  la  relación  laboral  no
producirá efecto alguno,  aplicándose el  artículo  489,  con excepción de lo
dispuesto en sus incisos tercero, cuarto y quinto.”.

27) Derógase el artículo 302.

28)  Sustitúyese  el  Libro  IV  “De  la  Negociación
Colectiva” por el siguiente: 

“LIBRO IV
DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Título I
NORMAS GENERALES

Artículo  303.-  Negociación  colectiva,  definición,
partes y objetivo. La negociación colectiva es aquella que tiene lugar entre
uno o más empleadores con una o más organizaciones sindicales, con el
objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por
un tiempo determinado, de acuerdo a las normas contenidas en el presente
Libro.

Las  partes  deben  negociar  de  buena  fe,
cumpliendo  con  las  obligaciones  y  plazos  previstos  en  las  disposiciones
siguientes, sin poner obstáculos que limiten las opciones de entendimiento
entre ambas.

Los  trabajadores  tendrán  derecho  a  negociar
colectivamente  con  su  empleador  a  través  de  la  o  las  organizaciones
sindicales que los representen, conforme al  procedimiento de negociación
colectiva reglada previsto en el Título IV de este Libro, a través de cualquiera
de los procedimientos establecidos en el Título V de este Libro, o de forma
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directa, y sin sujeción a normas de procedimiento, conforme a lo dispuesto
en el artículo 314 de este Código.

Tendrán  derecho  a  negociar  los  sindicatos  que
cumplan con los quórum de constitución establecidos en el artículo 227 de
este Código.

En  todas  aquellas  empresas  en  que  no  exista
organización  sindical  con  derecho  a  negociar,  podrán  hacerlo,  según  las
normas previstas en el artículo 315, grupos de trabajadores unidos para ese
efecto.

Para determinar si dos o más empresas deben ser
consideradas  como  un  solo  empleador  para  efectos  de  la  negociación
colectiva,  se  estará  a  lo  dispuesto  en  los  incisos  cuarto  y  siguientes  del
artículo 3°.

Artículo  304.-  Ámbito  de  aplicación.  La
negociación colectiva podrá tener lugar en las empresas del sector privado y
en  aquellas  en  las  que  el  Estado  tenga  aportes,  participación  y
representación.

No existirá negociación colectiva en las empresas
del  Estado  dependientes  del  Ministerio  de  Defensa  Nacional  o  que  se
relacionen con el Gobierno a través de dicho Ministerio y en aquellas en que
leyes especiales la prohíban.

Tampoco podrá existir negociación colectiva en las
empresas  o  instituciones  públicas  o  privadas  cuyos  presupuestos,  en
cualquiera de los dos últimos años calendario,  hayan sido financiadas en
más  del  50%  por  el  Estado,  directamente  o  a  través  de  derechos  o
impuestos.

Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar,
sin  embargo,  respecto  de  los  establecimientos  educacionales  particulares
subvencionados  en  conformidad  al  decreto  ley  N°3.476,  de  1980,  y  sus
modificaciones,  ni  a los establecimientos de educación técnico-profesional
administrados por corporaciones privadas conforme al decreto ley N°3.166,
de 1980.

El  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo
determinará las empresas en las que el Estado tenga aporte, participación o
representación mayoritarios en que se deberá negociar por establecimiento,
entendiéndose que dichas unidades tendrán el carácter de empresas para
todos los efectos de este Código.

Artículo 305.-  Trabajadores impedidos de ejercer
el derecho a negociar colectivamente, forma y reclamo de esta condición. No
podrán negociar colectivamente los trabajadores que tengan facultades de
representación del empleador y que estén dotados de facultades generales
de administración, tales como gerentes y subgerentes.

De  la  circunstancia  a  que  se  refiere  el  inciso
anterior deberá además dejarse constancia escrita en el contrato de trabajo
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y, a falta de esta estipulación, se entenderá que el trabajador está habilitado
para negociar colectivamente.

El  trabajador  o  el  sindicato  al  que se encuentre
afiliado,  podrán  reclamar  a  la  Inspección  del  Trabajo  de  la  circunstancia
hecha  constar  en  su  contrato,  de  no  poder  negociar  colectivamente.  La
resolución  de la  Inspección  del  Trabajo  podrá  reclamarse judicialmente  a
través del procedimiento establecido en el artículo 504, dentro del plazo de
quince días contado desde su notificación.

Las  micro,  pequeñas  y  medianas  empresas
podrán excusarse de negociar colectivamente con los trabajadores sujetos a
contrato de aprendizaje.

Artículo 306.- Materias de la negociación colectiva.
Son materia de la negociación colectiva aquellas de interés común de las
partes que afecten las relaciones mutuas de trabajadores y empleadores,
especialmente las que se refieran a remuneraciones u otros beneficios en
especie o en dinero y, en general, a las condiciones comunes de trabajo.

Las negociaciones podrán incluir acuerdos para la
conciliación  del  trabajo  con  las  responsabilidades  familiares,  planes  de
igualdad de oportunidades y equidad de género en la empresa, acuerdos
para  la  capacitación  y  reconversión  productiva  de  los  trabajadores,
constitución  y  mantenimiento  de  servicios  de  bienestar,  mecanismos  de
solución de controversias, entre otros.

Adicionalmente,  podrán  negociarse  los  acuerdos
de  extensión  previstos  en  el  inciso  final  del  artículo  323  y  los  sistemas
excepcionales de jornada de trabajo y descanso, bancos de horas extras,
duración  y  retribución  de  jornadas  pasivas,  en  la  medida  que  dicha
negociación se sujete  a las condiciones previstas en el  Título  VI  de este
Libro.

No  serán  objeto  de  la  negociación  colectiva
aquellas  materias  que  restrinjan  o  limiten  la  facultad  del  empleador  de
organizar, dirigir y administrar la empresa y aquellas ajenas a la misma.

Artículo  307.-  Relación  del  trabajador  con  el
contrato colectivo. Ningún trabajador podrá estar afecto a más de un contrato
colectivo de trabajo celebrado con el mismo empleador de conformidad a las
normas de este Código.

Artículo 308.- Plazo mínimo para poder negociar
colectivamente.  Para  negociar  colectivamente  dentro  de  una  mediana,
pequeña o micro empresa, se requerirá que haya transcurrido a lo menos un
año desde el inicio de sus actividades. Tratándose de una gran empresa, se
requerirá que hayan transcurrido a lo menos seis meses desde el inicio de
sus actividades.

Artículo 309.- Fuero de negociación colectiva. Los
trabajadores  afiliados  a  la  organización  sindical  involucrada  en  una
negociación colectiva reglada gozarán del fuero establecido en la legislación
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vigente desde los diez días anteriores a la presentación de un proyecto de
contrato colectivo hasta treinta días después de la suscripción de este último,
o de la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral  que se hubiere
dictado.

Igualmente, gozarán del fuero antes señalado los
trabajadores que se afilien a la organización sindical durante el proceso de
negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, a partir de la fecha
en que se comunique la afiliación al empleador y hasta treinta días después
de la suscripción del contrato colectivo o de la notificación del laudo arbitral,
en su caso.

Sin embargo, no se requerirá solicitar el desafuero
de aquellos trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra o faena, cuando
dicho plazo, obra o faena expirare dentro del período a que se refieren los
incisos anteriores.

Artículo 310.- Beneficios y afiliación sindical. Los
trabajadores  se  regirán  por  el  instrumento  colectivo  suscrito  entre  su
empleador  y  la  organización  sindical  a  la  que  se  encuentren  afiliados
mientras  este  se  encuentre  vigente,  accediendo  a  los  beneficios  en  él
contemplados.

Artículo 311.- Relación y efectos del instrumento
colectivo con el contrato individual de trabajo y forma de modificación del
instrumento colectivo. Las estipulaciones de un contrato individual de trabajo
no  podrán  significar  disminución  de  las  remuneraciones,  beneficios  y
derechos  que  correspondan  al  trabajador  por  aplicación  del  instrumento
colectivo por el que esté regido.

Las estipulaciones de los instrumentos colectivos
reemplazarán en lo pertinente a las contenidas en los contratos individuales
de los trabajadores que sean parte de aquellos.

Las  estipulaciones  de  un  instrumento  colectivo
vigente sólo podrán modificarse mediante acuerdo entre el empleador y la o
las organizaciones sindicales que lo hubieren suscrito.

Artículo  312.-  Plazos  y  su  cómputo.  Todos  los
plazos establecidos en este Libro son de días corridos, salvo los previstos
para la mediación obligatoria del artículo 355.

Con  todo,  cuando  un  plazo  venciere  en  día
sábado,  domingo  o  festivo,  se  entenderá  prorrogado  hasta  el  día  hábil
siguiente.

Artículo  313.-  Ministros  de  fe.  Para  los  efectos
previstos  en este  Libro  IV,  además de los  inspectores  del  trabajo,  serán
ministros  de  fe  los  notarios  públicos,  los  oficiales  del  Registro  Civil,  los
funcionarios de la Administración del Estado que sean designados en esa
calidad  por  la  Dirección  del  Trabajo  y  los  secretarios  municipales  en
localidades en los que no existan otros ministros de fe disponibles.
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Artículo  314.-  Negociación  no  reglada.  En
cualquier  momento  y  sin  restricciones  de  ninguna  naturaleza,  podrán
iniciarse  entre  uno  o  más  empleadores  y  una  o  más  organizaciones
sindicales,  negociaciones voluntarias, directas y sin sujeción a normas de
procedimiento,  para  convenir  condiciones  comunes  de  trabajo  y
remuneraciones, por un tiempo determinado.

Título II
DE LA PRESENTACIÓN Y TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE

CONTRATO COLECTIVO
Capítulo I

DE LA PRESENTACIÓN HECHA POR SINDICATOS DE EMPRESA O
GRUPOS DE TRABAJADORES

Artículo  315.-  Negociación  semi-reglada.  En  las
empresas en que no exista  organización sindical  con derecho a negociar
colectivamente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 328 y 362, los
trabajadores podrán unirse para el solo efecto de negociar con su empleador,
conforme a las reglas mínimas de procedimiento siguientes:

a)  Deberá  tratarse  del  mismo  número  de
trabajadores que se exige para constituir sindicatos de empresa conforme al
artículo 227.

b) Los trabajadores serán representados por una
comisión negociadora, conformada por no menos de tres integrantes ni más
de cinco, elegida por los involucrados en votación secreta celebrada ante un
Inspector del Trabajo.

c) El empleador estará obligado a dar respuesta a
la presentación hecha por los trabajadores dentro del plazo de cinco días. Sí
así no lo hiciere, se aplicará la multa prevista en el artículo 506.

d)  La  propuesta  final  del  empleador  deberá  ser
aprobada ante  el  Inspector  del  Trabajo  en votación  secreta,  por  mayoría
absoluta de los trabajadores involucrados.

e) El documento que se suscriba de conformidad a
esta modalidad de negociación se denominará acuerdo de grupo negociador.

Si se suscribiere un acuerdo sin sujeción a estas
normas  mínimas  de  procedimiento,  este  tendrá  la  naturaleza  de  contrato
individual de trabajo para los involucrados.

Con todo, cualquier trabajador que tenga vigente
un acuerdo de grupo negociador podrá afiliarse a una organización sindical,
aplicándose a su respecto lo previsto en el artículo 323, pudiendo negociar
según las reglas generales.

Capítulo II
DERECHO A INFORMACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES
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Artículo  316.-  Derecho de información periódica.
Las empresas grandes y medianas deberán entregar a los sindicatos que
existan en ellas el  balance general, el estado de resultados y los estados
financieros, auditados si los tuvieren, dentro del plazo de treinta días contado
desde que estos documentos se encuentren disponibles.

Las grandes empresas, además, deberán entregar
a los sindicatos toda otra información de carácter público que conforme a la
legislación  vigente  estén  obligadas  a  poner  a  disposición  de  la
Superintendencia  de  Valores  y  Seguros.  Esta  información  deberá  ser
entregada dentro del plazo de treinta días contado desde que se ponga a
disposición de la Superintendencia.

Respecto  de  los  nuevos  sindicatos  que  se
constituyan en las empresas grandes y medianas, la información indicada en
este artículo será entregada dentro del plazo de quince días contado a partir
de la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 225.

Artículo 317.-  Derecho de información específica
para la negociación. Las grandes y medianas empresas estarán obligadas a
proporcionar  a  los  sindicatos  que tengan derecho a negociar  en  ellas,  la
información  específica  y  necesaria  para  preparar  sus  negociaciones
colectivas.

A requerimiento de las organizaciones sindicales
que  lo  soliciten  dentro  de  los  noventa  días  previos  al  vencimiento  del
instrumento  colectivo  vigente,  deberán  entregar,  a  lo  menos,  la  siguiente
información:

a) Planilla de remuneraciones pagadas a todos los
trabajadores afiliados a la organización requirente, desagregada por haberes,
con el detalle de fecha de nacimiento, ingreso a la empresa y cargo o función
desempeñada. La entrega de la información antes señalada no significará
contravención a lo dispuesto en el artículo 151 bis.

b) Valor actualizado de todos los beneficios que
forman parte del instrumento colectivo vigente.

c)  Los  costos  globales  de  mano  de  obra  de  la
empresa de los dos últimos años. Si existiere contrato colectivo vigente y
este hubiere sido celebrado con duración superior a dos años, se deberán
entregar los costos globales del período de duración del contrato.

d) Toda la información periódica del artículo 316
que no haya sido entregada oportunamente.

e) Información que incida en la política futura de
inversiones de la empresa, que no tenga, a juicio del empleador, carácter de
confidencial.

En  el  evento  de  que  no  exista  instrumento
colectivo vigente, el requerimiento podrá hacerse en cualquier época.
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Las  empresas  señaladas  en  este  artículo
dispondrán del plazo de quince días para hacer entrega de la información
solicitada por el sindicato, contado desde su requerimiento.

Artículo 318.- Derecho de información por cargos
o funciones de los trabajadores. Los sindicatos podrán solicitar a las grandes
empresas,  una  vez  en  cada  año  calendario,  información  sobre
remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones
en la empresa, del registro a que se refiere el numeral 6) del artículo 154.

La  información  deberá  entregarse
innominadamente, dentro de los quince días siguientes a la fecha en que
haya sido requerida.

En  el  caso  de  las  empresas  medianas,  los
sindicatos podrán hacer este requerimiento solo como información previa a la
negociación.

Artículo 319.- Información de la micro y pequeña
empresa. Las micro y pequeñas empresas proporcionarán anualmente a los
sindicatos constituidos en ellas, la información financiera y contable de que
dispongan y que estén obligadas a llevar de acuerdo a la normativa vigente.
Esta información deberá ser entregada dentro de los treinta días siguientes a
que se encuentre disponible.

Para  los  efectos  de  preparar  la  negociación
colectiva, los sindicatos constituidos en estas empresas tendrán derecho a
solicitar  las  planillas  de  remuneraciones  pagadas  a  sus  socios,
desagregadas  por  haberes.  Además,  podrán  solicitar  la  información
específica señalada en los literales b) y c) del inciso segundo del artículo
317.

La  información  señalada  en  el  inciso  anterior
podrá ser requerida con una anticipación de noventa días al vencimiento del
instrumento colectivo vigente, o en cualquier momento, en caso de no existir
este, y deberá ser entregada por el  empleador dentro de los quince días
siguientes a que le haya sido requerida.

Artículo 320.- Derecho a requerir información por
vía administrativa y judicial.  En caso de que el empleador no cumpla con
entregar  la  información  en  la  forma  y  plazos  previstos  en  los  artículos
anteriores, el o los sindicatos afectados podrán solicitar a la Inspección del
Trabajo que requiera al empleador para su entrega.

En caso de no prosperar la gestión administrativa,
el o los sindicatos afectados podrán recurrir al tribunal con competencia en lo
laboral de conformidad a lo establecido en el artículo 504.

El  tribunal,  previa  revisión  de  los  antecedentes,
ordenará  en  la  primera  resolución  que  el  empleador  haga  entrega  de  la
información, bajo apercibimiento legal.
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Título III
DE LOS INSTRUMENTOS COLECTIVOS Y DE LA TITULARIDAD

SINDICAL

Artículo  321.-  Contrato  colectivo,  convenio
colectivo, acuerdo de grupo negociador e instrumento colectivo. Definiciones.
Contrato colectivo es aquel celebrado por uno o más empleadores con una o
más  organizaciones  sindicales  de  conformidad  al  procedimiento  de
negociación colectiva reglada previsto en el Título IV y en el Capítulo I del
Título V de este Código.

Si producto del proceso de diálogo y negociación
directa entre las partes de que trata el artículo 314 se produjere acuerdo, sus
estipulaciones  constituirán  un  convenio  colectivo.  También  tendrán  esta
denominación los acuerdos alcanzados en virtud de las normas establecidas
en los artículos 365 y siguientes,  como asimismo toda clase de acuerdo,
protocolo o pacto colectivo de trabajo, celebrado por las partes cualquiera
sea su denominación.

El  acuerdo  suscrito  bajo  las  normas  de  la
negociación semi-reglada se denomina acuerdo de grupo negociador.

El contrato, el convenio colectivo y el acuerdo de
grupo negociador deberán constar por escrito y recibirán indistintamente en
este Código la denominación genérica de instrumentos colectivos. Con todo,
deberán registrarse en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días
siguientes a su suscripción, para fines de fiscalización de su cumplimiento.

Se  entenderá  que  el  laudo  arbitral  dictado  en
conformidad  a  las  normas  de  los  artículos  387  y  siguientes  también
constituye un instrumento colectivo.

Artículo  322.-  Instrumentos  colectivos  y  su
contenido.  Todo  instrumento  colectivo  deberá  contener,  a  lo  menos,  las
siguientes menciones:

1.  La  determinación  precisa  de  las  partes  a
quienes afecte.

2. Las normas sobre remuneraciones, beneficios y
condiciones de trabajo y demás que se hayan acordado, especificándolas
detalladamente.

3. El período de vigencia.

Adicionalmente, podrá contener la constitución de
una  comisión  bipartita  para  la  implementación  y  seguimiento  del
cumplimiento del instrumento colectivo o mecanismos de resolución de las
controversias.

Artículo  323.-  Efecto  de  la  afiliación  sindical  y
aplicación  de las  estipulaciones de un instrumento  colectivo.  La  afiliación
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sindical  otorga  de  pleno  derecho  a  los  nuevos  socios  los  beneficios  del
instrumento  colectivo  suscrito  por  la  organización  sindical  a  la  que  se
incorpore, a partir de la comunicación de la afiliación al empleador.

La comunicación al  empleador  deberá realizarse
por escrito al correo electrónico designado por este y enviarse copia de la
misma a la Inspección del Trabajo.

Las  partes  de  un  instrumento  colectivo  podrán
acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a todos o parte
de  los  trabajadores  de  la  empresa  o  establecimiento  de  empresa  sin
afiliación sindical. En el caso antes señalado, para acceder a los beneficios
dichos  trabajadores  deberán  aceptar  la  extensión  y  obligarse  a  pagar  la
totalidad  de  la  cuota  ordinaria  de  la  organización  sindical,  según  lo
establezca el acuerdo.

El  acuerdo  de  extensión  de  que  trata  el  inciso
anterior  deberá  fijar  criterios  objetivos,  generales  y  no  arbitrarios  para
extender los beneficios a trabajadores sin afiliación sindical.

Artículo  324.-  Derecho  a  la  libre  afiliación  y
vinculación del trabajador con el instrumento colectivo. El trabajador podrá
afiliarse y desafiliarse libremente de cualquier sindicato.

No  obstante  el  cambio  de  afiliación  sindical  o
desafiliación,  el  trabajador  se  mantendrá  afecto  al  instrumento  colectivo
negociado  por  el  sindicato  al  que  pertenecía  y  que  estuviere  vigente,
debiendo  pagar  el  total  de  la  cuota  mensual  ordinaria  de  ese  sindicato
durante  toda la  vigencia  de  dicho instrumento  colectivo.  Al  término de la
vigencia  del  instrumento  colectivo  del  sindicato  al  que  estaba  afiliado,  el
trabajador pasará a estar afecto al instrumento colectivo del sindicato al que
se hubiere afiliado, de existir este.

Una  vez  iniciada  la  negociación  colectiva,  los
trabajadores  involucrados  permanecerán  afectos  a  esta,  así  como  al
instrumento colectivo a que dicha negociación diere lugar.

Artículo  325.-  Duración  y  vigencia  de  los
instrumentos  colectivos.  Los  contratos  colectivos,  los  acuerdos  de  grupo
negociador y los fallos arbitrales tendrán una duración no inferior a dos años
ni superior a tres.

La vigencia de los contratos colectivos se contará
a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o
fallo arbitral anterior. De no existir los precitados instrumentos colectivos, la
vigencia se contará a partir del día siguiente al de su suscripción.

Con todo, si se hubiere hecho efectiva la huelga,
el contrato que se celebre con posterioridad o el fallo arbitral que se dicte, en
su  caso,  sólo  tendrán  vigencia  a  contar  de  la  fecha  de  suscripción  del
contrato o de constitución del compromiso, sin perjuicio de que su duración
se cuente a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato
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colectivo o fallo arbitral anterior o del cuadragésimo quinto día contado desde
la presentación del respectivo proyecto, según corresponda.

Por  su  parte,  los  convenios  colectivos  podrán
tener  la  duración  que las partes  definan,  pero  en ningún caso podrá ser
superior a tres años.

Artículo  326.-  Ultraactividad  de  un  instrumento
colectivo. Si un sindicato no presenta un proyecto de contrato colectivo en el
plazo señalado en el artículo 335, sus cláusulas subsistirán como integrantes
de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo
las que se refieren a los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse
o cumplirse  colectivamente  y  los  pactos  sobre  condiciones especiales  de
trabajo.

El  mismo  efecto  se  producirá  respecto  de  un
instrumento  colectivo  negociado  por  un  sindicato  que  no  cumple,  en  los
plazos legales, el quórum establecido en el inciso segundo del artículo 227 o
se ha disuelto de conformidad a las normas de los artículos 295 y siguientes
de este Código.

Artículo 327.- Mérito ejecutivo de los instrumentos
colectivos y sanciones en caso de incumplimiento. Las copias originales de
los  instrumentos  colectivos,  así  como  las  copias  auténticas  de  dichos
instrumentos, autorizadas por la Inspección del Trabajo, respecto de aquellas
cláusulas  que  contengan  obligaciones  líquidas  y  actualmente  exigibles,
tendrán mérito ejecutivo y los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional
conocerán de estas ejecuciones conforme al procedimiento señalado en los
artículos 463 y siguientes de este Código.

No obstante lo dispuesto en el inciso precedente,
el  incumplimiento  de  las  estipulaciones  contenidas  en  los  instrumentos
colectivos será sancionado por la Inspección del Trabajo de conformidad al
artículo 506. La aplicación, cobro y reclamo de esta multa se efectuará con
arreglo a las disposiciones de los artículos 503 y siguientes de este Código.

Título IV
EL PROCEDIMIENTO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA REGLADA

Capítulo I
REGLAS GENERALES

Artículo 328.-  Negociación colectiva reglada. Los
sindicatos de empresa que cumplan con el quórum del artículo 227 podrán
negociar colectivamente de manera reglada con el empleador, de acuerdo a
las  normas  que  establece  este  Libro.  Los  sindicatos  deberán  reunir  el
quórum antes señalado a la fecha de iniciar la negociación.

Artículo  329.-  Inicio  de  la  negociación  colectiva
reglada. La negociación colectiva se inicia con la presentación del proyecto
de contrato colectivo por parte del o los sindicatos al empleador.
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Artículo 330.- Contenido del proyecto de contrato
colectivo. En la presentación del proyecto de contrato colectivo se deberán
explicitar, a lo menos, las cláusulas que se proponen, la vigencia ofrecida, la
comisión negociadora y el domicilio físico y electrónico de el o los sindicatos
respectivos. En esta misma oportunidad deberán presentar la nómina de los
trabajadores que hasta ese momento se encuentren afiliados.

El sindicato podrá explicar los fundamentos de su
propuesta  de  contrato  y  acompañar  los  antecedentes  que  sustenten  su
presentación.

Artículo  331.-  Presentación  del  proyecto  de
contrato colectivo y negativa del empleador a recibirlo. Copia del proyecto de
contrato  colectivo  presentado  por  el  o  los  sindicatos,  firmada  por  el
empleador  para  acreditar  que ha sido  recibido  por  este,  con la  fecha de
recepción estampada en él, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo
respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.

Si el empleador se negare a recibir o certificar la
recepción  del  proyecto,  el  sindicato  deberá  requerir  a  la  Inspección  del
Trabajo, dentro de los tres días siguientes a la negativa, para que notifique el
proyecto de contrato al empleador en el más breve plazo.

Artículo  332.-  Comisión  negociadora  sindical.  La
representación del sindicato en la negociación colectiva corresponderá a la
comisión negociadora sindical, integrada por el directorio sindical respectivo.
Si se trata de una negociación colectiva iniciada por más de un sindicato, la
comisión negociadora sindical estará integrada por los directores que sean
designados en el proyecto de contrato colectivo.

Además  de  los  miembros  de  la  comisión
negociadora sindical,  podrán asistir  al  desarrollo de las negociaciones los
asesores que designen la o las organizaciones sindicales, los que no podrán
exceder de tres.

En caso de que el o los sindicatos que negocien
tengan afiliación femenina y la respectiva comisión negociadora laboral no
esté  integrada  por  ninguna  trabajadora,  se  deberá  integrar  a  una
representante elegida por el o los sindicatos de conformidad a sus estatutos.
En el evento que los estatutos nada establecieran, esta deberá ser elegida
en asamblea convocada al efecto, en votación universal.

Respecto de la trabajadora que integre la comisión
negociadora sindical de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, el
fuero señalado en el artículo 309 tendrá una duración de noventa días.

Artículo  333.-  Afiliación  sindical  durante  la
negociación colectiva. Iniciado un proceso de negociación colectiva reglada,
los trabajadores no afiliados al  sindicato tendrán derecho a afiliarse a él,
incorporándose  de  pleno  derecho  a  la  negociación  en  curso,  salvo  lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo 324.
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Con todo, sólo se incorporarán a la negociación en
curso los trabajadores que se afilien hasta el vencimiento del plazo a que se
refiere el inciso primero del artículo 337 para la respuesta del empleador.

El  sindicato  deberá  informar  al  empleador  la
afiliación  de  nuevos  trabajadores  dentro  del  plazo  de  cinco días  contado
desde la respectiva incorporación.

Capítulo II
OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR EL PROYECTO Y PLAZO DE LA

NEGOCIACIÓN

Artículo  334.-  Oportunidad  de  presentación  del
proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando no tiene instrumento
colectivo  vigente.  La  presentación  de  un  proyecto  de  contrato  colectivo
realizada por un sindicato que no tiene instrumento colectivo vigente, podrá
hacerse en cualquier tiempo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 308.

Artículo  335.-  Oportunidad  de  presentación  del
proyecto  de  contrato  colectivo  por  el  sindicato  cuando  tiene  instrumento
colectivo  vigente.  La  presentación  de  un  proyecto  de  contrato  colectivo
realizada por  un  sindicato  que tiene instrumento  colectivo  vigente  deberá
hacerse no antes de sesenta ni después de cuarenta y cinco días anteriores
a la fecha de término de la vigencia de dicho instrumento.

Si  el  proyecto  de contrato  colectivo  se  presenta
antes del plazo señalado en el inciso precedente, se entenderá, para todos
los efectos legales, que fue presentado sesenta días antes de la fecha de
vencimiento del instrumento colectivo anterior.

Artículo  336.-  Consecuencias  de  la  no
presentación o presentación tardía del proyecto de contrato colectivo. Si el
sindicato no presenta el proyecto de contrato colectivo o lo presenta luego de
vencido  el  plazo,  llegada  la  fecha  de  término  del  instrumento  colectivo
vigente se extinguirán sus efectos y sus cláusulas subsistirán como parte de
los contratos individuales de los trabajadores afectos a él,  aplicándose lo
dispuesto en el inciso primero del artículo 326.

Capítulo III
DE LA RESPUESTA DEL EMPLEADOR

Artículo 337.- Respuesta del empleador y comisión
negociadora  de  empresa.  La  respuesta  del  empleador  al  proyecto  de
contrato colectivo deberá ser entregada a alguno de los integrantes de la
comisión negociadora sindical y remitida a la dirección de correo electrónico
designada  por  el  sindicato,  dentro  de  los  diez  días  siguientes  a  la
presentación del proyecto. Las partes de común acuerdo podrán prorrogar
este plazo hasta por diez días adicionales.

El  empleador  deberá  dar  respuesta  a  todas  las
cláusulas propuestas en el proyecto presentado por el sindicato y determinar
un  domicilio  electrónico.  Asimismo,  podrá  explicar  los  fundamentos  y
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contenidos  de  su  proposición,  acompañando  los  antecedentes  que  la
sustenten.

El  empleador  deberá  designar  una  comisión
negociadora,  constituida  por  un  máximo  de  tres  apoderados  que  formen
parte de la empresa, entendiéndose también como tales a los miembros de
su respectivo directorio y a los socios con facultad de administración. Podrá
además designar a los asesores, conforme lo dispuesto en el inciso segundo
del artículo 332.

Artículo 338.- Piso de la negociación. La respuesta
del empleador deberá contener, a lo menos, el piso de la negociación. En el
caso de existir  instrumento colectivo vigente,  se entenderá por piso de la
negociación  idénticas  estipulaciones  a  las  establecidas  en  el  instrumento
colectivo  vigente,  con  los  valores  que  corresponda  pagar  a  la  fecha  de
término del contrato. Se entenderán excluidos del piso de la negociación la
reajustabilidad pactada, los incrementos reales pactados, los pactos sobre
condiciones especiales de trabajo y los beneficios que se otorgan sólo por
motivo  de la  firma del  instrumento  colectivo.  El  acuerdo de extensión  de
beneficios que forme parte de un instrumento colectivo tampoco constituye
piso de la negociación.

En  el  caso  de  no  existir  instrumento  colectivo
vigente, la respuesta del empleador constituirá el piso de la negociación. La
propuesta del empleador no podrá contener beneficios inferiores a los que de
manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores que represente
el sindicato.

Artículo 339.- Efectos de la falta de respuesta y de
aquella que no contenga las estipulaciones del piso de la negociación. Si el
empleador no diere respuesta oportunamente al proyecto de contrato, será
sancionado con una multa establecida de conformidad al inciso primero del
artículo 408.

Llegado el vigésimo día de presentado el proyecto
de  contrato  colectivo  sin  que  el  empleador  le  haya  dado  respuesta,  se
entenderá que lo acepta, salvo que las partes hayan acordado la prórroga del
inciso primero del artículo 337, en cuyo caso la sanción operará a partir del
día siguiente al vencimiento de la prórroga.

En caso de  que  la  respuesta  del  empleador  no
contenga  las  estipulaciones  del  piso  de  la  negociación,  aquellas  se
entenderán incorporadas para todos los efectos legales.

Artículo  340.-  Registro  de  la  respuesta.  El
empleador deberá remitir a la Inspección del Trabajo copia de la respuesta,
dentro  de  los  cinco  días  siguientes  a  la  fecha  en  que  esta  haya  sido
entregada a la comisión negociadora sindical, adjuntando comprobante de su
recepción por el sindicato.

Capítulo IV
IMPUGNACIÓN DE LA NÓMINA
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Artículo  341.-  Impugnación  de  la  nómina.  El
empleador tendrá derecho a impugnar la inclusión de uno o más trabajadores
incorporados en la nómina del proyecto de contrato, por no ajustarse a las
disposiciones de este Código. Igualmente podrá impugnar el  cumplimiento
del quórum del sindicato para negociar en la empresa.

La  impugnación  deberá  formularse  ante  la
Inspección del Trabajo dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha
de recepción del proyecto o dentro de los cinco días siguientes a que tome
conocimiento de la afiliación de nuevos trabajadores, según corresponda.

Artículo  342.-  Reglas  de  procedimiento.  La
impugnación señalada en el  artículo  anterior  se  tramitará  conforme a las
siguientes reglas:

a)  La  Inspección  del  Trabajo  deberá  citar  a  las
partes a una audiencia que tendrá lugar dentro de los cinco días siguientes
de  presentada  la  impugnación.  Dicha  citación  deberá  ser  enviada  a  la
dirección de correo electrónico de las partes a más tardar dentro de los dos
días  siguientes  de  recibida  la  impugnación,  la  que  se  acompañará  a  la
respectiva notificación.

b) A esta audiencia las partes deberán asistir con
los antecedentes necesarios y la documentación que le haya sido requerida
por  la  Inspección  del  Trabajo,  la  que  instará  a  las  partes  a  alcanzar  un
acuerdo.

c) La resolución de la impugnación deberá dictarse
por el Inspector del Trabajo dentro del plazo de cinco días de concluida la
audiencia.  En  contra  de  esta  resolución  sólo  procederá  el  recurso  de
reposición y su resolución podrá reclamarse judicialmente dentro del plazo
de cinco días, a través del procedimiento establecido en el artículo 504.

d)  La  reclamación,  tanto  administrativa  como
judicial, no suspenderá el curso de la negociación colectiva.

Capítulo V
PERÍODO DE NEGOCIACIÓN

Artículo 343.- Período de negociación. A partir de
la respuesta del empleador, las partes se reunirán el número de veces que
estimen conveniente con el objeto de obtener directamente un acuerdo, sin
sujeción a ningún tipo de formalidades.

Las  partes  podrán  negociar  todas  las  materias
comprendidas en el proyecto y la respuesta, como aquellas que de común
acuerdo definan, incluyendo modificaciones al piso de la negociación.

Igualmente podrán convenir rebajar el piso de la
negociación  a  que  se  refiere  el  artículo  338,  cuando  las  condiciones
económicas de la empresa así lo justifiquen.
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Artículo 344.- Derecho a la suscripción del piso de
la negociación. Durante todo el período de negociación, e incluso después de
votada y hecha efectiva la huelga, la comisión negociadora sindical podrá
poner término al proceso de negociación comunicándole al empleador, por
escrito,  su  decisión  de  suscribir  un  contrato  colectivo  sujeto  a  las
estipulaciones del piso de la negociación.

El empleador no podrá negarse a esta exigencia,
salvo  en  el  caso  a  que  se  refiere  el  inciso  final  del  artículo  anterior.  El
contrato que se celebre conforme a las disposiciones de este artículo tendrá
una duración de dieciocho meses y se entenderá suscrito desde la fecha en
que la comisión negociadora sindical comunique su decisión al empleador.

Artículo  345.-  Derecho  a  solicitar  reuniones  de
asistencia técnica.  En las micro  y pequeñas empresas,  cualquiera  de las
partes podrá solicitar  a  la  Dirección del  Trabajo que las convoque a una
reunión de asistencia técnica para llevar a cabo el proceso de negociación
colectiva.  La  misma  regla  se  aplicará  a  las  empresas  medianas  cuando
negocien por primera vez.

En  esta  oportunidad  la  Dirección  del  Trabajo
informará a las partes sobre el procedimiento, los plazos, los derechos y las
obligaciones derivados de la negociación. La asistencia a esta reunión será
obligatoria para ambas partes.

Artículo  346.-  Mediación  voluntaria.  Sin  perjuicio
de  lo  señalado  en  los  artículos  anteriores,  una  vez  vencido  el  plazo  de
respuesta del empleador, y durante todo el proceso de negociación colectiva,
las partes podrán solicitar, de común acuerdo, la mediación de la Dirección
del Trabajo.

Capítulo VI
DERECHO A HUELGA

Artículo 347.- Derecho a huelga. La huelga es un
derecho que debe ser ejercido colectivamente por los trabajadores.

Se prohíbe el reemplazo de los puestos de trabajo
de los trabajadores en huelga. La infracción de esta prohibición constituye
una  práctica  desleal  grave,  habilitando  a  la  Inspección  del  Trabajo  para
requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes de los puestos
de trabajo en huelga.

En el caso de negativa del empleador para retirar
a  los  reemplazantes,  la  Inspección  del  Trabajo  deberá  denunciar  al
empleador  al  Juzgado  de  Letras  del  Trabajo  conforme  a  las  normas
establecidas en los artículos 485 y siguientes, con excepción de lo dispuesto
en el inciso sexto del artículo 486. El sindicato podrá iniciar esta acción o
hacerse parte de la denuncia presentada por la Inspección del Trabajo. El
Tribunal, revisados los antecedentes de la denuncia, ordenará al empleador
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el  retiro inmediato de los reemplazantes en la primera resolución,  bajo el
apercibimiento señalado en el artículo 492.

Artículo  348.-  Última  oferta  del  empleador.  El
empleador, con a lo menos dos días de anticipación al inicio del período en
que se puede hacer efectiva la votación de la huelga, podrá presentar a la
comisión  negociadora  sindical  una  propuesta  formal  de  contrato  colectivo
denominada “última oferta”.  Esta propuesta deberá estar contenida en un
documento suscrito por la comisión negociadora de la empresa.

A falta de última oferta, aquella estará constituida
por la propuesta formal más próxima al vencimiento del plazo señalado en el
inciso anterior. De no existir propuestas formales, se tendrá por última oferta
la respuesta del empleador.

La  última  oferta  podrá  ser  informada  por  el
empleador  por  escrito  a  todos  los  trabajadores  involucrados  en  la
negociación a través de mecanismos generales de comunicación.

Artículo  349.-  Convocatoria  a  la  votación  de  la
huelga. La comisión negociadora sindical deberá convocar a la votación de la
huelga con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha en que esta deba
realizarse.

Cuando la votación no se hubiere llevado a efecto
por  causas  ajenas  al  sindicato,  este  tendrá  un  plazo  de  cinco  días
adicionales para proceder a ella.

Artículo  350.-  Oportunidad  de  la  votación  de  la
huelga. Si existe instrumento colectivo vigente, la huelga deberá ser votada
dentro de los últimos cinco días de vigencia del instrumento.

En  el  caso  de  no  existir  instrumento  colectivo
vigente, la huelga deberá ser votada dentro de los últimos cinco días de un
total  de  cuarenta  y  cinco  contados  desde  la  fecha  de  presentación  del
proyecto de contrato colectivo.

Las partes de común acuerdo podrán ampliar el
plazo de la negociación y postergar la oportunidad para la votación de la
huelga. En este caso, si existiere contrato colectivo se entenderá prorrogada
la vigencia del mismo por el tiempo que las partes determinen. Este acuerdo
deberá constar por escrito, suscribirse por las comisiones negociadoras de
ambas partes y remitirse copia a la Inspección del Trabajo.

Artículo 351.- Medios para votación de la huelga.
El  empleador deberá facilitar  que la votación de la  huelga se realice con
normalidad,  otorgando los  permisos necesarios  para que los  trabajadores
puedan concurrir al acto de votación. El acto de votación podrá realizarse en
la sede sindical, según lo dispuesto en el artículo 255.

La comisión negociadora sindical deberá organizar
el proceso de votación evitando alteraciones en el normal funcionamiento de
la empresa.
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El  día  que  se  lleve  a  efecto  la  votación  de  la
huelga el sindicato podrá realizar asambleas.

Artículo 352.- Votación de la huelga. La votación
de la huelga se realizará en forma personal, secreta y ante ministro de fe.
Los votos serán impresos y deberán emitirse con las expresiones “última
oferta del empleador” o “huelga”.

La última oferta o la huelga deberán ser acordadas
por la mayoría absoluta de los trabajadores representados por el sindicato.
Del  quórum de votación se descontarán aquellos  trabajadores que no se
encuentren  actualmente  prestando  servicios  en  la  empresa  por  licencia
médica, feriado legal o aquellos que, por requerimientos de la empresa, se
encuentren fuera del lugar habitual donde prestan servicios.

De aprobarse la huelga, esta se hará efectiva a
partir  del  inicio  de  la  respectiva  jornada  del  quinto  día  siguiente  a  su
aprobación.

Artículo 353.- Mediación obligatoria. Dentro de los
cuatro días siguientes de acordada la huelga, cualquiera de las partes podrá
solicitar la mediación obligatoria del Inspector del Trabajo competente, para
facilitar el acuerdo entre ellas.

En el desempeño de su cometido, el Inspector del
Trabajo  podrá  citar  a  las  partes,  en  forma conjunta  o  separada,  cuantas
veces estime necesario,  con el  objeto de  acercar  posiciones y facilitar  el
establecimiento  de  bases  de  acuerdo  para  la  suscripción  del  contrato
colectivo.

Transcurridos cinco días hábiles desde que fuere
solicitada su intervención sin que las partes hubieren llegado a un acuerdo, el
Inspector del Trabajo dará por terminada su labor, debiendo hacerse efectiva
la  huelga al  inicio  del  día siguiente hábil.  Sin  perjuicio  de lo  anterior,  las
partes podrán acordar que el Inspector del Trabajo continúe desarrollando su
gestión por un lapso de hasta cinco días, prorrogándose por ese hecho la
fecha en que la huelga deba hacerse efectiva.

De las audiencias que se realicen ante el Inspector
del  Trabajo  deberá  levantarse  acta  firmada  por  los  comparecientes  y  el
funcionario referido.

Artículo 354.- Votación que no alcanza los quórum
necesarios. En los casos en que no se alcancen los quórum de votación
necesarios para que la asamblea acuerde la huelga, el sindicato tendrá la
facultad  de  impetrar  la  suscripción  de  un  contrato  colectivo  con  las
estipulaciones establecidas en el piso de la negociación, conforme al artículo
344, facultad que deberá ejercerse dentro del  plazo de tres días contado
desde la votación.
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En caso de no ejercer la facultad señalada en el
inciso anterior, se entenderá que el sindicato ha optado por aceptar la última
oferta del empleador.

Artículo 355.- El cierre temporal de la empresa o
lock-out. Acordada la huelga y una vez que esta se hubiere hecho efectiva, el
empleador podrá declarar el lock-out o cierre temporal de la empresa, el que
podrá ser total o parcial.

Se  entenderá  por  lock-out  el  derecho  del
empleador, iniciada la huelga, a impedir temporalmente el acceso a todos los
trabajadores a la empresa, predio o establecimiento.

El  lock-out  es  total  si  afecta  a  todos  los
trabajadores de la empresa o predio, y es parcial cuando afecta a todos los
trabajadores de uno o más establecimientos de una empresa. Para declarar
lock-out  parcial  será necesario  que en el  establecimiento respectivo haya
trabajadores involucrados en el proceso de negociación que lo origine.

Los establecimientos no afectados por el lock-out
parcial continuarán funcionando normalmente.

En  todo  caso,  el  lock-out  no  afectará  a  los
trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 305.

El  lock-out no podrá extenderse más allá de los
treinta días contados de la fecha en que se hizo efectiva la huelga o del día
de su término, cualquiera sea el hecho que ocurra primero.

Artículo 356.- Declaración de lock-out. El lock-out,
sea total o parcial, sólo podrá ser declarado por el empleador si la huelga
afectare  a  más  del  50%  del  total  de  trabajadores  de  la  empresa  o  del
establecimiento  en  su  caso,  o  significare  la  paralización  de  actividades
imprescindibles  para  su  funcionamiento,  cualquiera  fuere  en este  caso el
porcentaje de trabajadores en huelga.

En  caso  de  reclamo,  la  calificación  de  las
circunstancias  de  hecho  señaladas  en  el  inciso  anterior  la  efectuará  la
Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes de formulada la
reclamación.  La  resolución  de  la  Inspección  del  Trabajo  será  reclamable
judicialmente en los términos del artículo 504.

Artículo 357.- Suspensión del contrato de trabajo y
efectos de la huelga y el lock-out. Durante la huelga o lock-out se entenderá
suspendido  el  contrato  de  trabajo  respecto  de  los  trabajadores  y  del
empleador que se encuentren involucrados o a quienes afecte, en su caso.
En  consecuencia,  los  trabajadores  no  estarán  obligados  a  prestar  sus
servicios  ni  el  empleador  al  pago  de  sus  remuneraciones,  beneficios  y
regalías derivadas de dicho contrato.
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En  el  caso  del  inciso  anterior,  los  trabajadores
podrán  efectuar  trabajos  temporales,  fuera  de  la  empresa,  sin  que  ello
signifique el término del contrato de trabajo con el empleador.

Durante  la  huelga,  los  trabajadores involucrados
en  la  negociación  podrán  pagar  voluntariamente  las  cotizaciones
previsionales  o  de  seguridad  social  en  los  organismos  respectivos.  Sin
embargo, en caso de lock-out, el empleador deberá efectuarla respecto de
aquellos trabajadores afectados por este que no se encuentren en huelga.

Artículo  358.-  De  la  reanudación  de  las
negociaciones,  de  la  suspensión  y  del  término  de  la  huelga.  Durante  la
huelga las partes podrán reanudar las negociaciones las veces que estimen
conveniente, sin sujeción a ninguna restricción o regla especial.

Las partes podrán acordar la suspensión temporal
de la  huelga por  el  plazo que estimen pertinente.  El  acuerdo deberá ser
suscrito por las comisiones negociadoras y depositado en la Inspección del
Trabajo. En este caso, también se entenderá suspendido el lock-out.

La suscripción del contrato colectivo hará cesar de
pleno derecho los efectos de la huelga.

Capítulo VII
LIMITACIONES AL EJERCICIO DEL DERECHO A HUELGA

Artículo  359.-  Servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia. Sin afectar el derecho a huelga en su esencia, durante esta la
comisión  negociadora  sindical  estará  obligada  a  proveer  el  personal
destinado  a  atender  los  servicios  mínimos  estrictamente  necesarios  para
proteger los bienes e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes, así
como garantizar la prestación de servicios de utilidad pública, la atención de
necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida,
la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de
daños ambientales o sanitarios. En esta determinación se podrán considerar
los requerimientos vinculados con el tamaño y características de la empresa,
establecimiento o faena.

El  personal  destinado por  el  sindicato a atender
los  servicios  mínimos se  conformará  con trabajadores involucrados  en el
proceso de negociación y recibirá el nombre de equipo de emergencia. Sus
integrantes deberán percibir remuneraciones por el tiempo trabajado.

Los servicios mínimos deberán proveerse durante
el tiempo que sea necesario y para los fines que fueron determinados.

En el caso que el sindicato no provea el equipo de
emergencia, la empresa podrá adoptar las medidas necesarias para atender
los  servicios  mínimos,  debiendo  informar  de  ello  inmediatamente  a  la
Inspección del Trabajo, con el objeto de que constate este incumplimiento.
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Artículo 360.- Calificación de servicios mínimos y
conformación  de  equipos  de  emergencia.  Los  servicios  mínimos  y  los
equipos de emergencia  deberán ser  calificados y determinados antes  del
inicio de la negociación colectiva. Las partes deberán acordar la procedencia
de  los  servicios  mínimos,  determinar  el  número  de  trabajadores  y  la
calificación profesional o técnica de quienes deberán conformar los equipos
de emergencia. Por circunstancias sobrevinientes esta calificación podrá ser
revisada por las partes, adecuándolos mediante un nuevo acuerdo.

Formulado  el  requerimiento  del  empleador,  para
los efectos del inciso anterior, el sindicato dispondrá de quince días para dar
respuesta a este.

Si  en  forma previa  al  inicio  de  una  negociación
colectiva,  las  partes  no  hubieren  acordado  la  procedencia  de  servicios
mínimos y la conformación de los equipos de emergencia o su recalificación,
el empleador deberá solicitarlos conjuntamente con la respuesta al proyecto
de  contrato  colectivo.  La  organización  sindical  dispondrá  de  un  plazo  de
cinco días para dar respuesta al requerimiento efectuado.

En caso de que las partes no logren un acuerdo
sobre  la  procedencia  de  los  servicios  mínimos  y  la  conformación  de  los
equipos  de  emergencia  antes  del  inicio  de  la  negociación  colectiva,
cualquiera  de  ellas  podrá  requerir  la  intervención  de  la  Inspección  del
Trabajo.

La  Inspección  del  Trabajo  deberá  escuchar  a
ambas partes, solicitar informes técnicos a organismos públicos o privados y,
previa  fiscalización  en  ambos  casos  cuando  sea  necesario,  emitirá  un
pronunciamiento  fundado  dentro  del  plazo  de  treinta  días  siguientes  al
requerimiento.

Si el requerimiento a la Inspección del Trabajo se
promueve  una  vez  iniciada  la  negociación,  el  organismo  fiscalizador
dispondrá de diez días para emitir su pronunciamiento, con los antecedentes
de que disponga. La Inspección, de forma previa al pronunciamiento, podrá
recibir a las partes en audiencia o disponer la realización de una fiscalización
para mejor resolución del requerimiento. Con todo, en el caso de sindicatos
que negocien por primera vez, la audiencia y la fiscalización serán trámites
obligatorios.

La resolución de la Inspección del Trabajo deberá
ser notificada a ambas partes y será reclamable ante el Tribunal del Trabajo,
dentro  de  los  cinco  días  siguientes  a  su  notificación  a  través  del
procedimiento  monitorio.  En  este  caso,  el  Tribunal  podrá  disponer
provisoriamente  como medida precautoria  la  conformación de uno o  más
equipos de emergencia.

Artículo 361.- Reanudación de faenas. En caso de
producirse una huelga o lock-out que por sus características, oportunidad o
duración  causare  grave  daño  a  la  salud,  al  abastecimiento  de  bienes  o
servicios de la población, a la economía del país o a la seguridad nacional, el
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Tribunal de Letras del Trabajo respectivo podrá decretar la reanudación de
faenas, previa solicitud de parte.

La solicitud se tramitará a través del procedimiento
monitorio de los artículos 496 y siguientes, con excepción de lo señalado en
el inciso primero del artículo 497. Podrán ejercer la acción de que trata este
artículo tanto la o las empresas, como la Dirección del Trabajo o el  o los
sindicatos, según corresponda.

La reanudación de faenas se hará en las mismas
condiciones  vigentes  al  momento  de  presentar  el  proyecto  de  contrato
colectivo.

Una  vez  que  esté  ejecutoriada,  la  sentencia
definitiva deberá notificarse a la Dirección del Trabajo para los efectos de lo
dispuesto en el artículo 389.

Título V
REGLAS ESPECIALES PARA LA NEGOCIACIÓN DE SINDICATOS

INTEREMPRESA Y LAS ORGANIZACIONES SINDICALES QUE AFILIAN A
TRABAJADORES EVENTUALES Y TRANSITORIOS

Capítulo I
LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DEL SINDICATO INTEREMPRESA EN LA

EMPRESA

Artículo 362.-  Negociación colectiva del sindicato
interempresa.  El  sindicato  interempresa  podrá  negociar  conforme  al
procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro,
con las modificaciones señaladas en este Capítulo. En este último caso, la
empresa estará obligada a negociar.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  los  sindicatos
interempresa podrán negociar conforme lo dispuesto en el artículo 314.

Artículo  363.-  Requisitos  para  la  negociación
colectiva del sindicato interempresa. Para presentar un proyecto de contrato
colectivo en una empresa, el sindicato interempresa deberá contar con un
total  de  afiliados  no  inferior  a  los  quórum  señalados  en  el  artículo  227,
respecto de los trabajadores que represente en esa empresa.

Artículo  364.-  Comisiones  negociadoras  y  su
composición.  La  comisión  negociadora  sindical  estará  integrada  por  los
delegados  sindicales  de  la  respectiva  empresa  y  un  representante  de  la
directiva del sindicato.

La comisión negociadora de la empresa se regirá
por lo previsto en el inciso tercero del artículo 337.

Podrán  participar  de  las  negociaciones  los
asesores de ambas partes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 332.
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Capítulo II
DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE LAS ORGANIZACIONES QUE

AFILIEN A TRABAJADORES EVENTUALES Y DE OBRA O FAENA
TRANSITORIA

Artículo  365.-  Procedimiento  especial  de
negociación. La organización sindical que afilie a trabajadores eventuales, de
temporada  o  de  obra  o  faena  transitoria,  podrá  negociar  colectivamente
conforme a lo dispuesto en el artículo 314 o a las disposiciones previstas en
este capítulo.

Las  empresas  estarán  obligadas  a  negociar
conforme  al  procedimiento  regulado  en  este  capítulo.  Con  todo,  los
trabajadores sujetos a esta negociación no gozarán de las prerrogativas de
los artículos 309 y 347.

Artículo 366.- Inicio de la negociación y contenido
del  proyecto.  La  negociación  deberá  iniciarse  con  la  presentación  de  un
proyecto de convenio colectivo con las condiciones comunes de trabajo y
remuneraciones  para  un  período  de  tiempo,  temporada  u  obra  o  faena
transitoria determinada.

El  proyecto  de  convenio  colectivo  deberá
contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1.  La  identificación  de  la  organización  que
presenta el proyecto y la individualización de los miembros de la comisión
negociadora  sindical  de  conformidad  a  las  reglas  del  artículo  332,  con
indicación de un domicilio y correo electrónico.

2. Las cláusulas que se proponen a la empresa.

3. El ámbito de la negociación.

4. La determinación de la obra o faena o período
de tiempo comprendido en la negociación.

Artículo  367.-  Oportunidad,  formalidades  y
comunicación  del  proyecto.  El  sindicato  podrá  presentar  el  proyecto  de
convenio colectivo a una o más empresas, una vez iniciada la obra o faena
transitoria.

Copia del proyecto de convenio colectivo firmado
por  un  representante  de  la  o  las  empresas,  para  acreditar  que  ha  sido
recibido, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de
los cinco días siguientes a su presentación.

Si  el  representante  de  la  empresa  se  negare  a
firmar dicha copia, la organización sindical podrá requerir a la Inspección del
Trabajo, dentro de los tres días siguientes al vencimiento del plazo señalado
en el inciso anterior, para que le notifique el proyecto de convenio.
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Artículo  368.-  Respuesta  del  empleador.  La
empresa deberá dar respuesta al proyecto de convenio colectivo dentro del
plazo de cinco días contado desde la presentación del mismo, enviándola a
la comisión negociadora sindical, con copia a la Inspección del Trabajo. En la
respuesta deberá consignarse la individualización de la empresa, la comisión
negociadora  y  un  correo  electrónico  para  las  comunicaciones  que  deban
producirse durante la negociación. Deberán también señalarse las cláusulas
que  se  propone  celebrar,  pudiendo  incluir  entre  ellas  los  pactos  sobre
condiciones especiales de trabajo a los que se refiere el artículo 372.

En  el  caso  de  que  el  proyecto  de  convenio
colectivo  se  presente  a dos o  más empresas,  cada una de ellas  deberá
decidir si negocia en forma conjunta o separada, y comunicará su decisión a
la comisión negociadora sindical en su respuesta al proyecto de convenio
colectivo.

Artículo  369.-  Período  de  negociación.  Con  el
objeto de lograr un acuerdo, las partes se reunirán el número de veces que
estimen conveniente, pudiendo asistir a las reuniones con los asesores que
estimen pertinente.

Artículo 370.- Mediación. Asimismo, cualquiera de
las partes podrá solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo. En esta
mediación, la Inspección del Trabajo tendrá amplias facultades para instar a
las partes a alcanzar un acuerdo. La asistencia de las partes a las reuniones
que  se  citen  para  esta  mediación  será  obligatoria  y  su  inasistencia
injustificada será constitutiva de práctica desleal.

Este  procedimiento  de  mediación  durará  cinco
días hábiles, prorrogable por mutuo acuerdo de las partes por el plazo que
estimen pertinente.

Artículo 371.- Relación del convenio colectivo con
el  contrato individual  y registro  del  instrumento.  Las estipulaciones de los
convenios colectivos celebrados en virtud de las normas de este capítulo se
tendrán  como  parte  integrante  de  los  contratos  individuales  de  los
trabajadores afiliados a la o las organizaciones sindicales que los hubieren
negociado, incluidos aquellos que se afilien con posterioridad.

Los convenios colectivos deberán ser registrados
en  la  Inspección  del  Trabajo  respectiva,  dentro  del  plazo  de  cinco  días
contado desde su suscripción.

Artículo 372.- Pactos sobre condiciones especiales
de trabajo. Los convenios colectivos suscritos de conformidad a las reglas
precedentes podrán incluir pactos sobre distribución de jornada y descansos,
horas extraordinarias y jornada pasiva, de conformidad a lo dispuesto en el
Título VI de este Libro.

Artículo  373.-  Convenio de provisión  de puestos
de trabajo. Los convenios de provisión de puestos de trabajo de que trata el
artículo 142 podrán negociarse conforme las reglas del presente capítulo.
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Durante la vigencia de un convenio de provisión
de puestos de trabajo, sus estipulaciones beneficiarán a todos los afiliados a
la  organización  que  los  negocie,  cada  vez  que  sean  contratados  por  el
empleador, con excepción de la garantía de ofertas de trabajo de la letra a)
del inciso primero del artículo 142, que solo será aplicable a los afiliados a la
organización  que  sean  expresamente  considerados  en  la  nómina  del
convenio.

En  cuanto  a  su  contenido,  los  convenios  de
provisión de puestos de trabajo quedarán enteramente sujetos a lo dispuesto
en el artículo 142.

Título VI
DE LOS PACTOS SOBRE CONDICIONES ESPECIALES DE TRABAJO

Artículo 374.- Requisitos, procedimiento y ámbito
de  aplicación  de  los  pactos  sobre  condiciones  especiales  de  trabajo.  En
aquellas empresas que tengan una afiliación sindical igual o superior al 30%
del total de sus trabajadores, la o las organizaciones sindicales, conjunta o
separadamente,  podrán  acordar  con  el  empleador  los  pactos  sobre
condiciones especiales de trabajo de que trata este Título.

Estos  pactos  podrán  acordarse  en  los
procedimientos de negociación colectiva reglada y no reglada. En este último
caso,  la  aprobación  del  pacto  por  el  sindicato  deberá  realizarse  de
conformidad a sus estatutos.

La duración máxima de estos pactos será de tres
años.

Los  pactos  serán  aplicables  a  los  trabajadores
representados por las organizaciones sindicales que los hubieren celebrado.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  el  empleador  podrá
convenir aplicar los pactos concordados con los sindicatos a trabajadores sin
afiliación sindical,  debiendo contar  con el  acuerdo individual  de ellos y  la
aprobación de la Inspección del Trabajo. En el caso de que la aplicación del
pacto sea acordada por el 50% más uno de los trabajadores sin afiliación
sindical, podrá aplicarse a todos los trabajadores que no hubieren concurrido
al acuerdo, sin necesidad de aprobación de la Inspección del Trabajo.

Artículo  375.-  Pactos  sobre  sistemas
excepcionales de jornada de trabajo y descanso. Los pactos de que trata
este Título podrán establecer condiciones especiales de distribución de la
jornada ordinaria de trabajo y duración de los descansos, conforme a las
reglas que fije un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el
que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda y ajustarse a las
siguientes normas:

a)  La  jornada  ordinaria  de  trabajo  no  podrá
exceder de cuarenta y cinco horas promedio en cómputo semanal, por cada
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ciclo de trabajo. La jornada diaria de trabajo máxima será de doce horas,
considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos.

b) La jornada ordinaria se dividirá en dos partes,
dejándose entre ellas un lapso de tiempo para la colación. La duración del
descanso de colación será de a lo menos cuarenta y cinco minutos respecto
de aquellas jornadas no superiores a diez horas de duración, y de una hora,
imputable  a  la  jornada,  para  aquellas  que  superen  dicho  número.  Sin
embargo,  el  descanso  de  colación  de  los  trabajadores  contratados  con
jornada a tiempo parcial, afectos al pacto colectivo, no podrá ser superior a
sesenta minutos.

c)  Tratándose  de  faenas  ubicadas  en  centros
urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de siete días,
debiendo otorgar un descanso anual adicional de seis días. Con todo, las
partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de
descanso  adicional  o  de  remuneración,  en  cuyo  caso  esta  no  podrá  ser
inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.

No será obligatorio el descanso adicional anual en
la medida que el sistema excepcional contemple un promedio anual de a lo
menos dos domingos de descanso al mes.

d) En el caso de faenas ubicadas fuera de centros
urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de veinte días
para faenas transitorias y de doce para faenas permanentes. Tratándose de
una  jornada  diurna,  por  cada  dos  días  de  trabajo  corresponderá,  como
mínimo, un día de descanso; y en el caso de trabajo nocturno, por cada día
de trabajo corresponderá, a lo menos, un día de descanso.

Se considerará que la faena se desarrolla fuera de
centros  urbanos  cuando  se  cumplan  a  su  respecto  una  o  ambas  de  las
siguientes circunstancias:

i. Si las faenas se encuentran ubicadas fuera de
los límites urbanos de la ciudad.

ii.  Cuando  los  trabajadores  involucrados  en  la
jornada  duerman  en  campamentos  de  la  faena,  lugares  arrendados  o
dispuestos  por  la  empresa para pernoctar  o  se paga una asignación  por
alojamiento.

e)  Por  cada  día  festivo  trabajado  se  deberá
otorgar,  además,  un  día  de  descanso  compensatorio.  El  descanso
compensatorio  por  los  días  festivos  no  podrá  imputarse  a  los  días  de
descanso  del  ciclo  de  trabajo.  Con todo,  las  partes  podrán convenir  una
forma especial de distribución de tales días de descanso compensatorio o de
remuneración, en cuyo caso esta no podrá ser inferior a la prevista en el
inciso tercero del artículo 32.

f)  Tratándose  de  los  pactos  regulados  en  esta
norma, no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 38.
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Artículo 376.- Pactos de horas extraordinarias. Las
organizaciones sindicales y los empleadores podrán acordar bancos anuales,
semestrales o trimestrales de horas extraordinarias laborables a todo evento,
sin sujeción al límite establecido en el inciso primero del artículo 31, los que
en  todo  caso  no  podrán  exceder  de  doscientos  ochenta  y  ocho  horas
extraordinarias  anuales,  o  ciento  cuarenta  y  cuatro  horas  extraordinarias
semestrales, o setenta y dos horas extraordinarias trimestrales, para cada
trabajador afecto al pacto. Estos bancos operarán como el número total de
horas extraordinarias que podrán laborar los trabajadores afectos al acuerdo
durante el año, el semestre o el trimestre respectivo.

En todo caso,  los  trabajadores afectos  a pactos
que adopten bancos de horas  extraordinarias,  no podrán laborar  más de
doce horas en total cada día de trabajo y el tiempo máximo de permanencia
en  faenas,  considerando  la  jornada  ordinaria  como  extraordinaria  y  los
descansos,  será  de  doce  horas.  Además,  las  horas  extraordinarias
comprometidas  no  podrán  perjudicar  la  salud  del  trabajador  y  deberán
respetar el descanso semanal.

Las organizaciones sindicales que representen a
trabajadores  transitorios,  eventuales  o  de  temporada,  podrán  concordar
bancos semanales de horas extraordinarias de hasta quince horas en cada
semana  de  trabajo,  para  cada  trabajador  afecto  al  pacto.  A  estos
trabajadores  también  se  les  aplicará  el  límite  de  no  más  de  doce  horas
diarias  de  trabajo  y  las  horas  extraordinarias  comprometidas  no  podrán
perjudicar la salud del trabajador.

Con todo,  las partes podrán pactar  mecanismos
de compensación de horas extraordinarias, por medio de horas o días libres,
días  adicionales  de  feriado  anual  y  bonos  compensatorios  por  sobre  el
recargo dispuesto en el artículo 32.

Artículo 377.- Pactos sobre tiempo de preparación
para trabajar  y  jornada pasiva.  Podrán también acordarse pactos  para  la
duración y retribución de los tiempos no efectivamente trabajados destinados
a cambio de vestuario,  aseo personal,  traslado, aclimatación u otros,  que
sean necesarios para el desarrollo de la labor convenida, tanto por razones
de higiene o seguridad, del proceso productivo, de imagen corporativa o por
exigencia del empleador.

Estos  tiempos  tendrán una  duración  máxima de
una hora diaria, no serán imputables a la jornada de trabajo y su retribución
se ajustará al acuerdo de las partes, la que no podrá ser inferior a la prevista
en el inciso tercero del artículo 32.

Artículo 378.- Registro de los pactos. El empleador
deberá registrar el pacto dentro de los cinco días siguientes a la suscripción
del mismo.
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Artículo  379.-  Fiscalización  de  los  pactos.  La
fiscalización del cumplimiento de los pactos corresponderá a la Dirección del
Trabajo.

Asimismo,  el  Director  del  Trabajo,  en  caso  de
incumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores,
mediante resolución fundada podrá dejar sin efecto los pactos de que trata
este Título.  Esta resolución será reclamable ante el  tribunal respectivo de
conformidad  al  procedimiento  de  aplicación  general  contemplado  en  el
Párrafo 3° del Capítulo II del Título I del Libro V de este Código.

Título VII
DE LA MEDIACIÓN, LA MEDIACIÓN LABORAL DE CONFLICTOS

COLECTIVOS Y EL ARBITRAJE
Capítulo I

DE LA MEDIACIÓN

Artículo 380.- Tipos de mediación. Conforme a lo
previsto  en  este  Libro,  habrá  mediación  voluntaria  cuando  las  partes  de
común acuerdo soliciten la designación de un mediador a la Dirección del
Trabajo.

La mediación voluntaria tendrá un plazo máximo
de diez días, contados desde la notificación de la designación del mediador.

Artículo  381.-  Facultades  del  mediador.  En  el
cumplimiento de sus funciones, el mediador podrá requerir los antecedentes
que juzgue necesarios,  efectuar  las  visitas  que estime procedentes  a  los
lugares de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos
y  requerir  aquellos  antecedentes  documentales,  laborales,  tributarios,
contables o de cualquier otra índole que las leyes respectivas permitan exigir
a las empresas involucradas en la mediación y a las autoridades.

Artículo  382.-  Informe  de  mediación.  Si  no  se
produce acuerdo dentro del plazo, el mediador pondrá término a su gestión,
presentando a las partes un informe sobre lo realizado.

Capítulo II
DE LA MEDIACIÓN LABORAL DE CONFLICTOS COLECTIVOS

Artículo  383.-  Mediación  laboral  de  conflictos
colectivos. Los conflictos colectivos que no tengan un procedimiento especial
previsto  en  este  Libro  para  su  resolución,  podrán  sujetarse  a  las
disposiciones de este capítulo.

Artículo 384.- Forma de inicio de la mediación de
conflictos colectivos. Cualquiera de las partes podrá recurrir a la Inspección
del Trabajo para solicitarle una instancia de mediación laboral de conflictos
colectivos. Asimismo, la Inspección del Trabajo podrá intervenir de oficio.

Artículo  385.-  Facultades  de  la  Inspección  del
Trabajo.  La  Inspección  del  Trabajo  estará  facultada  para  disponer  la
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celebración  de  las  audiencias  que  estime  necesarias  para  llegar  a  un
acuerdo.

Para  el  logro  del  objeto  de  la  mediación,  la
Inspección  del  Trabajo  podrá  solicitar  asesoramiento  e  información  a
entidades públicas y privadas y ordenar medidas destinadas a contar con la
mayor información necesaria para contribuir a resolver el conflicto.

Artículo 386.- Informe de mediación. En caso de
no prosperar la mediación, la Inspección del Trabajo levantará un informe
que detallará las características del conflicto, la posición de las partes, las
fórmulas de mediación analizadas y las posturas de las partes respecto de
aquellas. Este informe será público.

Capítulo III
DEL ARBITRAJE

Artículo 387.- Definición de arbitraje. El arbitraje es
un procedimiento a través del cual la organización sindical y el empleador, en
los supuestos y al amparo de las reglas que señala este capítulo, someten la
negociación  colectiva  a  un  árbitro  para  decidir  el  asunto.  La  decisión  se
denominará indistintamente laudo arbitral o fallo arbitral.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los  artículos
siguientes, un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión
Social  y suscrito por el Ministro de Hacienda determinará las condiciones,
plazos  y  formas  por  las  cuales  se  llevará  a  cabo  la  contratación  de  los
árbitros  y  las  demás  normas  necesarias  para  el  cumplimiento  de  su
cometido.

Artículo 388.- Tipos de arbitraje. Con excepción de
los  casos  señalados  en  el  inciso  siguiente,  el  arbitraje  será  siempre  de
común acuerdo entre las partes.

El arbitraje será obligatorio para las partes en los
casos en que esté prohibida la huelga, así como cuando se determine la
reanudación de faenas, según lo dispuesto en el artículo 361.

Artículo 389.- Del tribunal arbitral, de la nómina de
árbitros y su designación. El tribunal arbitral será colegiado.

Llegada  la  fecha  de  término  de  vigencia  del
instrumento  colectivo,  o  a  partir  del  día  siguiente  de la  notificación  de la
resolución que ordena la reanudación de faenas, la Dirección del Trabajo
deberá  citar  a  las  partes  a  una  audiencia  dentro  de  quinto  día  para  la
designación del tribunal arbitral, la que se llevará a cabo con cualquiera de
las partes que asistan o aun en su ausencia.

En esta audiencia se procederá a designar a tres
árbitros  laborales  que  conformarán  el  tribunal  arbitral.  las  partes  podrán
elegir de común acuerdo, según el caso, a tres de los indicados en la Nómina
Nacional  de  Árbitros  Laborales,  y,  a  falta  de  acuerdo,  la  Inspección  del
Trabajo designará a aquel que más se aproxime a las preferencias de ambas
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partes, y si éstas no manifestaren preferencias, la designación se hará por
sorteo.

Las  designaciones  señaladas  anteriormente
deberán realizarse nombrando a un titular y dos suplentes.

Artículo  390.-  Notificación  de  los  árbitros,
audiencia  constitutiva  y  procedimientos  de  arbitraje.  Los  árbitros  serán
notificados  de  su  nombramiento  por  la  Dirección  del  Trabajo  al  correo
electrónico que tengan registrado, quedando citados a una audiencia dentro
de quinto día, en la cual jurarán dar fiel cumplimiento a su cometido y se
constituirán como tribunal arbitral, definiendo asimismo el procedimiento que
seguirán para su funcionamiento. A esta audiencia también podrán asistir las
partes, las que deberán ser notificadas para tales efectos con a lo menos tres
días de anticipación a la fecha de la audiencia, mediante correo electrónico.

En  los  casos  en  que  alguno  de  los  árbitros  no
asista a la audiencia o asistiendo no pueda jurar el cargo, la Dirección del
Trabajo deberá llamar a una nueva audiencia a realizarse en el más breve
plazo posible, el que en todo caso no podrá exceder de quinto día.

En esta audiencia, las partes podrán presentar su
última propuesta y realizar  sus observaciones.  El  tribunal  deberá levantar
acta  resumida  de  lo  actuado,  sin  perjuicio  de  grabar  íntegramente  la
audiencia, a través de medios idóneos.

Artículo  391.-  Facultades del  tribunal.  El  tribunal
arbitral podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las
visitas que estime procedentes a los locales de trabajo, hacerse asesorar por
organismos públicos o por expertos, sobre las diversas materias sometidas a
su resolución, citar a audiencia a las partes, y exigir aquellos antecedentes
documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole a
las partes, que le permitan emitir su fallo de manera fundada.

Artículo 392.- Del fallo y del derecho de las partes
a celebrar un contrato colectivo antes de su dictación. El  tribunal  arbitral,
estará obligado a fallar en favor de la proposición de alguna de las partes.
Para tales efectos,  el  tribunal  citará a una audiencia para que las partes
confirmen o presenten su proposición formal por escrito o verbalmente previo
a dictar el fallo.

Mientras no se notifique el fallo a las partes, éstas
mantendrán la facultad de celebrar directamente un contrato colectivo.

Artículo 393.- Plazo para fallar. El tribunal arbitral
deberá fallar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la celebración de
la reunión constitutiva, plazo que podrá prorrogarse fundadamente hasta por
otros diez días hábiles. El fallo deberá resolver los asuntos sometidos a su
decisión y no será objeto de recurso alguno.
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Artículo 394.- De la remuneración de los árbitros.
La  remuneración  de  los  árbitros  será  determinada  por  el  arancel  que
anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente, la que será de
costo fiscal, salvo en el caso de que el procedimiento arbitral afecte a una
gran empresa, en cuyo caso el costo deberá ser asumido por esta.

Artículo  395.-  Secretaría  del  cuerpo  arbitral.  La
Secretaría del cuerpo arbitral se radicará en la Dirección del Trabajo, la que
será responsable de llevar el registro de árbitros.

Artículo  396.-  Registro  Nacional  de  Árbitros  y
requisitos  para  incorporarse.  Existirá  un  Registro  Nacional  de  Árbitros
Laborales en el cual podrán inscribirse las personas naturales que acrediten
el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Poseer un título profesional de una carrera que
tenga al menos diez semestres de duración, otorgado por una institución de
educación superior del Estado o reconocida por este.

2.  Experiencia  no  menor  a  cinco  años  en  el
ejercicio  profesional  o  en  la  docencia  universitaria  en  legislación  laboral,
relaciones laborales, recursos humanos o administración de empresas.

3.  No  encontrarse  inhabilitado  para  prestar
servicios en el Estado o ejercer la función pública.

4.  No  haber  sido  condenado  por  delito  que
merezca pena aflictiva.

5.  No  tener  la  calidad de  funcionario  o  servidor
público de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada.

Los  árbitros  laborales  permanecerán  en  el
Registro  Nacional  mientras  mantengan  los  requisitos  legales  para  su
inscripción en el mismo.

Artículo 397.- Reglas generales. Corresponderá a
la Dirección del Trabajo:

1. La revisión del cumplimiento y mantención de
los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de
Árbitros.

2. El  pago de los honorarios correspondientes a
las  remuneraciones  de  los  integrantes  del  tribunal  arbitral,  cuando
corresponda.

Artículo 398.-  Contrato del  árbitro.  Constituido el
tribunal  arbitral,  la  Dirección  del  Trabajo  suscribirá  con cada  uno  de  sus
integrantes un contrato de prestación de servicios a honorarios, en el cual se
especificará  que  estos  se  pagarán  contra  la  entrega  del  fallo  arbitral
correspondiente, dentro del plazo máximo permitido.
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Artículo  399.-  Causales  de  implicancia  y
recusación.  Serán  aplicables  a  los  árbitros  laborales  las  causales  de
implicancia y recusación señaladas en los artículos 195 y 196 del Código
Orgánico  de  Tribunales,  considerándose  que  la  mención  que  en  dichas
normas se hace a los abogados de las partes deberá entenderse referida a
los asesores de las mismas en el respectivo procedimiento de negociación
colectiva.

Para  los  efectos  de  las  implicancias  o
recusaciones,  solamente  se  entenderán  como  parte  el  empleador,  sus
representantes legales, sus apoderados en el procedimiento de negociación
colectiva,  los  directores  de  los  sindicatos  interesados  en  la  misma  y  los
integrantes de la respectiva comisión negociadora sindical, en su caso.

Las implicancias o recusaciones serán declaradas
de oficio o a petición de parte por el árbitro laboral designado.

En  caso  de  implicancia,  la  declaración  podrá
formularse en cualquier tiempo.

En  caso  de  recusación,  el  tribunal  deberá
declararla  dentro  del  plazo  de  cinco  días  hábiles  desde  su  constitución.
Dentro  del  mismo  plazo,  la  parte  interesada  podrá  también  deducir  las
causales de recusación que fueren pertinentes.

Si  la  causal  de  recusación  sobreviniere  con
posterioridad a la constitución del tribunal arbitral, el plazo a que se refiere el
inciso anterior se contará desde que se tuvo conocimiento de la misma.

Si el tribunal no diere lugar a la declaración de la
implicancia o recusación, la parte afectada podrá apelar, dentro del plazo de
cinco días hábiles, ante el Director del Trabajo, el que resolverá en el más
breve plazo posible.

La interposición de este recurso no suspenderá el
procedimiento de arbitraje. Con todo, no podrá procederse a la dictación del
fallo  arbitral  sin  que  previamente  se  haya  resuelto  la  implicancia  o
recusación.

La  resolución  que  se  pronuncie  acerca  de  la
implicancia o recusación se notificará a las partes por carta certificada.

Artículo  400.-  Características  del  Registro
Nacional  de  Árbitros.  El  Registro  Nacional  de  Árbitros  será  de  carácter
público. En él, aparecerá reflejado el nombre del árbitro, región o regiones de
desempeño, los casos asignados y terminados y el monto de los honorarios
percibidos.

Título VIII
DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES EN LA NEGOCIACIÓN

COLECTIVA
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Artículo 401.- Competencia. Será competente para
conocer  de las cuestiones a que dé origen la  aplicación de este Libro el
Juzgado de Letras del Trabajo del domicilio del demandado o el del lugar
donde  se  presten  o  se  hayan  prestado  los  servicios,  a  elección  del
demandante.

Artículo  402.-  Procedimientos  aplicables.  Las
reclamaciones  de  los  artículos  342  y  360  se  sujetarán  a  las  normas  del
procedimiento  a  que  se  refiere  el  artículo  504,  y  gozarán  de  preferencia
respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal.

Cualquier otra controversia que se produzca en la
negociación  colectiva  y  que  no  tenga  un  procedimiento  especial  de
tramitación, se sujetará al procedimiento de aplicación general establecido en
el Título I del Libro V de este Código.

Artículo 403.- Medidas de reparación. En el caso
de la denuncia del artículo 347, el tribunal competente podrá disponer, como
medida de reparación, una indemnización del daño causado a los afectados
por la infracción a la prohibición de reemplazar los puestos de trabajo en
huelga, además de la multa establecida en el artículo 408.

Artículo  404.-  Efectos  de  la  interposición  de
acciones  judiciales  en  el  proceso  de  negociación.  Los  procedimientos
judiciales previstos en este Título, a excepción de lo dispuesto en el artículo
342,  podrán suspender el  curso de una negociación colectiva iniciada de
conformidad al Título IV de este Libro.

Tratándose  de  la  negociación  efectuada  por  un
sindicato constituido en los últimos noventa días anteriores al  inicio de la
negociación, las reclamaciones sobre la calificación de servicios mínimos y
conformación  de  equipos  de  emergencia  suspenderán  los  plazos  de  la
negociación colectiva reglada en curso.

Artículo 405.- Reclamación de la determinación de
las  empresas  sin  derecho  a  huelga.  La  reclamación  deberá  interponerse
dentro de los treinta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la
resolución  respectiva.  El  tribunal  pedirá  informe a  los  recurridos,  quienes
dispondrán del plazo de diez días para evacuarlo, prorrogables hasta por el
mismo término.

Una vez evacuados los informes,  o  sin  ellos en
caso de no haberse evacuado dentro del plazo señalado en el inciso anterior,
la  Corte  ordenará  traer  los  autos  en  relación.  La  reclamación  tendrá
preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará al orden de ingreso a
la Corte.

El  alegato  de  cada  parte  no  podrá  exceder  de
treinta minutos. Se entenderá como una sola parte a todos los recurridos.

Podrán hacerse parte del recurso la empresa o los
trabajadores involucrados en la  decisión  que no  hubieren recurrido  de la
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resolución,  quienes  dispondrán  de  un  tiempo  total  de  alegato  de  treinta
minutos.

Contra  la  resolución  que  se  pronuncie  sólo
procederá el recurso de apelación.

Título IX

DE LAS PRÁCTICAS DESLEALES Y OTRAS INFRACCIONES EN LA
NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y SU SANCIÓN

Artículo 406.-  Prácticas desleales del empleador.
Serán  consideradas  prácticas  desleales  del  empleador  las  acciones  que
entorpezcan la negociación colectiva y sus procedimientos. Entre otras, se
considerarán las siguientes:

a)  La  ejecución  durante  el  proceso  de  la
negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio
de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.

b) La negativa a recibir a la comisión negociadora
del  o  los  sindicatos  negociantes  o  a  negociar  con  ellos  en  los  plazos  y
condiciones que establece este Libro.

c)  El  incumplimiento  de  la  obligación  de
suministrar la información señalada en los términos de los artículos 316 y
siguientes, tanto en la oportunidad como en la autenticidad de la información
entregada.

d) El reemplazo de los puestos de trabajo de los
trabajadores que hubieren hecho efectiva la huelga dentro del procedimiento
de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro.

Artículo  407.-  Prácticas  desleales  de  los
trabajadores,  de  las  organizaciones  sindicales  y  del  empleador.  Serán
también  consideradas  prácticas  desleales  del  trabajador,  de  las
organizaciones  sindicales  o  de  estos  y  del  empleador,  en  su  caso,  las
acciones que entorpezcan  la  negociación  colectiva  o  sus procedimientos.
Entre otras, se considerarán las siguientes:

a)  La  ejecución  durante  el  proceso  de  la
negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio
de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.

b)  El  acuerdo  para  la  ejecución  de  prácticas
atentatorias  contra  la  negociación  colectiva  y  sus  procedimientos,  en
conformidad a las disposiciones precedentes, y los que presionen física o
moralmente al empleador para inducirlo a ejecutar tales actos.
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c)  La  divulgación  a  terceros  ajenos  a  la
negociación de los documentos o la información recibida del  empleador y
que tengan el carácter de confidencial o reservada.

d) El incumplimiento del deber de proveer el o los
equipos de emergencia que fueron concordados por las partes o dispuestos
por la autoridad competente, según corresponda.

Artículo  408.-  Régimen  sancionatorio.  Las
infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con
multas de diez a trescientas unidades tributarias mensuales. Para determinar
su cuantía se tendrá en cuenta la gravedad de la infracción, sus efectos, el
tamaño de la empresa y el número de trabajadores involucrados o afiliados a
la organización sindical. En caso de reincidencia, se aplicará lo dispuesto en
el inciso quinto del artículo 506.

En el caso de las conductas de los literales d) de
los  artículos  406  y  407,  se  aplicará  una  multa  de  una  a  cien  unidades
tributarias mensuales por cada trabajador involucrado en la negociación o
comprometido en el o los equipos de emergencia, según corresponda.

Se aplicarán las multas del inciso segundo de este
artículo  a  los  incumplimientos  de  las  estipulaciones  contenidas  en
instrumentos colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo,
según la gravedad de la infracción.

Las multas a que se refieren los incisos anteriores
serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales
Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Artículo  409.-  Procedimiento  aplicable.  El
conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la
negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en
el Párrafo 6° del Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código.

Las  acciones  judiciales  destinadas  a  declarar  y
sancionar  las  conductas  descritas  en  los  artículos  anteriores  podrán  ser
ejercidas por  la  o las organizaciones sindicales o el  empleador,  según el
caso. La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los
hechos que estime constitutivos  de prácticas desleales  en la  negociación
colectiva, de los cuales tome conocimiento.

La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro
de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación
colectiva,  debiendo  publicar  semestralmente  la  nómina  de  empresas  y
organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a
la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.

Título X
DE LA PRESENTACIÓN EFECTUADA POR FEDERACIONES Y

CONFEDERACIONES
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Artículo  410.-  Presentación  efectuada  por
federaciones  y  confederaciones,  contenido  y  reglas  generales.  Las
federaciones y confederaciones podrán, en cualquier momento y sin sujeción
a reglas de procedimiento, previo acuerdo con uno o más empleadores, o
con una o más asociaciones gremiales de empleadores, suscribir convenios
colectivos y,o pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el
presente Código. Con todo, las federaciones o confederaciones que definan
negociar conforme a las disposiciones de este Título deberán presentar su
propuesta  por  escrito  a  los  empleadores  o  a  las  asociaciones  gremiales
respectivas, para quienes siempre será voluntario negociar. También podrá
iniciarse el procedimiento a que se refiere este Título a solicitud escrita de
uno  o  más  empleadores  o  de  una  o  más  asociaciones  gremiales  de
empleadores. El plazo para manifestar la decisión de negociar será de treinta
días  contado  desde  la  presentación  de  la  propuesta.  En  caso  de  ser
afirmativa,  dentro  de  este  mismo  plazo  se  deberá  dar  respuesta  a  la
proposición de convenio o pacto. En todo caso, la respuesta deberá darse
siempre por escrito.

Los  convenios  colectivos  podrán  referirse  a
cualquiera de las materias señaladas en el artículo 306. Los pactos sobre
condiciones  especiales  de  trabajo  deberán  ajustarse  a  las  regulaciones
previstas en el Título VI de este Libro, sin que les sea aplicable el quórum de
afiliación  sindical  señalado  en  el  inciso  primero  del  artículo  374.  Los
convenios  colectivos  o  los  pactos  tendrán  la  duración  que  dispongan  las
partes.

A  los  empleadores  sólo  les  serán  aplicables
aquellos  convenios  y,o  pactos  concordados  directamente  por  sus
representantes legales o que concurran a aceptar una vez concordados.

Los  convenios  colectivos  y  pactos  sobre
condiciones  especiales  de  trabajo  de  que  trata  este  Título  se  deberán
depositar en la Dirección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su
suscripción.  Este  organismo  deberá  llevar  un  registro  público  de  estos
instrumentos colectivos.

Artículo 411.- Regla de aplicación de instrumentos
colectivos  a  organizaciones  afiliadas.  Los  convenios  colectivos  y  pactos
sobre  condiciones  especiales  de  trabajo  de  que  trata  este  Título  serán
aplicables  a  los  trabajadores  afiliados  a  las  organizaciones  sindicales  de
base, previa aprobación de estos en asamblea de socios, de conformidad a
lo dispuesto en sus estatutos. En caso de no existir regulación estatutaria
aplicable, deberán ser aprobados en asamblea, por mayoría absoluta de los
socios, en votación secreta celebrada ante un ministro de fe.

Artículo 412.- Regla de aplicación de convenios en
la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. En la micro y pequeña empresa
en que no exista sindicato con derecho a negociar, los convenios podrán ser
extendidos a los trabajadores sin afiliación sindical, previa aceptación escrita
de la extensión y del compromiso de pago de la cuota sindical ordinaria de la
respectiva organización sindical.
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Artículo 413.- Regla de aplicación de pactos sobre
condiciones  especiales  de  trabajo  en  la  micro  y  pequeña  empresa,  sin
sindicatos.  Podrán  aplicarse  los  pactos  sobre  condiciones  especiales  de
trabajo concordados conforme a las reglas de este Título en las empresas
señaladas en el artículo anterior, siempre y cuando concurran los siguientes
requisitos:

a)  Que  exista  un  convenio  colectivo  sobre
condiciones comunes de trabajo y remuneración, suscrito entre las mismas
partes  para  toda  la  vigencia  del  pacto  sobre  condiciones  especiales  de
trabajo.

b)  Que  el  convenio  colectivo  señalado  se  haya
extendido a los trabajadores de la respectiva empresa, de conformidad a lo
previsto en el artículo anterior.

c) Que la aplicación del pacto sobre condiciones
especiales  de  trabajo  sea  aprobada  por  la  mayoría  absoluta  de  los
trabajadores de la respectiva empresa, ante un ministro de fe.”.

Artículo  2°.-  Créase  el  Fondo  de  Formación
Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio
del  Trabajo  y  Previsión  Social,  que  reemplaza  al  Programa  Escuela  de
Formación Sindical.  El  Fondo tendrá como objeto apoyar  financieramente
proyectos  de  formación  sindical  y  acciones  de  promoción,  programas  o
actividades  que  propendan  a  establecer  relaciones  colaborativas  entre
empresa y organizaciones sindicales.

Los recursos del Fondo serán asignados por dicha
Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del comité de
selección.

El  comité  de  selección  estará  integrado  por  un
representante  de  la  Subsecretaría  del  Trabajo,  un  representante  de  la
Dirección  del  Trabajo,  un  representante  del  Ministerio  de  Hacienda,  dos
representantes de las organizaciones sindicales y dos representantes de las
organizaciones empresariales.

Un reglamento dictado a través del Ministerio del
Trabajo  y  Previsión  Social,  suscrito  también por  el  Ministro  de  Hacienda,
establecerá  las  normas  de  administración  y  operación  de  este  Fondo,
criterios  de  adjudicación  de  los  recursos,  reglas  de  nombramiento  y
funcionamiento del comité de selección y las demás que sean necesarias
para su implementación.

Artículo  3°.-  El  Fondo  de  Formación  Sindical  y
Relaciones Laborales Colaborativas estará constituido por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la
ley de Presupuestos.
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b) Las multas pagadas por prácticas desleales y
antisindicales.

c)  Las  donaciones  que  se  le  hagan,  y  las
herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo,
con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias
estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que
les afecte. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

d)  Los  aportes  que  se  reciban  por  vía  de
cooperación internacional a cualquier título.

e)  Los  demás  recursos  que  perciba  por  otros
conceptos.

Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente
la aplicación de esta ley durante el  año presupuestario de su entrada en
vigencia se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria
Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos
que anualmente contemple la ley de Presupuestos.

Artículo 5°.- Intercálase en el artículo 6° de la ley
N°19.886 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual tercero a ser
cuarto:

“También se  dará  prioridad,  en  los  términos  del
inciso primero, a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos
con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que
le  hagan  aplicables  a  estos  convenios  colectivos  acordados  por  otros
empleadores  u  organizaciones  gremiales  de  empleadores,  suscritos  de
conformidad a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.

Artículo  6°.-  Agrégase  en  el  inciso  primero  del
artículo 46 de la ley N°19.518 la siguiente letra g), nueva:

“g)  La  ejecución  de  acciones  de  capacitación
destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan
vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se
trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del
Código del Trabajo.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo  primero.-  La  presente  ley  entrará  en
vigencia el  día  primero  del  séptimo mes posterior  a  su publicación  en el
Diario Oficial.

Artículo  segundo.-  Los  procesos  de  negociación
colectiva iniciados antes de la entrada en vigencia de esta ley se regirán por
las normas vigentes en el momento de su inicio.
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Con todo, los instrumentos colectivos suscritos a
partir de la entrada en vigencia de la presente ley se regirán en cuanto a sus
efectos por las nuevas regulaciones contenidas en esta.

Artículo tercero.- En todas las negociaciones que
se  inicien  dentro  de  los  ciento  ochenta  días  posteriores  a  la  entrada  en
vigencia de esta ley, se aplicarán los efectos a que se refiere el artículo 404
del Código del Trabajo.

Artículo  cuarto.-  La  modificación  del  plazo  del
inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, establecida en el numeral
5)  del  artículo  1°  de  esta  ley,  será  aplicable  a  las  resoluciones  o
renovaciones de resoluciones que se dicten a partir de la entrada en vigencia
de la referida disposición.

Artículo quinto.- El reglamento a que se refiere el
artículo 375 del Código del Trabajo deberá ser dictado dentro del plazo de
ciento ochenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el
Diario Oficial.”.

-------

Acordado en sesiones celebradas los días 6, 13 y
20 de julio de 2015 (citadas de 10 a 13:30 horas y de 15 a 19:30 horas), con
asistencia  de  las  Senadoras  señoras  Carolina  Goic  Boroevic  y  Adriana
Muñoz D´Albora (Senador señor Ricardo Lagos Weber) y de los Senadores
señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo
Letelier Morel (Presidente) y en sesiones de 3 y 4 de agosto de 2015, con
asistencia  de  las  Senadoras  señoras  Carolina  Goic  Boroevic  y  Adriana
Muñoz  D’Albora  y  de  los  Senadores  señores  Andrés  Allamand  Zavala,
Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel (Presidente); el 8 de
julio  de  2015,  con  asistencia  de  las  Senadoras  señoras  Carolina  Goic
Boroevic  y  Adriana Muñoz  D´Albora  y  de  los  Senadores señores  Andrés
Allamand Zavala,  Hernán  Larraín  Fernández  y  Juan  Pablo  Letelier  Morel
(Presidente); el 15 de julio de 2015, con asistencia de las Senadoras señoras
Carolina  Goic  Boroevic  y  Adriana  Muñoz  D´Albora  y  de  los  Senadores
señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo
Letelier Morel (Presidente); el 22 de julio, con asistencia de las Senadoras
señoras  Carolina  Goic  Boroevic  y  Adriana  Muñoz  D´Albora  y  de  los
Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y
Juan Pablo Letelier Morel (Presidente); el 3, 4 y 5 de agosto con asistencia
de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D´Albora
y  de  los  Senadores  señores  Andrés  Allamand  Zavala,  Hernán  Larraín
Fernández y Juan Pablo Letelier Morel (Presidente).

Sala de la Comisión, a 12 de agosto de 2015.
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PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR
Secretaria de la Comisión
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RESUMEN EJECUTIVO
____________________________________________________________

PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN
SOCIAL, ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE MODERNIZA EL

SISTEMA DE RELACIONES LABORALES, INTRODUCIENDO
MODIFICACIONES AL CÓDIGO DEL TRABAJO

(BOLETÍN Nº 9.835-13)

I.  PRINCIPALES  OBJETIVOS  DEL  PROYECTO  PROPUESTO  POR  LA
COMISIÓN: Modificar  los procedimientos  de  negociación
colectiva, para lo cual se sustituye el Libro IV del Código del Trabajo y se
amplía la cobertura a dicho proceso a los trabajadores sujetos a contrato de
aprendizaje,  a  los  de  obra  o  faena  transitoria  y  aquellos  que  no  tengan
facultades expresas de representación y administración de la empresa.

 Reconocer al sindicato como sujeto principal de la
negociación  colectiva  en representación  de  sus  afiliados,  ampliándose  su
derecho a información sobre la situación económica de la empresa. 

Contemplar el concepto de piso de la negociación
y  considerar  en  el  marco  de  la  negociación  colectiva  el  acuerdo  sobre
condiciones especiales de trabajo.

Reconocer  el  derecho  a  huelga  y  prohibir  el
reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores en huelga.

Establecer la figura de los servicios mínimos y de
los equipos de emergencia.

II. ACUERDOS: aprobado  en  general  (3X2)  (3  votos  a  favor  de  las
Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2
votos en contra de los Senadores señores Allamand y Larraín).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN:
consta de seis artículos permanentes y cinco artículos transitorios.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: los artículos 327, 388, 396, 399,
401 y 405, contenidos en el numeral 28) del artículo 1° del proyecto,
tienen el rango de normas orgánicas constitucionales, de conformidad
al artículo 77 de la Constitución Política de la República, toda vez que
modifican la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia y
requieren  para  ser  aprobados  del  voto  conforme  de  los  4/7  de
Senadores  en  ejercicio,  tal  como lo  dispone  el  inciso  segundo  del
artículo 66 de la Carta Fundamental.

V. URGENCIA: simple

VI.   ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S.E. la Presidenta de la República,
señora Michelle Bachelet Jeria.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.
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VIII. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: 67 votos a favor,
42 votos en contra, 1 abstención (votación en general).

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 30 de junio de 2015.

X. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, en general.

XI.    LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA
MATERIA: -La  Constitución  Política  de  la  República,
particularmente el numeral 19 de su artículo 19, que establece el derecho
fundamental a sindicarse en los casos y forma que señale la ley y reconoce
la libertad sindical, de la que deriva el derecho a huelga, y el inciso quinto del
numeral 16 del mismo artículo, que consagra el derecho fundamental a la
negociación colectiva.

-El artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de
las Naciones Unidas y suscrito por Chile el 16 de diciembre de 1966, que
establece el derecho de toda persona para asociarse libremente con otras,
incluyendo el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección
de sus intereses.

-El artículo 8° del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de
Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y suscrito por Chile el 16 de
septiembre de 1969, que consagra el deber de los Estados de garantizar el
derecho de toda persona a formar sindicatos y a afiliarse a ellos, a formar
federaciones  o  confederaciones  nacionales  y  el  de  éstas  a  fundar
organizaciones  sindicales  internacionales  o  a  afiliarse  a  las  mismas.
Asimismo, reconoce la libertad sindical y el derecho a huelga.

-El  Convenio  N°  87  de  la  Organización
Internacional  del  Trabajo,  sobre  la  libertad  sindical  y  la  protección  del
derecho  de  sindicación,  de  1948,  y  el  Convenio  N°  98  de  la  misma
organización, sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, de
1949, ambos ratificados por Chile el 1 de febrero de 1999.

-El  Código  del  Trabajo,  especialmente  su  Título
Preliminar y el Libro I, III y IV.

-La  ley  N°19.886,  de  bases  sobre  contratos
administrativos de suministro y prestación de servicios, de 2003.

-La  ley  N°  19.518,  que  fija  nuevo  estatuto  de
capacitación y empleo, de 1997.

_____________________________________________________________

Valparaíso, 12 de agosto de 2015.

PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR
Secretaria de la Comisión
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